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   Sin rebelarse contra el consenso, enemigo de la libertad de pensamiento, no pueden engendrarse genuinos pensadores de la república o la democracia, cuya síntesis está en la República Constitucional. Los que no han recorrido la historia de las ideas políticas no saben que la República, a diferencia de la Monarquía, carece de teoría positiva que la fundamente en tanto que forma sistemática del Estado, salvo en algunas utopías, como la República de Oceana de James Harrington (1656), fundada en la igualdad de riqueza y cuya influencia en Jefferson fue patente. 
 
    
 
   En la historia de las ideas de gobierno y de las formas de Estado, ningún filósofo y ningún jurista han elaborado una teoría sustantiva y positiva de la República. Ésta ha venido identificándose por el exclusivo hecho de no ser Monarquía. Lo cual ha causado el crimen ideológico de llamar Repúblicas a regímenes de poder político que son antirrepublicanos. Tal carencia de teoría republicana tiene una sencilla explicación histórica. Los pensadores griegos identificaron la República con la Justicia o la Democracia directa. No la definieron. Se limitaron a describirla por sus virtudes cívicas de patriotismo, amor a la cosa pública y participación de los ciudadanos en las decisiones políticas. La creencia de que la república era fruto de la virtud de los romanos, o de sus instituciones de gobierno mixto, pasó a ser la doctrina común del republicanismo clásico y renacentista. 
 
    
 
   La República nunca se definió por lo que realmente es. Siempre se identificó negativamente por no ser Monarquía. Cuando se distinguió entre formas de gobierno y República, como en el diálogo de Cicerón acerca de la Res Publica, ésta se fundó exclusivamente en la moralidad tradicional de sus hombres. Visión que no cambió con el republicanismo medieval aristotélico, ni con el humanismo neoplatónico o ciceroniano, que dominó la cultura florentina a mediados del siglo XV. Una nación vencedora, Roma, se humanizó con la recepción de la cultura del pueblo vencido, Grecia, y creó el primer humanismo republicano. Para entender bien este concepto se debe distinguir entre humanismo y jusnaturalismo, pues la herencia clásica no se reactivó con el Renacimiento italiano, que buscaba la verdad en textos orientales que se creían más antiguos, como el fraudulento Corpus Hermeticum, sino con los humanistas medievales que despertaron el ideal republicano en ciertas ciudades del norte de Italia, con la traducción de La política de Aristóteles (1260).
 
    
 
   Desde la muerte del Emperador del Sacro Imperio y Rey de Sicilia, Federico II de Hohenstaufen (1250), hasta la obra de Marsilio de Padua (Defensor pacis, 1324), en tan solo 74 años, se desarrolló la revolución cultural humanista que dio lugar a la conciencia civil de la sociedad, al sentimiento republicano y a la prefiguración de los estados renacentistas. 
 
   La vivacidad y brillantez del Renacimiento amortiguaron las resonancias de las innovaciones políticas de la época anterior que lo engendró. Las luminarias medievales de Aquino, Dante, Escoto, Ockam, dejaron en las sombras del olvido a los creadores de aquel republicanismo que sintetizaría el gran Marsilio, como concepto diferente de la virtud romana, idealizada por Maquiavelo, siglo y medio después, en sus Discursos sobre la Primera Década de Tito Livio. La investigación histórica realizada por N. Rubistein (1982 y 2001), sobre las ciudades italianas que se independizaron del Imperio, tras la muerte de Federico II, ha facilitado el acceso a la originalidad del primer pensamiento republicano en las obras de Brunetto Latini (canciller del primer gobierno popular de Florencia), Ptolomeo de Lucca (prefería la República por analogía de las ciudades italianas con la polis griega) y fray Remigio de Girolami: “quien no es ciudadano no es hombre”, que no nace “para actuar sólo en nuestro bien, sino en el de nuestro país y nuestros amigos”. Originaria formulación del motivo de los soldados de EEUU para ir voluntariamente a la guerra de Vietnam. 
 
    
 
   Lo más interesante fue el hecho de que un nuevo concepto de República, diferente del romano, se anticipó a la forma monárquica tan pronto como aquellas ciudades italianas se encontraron liberadas, sin proponérselo, del poder terrenal del Emperador fallecido. Donde no había un “suzerain” feudal, un ducado o un condado imperial, la Ciudad levantó su Autoridad sobre la estructura de las sociedades indoeuropeas, divididas en la tripartición funcional de sacerdotes, guerreros y productores. Los primeros repúblicos unieron la estabilidad de la ciudad a la estructura gremial de su economía. Las Repúblicas gremiales se asentaron con Potestades civiles, luego absorbidas por la soberanía de los Príncipes que crearon el Estado. 
 
    
 
   Fueron repúblicos los que tomaron la idea republicana del pensamiento griego y la realizaron en ciudades italianas liberadas del Imperio. Hay un sorprendente paralelismo entre los repúblicos medievales que prefiguraron el Estado, dando potestad estable, en lugar de soberanía, a esas Ciudades, y los repúblicos americanos que crearon el Estado Federal estadounidense, dando su control a la sociedad civil de las colonias independizadas del Imperio británico. La conciencia de la necesidad de una sola autoridad política se derivó de la exigencia de dar estabilidad permanente, dar Estado político, a las sociedades de gremios y corporaciones en lucha por la supremacía en la Ciudad. La filosofía renacentista ideó la noción de soberanía, desconocida en la antigüedad y mantenida luego en las formas de Estado como leitmotiv sustantivo de la idea monárquica, hasta que Rousseau la sustituyó por la de pueblo Soberano en una república ideal. La Revolución abatió al Soberano Real y puso la soberanía de hecho en la Comuna de París, y la de derecho en la Convención Nacional.
 
    
 
   Importa conocer la filosofía política de la sociedad económica sobre la que Marsilio de Padua construyó la teoría del Estado laico y republicano. La res publica era la comunidad, la República su ordenamiento natural, y la Ciudad, el ámbito territorial de la Potestad. Definió la sociedad en términos aristotélicos. “Para vivir de modo suficiente, los hombres se han asambleado a fin de buscar y entrecomunicarse naturalmente los diversos productos necesarios. A esta asamblea, así realizada y con suficiencia para satisfacerse, se la ha llamado Ciudad. Como el hombre de una sola profesión no puede procurarse las cosas para la suficiencia de su vida, ha sido precisa la reunión de diversos oficios u órdenes, que son las partes de la sociedad, en su multiplicidad y diferenciación” (Defensor Pacis, I, IV, Par. 10). Consciente de la división trifuncional, Marsilio excluyó el orden sacerdotal y el guerrero de la potestad política, para atribuírsela al de productores, la melior pars. La parte que luego Locke consideró la más valiosa y C. J. Friedrich, la más inteligente. 
 
    
 
   El factor republicano no puede estar en su resultado, la libre decisión de la voluntad colectiva. Ha de buscarse entre los distintos tipos de Autoridad que produjo la tradicional tripartición de las funciones sociales, mediante procesos de formación de mentalidades ideológicas de dominación política. Los diferentes fundamentos de la Autoridad sitúan al factor republicano en posición dominada o dominante, según la composición de la fuerza constituyente de la forma de Estado, cuando a ésta no la determina la libertad política. Forma militar-eclesiástica o de partido único. Forma liberal-parlamentaria de los señores del mercado. Forma socialdemócrata de redistribución de rentas, con criterios oligárquicos y plutocráticos. 
 
    
 
   La embriología explica en qué fase del desarrollo de la criatura se producen las mutaciones que originan la progresión de las especies. Para encontrar la idea de una especie republicana diferente de la clásica, se debe retroceder hasta aquellos repúblicos medievales que crearon el germen de los derechos naturales. Con el conocimiento de la evolución natural de las especies, parece extraño que haya contradicción permanente entre Naturaleza y Sociedad. Si, antes de Darwin, unos humanistas extrajeron de la materia humana derechos universales iguales, ¿cómo no va a ser posible deducir la acción política de libertad republicana, de la naturalidad de los pueblos, de sus pasiones igualitarias en derechos naturales? Mientras se pensó que el mundo era creado y sostenido por una causa sobrenatural, no se podía imaginar que los seres humanos pudieran regularse a sí mismos mediante derechos naturales. Del derecho divino y de su orden providencial emanaba el derecho de los reyes a regir el destino de sus pueblos. Esta tradición teológica explica que el Rey de Gran Bretaña aún sea patriarca de la Iglesia anglicana, y que la raíz de los conceptos políticos sea religiosa. 
 
    
 
   Las rupturas de la tradición histórica impidieron apreciar la trascendencia de la innovadora idea de la República concebida por el humanismo medieval pre-renacentista. Mentes atrevidas, en momentos de crisis espirituales, fundaron el derecho natural, contra la tradición del imperio de la ley positiva, en la confianza del hombre en su razón natural, en el humanismo. La razón técnica del derecho y de la ley imperial contradecía la razón natural de la República. La idea republicana sobrepasaba las posibilidades del humanismo cristiano, cuyo postulado de redención le impedía concebir al hombre como salvador de sí mismo. Los que llevaron a cabo esta proeza mental, aunque fueran humanistas cristianos, fundaron el derecho natural en la razón, y no en la revelación de la igualdad humana por decreto de la Providencia. Desde entonces, el derecho natural-racional no legitima las monarquías de derecho natural-divino de los reyes. Basada en la teología de la desigualdad celestial, la monarquía no podía ser laica sin contradecir su legitimación. El “poder absoluto de Dios” (Guillermo de Ockam) se trasladó el poder absoluto de los Reyes. 
 
    
 
   Aquel descubrimiento medieval de la razón natural, desasistida de ciencia antropológica, tuvo que acudir, en los Estados renacentistas, a la ficción de un contrato social que justificara la razón tradicional de la obediencia. Renuncia a la libertad natural del hombre lobo para el hombre, en favor de un soberano absoluto (Hobbes). Libre consentimiento a leyes emanadas de un parlamento elegido por los que habían de obedecerlas (Locke). Conversión del pueblo en soberano absoluto y su voluntad general en único criterio de acción democrática (Rousseau). El fabuloso contrato social, que tanto valía para legitimar la libertad individual como la igualdad común, pareció ser el pacto constituyente de las comunidades protestantes emigradas a Nueva Inglaterra. La tesis contractualista del Estado, incluso como ficción útil, está desahuciada de la historia y de la filosofía, sin que ninguna teoría científica o plausible la haya sustituido. 
 
    
 
   A Freud debemos una hipótesis cultural superior en coherencia psicológica y belleza mitológica a todas las teorías del contrato social. Extraída del psicoanálisis del subconsciente individual, la explicación del origen de la civilización en el banquete primitivo de los arrepentidos parricidas de Moisés es de orden mítico y ahistórico. Los iusnaturalistas revolucionaron la concepción de los derechos naturales, basándolos en la hipótesis antropológica de un mismo tipo de razón universal en los individuos. Pero la revolución científica de las ciencias naturales obliga a distinguir hoy entre los derechos naturales que afectan a la supervivencia de la especie humana, y los que propician el mejor estar de los individuos en la sociedad. La indiscutible razón natural y científica de aquéllos determina la extensión concreta de la razón jurídica y política de éstos. 
 
    
 
   Hay motivos suficientes para creer que la lealtad a la especie, fundamento de la ecología y de la vida, ocupa el primer rango en los lazos sociales, pese a no ser percibida por la razón histórica, ni por la razón jurídica, sino por la razón natural evolutiva. Sin ésta no era posible conocer los límites y el contenido positivo de aquellos humanismos republicanos de derecho natural que llegaron a Norteamérica desde Inglaterra y Holanda. 
 
    
 
   Una de las aspiraciones de la humanidad oriental, que no tuvo influencia en la cultura occidental, consistía en realizar un mundo social a escala del hombre. Ésta no ha sido la concepción del progreso en los pueblos forjados por la civilización greco-romana, donde los valores de cantidad y acumulación han preterido los de calidad y disfrute. La noción utilitaria de la relación del hombre con la naturaleza, y una tradición de temor a la autoridad, apartaron del campo a las urbes, y a la razón política, de su apego a la Natura. Hay que retroceder más allá del siglo de la Ilustración, más allá de las revoluciones de la libertad y la igualdad, para encontrar auténticos hontanares de humanidad en las relaciones, reales o pensadas, de los hombres entre sí y con las ciudades-estados, que posibilitaron el desarrollo de la sociabilidad natural, en una sociedad de poderes naturales. 
 
    
 
   Es inútil buscar esos momentos humanistas de la historia en las épocas de esplendor de las Ciudades-Imperio, o en las de expansión de los Estados renacentistas que ocuparon la tierra conocida y colonizaron la ignota. Los valores humanistas se descartan por sí mismos de las grandes empresas de conquista territorial y dominación de otros pueblos. Refugiados en la dignidad de personas singulares, esos valores íntimos de humanidad y de personalidad no osan hacerse públicos en las crisis abisales de autoridad moral, o en los tiempos de desesperanza histórica. Lo hacen cuando una nueva luz despunta en el horizonte lejano para ver las mismas cosas de manera más cercana. Ese cambio de perspectiva inmediata desde lo lejano a lo prójimo constituyó la esencia del humanismo cristiano. 
 
    
 
   Con más pertinencia que atribuirlas al Renacimiento, hoy se sabe que las ideas del humanismo político nacieron en las pequeñas ciudades del norte de Italia, que lo anunciaron y prepararon en los últimos tiempos de la Edad Media. Los glosadores Bartolo y Baldo descubrieron que el derecho romano quiritario de la monarquía podía ser técnicamente utilizado para propósitos republicanos, si la ciudad era concebida como sibi princeps, y la materia política, como res publica. La inexistencia política de Europa viene de que ningún Estado europeo la concibe como “princesa de sí misma”, ni trata la materia europea como asunto público o del público, sino como cosa de los Estados o de los Gobiernos. Las monarquías dieron a la clase gobernante el sentimiento privado de la política que aún subsiste. 
 
    
 
   Era en el ámbito de lo vecinal y natural donde podía germinar la semilla de un nuevo humanismo republicano. Comenzó con la autonomía política de las ciudades que habían dejado de estar sometidas a la autoridad imperial. Ellas ignoraban la posibilidad moral y jurídica de que una persona pudiera ser o estar representada por otra. La asamblea de la ciudad convertiría los Municipios en Príncipes de sí mismos, y los asuntos municipales en materia de la República. La semilla del humanismo político arraigó en las pequeñas dimensiones de la existencia humana, en las mónadas existenciales más imbuidas de naturaleza, familia y vecindad. Las bellísimas flores del humanismo republicano –nunca ha existido humanismo monárquico- salieron de los muros agrietados donde se refugiaban los residuos de la sabiduría clásica, fertilizantes de la medieval. 
 
    
 
   Más que por su idea profana del poder, Marsilio de Padua ocupa el más alto rango en la ideación del mundo moderno, por haber añadido al republicanismo el descubrimiento de la representación política. Algo inconcebible en el mundo greco-romano. Se incorporó a la cultura occidental con la idea espiritual de la persona en el derecho germano-cristiano. Esas fuentes moralistas de la República fueron el abrevadero donde bebieron los revolucionarios franceses cuando, guillotinado Luis XVI, tuvieron que improvisar una gobernación republicana. Una forma de poder, sin referencia estatal, que colocó a la Nación donde antes estaba la cabeza del Rey. El patriotismo fue motor de aquel espíritu republicano. 
 
    
 
   Era previsible que la fórmula virtuosa fracasara en sociedades divididas en categorías o clases sociales. La forma de gobierno, como dijeron los padres de EEUU, no puede depender de angélicos gobernados ni de gobernantes virtuosos. Los franceses ilustrados creyeron en ese mito moral y el Terror impuso la virtud cívica o se confundió con ella. En la Revolución francesa, la República expresó nuevos sentimientos de patriotismo, pero no se definió como forma de Estado, ni como modo de organizar su gobierno. Dictadura comunal, Dictadura jacobina, Directorio, Consulado, Imperio, fueron formas igualmente republicanas, sin República formal. En su discurso a la Asamblea de 20-7-95, Sieyès sustituyó la Re-publica por la Re-total. La indefinición positiva de la República permitió a los dictadores Stalin y Hitler reputarse tan republicanos como Jefferson o Lincoln. 
 
    
 
   La impostura política trepa por las Repúblicas porque éstas se contentan con ser meras negaciones de las monarquías, y con expresar formas paganas o religiosas del poder, que no derivan de la libertad. Sin teoría sustantiva de la República, resulta escandaloso que ésta se adjetive con voces (Parlamentaria, de Partidos, Popular, Islámica, Democrática), cuyo sentido formal y contenido material son ajenos y opuestos a lo republicano.
 
    
 
   Frente a lo concreto de las monarquías, las repúblicas europeas son abstracciones de poderes oligárquicos o dictatoriales enquistados en el Estado. No han venido de algo positivo que las preceda en la sociedad. Llegaron por advenimiento. Ocupan el Estado si la revuelta o la protesta de los gobernados obligan a los reyes a abandonarlo, o son militarmente derrotados. Cuando fueron impuestas por razones estratégicas de conquista imperial, desaparecieron al retirarse el invasor, salvo en el caso de la República Helvética, que logró sobrevivir a la fundación francesa abrazándose a los principios de la libertad política y la democracia formal. 
 
    
 
   Antes del 10 de Agosto de 1792, la idea de la república tan sólo era un fantasma faccioso que asustaba incluso a los revolucionarios jacobinos Robespierre y Saint Just. Las revoluciones de los Estados Unidos y Rusia tampoco realizaron un previo ideal republicano, sino la independencia de las colonias frente a la monarquía inglesa o la emancipación de la clase obrera frente a la autarquía del Zar. Esto condujo, por renegación del parlamentarismo, a la República Federal de EEUU y, por afirmación de la dictadura del partido comunista, al socialismo estatal de la URSS. 
 
    
 
   Como la princesa durmiente en el bosque, la república yace dormida en la sociedad hasta que la despierte el beso principesco del Estado. No es una larva social que se transforme, por su propia madurez, en mariposa política. La anuncia una mera negación de la monarquía y nada positivo la concibe ni prepara. Anida en los corazones y no prende en las mentes. No despierta como fauno procreador de republicanos, sino como doncella predispuesta a ser violada por todos los sátiros de la ambición de poder. Antes que una idea conocida para dar forma al Estado, siempre ha sido fantasía virginal, una contestación ideal o radical a lo monárquico establecido. 
 
    
 
   Todo ideal anterior a la idea que presupone puede tener virtualidad moral, pero al carecer de forma se priva de virtualidad política. Sin haberse construido como alternativa teórica y práctica a la Monarquía, la República adviene de improviso, en tanto que remedio improvisado a la crisis monárquica. Se realiza en la forma del Estado sin estar realizada en el espíritu ni en el cuerpo social. Llega como simiente y no como fruto republicano. La virtualidad de la idea abstracta de la república explica sus repetidos fracasos concretos y sus continuos renacimientos idealistas. La incapacidad de la idea republicana para presentarse como alternativa estatal, antes de estar realizada, privó al espíritu repúblico de la potencia necesaria para configurar al Estado con una concepción positiva e inequívoca de la República. Una noción inherente a la forma de Estado que no se puede identificar teóricamente, aunque sea confunda en la práctica, con la Democracia política, que sólo atañe a la forma de Gobierno. 
 
    
 
   La democracia formal sólo es aplicable en los ámbitos sociales donde las cuestiones pueden decidirse por elección de los decididores, mientras que en la República, el asunto público (respublica) se extiende a todo el ámbito social y estatal. Supone contradicción insuperable llamar democrático al propio Estado o a su forma republicana. Eso sólo lo pudieron concebir las propagandas engañosas de los Estados totalitarios. Calificar a las Repúblicas con adjetivos (popular, de trabajadores, social o democrática) contrarios a su substancia universal o constitucional, produce temblor de escalofrío por el propósito totalitario de esas acuñaciones de conceptos, que solo son compatibles en la zona social donde concurren y se solapan mediante el uso demagógico de la voz democracia. 
 
    
 
   La parte permanente y burocrática en la organización del Estado, la que procura a la parte transitiva del propio Estado los medios de acción para el ejercicio del monopolio legal de la coerción institucional, no tiene naturaleza democrática. En EEUU, la República Federal instauró “ex novo” la democracia política en la forma de gobierno, con la elección por sufragio directo y separado de los titulares transitorios y renovables de todos los poderes político-estatales. Lo perteneciente a la cosa pública, como todo lo estatal, es materia de la república, pero no todo lo público es dominio de la democracia. Contra lo que sostuvo Hegel en su Filosofía del Derecho, los funcionarios de la administración estatal no interpretan ni realizan necesariamente el interés público de la res-publica, por el simple hecho de que ahí encuentran satisfacción a sus intereses privados, con el sueldo de su función burocrática. No son prototipo de ciudadanos que realizan el bien general al realizar su bien particular. Del mismo modo, gobernantes, diputados y jueces tampoco garantizan su lealtad a la res-publica por el hecho de estar bien remunerados sus servicios a las funciones públicas, incluso después de abandonarlas. La prevaricación en los Estados de Partidos acabó hace tiempo con la ingenuidad cristiana o hegeliana sobre la realización del bien común con el ejercicio de la función pública. 
 
    
 
   Los agentes actuales de la política, los partidos de masas, están sujetos a una ley de hierro (Robert Michels, 1909) que les impide ser democráticos en su estructura interna y en su vida orgánica. La naturaleza vertical de las estructuras jerarquizadas, como las de Iglesia, ejército, policía, docencia, sanidad, corporaciones burocráticas de la administración pública, partidos y sindicatos estatales, tampoco pueden ser democráticas, ni por su origen ni por su funcionamiento. República y Democracia son conceptos que expresan distintas realidades políticas. El hecho de que sean compatibles o conjugables no las confunde en la extensión de la materia que inhieren, en la intensidad de los sentimientos que despiertan, ni en la forma de las manifestaciones políticas que las expresan. 
 
    
 
   La primera reflexión sobre la República, la que parte de su significado etimológico, no sale del círculo vicioso que remite lo público al Estado y el Estado a lo público. La res-publica romana traducía la idea griega de politeia, que originalmente significaba la organización y la vida social en la polis (Ciudad-estado), donde lo público, lo político y la política se confundían, respetando lo privado más como hecho que como derecho. “Nuestros hombres públicos tienen que atender a sus negocios privados al mismo tiempo que a la política, y nuestros ciudadanos ordinarios, aunque ocupados en sus industrias, son jueces adecuados cuando el tema es el de los negocios públicos”(Oración fúnebre de Pericles). 
 
    
 
   Aunque el derecho romano desarrolló, con sutileza que aún perdura, la autonomía de la voluntad personal en el negocio privado, lo cívico y lo conciudadano en la República siguió siendo lo público, la res publica, lo político y la política. La polémica sobre la extensión de lo público o lo privado, en una sociedad compleja que multiplica los estados de lealtad de los individuos, y donde lo público deja de ser materia exclusiva del Estado, no tiene punto de partida ni de llegada. El Estado mínimo, con medios de comunicación de propiedad privada determinantes de la opinión pública, y servicios públicos de abastecimiento a toda la población, realizados por empresas privadas, borraría las fronteras entre lo público y lo privado en un mundo cada vez más dependiente de la financiación pública. Y dejaría obsoleta la causa, capital para la democracia, de la representación política. 
 
    
 
   El desapego de los gobernados hacia los actuales modos de gobierno proviene, en el Estado de Partidos, de la irrepresentación inherente al sistema proporcional y, en el mundo anglosajón, de la ausencia de mandato imperativo del elector. Pero el cinismo de los Estados de Partidos y de su propaganda mediática, acusa al individualismo de indiferencia apática a la política, y de preferir o anteponer la integración civil en asociaciones de afinidad particular -en tanto que modos más sinceros de vivir identidades diferenciadoras- a la integración política en partidos estatales. 
 
    
 
   La fórmula “menos Estado, más Mercado” dejaría a los elementos débiles de la sociedad con las manos esposadas a las correas sin fin de los poderosos. Tal fórmula simplificadora multiplicaría exponencialmente la necesidad de resolver judicialmente los conflictos personales o sociales. Los defensores del Estado mínimo, con Asociación máxima, no son conscientes de que su reduccionismo está animado por un escepticismo pirrónico sobre la posibilidad de democracia representativa. Esa ha sido la simpleza del método de análisis basado en la gran dicotomía, la que identifica el estado republicano con lo público y la felicidad social con lo privado. Método que si pudo estar justificado para distinguir derecho público y privado, después de la Revolución francesa dejó de estarlo. 
 
    
 
   La gran dicotomía entre lo diferente pasó a ser la de Estado y Sociedad, la de República y Comunidad política, que en último término se definen con el distinto campo de acción de lo político y la política. Una distinción que Hegel y el marxismo no pudieron percibir a causa de su consideración del Estado, no como algo dado por la historia, sino como sociedad política puesta por la sociedad civil, o superpuesta a ella por la dominación de clase, sin ningún tipo de intermediación institucional que las comunicara. 
 
    
 
   Los siglos XIX y XX no vislumbraron el sentido de los acontecimientos que dieron carácter definido a los momentos reformista, revolucionario y reaccionario de la Revolución francesa, a la que consideraron como un bloque histórico, o una síntesis ideológíca, donde lo posterior daba significado a lo anterior, sin razón alguna, salvo la temporal que los enlazaba en sucesiones no causales. Eso explica la exagerada trascendencia práctica que se dio a la revolucionaria Declaración de derechos; a la inesperada abolición de los derechos señoriales (4 y 11-agosto-1789), que en realidad fue una conversión del patrimonio feudal en capital fiduciario; y a la supresión de las entidades intermedias (decretos marzo 1791), junto con la ley Le Chapelier de 14 de junio siguiente, prohibiendo las Corporaciones de oficios y profesiones. Una legislación liberadora que fue bestia negra del marxismo, y que hoy está consagrada como antecedente de la legislación de la Unión Europea (UE) sobre la libertad de ejercicio de las profesiones. La defectuosa interpretación de los acontecimientos revolucionarios fraguó el pensamiento político sobre la dicotomía Estado y Sociedad, como si entre esas categorías abstractas, oscuramente definidas por filósofos ideólogos, no pudieran existir cuerpos intermedios. Se olvidó la enseñanza de Leibniz sobre la universalidad del principio de mediación. Si las leyes o constituciones políticas lo suprimen formalmente, como en los Estados de Partidos, esa función mediadora la harán los agentes económicos del contacto prevaricador con la autoridad, mediante prácticas ilegítimas de lobby o de corrupción institucional sistemática. 
 
    
 
   Reconociendo la importancia ideológica y cultural de esas concepciones de la sociedad civil, es hora de acabar con su imprecisa terminología, que hace incomprensibles los conceptos que designan. Hay que reconocer que los conceptos de Estado y Sociedad dominantes en Europa no obedecen, en aspecto alguno, a los patrones ideados por el pensamiento liberal o socialista, ni siquiera tratándolos como prototipos ideales, como hizo Max Weber para distinguir las tres clases de legitimación del poder. Es hora de admitir que la creación del Estado de Partidos, al final de la guerra mundial, metió en el baúl de los recuerdos, reducidos a polvo de biblioteca, todas las ideas y conceptos que conformaron el pensamiento político occidental desde Locke, Montesquieu y Constant, hasta Carlos Marx y Stuart Mill. 
 
    
 
   En las Constituciones del Estado de Partidos no hay un solo concepto que responda a la realidad. La soberanía no está en la Nación, el Parlamento o el Pueblo, sino en el Estado. La representación política de la sociedad no existe en el sistema de elección proporcional. Por fidelidad de partido, la reacción anticipada del elector es imposible. No hay separación entre poder legislativo y ejecutivo, ni existe poder judicial independiente. De hecho, se ha suprimido el debate parlamentario previo a la aprobación de las leyes. Ha desaparecido la responsabilidad política no vinculada a la judicial. No hay control del gobierno en comisiones parlamentarias con mayoría del partido gobernante. No existe libertad de voto del diputado bajo mandato imperativo de su partido. La iniciativa legislativa está en manos de grandes empresas privadas. No hay lealtad al público en el funcionariado, ni garantía institucional de la financiación de los derechos sociales. 
 
    
 
   El peor defecto de toda Constitución, incluso cuando no es tal porque no separa en origen los poderes estatales, consiste en que no sea practicable, que sea ficticia, además de facticia. Y ninguna Constitución europea, especialmente en los países mediterráneos, es aplicable en la práctica política. El abismo entre norma y realidad no permite hacer una teoría del Estado de Partidos, salvo que sea puramente descriptiva de su ficción y de la causa genética de su corrupción. Por eso no puede haber en Europa más que demagogia, en lugar de democracia; propaganda, en lugar de veracidad en el análisis político; cinismo intelectual en universidades y medios de comunicación, en lugar de investigación y descripción de la realidad fáctica del Régimen partidocrático; indiferencia de los gobernados en lugar de interés por lo que les concierne; educación especializada en lugar de instrucción general; difusión de conocimientos tecnológicos en lugar de los científicos y humanistas; cultura de consumo y de espectáculo, en lugar de cultivo de la inteligencia, de los saberes y de la sensibilidad estética. 
 
    
 
   Ningún pensador europeo parece chocado por la brutal naturaleza de los partidos estatales, convertidos en órganos del Estado, financiados por el erario público, dotados de privilegios que no tienen los particulares y concesionarios del monopolio legal de la acción política. ¿Acaso hay diferencia de naturaleza entre un solo partido estatal o varios partidos estatales? Se reniega formal y universalmente del Estado de partido único, para que parezca distinto del Estado de varios partidos. Lo contrario del Estado totalitario no es el Estado liberal, una utopía que jamás ha tenido encarnación en el mundo estatal, sino el Estado parcelario, es decir, repartido entre los partidos estatales adueñados del poder constituyente. Se retiró de la sociedad el pluralismo para instalarlo en un Estado parcialitario. Un modo de glorificar la parcialidad del Estado de Partidos, ante la suposición de que es imposible un Estado neutral en una sociedad plural.
 
    
 
   Las reglas de la democracia formal son neutrales si garantizan la libertad política. Cosa que no ocurre cuando los partidos huyen de la sociedad plural para refugiarse en el Estado, como órganos del mismo, y comportarse ahí como los enemigos tradicionales de la libertad. Lo contrario a lo totalitario es lo parcialitario. El lenguaje de los partidos estatales delata su conciencia de no querer estar en una sociedad de pluralidad política. A fin de disimularlo y encubrirlo, han introducido la voz políticas, en plural, para designar las distintas medidas de gobierno en cada área ministerial. Políticas fiscales, políticas sociales, políticas educativas, políticas sanitarias, políticas internacionales, políticas económicas, como si la política de un gobierno o de un partido no fuera la síntesis unitaria de su singular propuesta política en todos y cada uno de los sectores donde la aplica. 
 
    
 
   Toda teoría política debe comenzar con una completa renovación del lenguaje que designa los conceptos esenciales de su objeto, su materia, su forma, su espíritu, la comunidad nacional, la sociedad civil o la sociedad política. Pese al prestigio de los filósofos que crearon las nociones de Estado como sociedad política, y llamaron sociedad civil a la económica o a la comunidad nacional sobre la que se extiende la soberanía estatal, nada justifica que se siga usando tan inexacta terminología, que fue más un producto de las ideologías que de la necesidad semántica de llamar a las cosas sociales por sus nombres propios. El Estado es una organización, dotada de personalidad, que nos viene dada por tradición histórica. Tuvo un comienzo y no es inconcebible que, en tiempo indeterminado y lejano, pueda tener un final. Esa organización heredada, que no es un organismo vivo que se renueve y regule a sí mismo, ni un mecanismo o aparato automático, es inseparable de la comunidad nacional sobre la que actúa. El Estado-organización está dirigido por la parte de la sociedad política que se destaca por sí misma del cuerpo gobernado para dominarlo y controlarlo. 
 
    
 
   Este destacamento puede hacerse mediante golpes de Estado o por procesos civiles de elección de los gobernantes por los gobernados. Los Gobiernos pueden modificar las funciones del Estado, ampliar o reducir su acción sobre lo económico y lo cultural, pero esas modificaciones, por trascendentes que sean para la comunidad nacional sometida a la jurisdicción estatal, no alteran la naturaleza ni la finalidad del Estado, como ya lo advirtió repetidamente Max Weber. Máximo o mínimo, el Estado sigue siendo único y el mismo. La acuñación lingüística “sociedad civil” tuvo sentido adecuado en la antigua civilización romana de la Ciudad-estado (societas civilis frente a societas domestica). Era natural que tras la caída del imperio romano desapareciera del vocabulario en todas las lenguas europeas. El verbo civilizar designó, desde antes del Renacimiento, la acción de transferir un asunto penal a la jurisdicción civil. 
 
    
 
   Casi al mismo tiempo que Rousseau calificaba de sociedad civil al estado de corrupción en que cayó la sociedad natural, con la institución de la propiedad privada (Discours sur l’origine et les fondemens de l’inégalité parmi les hommmes, 1754), el Marqués de Mirabeau, en L’ami de l’homme (1756), y Adam Ferguson, en An Essay of the History of Civil Society (1767), crearon el vocablo civilización para designar la dulcificación de las costumbres en una sociedad avanzada o, como enseguida la usaría Kant, para expresar “el decoro externo de la cultura”. En el tiempo de la Revolución francesa, apareció la distinción entre societas civilis sine imperio, sociedad civil, y societas civilis cum imperio, Estado, en el lenguaje del historiador alemán August Ludwig von Schlözer (1794), en sustitución de la antigua societas civium y societas fidelium. Pero después, toda la filosofía política ha sido un continuo malentendido, a causa del doble significado de la expresión alemana bürgerliche Gessellschaft que, con la misma propiedad, designa tanto a la sociedad civil como a la sociedad burguesa. Se ha dicho con humor que si Hegel y Marx hubieran sido franceses o ingleses, la filosofía del poder podría haber alcanzado, con ellos, altura y dimensión de ciencia política. 
 
    
 
   Para lo que interesa destacar ahora, basta con saber que: 1º. Para Hegel la sociedad civil es una forma estatal imperfecta, un Estado inferior que opera con el poder judicial y el administrativo, mientras que la forma superior del Estado, la Constitucional, lo hace separando el poder monárquico, el legislativo y el gubernativo. 2º. Para Marx la sociedad civil es el conjunto de las relaciones económicas, y la economía la base real sobre la que se levanta la superestructura jurídica de la sociedad política o Estado. 3º. Para Gramsci la sociedad civil es ya una superestructura económica y cultural donde se dirime la hegemonía determinante de la formación de los gobiernos del Estado, y donde todo Gobierno es dictadura más hegemonía. 
 
    
 
   Hegel, Marx y Gramsci quisieron identificar al sujeto de la historia que encontrara en la sociedad civil el momento y el lugar adecuados para desenvolver el espíritu o la materia social, con fases sucesivas de desarrollo en procesos contrarios desde la sociedad al Estado y desde éste a aquella. Bien para mantenerlo constituido, como final de la historia conflictiva, o bien para disolverlo en una sociedad sin clases y sin gobierno. Sus elucubraciones estaban inspiradas y dirigidas por un propósito justificativo de la Monarquía Constitucional, o por un afán intelectual de dotar al movimiento obrero de una teoría social que le diera seguridad de triunfo ineluctable a su praxis política y sindical. Las diferencias entre Marx y Gramsci se explican por el distinto estado de conciencia y desarrollo de las clases sociales en los tiempos que ellos observaron, y en el mejor conocimiento del pensador italiano de la función social de los intelectuales. El concepto de hegemonía, a condición de que no sea la electoral en la competición entre partidos estatales, es lo único que conserva interés teórico para la teoría de la RC, y utilidad práctica para concretar la estrategia de la acción colectiva de conquista de la libertad constituyente en los pueblos europeos más desengañados del Estado de Partidos. 
 
    
 
   La expresión sociedad civil dejó de tener sentido descriptivo de la realidad social que designaba desde que, en el año 1887, Ferdinand Tönnies publicó su famosa obra Gemeinschaft und Gessellschaft. Desde entonces se sabe distinguir, en el concepto teórico y en la realidad social, lo que es Comunidad y lo que es Sociedad. Aquel análisis partió de la diferencia entre la organización social natural de Aristóteles y la organización social artificial de Hobbes. A la primera la llamó comunidad (Gemeinschaft), a la segunda, sociedad (Gessellschaft). Y como haría después Max Weber con los tipos de legitimación del poder, la sociología de Tönnies tuvo el refinamiento intelectual de definir los nuevos conceptos de lo comunitario y lo societario como formas sociales que no existen en estado puro, siendo tan solo conceptos-límites o prototipos ideales de la existencia colectiva. 
 
    
 
   La Comunidad que se llamaba impropiamente sociedad civil era la estructura social que se forma involuntariamente con la convivencia en unidades familiares, vecinales o nacionales. Mientras que la Sociedad se constituye conscientemente, de modo más o menos adecuado, en consideración a los fines que se pueden alcanzar con medios determinados. Hoy sabemos que la sociedad civil existe. Se habla de ella con frecuencia como de algo bueno y positivo. Se la invoca sin conocer quién es ni dónde está. Pese a su anonimato, goza de prestigio y suscita unas esperanzas que los mundos político y cultural no son capaces de satisfacer. Parece ser algo importante y decisivo. Su expresión indica en general la sociedad productiva y consumidora, distinta del Estado y de la Comunidad nacional. 
 
    
 
   La sociedad civil se oponía a la religiosa y a la militar. Los filósofos alemanes la bautizaron con el mismo nombre y apellido que la sociedad burguesa y, enseguida, se opuso a la sociedad proletaria. Los conflictos entre ambas sociedades produjeron en Europa las ideologías políticas del siglo XIX, con las consiguientes guerras civiles, revoluciones y Estados totalitarios del XX. Es inútil acudir a los grandes pensadores del pasado para saber de lo que se habla cuando se menciona hoy a la sociedad civil. El último de ellos, Gramsci, nos descubrió que no era en la sociedad política, ni en la esfera estatal, sino en el seno de la sociedad civil, donde estaba el escenario del conflicto social, donde se creaban las ideologías y se legitimaba a la sociedad política, conformada por los partidos y la opinión, como proforma de la sociedad civil pre-estatal, sin mediación autoritaria. 
 
    
 
   Pero desde el final de la guerra mundial, o con más precisión, desde que los partidos políticos europeos se integraron en el Estado, como órganos del mismo, tal como habían hecho antes los partidos únicos de los Estados Totalitarios, la sociedad civil se quedó huérfana de representación política, dejó de producir ideologías para la ya inexistente sociedad política, y se convirtió en el peso muerto del Estado social de derecho. Una expresión doblemente redundante creada por la socialdemocracia alemana, contra su sentido original, opuesto al Estado policial o individualista, que ha suplantado a la representación de la sociedad civil. Problema agudizado en las Autonomías nacionalistas, que la están asfixiando en los últimos decenios, con prácticas políticas propias del Estado totalitario. 
 
    
 
   La teoría del ocaso de las ideologías se quedó en la descripción del fenómeno, sin ahondar en las dos causas primordiales que lo producían: 1. La paulatina pero constante absorción de la clase obrera en las clases medias, gracias al progresivo crecimiento del producto nacional bruto y al aumento de los servicios asistenciales del Estado. 2. La no representación política de la sociedad civil en el Estado de Partidos, convertida aquella en una abstracción, a causa de la auto-representación de los partidos estatales en los procesos electorales, por medio del sistema de elección proporcional. 
 
    
 
   El conocimiento científico de la primera causa corresponde a la sociología política. El de la segunda, a la teoría política. Pero así como en aquella se ha procurado obtenerlo con métodos aproximados a su objeto, en ésta ha faltado la voluntad de la inteligencia crítica para destruir las falsedades de la sistemática ficción del como si, y describir la realidad del como es, en tanto que requisito previo a la construcción de una teoría descriptiva y normativa de la República Constitucional. Pero la segunda causa de la desideologización del mundo político -estatalización de los partidos políticos y falta de representación política de la sociedad civil, sustituida por la integración de las masas en el Estado de Partidos-, sacrificó las ideologías clásicas, salvo la nacionalista regional, en el altar de la corrupción institucional de todos los partidos estatales. Hay que analizar la composición y las funciones de la sociedad civil, para encontrar donde está y como opera el factor republicano o, mejor dicho, la potencia republicana. 
 
    
 
   Con esa finalidad, previa a la construcción de toda teoría de la República, se analizan aquí, en conceptos separados, la materia, la forma y el espíritu republicanos, presentes como virtualidad en toda sociedad, así como la incidencia de la libertad en los fenómenos de unidad, consenso, pluralismo político, partidos políticos y elecciones, para hacer posible la síntesis de los elementos sociales susceptibles de ser determinados por el factor republicano, que hasta ahora no ha sido decisivo en ningún Estado europeo. 
 
    
 
   Materia Republicana
 
    
 
   Si se tuviera que elegir una sola perspectiva desde la que contemplar la aventura del pensamiento occidental, tendría que situarse en el eje de la polaridad que enfrenta a grupos de individuos con la sociedad. La historia de los acontecimientos gira en torno a estos conflictos. La historia de las ideas políticas se ha centrado en los modos de resolverlo. Esos modos, cuando fueron asumidos por la parte más potente o dinámica de las colectividades nacionales, se convirtieron en las concepciones del mundo llamadas ideologías. En las pequeñas comunidades primitivas no existía la polaridad causante del conflicto. Sus miembros, siendo individuos orgánicos, no podían tener conciencia de su singularidad. Pensaban y obraban en función del grupo. La tensión aparece cuando la insuficiencia de recursos determinó la división en mitades de las comunidades trashumantes, si pasaban de 200 miembros aproximadamente. Una mitosis social análoga a la celular, e incluso a la que parece producirse en la fisión atómica, según la teoría física de cuerdas. La tensión latente se convirtió en conflicto declarado, cuando la suficiencia de recursos alimenticios despertó y extendió la creencia social de que el bienestar del individuo no tenía por qué coincidir con el de la comunidad. Creencia típica del colono que roturaba las fértiles praderas norteamericanas. 
 
    
 
   Tocqueville observó que esa mentalidad estaba desarrollando allí un individualismo posesivo a la par que la igualdad social. La Gran Depresión elevó a la Presidencia de EEUU a Hoover, apologeta del “individualismo puro”, mientras que en Alemania la holística ideología del “nacionalismo total” creó a Hitler. La polaridad individuo-sociedad no se entiende si se reduce el individuo a una sola de sus dimensiones, la singular, sin contar con la primaria, la común, la genética igualdad nativa. 
 
    
 
   El individuo, sustancia indivisible, dio base a su unión hipostática en la persona. Cicerón vislumbró el enigma de la distinción entre individuos y “dividuos”. Y Jacob Burckhardt situó en el Renacimiento “el impulso hacia el supremo desarrollo individual”, sin percibir que el individuo medieval, de donde venía el renacentista, aún imponía un sentido individuacional a la muerte y al juicio final. La muerte y Dios individualizan la especie. Leibniz analizó el principio de individuación como individualización. La filosofía posterior, incluso la de Kant, no salió de esa confusión. Y la ideología liberal concibió la sociedad en términos individuales, al tomar el modelo de hombre económico como arquetipo del hombre político. El individualismo metodológico pretendió ser científico y, sin embargo, no pudo explicar por qué en la sociedad, que es anterior al individuo, hay comportamientos sociales que no están en las conductas individuales.
 
    
 
   La libertad política, no las libertades personales, sería utópica si la antropología hubiera demostrado que los rasgos orgánicos del individuo, indivisible e integrado en su especie grupal dividua, han desaparecido por completo en el individuo singular y egotista del mundo moderno. El altruismo, excluido del campo económico, nuclea la familia, la vecindad, la amistad, el amor y el patriotismo. La afirmación de que todos los comportamientos sociales se explican por los individuales seria, como dijo Durkheim, el primer paso hacia la negación de la comprensión sociológica. 
 
    
 
   La libertad colectiva, difícil de idear por seres totalmente individualizados, aparece en la evolución de la especie como necesidad vital de las personas y grupos que conservan el instinto de lealtad genética a la humanidad que los produce. Al analizar el individuo desde el punto de vista de la posibilidad de su individualización, Hegel consideró al hombre meramente particular como un ente incompleto, que no llega a ser universal.
 
    
 
    Los idiomas indoeuropeos expresan con vocablos distintos las acciones de individuar y de individualizar. Sintieron la necesidad de distinguir entre hacer de lo dividuo algo indivisible, y hacer de lo individuo, algo particular o singular; entre producir seres de igual naturaleza y dotarlos de predicados diferentes; entre multiplicar seres sustancialmente indiscernibles, y discernirlos por sus accidentes singulares. La especie humana es divisible. Puede imaginarse su exterminio casi total, y el residuo seguiría siendo no una especie distinta, sino la especie humana. La inmortalidad relativa de la especie humana requería la producción incesante de seres mortales que la individuaran. Esta operación evolutiva precisaba de un código genético que transmitiera a todos los seres indivisos un mismo instinto de lealtad orgánica a su especie. La inmortalidad de la especie resultaría, así, de la mortalidad de sus individuos. La evolución no actúa sobre la especie, sino en los individuos. Pero la unidad de evolución no está en el individuo, sino en el binomio heterosexual que lo crea. Mientras haya una pareja reproductora, habrá especie. Los mitos diluvianos lo simbolizaron. La individuación humana opera en el cigoto. La individualización, en el entorno cultural donde se inserta el individuo. La pareja dividua produce individuos. La sociedad, individualidades. La adaptación a cada nicho cultural ocasionó el desigual desarrollo individual, a costa de la amortiguación del instinto individuante de lo colectivo, que la especie perpetúa. Para crear individuos, la pareja dividua se hace la ilusión de que ella misma se individúa en el abrazo del amor reproductivo. Lo individual creó los derechos de la persona, la ideología liberal y el anarquismo. Lo dividual colectivo, las ideologías nacionalistas, socialistas y comunistas. En la polaridad que enfrenta lo individual y lo dividual pasó desapercibida la función mediadora del principio de individuación.
 
    
 
   Distintas ideas filosóficas quisieron identificar el factor individuante de la especie humana, cuando la ciencia biológica aún no había nacido. La materia, siendo potencia genérica no reconocible sin el concurso de la forma específica, sólo distingue clases típicas de individuos. A un hombre de un árbol. Y la forma humana no distingue a Pedro de Pablo. De ahí que el pensamiento medieval creyera que el principio de individuación no se podía demostrar, sino sólo mostrar con la existencia de cosas singulares Tomas de Aquino lo encontró en las “notas individuantes”, o sea, en lo que consta en partidas de nacimiento y documentos de identidad. Estas ideas escolásticas, filtradas por el tamiz de Suárez, llegaron a Leibniz. Y este genio, sin acudir a su propia concepción monádica del mundo, no salió del escotismo ni del aquinismo, al fundar la individuación en la entidad individual (circulo vicioso) o en los factores de lugar y tiempo, como haría después Kant. El pensamiento moderno no se distinguió del medieval. 
 
    
 
   El descubrimiento de que los procesos de individuación y de individualización se complementan en la evolución de las especies, trastornó los presupuestos que condicionaron las ideas políticas sobre la relación del individuo con la sociedad. Eso no exigía que la ciencia política fuera un calco de la biológíca, como pretendieron los defensores del darwinismo social, de la física social y de la ética evolucionista. La libertad actuante en el proceso de la individualización personal, orientado por la cultura, no se explica con el proceso de individuación, determinado por la genética. Donde hay determinismo no puede haber libertad.
 
    
 
   La lucha de clases sociales no está basada en la lucha por la supervivencia de la más apta, ni el nacionalismo lo está en la superioridad genética de una comunidad sobre otra. Pues la evolución natural no actúa sobre las clases o las naciones, sino exclusivamente en los individuos singulares. Y cada vez es más patente, en las ciencias del comportamiento humano, que el entorno cultural es tan decisivo o más que el código genético neuronal. Por eso la política, como fenómeno colectivo, ni puede copiar simplemente las leyes naturales, ni tampoco ir contra ellas. Sería antinatural considerar a las personas como átomos de la materia social. Bien para hacerlas iguales (socialismo), como si el principio de individualización no las hiciera forzosamente diferentes, o bien para mantenerlas en la diferenciación social (liberalismo), como si el principio de individuación no las hiciera sustancialmente iguales. El subterfugio o pretexto de los derechos sociales y de los derechos individuales no puede ocultar, a estas alturas del conocimiento de la materia social, la falsedad congénita de las ideologías liberal y socialdemócrata, residuales en los actuales partidos europeos, ni el primitivismo de las mitosis nacionalistas, ¡en tiempos de abundancia de recursos!, con separatismos periféricos en pequeños nichos nativos.
 
    
 
   La aplicación del principio de individuación a la ciencia política, sobre la que hasta ahora sólo intervienen los de individualización y socialización, obliga a encontrar la unidad irreductible de la acción colectiva que, como unidad de evolución cultural, sea el fundamento del progreso basado en el principio de representación política. Esa unidad no puede ser la persona individual, como creyó la Revolución francesa, ni la clase social colectiva, como pensó la Revolución rusa. Esa unidad debe buscarse allí donde la acción de la libertad política puede despuntar, con posibilidad de producir efectos, en la configuración y funcionamiento del Estado. Por esa razón, tal unidad no la puede constituir la representación municipal, la familiar ni la sindical, como pretendieron las dictaduras de la democracia orgánica.
 
    
 
   Esa unidad individuante de la acción política está en la conjunción de las afinidades electivas de la comarca vecinal, en la mónada de la res-publica, que es la mónada natural de cada distrito electoral. Nada más pequeño puede ser operativo en la acción política de la libertad. Lo dividuo de la población comarcal engendra individuos-actores de la integración y representación de sus comunidades en mónadas individuales capaces de componer una sola Asamblea Nacional. El poder de representación, irreductible en cada mónada, se diferencia así del poder legislativo, que debe ser trasladado desde el Estado a la integración de las mónadas representadas en una Asamblea representativa de la Nación. Cada mónada electoral elige su representante, con mandato imperativo y revocable. La mónada nacional designa al Jefe del Estado y Presidente del Gobierno. 
 
    
 
   La relación entre ambas Instituciones, la legislativa y la ejecutiva, se rige por el principio de reciprocidad, según las reglas garantistas de la separación de poderes. La composición de la Asamblea, con mónadas iguales, resulta consecuente al pluralismo interno de cada mónada, similar al de las demás, y al hecho ontológico de que las mónadas no son sólo realidades políticas posibles, sino realmente com-posibles. El concepto de composibilidad se opone al de componibilidad. Solo son componibles las entidades previamente descompuestas o rotas. Las Restauraciones son vanos intentos de recomponer los restos de un pasado cultural muerto, con el pegamento de palabras viejas, que traicionan las ideas que las pusieron de moda en el lenguaje de los nuevos tiempos. Las transiciones políticas de las dictaduras a los Estados de Partidos recomponen elementos esenciales de aquellas por medio del consenso. Una idea tan primitiva que no sólo niega la libertad política, sino la posibilidad misma de la política. La idea de República Federal en una sola nación, sin pluralidad de Estados, es otro ejemplo bárbaro de componibilidad sin composibilidad. Una composición musical no es una componenda ni una componibilidad de sonidos. Aunque el modernitarismo del arte actual lo intente hacer con ruidos fracasantes. 
 
    
 
   Sólo las posibilidades son compatibles entre sí, en tanto que aún no son realidades. Pero no todas las realidades son compatibles. Para serlo han de tener una naturaleza compositiva que les permita ser sometidas a leyes uniformes. Lo cual presupone que las realidades contrarias, no las contradictorias, estén en la misma relación de polaridad opositiva, como sucede en los campos magnéticos creados por el eje polar terráqueo. El principio de polaridad afecta a todas las categorías humanas de contrariedad, oposición, complementariedad y tensión. Carlos Marx, pese a su descomunal talento, no quiso saber que la lucha de clases producía una dialéctica social que no escapaba del campo de influencia de la rotación de la humanidad en torno a la polaridad libertad-servidumbre. Se olvidó de lo que él mismo creía: “los individuos sólo constituyen una clase si sostienen una lucha común contra otra clase” (Ideología alemana). Lo cual hace imposible el determinismo histórico y la dialéctica material, como factores supuestos del progreso hacia una sociedad sin clases o de una sola clase.
 
    
 
   Al resolver el problema de la libertad política, la República Constitucional actúa como brújula indicativa del campo magnético donde se pueden superar los conflictos sociales. Pues en ella se unen de modo natural la lealtad del principio individuante de la especie, con la verdad de la libertad como principio individualizante de la persona. La teoría de la República Constitucional se hace así teoría del continente invariante en la polaridad con los conflictos variables en él contenidos.
 
    
 
   Desde que los sofistas griegos hicieron del hombre la medida de todo, la materia pasó a ser objeto de las ciencias naturales, reduciéndose la filosofía al conocimiento de los asuntos interhumanos. La reflexión política de la antigüedad, salvo la de Aristóteles, no percibió que algo sensitivo, susceptible de conocimiento científico, había de existir en la materia social si arraigan en ella formas culturales que le dan continuidad y personalidad colectiva. Despreciando ese algo material, las monarquías se justificaron con creencias religiosas. Y las repúblicas procedentes de la Revolución francesa, o de sus simplificaciones, se fundaron con la creencia religiosa en el Ser Supremo o la fe en una Razón universal. La incapacidad de las fórmulas políticas espirituales para entender la composición material del conflicto social, motivó el reduccionismo de las ideologías nacionalista y socialista que pretendieron resolverlo suprimiendo la libertad, es decir, la política. Esas pretensiones totalitarias, residuales en los Estados de Partidos surgidos de sus rescoldos ideológicos, con liberalismos de ocasión, socialismos de corrupción y nacionalismos de salvación, hacen inaplazable la conversión en ciencia de la tópica doctrina política, abocada a la esterilidad teórica y a la inoperante contemplación de catástrofes mundiales o nacionales ocasionadas por las singulares voluntades de poder partidista. 
 
    
 
   No hay que confundir la cultura política, derivada del conocimiento de la historia y de la experiencia de los Estados actuales, con la ciencia política. Aquélla sólo ha producido tópicos vulgares y ésta aún no ha presentado sus credenciales. La pretensión científica del socialismo se basó en un determinismo de la materia social que haría innecesario el Estado, en una sociedad sin clases o de una sola clase. Aunque esa certeza la dedujo Marx del sino de la industrialización y la concentración obrera, junto a supuestas leyes de decrecimiento de los beneficios y de los salarios, el presupuesto antropológico de la igualdad de los átomos sociales era el supuesto deseo de la materia humana de retornar al paraíso primitivo, perdido a causa de la privatización de los medios de producción. Marx se equivocó en el método de análisis de los cambios sociales (el marxismo dice lo contrario), pero no en su percepción de que la base de partida de la ciencia social no estaba en las formas estatales de dominación histórica, sino en la naturaleza material de las sociedades, que no sólo es componible sino también compositiva. 
 
    
 
   En la historia de la filosofía se puede ver cuándo y por qué, abandonando la consideración aristotélica de que la materia era sensitiva y receptiva a las determinaciones de las formas, el espíritu maniqueo del cristianismo medieval la trató como causa de la corrupción en el reino de los instintos. La revolución naturalista del Renacimiento, retornando a Lucrecio y a la idea estoica de la resistencia de la materia (antitipia), abrió el camino de la ciencia a la reflexión política, con Maquiavelo, Spinoza y Montesquieu. Mi pensamiento parte de una materia social predispuesta a recibir, en tanto que substancia o sustrato de los cambios políticos, la impronta de la forma republicana del Estado. La materiareceptivaa su determinación por la libertad constituyente de la forma republicana es la res- publica, si aquella no se limita a la sociedad civil y si ésta no se concibe como “asociación moral de ciudadanos obligados por la ley a someterse a la autoridad de la Respública”, que es la tesis espiritualista de Oakeshott. 
 
    
 
   La sociedad civil no es una asociación voluntaria de ciudadanos, ni la ley puede obligarlos a ser republicanos. La materia social, sujeta a tendencias naturales y culturales, no está predestinada a sufrir las dominaciones de cualquier forma de Estado. La verdadera potencia no es mera posibilidad. “Siempre hay en ella tendencia y acción” (Leibniz). Por esa tendencia, la energía de la materia social produce las ideas-fuerza, definidas por Descartes como “poder suficiente de la potencia dispuesta a la acción”. La objeción de Hume de que nada hay que propicie la idea de un poder en el antecedente causante del consecuente, queda superada si la inteligencia individualizante y la intuición individuante deducen de la potencia social el esquema dinámico del proceso de acción reclamado por el movimiento latente de la materia hacia la igualdad compositiva de la Respública. 
 
   La potencia de la materia social sería la invariante en las fluencias de lo real. Su operatividad, activada por la conciencia de la acción, unifica los acontecimientos en el sentido de la tendencia social actuante, no como complemento de fuerzas subjetivas voluntariosas, sino como principio de actuación y de actualización de la realidad virtual realizable. A diferencia de las potencias mecánicas, las espirituales no unifican las acciones al modo como el motor causa y uniforma los efectos que produce, sino como el imán atrae a las partículas que, permaneciendo diferentes, caen en el campo magnético de su imantación unitaria. La idea constitucional de la República, por su potencia social y su inteligencia institucional, mueve las conciencias y orienta las acciones conforme a la atracción de ese imán constituido en cada mónada social como unidad irreductible de lo político. 
 
    
 
   Lo específico de la República no puede invadir los terrenos pisados por la Democracia, cuyo ámbito menor es de naturaleza diferente. Si no se respeta este deslinde será imposible explicar por qué se llaman Repúblicas a tantos regímenes de poder, que no siendo monárquicos, sin embargo, son anti-republicanos. La finalidad de la democracia es la garantía institucional de la libertad. Con este criterio se pueden distinguir los sistemas políticos republicanos (EEUU, Suiza) de los regímenes europeos de poder, sean o no republicanos. Pero si el objetivo es descubrir el secreto material de la República, para saber qué la diferencia sustantivamente de la Monarquía, entonces hay que separar netamente el sustantivo, cuyo objeto se investiga, respecto del adjetivo común que califica cosas políticas tan opuestas y divergentes como República Constitucional y Monarquía Constitucional. 
 
    
 
   Las reglas constitutivas del juego político, como las del ajedrez, son neutras y carecen de espíritu distinto del lúdico. Así son las reglas de la democracia formal. El estudio de ellas y de su correcta aplicación, el conocimiento de la democracia política, no ofrecen las dificultades que se oponen a la visión de la intimidad de la materia republicana. El distintivo utilizado desde la antigüedad, o sea, que República es no Monarquía, sólo tiene un alcance negativo y aparente. La explicación profunda debe de estar en el principio básico, en el resorte social que mantiene a los Reyes o los rechaza en pueblos de la misma cultura. Lo que un niño sabe, distinguir entre un Rey coronado y un Presidente de la República, no puede constituir la causa de la diferencia, sino el efecto de otra causa mucho más profunda que separa radicalmente el resorte discriminatorio en la Monarquía, respecto de la propensión igualitaria en la Respública. En esta materia, la palabra espíritu levanta sospechas de impostura, a no ser que se haya objetivado en instituciones. La distinción entre honor y virtud como resortes de la monarquía y la república (Montesquieu), carecerían de significado si no se manifestaran en la animación objetiva de sus respectivas instituciones. 
 
    
 
   Más científico sería deducir la tendencia de la materia social a la res-publica del principio de individuación de lo común, y a la monarquía, del principio de individualización de lo diferenciado. La idea natural de justicia en la igualdad tiende a lo republicano, la diferenciación individualizadora, creada por las libertades individuales, propende a lo monárquico. Pero lo colectivo republicano que hace prosperar la especie “es menos la paz que la libertad” (Maquiavelo). En la distinción entre comunidad y sociedad, la res-publica está en lo comunitario, las distinciones personales en lo societario. Interesa el conocimiento de lo que es sociedad civil para precisar, dentro de ella, los elementos propensos a la igualdad republicana y los inclinados hacia los privilegios consecuentes al principio monárquico. 
 
    
 
   La identificación de la sociedad civil con lo que no está regido por el imperio del Estado, ni ligado orgánicamente a la comunidad nacional, no basta para saber cuáles son sus contornos precisos, ni para suponer que la naturaleza o finalidad de sus funciones cambien, según la variable que introduzca, en la invariante materia social, la forma monárquica o republicana de las Instituciones políticas. Tampoco seria de mucha utilidad el estudio comparado de la sociedad civil en las Monarquías y Repúblicas del siglo XIX, tan distinta de la que luego resultó de la civilización industrial y, más aún, de la que se forjó bajo el Estado asistencial, común a Monarquías y Repúblicas, y tan diferente de que se está transformando ahora en sociedad de comunicación, consumo, espectáculo y corrupción. 
 
    
 
   Aunque las estadísticas sociales sean una herramienta indispensable para conocer las dimensiones cuantitativas de los cambios operados en el conjunto social, sólo el análisis separado de los diferentes ritmos de movimiento o de cambio en cada sector, podrá indicar las tendencias hacia el privilegio aristocrático o a la igualdad respublicana en los núcleos comunitarios más significativos, como la familia y el municipio vecinal, donde el patriarcado y la democracia han sido respectivamente propuestos como prototipos de la razón natural en las monarquías y las repúblicas, como base de la soberanía de un monarca o de la libertad del pueblo. 
 
    
 
   En las afluencias urbanas a las visitas del Papa, por ejemplo, participan personas representativas de sectores sociales -fieles, familias, estudiantes- que no parecen elementos constitutivos de la sociedad civil, confundida ésta con la económica. Eliminada la antigua dicotomía societas civium-societas fidelium, la duda se reduce al carácter de la sociedad doméstica y la juvenil, aunque la sociedad de fieles no haya dejado de ser cuestionada como elemento de la civil, pues el catolicismo no se extiende sobre lo económico como en el protestantismo. Lo católico no ha sido factor genético ni funcional en el nacimiento y desarrollo del capitalismo.
 
    
 
   La sociedad doméstica tuvo un rol primordial en la producción y consumo de mercaderías en la Ciudad griega, dando su nombre a la economía. El modo de producción artesanal labró la fortaleza de los lazos familiares. Y la revolución industrial hizo del hogar, desplazado de su lugar vecinal, el purgatorio de la condición obrera. Con mujeres y niños en la indigencia de la solidaridad de clase social, se acunó el oasis anarquista de los artesanos y la tierra prometida de los proletarios. La familia conservaba con la nueva miseria la tradición que disolvía la reciente riqueza. El grupo parental, sin ser ya sociedad doméstica (económica), se desvanecía en la sociedad civil. Los movimientos obreros forzaron al Estado a satisfacer las necesidades vitales de las familias marginadas del progreso industrial. Y Hölderlin cantó el drama de que del Estado se hiciera el paraíso de los que lo negaban.
 
    
 
   El trabajo de la mujer, las guarderías, la escolarización precoz, las separaciones con hijos menores, la falta de empleo juvenil, la permanencia de los hijos mayores en la casa de sus padres, la pasividad ante televisores y ordenadores, la busca de emociones en la droga o la violencia, la ausencia de ideales, han provocado la crisis de la familia tradicional, justamente cuando la sociedad doméstica mantiene la demanda en la economía de consumo, y los Estados subvencionan a las familias para que paguen sus hipotecas, no por caridad, sino para salvar a la Banca de su bancarrota. 
 
    
 
   La contradicción entre disolución de la familia y necesidad de mantenerla activa como unidad de consumo, puede explicar que, en medio de la atonía del sentimiento religioso, el mismo Gobierno laico que legaliza el matrimonio homosexual o el aborto, y no mantiene buenas relaciones con las jerarquías eclesiásticas, financie las concentraciones de masas católicas para ver al Papa. Los partidos estatales perciben la trascendencia que recobra la familia, con independencia de toda idea religiosa, como elemento activo en la sociedad civil de la moderna economía de consumo.
 
    
 
   En la sociedad de información conformadora, en un mercado de trabajo que deja fuera a menores de 25 y mayores de 60 años, la edad deja de ser criterio de capacidad y, como el sexo femenino, adquiere valor per se. La sabiduría ya no es, como antaño, fruto de la experiencia. Las innovaciones tecnológicas dejan en la cuneta del progreso saberes acumulados durante generaciones. Y la sociedad civil pierde en sentido común, temperancia y coherencia lo que gana en sentido práctico, impaciencia, codicia y ludicismo. La adaptación al medio, como en nuestros ancestros de Atapuerca, arrincona en brasas de invierno los ideales de la juventud y las memorias de la vejez. En la transición del presente al presente, en un mundo sin causas aparentes, la cultura, la historia, la novela y el arte pierden su razón de ser. Sólo interesa la tecnología, la informática, la especialización. Saberes sin saber, conocimientos sin conocimiento.
 
    
 
   Ante un ordenador, los niños tienen mil años de curiosidad en sus cabezas ágrafas. La inteligencia no aumenta con la edad, solo se especializa, limitando su desarrollo general. La juventud vive dramas que no padeció antes. Sufre la injusticia de ver apartada su mayor habilidad técnica de un mundo profesional de expertos en pericias. Donde no hay sitio para la sabiduría, la juventud se desarraiga del saber. Si la tecnología impera y lo joven se pone de moda, la juventud no ocupa los puestos de mando. Triunfan caras jóvenes en corazones viejos. La sangre del frente de juventudes se inyecta gota a gota en los partidos, a cambio de promoción social. La juventud partidista, en nombre del orden estatal definido o del progreso indefinido, renueva el renacimiento de la imperante ideología de la resignación en el consenso. El conformismo, no las arrugas, la envejece. 
 
    
 
   La juventud no puede ser vivida con autenticidad sin inconformismo. Una cualidad que no es propia de la inexperiencia, como suele creerse, sino de la sabiduría del corazón y la potencia de los instintos. No hay posibilidad de creación en las visiones conformistas del mundo familiar, profesional o político. La juventud y la ancianidad no se relacionan en una sociedad que funciona como una compañía anónima, cuyo consejo de administración conspira para que lo auténtico no entorpezca la circulación de riqueza, honores y empleos entre accionistas de la conformidad, que temen la libre competencia y abdican de la cultura. La juventud conformista y la jubilación anticipada permiten el consenso de ese brutal reparto del beneficio social. Aquélla desprecia los costos de las generaciones que acumularon riqueza. Ésta, como clase pasiva, se resigna a morir para aliviar la carga de las pensiones, que preocupa a un consejo de administración de siglas políticas. No se sabe lo que es tercera edad, ni para que sirve a la sociedad civil que la mantiene y entretiene, si sólo se reconoce la diferencia legal entre menores y mayores de edad. Las mentes, como la conciencia, no se jubilan. El drama de la actual ancianidad no es perder la juventud, sino conservarla. La marginación juvenil y la jubilación prematura retornan a la distinción entre ciudadanos activos y pasivos, como en los primeros años de la Revolución francesa. La sociedad civil, que excluye del mercado recursos humanos de gran potencia por sus pocos o demasiados años, ignora que la edad, como dijo Emerson, está en la inteligencia.
 
    
 
   No se debe aislar el análisis de la juventud, como si fuera un estado civil autónomo y no una etapa de tránsito. Vive en situación de irresponsabilidad y se encamina, aunque no lo sepa ni quiera, a otra de responsabilidad. Las vocaciones ya no heredan la seguridad que les inculcaba voluntad de estudiar. No por una supuesta falta de madurez en la inteligencia juvenil, ni por incomprensión generacional de la vida unidimensional de sus padres, como en los estudiantes del 68. Sucede ahora precisamente lo contrario. 
 
    
 
   Los jóvenes de hoy son más consecuentes que los de ayer. Si nada hay en la vida adulta que merezca ser vivido con autenticidad, ¿por qué y para qué se les pide que sean idealistas, en un mundo donde sólo tiene valor el dinero, la fama de los que dan espectáculo y los placeres del sexo sin amor? ¿Por qué, si no es para encontrar un empleo estéril que los embrutezca de por vida, tienen que renunciar a la huida hacia el aburrimiento compartido, y al refugio de sus soledades en la vida del coleguismo o la hinchada?
 
    
 
   La juventud manifiesta a su modo el problema general de noluntad que la transición del presente al presente inculca a todos los sectores sociales. Esa noluntad no es falta de voluntad de ser como se debe ser con arreglo a una idealidad, ni una apatía de las ambiciones personales, sino una inconsciente voluntad de ser, como todo el mundo, indiferente a la ausencia de ideales y a todo lo que sea mentalmente sincero y vitalmente auténtico. Unos ideales que el medio social identifica con cualidades de perdedor, si son genuinos; con estorbos en la carrera hacia el éxito social o pecuniario, si no son cínicos; o con valores trasnochados, si son predicados por hipócritas anclados en ilusiones del pasado, que causan la falsedad presente. El drama de los jóvenes maleducados por una sociedad sin valores no es el de creerse juveniles para siempre, o vivir toda la vida como adolescentes, sino el de ser demasiado viejos y desconfiados para desear convertirse en personas mayores que den sentido inteligente o moral a la sociedad que los emplea. Y sin vocación de alcanzar la mayoría de edad cultural, la juventud deja de sentirse en situación de paso, para mantenerse en el estado de inconsciencia de la seriedad adulta. La que dio personalidad y sentido a las generaciones donde el movimiento obrero y la energía empresarial forjaron la sociedad civil heredada por las generaciones de la postguerra fría. 
 
    
 
   La dramática historia del movimiento obrero en la sociedad civil terminó cuando el fascismo hizo de la sindicación una estructura estatal, dotada de poder legislativo, incluso para los no afiliados. El sindicalismo perdió su fuerza genuina con el fracaso de la huelga general revolucionaria. La idea antiestatal de los sindicatos anarquistas encontró dos adversarios que lograron destruirlos. El Partido Obrero Marxista, de Jules Guesde, comenzó lo que los partidos comunistas y socialistas remataron: convertir los sindicatos en correas de transmisión de los partidos. Y la oscura distinción soreliana entre violencia sindical y estatal transformó, con Mussolini, la violencia de la huelga general en represión institucional ejercida por un solo sindicato estatal. Vinculada con la sociedad laboral, la actividad de empresarios y profesionales autónomos forma el tejido de relaciones económicas y valores culturales de la llamada sociedad burguesa. Las nociones de burguesía y proletariado cristalizaron en una época donde la sociedad civil era campo de Agramante de la lucha de clases. 
 
    
 
   Desde las revoluciones europeas de 1848 hasta la caída del muro de Berlín, transcurrieron 140 años de efervescencias ideológicas, luchas civiles, descubrimientos científicos, progresos tecnológicos y conocimientos sociales, que nos hacen mirar al último siglo y medio como se miraba lo medieval y lo gótico a fines del XVIII. Si el modo de estar en las relaciones de producción, determinaba el modo de ser y pensar ideológico, ahora lo hace el modo de estar en las relaciones de consumo. Los status plurales del trabajador, usuario de servicios públicos, consumidor de mercancías y tiempos de ocio, propietario de vivienda, espectador de amenidades, socio de clubes deportivos, no son distintos de los que tiene la burguesía profesional y autónoma. Esto explica el fracaso de la afiliación a partidos y sindicatos auto-llamados de izquierdas, pese a estar confortablemente embarcados en la bahía del Estado asistencial, con el ancla echada en la conciencia unidimensional de una condición social que ya no tienen. 
 
    
 
   El cambio de la mentalidad obrera, la nueva visión del mundo sindical desde el Estado de Partidos que lo financia y domina, no ha ido acompañada de un cambio correlativo en la ideología que reproduce el conflicto entre empleadores y empleados. Mucho más difícil que cambiar las relaciones externas de dominio social, objetivo de todas las revoluciones políticas, ha sido liberar la mente obrera del arquetipo forjado en la miseria, para adaptarla a la nueva realidad de asistencia estatal y protección contra el despido libre. Sólamente una revolución cultural, democrática y republicana conseguiría retirar de la circulación los prejuicios sociales anacrónicos, adaptando las mentalidades a las realidades del mundo actual, acabando con el predominio demagógico de lo social sobre lo político, y poniendo fin a la heteronomía oligárquica de la aristocracia financiera sobre la autonomía empresarial. 
 
    
 
   Creación permanente de empleo, aumento constante de la productividad y del poder adquisitivo de los salarios, innovación tecnológica, revaloración de la excelencia profesional y una perspectiva del mundo industrial, común a patronos y trabajadores, que preserve el medio ambiente y potencie los recursos humanos con el sistema docente y la investigación científica. Pero el pacto de las finanzas con el poder estatal, originario de la modernidad con el Directorio francés, no permite que el capital financiero se subordine al industrial, ni que el empresario encuentre el clima de respeto social y el marco legal adecuado para asumir los riesgos de inversión de capital, sin depender de la corrupción administrativa, del favor del partido gobernante ni de la demagogia obrerista. La organización patronal, tan politizada como la sindical al servicio del partidismo, constituye un órgano estatal que asegura el predominio político de la oligarquía financiera y la reserva de beneficios incontrolables para la aristocracia comercial y financiera. 
 
    
 
   La expresión sociedad civil designa la síntesis de los elementos cuya descripción analítica se hace aquí por sectores sociales. Las dicotomías producción-consumo y oferta-demanda determinan el estado de la sociedad económica, que afecta materialmente a la globalidad de la sociedad civil. Esta globalidad resulta también afectada por un fenómeno cultural que determina, espiritualmente, el placer buscado por las masas insatisfechas de su vida política, viendo en directo o por televisión espectáculos recreativos, creadores de héroes deportivos y mitos artísticos con los que identificarse. 
 
    
 
   La contemplación de espectáculos distingue la humanidad del resto de los animales. El mirón es prototipo del teórico. El pensamiento filosófico se hizo la ilusión, con la fenomenología pura, de que comprendería la esencia del ser si dejaba de mirar sus fenómenos. No contaba con que el modo de pensar y de escribir en las sociedades espectaculares, y ninguna anterior hizo espectáculo tan atractivo como el de la guerra televisada, llegaría a ser el del mirón inactivo o perezoso y el del homo ludens. 
 
    
 
   La reducción de la ropa femenina, como piel de zapa a cada deseo, hace que la sociedad no liberada de su servidumbre política parezca la más libre de los tiempos. El feminismo se queja de la visión social de la mujer, negativamente valorada como objeto sexual, sin percibir que él es responsable de la atribución femenina del poder secundario, donde entra por cuotas y no por méritos. Con la androginia y la demagogia antiviril, la mujer va perdiendo en influencia lo que va ganando en poder político. 
 
    
 
   La novedad del feminismo imperante no está en la igualdad con el sexo masculino, sino en la hegemonía que lo feminoide de ambos sexos pretende, para estar en posiciones de aparente dominio en los escaparates de la sociedad, y ejercer el mismo tipo de poder en el Estado que el tradicional masculino. Si produce rechazo la mujer de poder autoritario y manifiesta intemperancia, no es porque tenga modales incompatibles con la condición natural de la mujer, sino porque se esperaba del feminismo que dulcificara el talante de la política y de su propia concepción. Ésta fue al menos la pretensión del feminismo romántico y el de la maternidad cívica republicana, que alegaron virtudes sociales de la mujer para legitimar su derecho a mejorar el mando político masculino. 
 
    
 
   La desviación hacia el actual feminoidismo de las corrientes originales del feminismo, la sufragista y la pacifista, se produjo con la fusión socialista de la causa obrera y la de la mujer, en lucha de clases-sexos, y con la emulación de conductas viriles, en el clima social de frivolidad pacifista que se expandió al final de la guerra europea, dando matiz andrógino a las modas, costumbres y literatura de los locos años 20. 
 
    
 
   Los derechos cívicos de la mujer, fruto tardío del feminismo liberal, han elevado, con la nueva consideración de la mujer, la propia dignidad del hombre. Pero el acceso de la mujer a las posiciones de poder político en el Estado o en las instituciones, lo que se llama feminismo de cuota, ni ha sido conquistado por ellas, ni las libera de la indignidad de entrar en los palacios por la puerta trasera, sin atender a merecimientos que tal vez algunas tengan. El nuevo poder de las mujeres de cuota, análogo al de los diputados de lista, responde a la demagogia igualitaria y representativa en los partidos estatales, herederos sin beneficio de inventario de la dictadura jacobina revolucionaria, discriminadora de la mujer y los homosexuales. 
 
    
 
   Cuando no hay sociedad política, intermedia e intermediaria entre la sociedad civil y el Estado, entre el país real y el oficial, como ocurre en los Estados de Partidos, ocupa su lugar la sociedad aparente. Una apariencia presentativa de la sociedad civil, sin ser representante ni representativa de la misma. Por eso tiene su propio código de conducta, sus valores cognitivos, morales o estéticos y sus modos de represión de los infractores. Nadie se ocupa de ella, pues se confunde con la opinión pública, que sólo es el modo de crearla y mantenerla. Dos grandes principios, como se razonará, dan coherencia mental y ética a la sociedad de las apariencias. 
 
    
 
   Con el primero, se sustituye la verdad por una ficción sistematizada. La sociedad aparente crea la ideología de que no es necesario vivir en la verdad, pues la dificultad de conocerla y realizarla puede ser obviada mediante ficciones convencionales que, por su utilidad social, funcionan como si fueran verdades. El ficcionalismo de la Filosofía del como si, concebida como positivismo por su creador Vaihinger en 1911, permite vivir las Monarquías como si fueran Repúblicas, las partidocracias como democracias, el poder judicial como si fuera independiente, la prensa como si fuera libre de pensamiento y expresión, la universidad como si fuera libre de cátedra, la competencia económica como si fuera libre en el mercado, la sindicación estatal como si fuera societaria. 
 
    
 
   El segundo principio impone la norma social de salvar o guardar a toda costa las apariencias. Esta norma tuvo origen científico en Simplicio, para explicar la causa del movimiento de los astros errantes, contradictorio de las hipótesis geocéntricas o heliocéntricas, que la física podía dar para salvar las apariencias sin necesidad de saber cuál era la verdadera. Tan rígido es este dogma en la física social que, cuando la sociedad no puede ocultar las irregularidades que no guardan las apariencias, pide al Estado que aplique el código penal. Los pocos gobernantes y plutócratas que entran en prisión no lo hacen por ser malvados delincuentes, sino por erráticos. Algo que ellos mismos confiesan porque los disculpa.
 
    
 
   Para que existiera verdadera opinión pública se necesitaría, en primer lugar, que tuviera la naturaleza de criterio, no la de simple creencia, y en segundo lugar, que fuera la opinión del público, no la difundida por opiniones privadas en el público. Esas condiciones hacen muy difícil que exista auténtica opinión pública. La que pasa por tal es la opinión hegemónica de la información dominante, repetida como un eco en la desinformación actuante. Durante la Gran Revolución, las asociaciones de ciudadanos en clubes de debate crearon la opinión pública. Fenómeno al que puso fin la dictadura del terror jacobino. Desde entonces, incluso en momentos de excepcional atención popular a la cuestión política, el poder creciente de medios informativos y encuestas sociológicas ha sustituido la opinión del público por la difusión, en el público, de opiniones ideológicas de los medios. Opiniones sobre lo divino y humano convertidas en mercadería ruidosa para el consumo de masas pasivas sin auriculares refinados. 
 
    
 
   El mecanismo de formación de las opiniones públicas recuerda lo que Nietzsche escribió, en Más allá del bien y del mal, para ridiculizar los hallazgos de los lingüístas. Supongamos, decía, que alguien esconde algo bajo una piedra en un monte. Se pasa luego la vida buscándolo. Y cuando al fin lo encuentra grita un entusiasta ¡Eureka! Los medios de comunicación social crean o difunden las opiniones que luego identifican con la opinión pública o con alguna de sus variantes de matiz electoral. 
 
    
 
   Lo que la gente cree que es su opinión ha sido fabricado en centros lejanos de creación de ideas para la propaganda de los poderes establecidos. Generalmente, en fundaciones culturales, institutos de sociología y departamentos universitarios de EEUU. Su entrenamiento durante la guerra fría fue intensivo y sistemático. A semejanza de las campañas de promoción de un producto comercial, precedidas de un proceso de creación publicitaria, las mercaderías políticas llegan al consumidor adaptadas a cada país por sus propios medios de comunicación. Las agencias internacionales las lanzan. Los medios las intelectualizan en editoriales. Los lectores las hacen suyas, creyendo que son las que ellos pensaban. Las encuestas preguntan en el sentido esperado de las respuestas. Los partidos hacen sus programas con los sondeos. Las elecciones ponen jerarquía en las opiniones. Y la hegemónica, la del partido vencedor, grita ¡Eureka! Así se crea lo políticamente correcto. La hinchada universal ha inyectado a los intelectuales los gustos de las multitudes, el horror por el pensamiento riguroso, el asco por la espiritualidad, la abominación de la estética, la indiferencia ante la verdad, la cultura como negocio, el desprecio de la creación científica y el conformismo ante la corrupción del poder político y financiero.No hay escritor que diga lo que sabe sin decirlo con estilo lúdico. Los bestsellers no se escriben, se fabrican como prêt à porter.
 
    
 
   Sin alma propia, los envidiosos mirones de lo ajeno crearon el pensamiento débil del consenso. Tras el fracaso de las rebeliones juveniles del 68, prosperó la filosofía lúdica, la de los pseudo-intelectuales europeos. No hay estilo lúdico sin mentalidad lúdica. Queriendo ser parte visible de ese mundo, los escritores se ofrecen ellos mismos a la espectacularidad de sus producciones mercantiles. Sin arte, ideas o pensamiento, representan y reproducen las distracciones con las que eluden la visión de la realidad y anestesian el deseo de libertad política. La sociedad política se ofrece en espectáculo a la sociedad espectacularizada. El más impúdico, la sesión de sonrisas y carcajadas en los encuentros de los jefes mundiales del fracaso y la corrupción. La espectacularidad de los gobiernos personalistas distrae a los gobernados con la comedia internacional representada por la clase estatal actora. Sus encuentros son vistos como las bodas reales. 
 
    
 
   La fecunda contribución teórica de Tönnies a la sociología del poder no resolvió la contradicción, en la que él mismo cayó, de seguir llamando sociedad política al Estado, a pesar de que la organización estatal en nada responde al prototipo societario que él había caracterizado con elementos y atributos incompatibles con los estatales. Aunque el Estado tenga personalidad jurídica, capacidad de obrar y de actuar como las personas individuales o morales, y se haya refinado con elementos organizativos racionales en su dimensión administrativa, no es el Hombre artificial Leviathan, ni la sociedad política de la comunidad sobre la que tiene soberanía. Sólo la fábula iusnaturalista o contractualista del Estado pudo mantener la ficción jurídica de considerarlo como sociedad política, semejante a la sociedad perfecta eclesial, tal como concibió la Iglesia el cardenal Belarmino. 
 
   
  
 

 
 
   Los descubrimientos etnológicos sobre el origen de la autoridad, en diferentes tiempos y lugares del viejo y nuevo mundo no relacionados entre sí, en zonas de regadío, fluviales, costeras de lagos, mares o humedades, como organización necesaria de un principio de poder central para mantener o modificar la distribución de la riqueza y del prestigio, no permiten continuar creyendo que el Estado es una sociedad o asociación política. Nació de la fuerza de un grupo social privilegiado, y si ya no se mantiene sólo por la fuerza física es porque ha dado lugar a un consenso involuntario tan intenso y extendido como el consenso nacional. 
 
    
 
   La idea realizadora de la República Constitucional se ha tenido que orientar, para eludir equívocos y contradicciones, ilusiones y ficciones, bajo la perspectiva de la división resultante de la distinción básica entre lo político y la política. Una distinción que se fue perfilando y desarrollando desde el acontecimiento revolucionario francés hasta nuestros días.
 
    
 
   Las nociones de Estado, Comunidad Nacional, Sociedad Política y Sociedad civil son diferentes. En tanto que personificación y personalidad jurídica de la Nación, el Estado nacional se define como organización con imperio sobre lo político; la Comunidad nacional, como convivencia espontánea, pero determinada por lo económico y lo cultural; la Sociedad política, emergente de la Comunidad nacional, como mediación entre lo político en la forma de Estado (República) y la política en la forma de Gobierno (Democracia); y la Sociedad civil, como lo privado. 
 
    
 
   Con esta cuatripartición se entiende que la RC defina y regule el tránsito de lo político a la política, sin ideología, al modo como lo hace la democracia con el paso de las libertades civiles a la libertad política. El Gobierno, formado en la competición por la conquista del poder en el seno de la Sociedad política, orienta las funciones estatales con la extensión y la intensidad de la hegemonía electoral lograda en el seno de la comunidad nacional. La Sociedad política no sólo está integrada por sus principales actores -Partidos Políticos, Sindicatos y diputaciones-, sino por todos los agentes de la opinión pública: medios de comunicación, empresas encuestadores, centros de creación y difusión de ideas políticas. 
 
    
 
   Aquí se sostiene una tesis sobre lo político distinta de la que ideó Carl Schmitt, en su Concepto de lo Político (1927), la menos interesante de sus creaciones, donde expuso la diferenciación de amigos y enemigos como criterio especifico de lo político. Una reduccionista visión de la historia alemana desde 1848, que tendía a borrar la diferencia entre Estado y Sociedad, hasta su identificación en el Estado Total, donde ya nada habría que fuera apolítico. La oposición amigo-enemigo no era, para Schmitt, derivable de otros criterios, como lo bueno o lo malo, lo bello o lo feo y lo útil o lo perjudicial. La autonomía de lo político estaba en la posibilidad de separar la oposición amigo-enemigo de las demás diferenciaciones morales, estéticas o económicas. Pero los electores no pertenecen sólo a la sociedad política, sino también a la Comunidad nacional. En su Comentario sobre el concepto de lo político (Anmerkungen zu Carl Schmitt, Der Begriff des Politischen, 1932), Leo Strauss insistió en el carácter polémico de la obra de Carl Schmitt, y trató de conducir el debate hacia los fundamentos de lo político, sin aceptar que todos los conceptos de lo político tengan un antagonismo y estén ligados a una situación cuya última consecuencia sea el agrupamiento amigo-enemigo, propio de la guerra y del odio étnico o de clase. En la Teoría pura de la República Constitucional la diferencia esencial no es la existente entre las categorías de lo político y lo apolítico, ni las de amigo y enemigo, sino la que se deduce de la distinta naturaleza de lo político respecto de la política. Aquél es, como lo público, materia de la República. La política está en la forma de Gobierno y en su ejercicio. 
 
    
 
   Lo que aquí está siendo investigado es si la materia social tiene en sí misma, antes de recibir la impronta de la forma monárquica o republicana, alguna virtualidad natural, derivada de la condición humana, que la haga más proclive a ser estabilizada y equilibrada por la Monarquía o por la República. La naturaleza tiende a producir iguales dividuos republicanos, la sociedad, diferencias individuales aristocráticas. La tendencia a la igualdad o a la diferencia ha cambiado notablemente a causa de la evolución de la incidencia de la forma estatal en la materia humana. Las formas sociales han creado más diferencias individuales que las producidas por naturaleza. 
 
    
 
   Los Estados siempre han sido constituidos por la fuerza superior de alguno de los elementos de la materia social, que fue capaz de erigirse en poder constituyente del conjunto. Esa fuerza superior se fue diversificando, con el progreso de alguno de los elementos sociales sobre los demás, hasta sobrepasar la rígida división tripartita -religión, milicia, producción- de la sociedad indoeuropea hace 10 mil años. Las ideas-fuerza de invención y simbolismo diferenciaron la riqueza de las naciones y separaron el hombre masa de los sujetos individualizados. Se explicó el fenómeno, en sentido platónico, como si la materia y la forma no fueran términos relacionados, como si la materia no estuviera cualificada para que la forma realice en ella el principio de individuación-individualización. Ante el desarrollo catastrófico de la explotación de recursos en un mundo globalizado, ante la gran crisis económica, se vuelve al pensamiento religioso de que el mal está en la materia económica acumulable, en el dinero, en el capitalismo, como si ninguna causa formal lo estuviera determinando y corrompiendo. 
 
    
 
   La dificultad de conocer propensiones de la materia social sigue estando en la imposibilidad de examinarla separadamente de la forma que la configura, pues la última siempre parece la necesaria por ser la actual. Esta dificultad es mayor que la derivada del principio de incertidumbre en la materia física. Aplicado a la materia social, convierte toda historia de hechos en historiografía de ideas. Esto no impide ver donde estaban lo político y la política en los momentos de cambio paradigmático del tipo de Autoridad impuesta a la materia social. Autoridad eclesiástica, en las concreciones de poder medieval; militar, en el feudalismo; aristocrática, en las Monarquías; meritocrática y representativa, en la República de EEUU; oligocrática, en el parlamentarismo; burocrática, en las Repúblicas totalitarias; caudillista, en los nacionalismos; partidocrática, en los Estados de Partidos; y étnica, en los Estados sin Nación. Lo político parece estar en la tendencia permanente de la materia humana a continuar siendo igual en lo público. Y la política, en la determinación de la forma a cambiar el sino de igualdad de la materia. La potencia de lo político, en el Estado, se ha impuesto a la forma política, en la Libertad, unida siempre a la idea de lo inestable. 
 
    
 
   Forma Republicana
 
    
 
   No hay materia que no esté determinada por su forma. El análisis de la materia republicana sería legítimo desde el punto de vista lógico, pero no desde el ontológico, a no ser que se integre en una síntesis con el análisis correlativo de su forma. Los griegos pensaban que todo objeto tiene una figura patente perceptible por los sentidos, y una figura latente captable por la mente. Con la causa material se hace algo. Con la causa formal ese algo es lo que es. La forma sería así la actualidad de la potencia material. Por eso la relación materia-forma es inestable y se manifiesta en estado de devenir. La forma humana es una figura visible en tanto que es común a todos los seres humanos. Pero la forma republicana no es figura ni forma figurada, sino formación estructurada de relaciones sociales sólamente visible en sus efectos. Aunque la materia sea propensa a su determinación por la forma, ésta se manifiesta como formación republicana por su propia virtualidad formal. Lo cual explica que siendo común la materia social, haya tantas diferencias esenciales en las formas republicanas. 
 
    
 
   El Estado-Organización ha conocido diversidad de formas en su historia. Del mismo modo que Max Weber redujo las formas de legitimación del poder político a tres tipos ideales, también es plausible reducir las formas estructurales de organización de la materia pública-social a cuatro paradigmas políticos. Sin que sean en realidad tipos puros, pues se pueden encontrar elementos parciales, mezclados o entreverados unos en otros. 
 
    
 
    
    	               El paradigma holístico, propio de la tribu primitiva y de los Estados Totalitarios, somete el principio de individualización social al principio de individuación comunal, con una formación Regimental de partido único estatal.
 
    	              El paradigma atomista, propio de la religión cristiana y de la física social del liberalismo, somete el principio de individuación del sujeto humano al principio de individualización cultural de la persona, con forma de Régimen parlamentario.
 
    	              El paradigma integrador, propio del Estado de Partidos suprime diferencias de género en la especie, o sea, en la individuación, para poder sustituir el principio de individualización por el de la integración de las masas en el Estado, con formación Regimental de partidos estatales. 
 
    	             El paradigma representativo, propio de la República Constitucional, se funda en mónadas electorales iguales y equilibra los principios de individuación común y de individualización personal, mediante forma de Sistema de poderes electivos, apaciguados en sus conflictos políticos por un principio de mediación institucional. 
 
   
 
   La materia pura de la respublica es inaprensible. En tanto que republicana, su forma pura expresa la dimensión estática de las realidades de poder en las estructuras invisibles que enlazan lo público, lo social y lo político con la política. Hay dos factores primordiales que deciden la forma de lo público. Uno de carácter político, el principio fundador del Poder, define el orden y finalidad de cada tipo de forma estatal. Otro de carácter organizativo, establece el modo de relacionar los elementos estatales, para dar eficiencia holística al régimen administrativo del Estado. La primera cuestión compete resolverla a la sabiduría humanista de la libertad. La segunda, a la ciencia de sistemas. El Estado, organización creada por el hombre renacentista, tuvo como causa genética la división social en las naciones y como causa final la unidad de poder político en las ambiciones.
 
    
 
   El receptáculo de la materia humana no está dispuesto a recibir cualquier forma de poder. Siempre esta cualificada para ciertas posibilidades y no para otras. Durante milenios, la forma de la respublica parecía predispuesta a la sola posibilidad de organizar el poder político. La necesidad de ordenar la distribución del agua de regadío creó la primera policía central, el primer poder organizado. La religión dio la administración de los Estados fluviales a castas sacerdotales, con pontífices-reyes. Los templos eran palacios y almacenes de granos. El rapto de hembras y esclavos, junto al comercio, empujaron a cruzar los mares. El modelo mítico de una forma de poder monocrático se expandió por contagio a todos los pueblos, incluso a los de secano, porque disminuía las luchas por el poder tiránico. La tiranía sacerdotal duró hasta que el comercio y la cultura politeísta crearon la civilización, con la democracia y la República en las Ciudades-Estado. El perecimiento de la civilización clásica hizo retornar los pueblos europeos al modelo mítico, con señores de la guerra y de la iglesia, hasta que la Ilustración reclamó el derecho de la razón para sacar a la humanidad de su permanente estado de servidumbre. La independencia de EEUU y la Revolución francesa abrieron la posibilidad de organizar el poder estatal mediante la libertad colectiva. Los europeos aún no lo hemos logrado. 
 
    
 
   La formación del Estado llevó aparejada la conformación de la Sociedad. La polaridad entre la individuación en la materia respublicana y la individualización en la forma republicana del Estado, sin principio de intermediación, hizo fracasar la organización de la libertad europea. Los EEUU dieron organización estable a Estados federados mediante la democracia representativa. En Europa, las revoluciones cortaron las cabezas de los reyes y pusieron en su lugar las abstractas de las Naciones. Cambiaron de soberano sin cambiar la soberanía, ni el régimen de poder. Napoleón codificó la administración monárquica en toda Europa, salvo en el Reino Unido. Sustituyó a Luis XIV, como Lenin a Pedro el Grande. 
 
    
 
   La lealtad a lo político, a la materia humana en lo público, fue suplantada por la fidelidad personal a un escalafón de jerarquías formales. En la lejanía de los gobiernos no se percibe la deslealtad a lo común. Tampoco en el orden mundial invisible. Lo visible en los cuatro paradigmas estatales es la forma autoritaria de la burocracia. Los análisis sociológicos de las formas políticas no revelan la tipología formal del Estado liberal, donde aún no era evidente la ley del constante crecimiento burocrático, que lo ha puesto a nuestra misma vera, como tumor de los Estados de Partidos, sin forma política cualificada para evitar su gravosa multiplicación. 
 
    
 
   Las formas sociales no son visibles o detectables en sus estructuras. Los sentidos no bastan para percibirlas y distinguirlas. La ciencia las clasifica y descubre en ellas las causas funcionales que las relacionan y desarrollan. Las relaciones estructurales se hacen visibles cuando alcanzan la dimensión de problema colectivo. La física moderna descubrió que la visión de las partículas subatómicas las altera. No se puede ver al mismo tiempo su velocidad y su posición. El principio de indeterminación parecía sustituir al de causalidad, del que nos seguimos valiendo para explicar los fenómenos manifestados en la experiencia ordinaria de la vida. Las relaciones humanas tienen una estructura y una función. Son fáciles de percibir las inmediatas y singulares, como las de familia, amistad, docencia y milicia. Cuanto más se generalizan, mayor es la dificultad de ver y comprender la estructura que las armazona y la función que cumplen. Su observación también las altera. Pero sin ciencia política se navega en la incertidumbre sobre las diferentes causas que las perturban en un Régimen estatal o las afirman en un Sistema político. La relación de mando y obediencia, patente en jerarquías domésticas y empresariales, es difícil de percibir en ámbitos extensos. La formalidad del poder esconde al poder sustantivo. 
 
    
 
   La forma republicana resolvió en EEUU y Suiza el problema político de la libertad colectiva con la democracia formal en el gobierno. Esa forma necesita reformar periódicamente la organización administrativa del Estado, mediante la aplicación de la ciencia de sistemas, para resolver o atenuar el problema del autoritarismo y gigantismo de la burocracia, y eludir el ocasionado por el costoso desdoblamiento de la función pública. En todas las esferas de la administración pública, el principio de lealtad republicana debe sustituir al principio monárquico de fidelidad al jefe del servicio. Esta innovación, inscrita como norma constitucional, daría orden económico racional a los cuerpos de la administración estatal, autonómica y municipal, conforme a leyes de rendimiento personal y colectivo, deducidas de la ciencia de sistemas, para erradicar la metástasis de la burocracia partidista con un funcionariado responsable al servicio del público, y no al servicio público concebido como servicio al Estado. 
 
    
 
   La diferencia entre Régimen y Sistema explica por qué obedecemos a quienes tememos o despreciamos, si sólo tienen el poder que les damos. Sin Sistema político estamos regimentados. El regimiento es forma de gobierno caudillista. De su etimología viene Régimen. Las dictaduras ordenan la vida social como regimientos militares. Las partidocracias lo hacen con regimientos de partidos estatales. La libertad gobernada se reduce a la facultad de servir en el regimiento de su elección. La estructura de poder en el Estado de Partidos realiza, además del orden regimentado, la misión de enriquecer a cada regimiento estatal. La forma crea diferencias de vida y tensiones sociales a las que la materia igualitaria no propende. Como dice Dalmacio Negro (Historia de las formas del Estado, p.52, B el buey mudo, 2010) “la diferencia entre las formas de gobierno y las de régimen es una causa principal del pesimismo del pensamiento político”. 
 
    
 
   Hay dos formas de organizar lo público, la cerrada y la abierta, según la importancia o trascendencia que tenga la Sociedad en la configuración y funcionamiento del Estado. Las formas cerradas se convierten, aunque no lo deseen, en Regímenes. Sin libertad constituyente, la descomposición de un régimen monocrático da lugar a la recomposición de otro régimen de consenso entre elementos oligocráticos. Lo nefasto del Régimen de partido único estaba en que a la muerte del dictador se convertía, por estructura y función, en Régimen oligocrático bajo forma de Estado de Partidos. 
 
    
 
   La RC, a causa de la libertad constituyente que la instaura y de la garantía institucional de la democracia que la asegura, será un Sistema abierto de poder, donde se disuelve la servidumbre voluntaria inherente a todo Régimen oligárquico. La filosofía de sistemas permite distinguir entre Régimen parlamentario de Partidos societarios, Regimiento cerrado de Partidos estatales y Sistema Político abierto a las determinaciones de la forma (libertad colectiva) en la comunidad nacional y en la sociedad política. En el Regimiento de Partidos estatales, la observación de los fenómenos perversos que causa lo altera como a las partículas elementales. Para eludir tal alteración, el regimiento partidista prohíbe la libertad de pensar, con el consenso, y la libertad de oponerse, mediante la uniformidad o conformidad de los medios de comunicación y de la opinión pública. 
 
    
 
   La reivindicación de la necesidad de verdad al modo de correspondencia especular entre la sociedad civil y la sociedad política, entre lo privado y lo público, está muy lejos de ser aspiración de la ciencia social. Esa pretensión fue propia de los sistemas totalitarios. La sociedad política no puede ser espejo de la civil, tanto por la naturaleza voluntaria de su formación en partidos políticos y medios forjadores de la opinión pública, como por la distinta estructura y función de ambas sociedades. 
 
    
 
   Del mismo modo que el mandato representativo no exige, en el derecho privado, que el representante sea un fiel reflejo del representado, sino simple portavoz y ejecutor de su voluntad, la sociedad política no debe aspirar a ser verdadera por su exacta correspondencia con la sociedad civil. Las diferencias entre representación y representatividad, de un lado, y entre lo real y lo simbólico, de otro, explican la clase de verdad y los distintos tipos de intereses comunes que los ciudadanos pueden ver realizados en el ámbito formal de la res-publica. Un sistema político es verdadero, aunque no sea justo, si cumple dos requisitos esenciales: ser representante de la sociedad y no ser simbólico de abstracciones, como pueblo, nación, comunidad, sociedad, monarquía o república. Las realidades concretas, o susceptibles de ser concretadas en electores, elegibles, gobernados y funcionarios, no necesitan ser simbolizadas. Los símbolos de otro símbolo, legítimos en las instituciones litúrgicas y en el arte, renuevan el sentimentalismo hacia lo simbolizado y suprimen la responsabilidad. 
 
    
 
   La representación es requisito sine que non de la legitimidad del poder. El Estado de Partidos carece de este requisito. El consenso del como si y la salvaguarda de las apariencias, falsean el sistema político, haciéndolo mero regimiento de poder. El segundo requisito, no ser simbólico de otros símbolos, es condición vital de una Constitución democrática. El sistema político ha de ser representativo de la sociedad y de la comunidad nacional, pero en su esfera legislativa debe ser representante de los gobernados, en virtud de mandatos imperativos y revocables del cuerpo electoral. Sin responsabilidad del representante toda representación es impuesta. 
 
    
 
   Las Constituciones de Repúblicas o Monarquías de Partidos no son reales en sus fundamentos ni en sus ficciones formales del como si. Lo único que constituyen son símbolos de otros símbolos contradictorios. Ejemplo, Monarquía símbolo de cuatro simbólicas soberanías: la del Monarca, la popular, la nacional y la parlamentaria. Tanta palabrería hueca esconde que no hay más soberanía que la del Estado, ejercida a través del jefe del partido estatal gobernante. Los Estados de Partidos no pueden llegar a la democracia, por su dinámica interna de poder repartido sub eternitatis. La posibilidad de reforma es utópica. La soberanía implica y presupone su indivisibilidad, mientras que la democracia nace y se basa en la división de la soberanía, en la prohibición de todo tipo de poder soberano. La teoría de la división de poderes en el Estado no es específica de la República. La idea de que no hay Constitución si no separa los poderes ejecutivo y legislativo, estaba ya en la Monarquía francesa de 1791, que traducía la formalidad de una Monarquía Constitucional, donde la soberanía única correspondía a la Nación, y ésta la dividía para delegar la ejecutiva en el Trono y la legislativa en la representación de la ciudadanía activa.
 
    
 
   La diferencia con la República Constitucional consiste en que también en ésta el poder ejecutivo ha de ser legitimado mediante elección por sufragio universal directo, sin que pueda ser designado por el poder legislativo. La mera constitucionalidad no es exclusiva de la República, ni puede ser alegada como signo distintivo de ella, pero es fundamento de la Democracia en la forma de Gobierno. La división del poder estatal en tres poderes separados por sus competencias, sólo divide y rompe la soberanía si no es simple separación de funciones en un mismo poder estatal. 
 
    
 
   Si el poder legislativo elije entre su seno a un equipo de gobierno para que dirija la acción del poder ejecutivo, como lo indicó Montesquieu, ni hay separación de poderes ni posibilidad de libertad política. Los poderes estatales sólamente pueden estar separados y equilibrados si tienen la misma legitimación original, si cada uno ha sido directamente elegido por los afectados en el ejercicio de ese poder específico. Han de separarse en su origen para que puedan estarlo en su función. Pero sólo la República Constitucional legitima el poder ejecutivo. Lo sustantivo en ella es la respública, materia y forma republicanas, donde lo político lo determina la política, como potencia controlada por concretos poderes formales. 
 
    
 
   Derivado de la polis, lo político se refería al conjunto de relaciones sociales en una Ciudad autónoma, a lo que trascendía a todos los ciudadanos. Sin distinguir entre lo político y la política, la Ciudad regulaba directamente todos los aspectos de la vida colectiva, salvo el exclusivamente familiar. En Roma se produjo una significativa variante, denotada con la voz cives, que no significaba ciudadano, como en Grecia, sino conciudadano. Lo político no era todo lo público, sino sólo la parte común compartida por la ciudadanía en la res-publica. La política abarcaba, además, el tratamiento de extranjeros y peregrinos. Pero la dictadura comunal y la gobernación revolucionaria en la Revolución francesa ampliaron el campo de la política, porque el Estado quedó paralizado, desapareciendo casi por completo la neutralidad de lo político. Napoleón volvió a separar la acción política gubernamental, sometida a su dictadura personal, y la inercia en el ámbito de lo político, no susceptible de politización, como las instituciones civiles y procesales, elevadas sin embargo a cuestiones de orden público del Estado. La reflexión sobre la forma republicana de la respublica, iniciada con las nociones de opinión pública y espíritu público en la Revolución francesa, concluyó identificándola con el orden público, porque lo primeramente visible en la cara de la República o la Monarquía, es su policía, su administración pública y su prensa. Pero se trata de una identificación superficial. A la forma de la República, en tanto que continente formal de la materia respublicana contenida, sólo puede conformarla el poder autónomo de la libertad fundadora de la misma. 
 
    
 
   Desde la guerra fría se puede observar mejor la absoluta identidad, en Monarquías y Repúblicas, de los modales de represión estatal, de los modos de presentar las noticias y de la manera propagandística de difundir la cultura política partidista. La diferencia sustancial de la República, frente a la Monarquía, ha de buscarse en terrenos intermedios que permitan conocer cómo ha sido posible que las tendencias naturales a la igualdad, en la materia republicana, pudieran ser desviadas hacia formas verticales del orden público, cuando la monarquía transfirió su espíritu absoluto a la forma republicana del espíritu público. Otros factores naturales deben ser traídos a examen para explicar la ruptura del principio de continuidad en el tránsito del animal político, presente en las agrupaciones de grandes simios, a la humanidad creadora de instituciones culturales y políticas. 
 
    
 
   Prescindiendo de los factores ecológicos y genéticos, no determinantes de la división política que ha reducido las formas de Estado a Monarquías o Repúblicas, lo que interesaría analizar es la función que desarrollan en esa determinación los principios universales de azar, mediación, autoridad, legalidad y libertad. Ahora no sería pertinente examinar la función del azar y la fortuna en los procesos evolutivos de la materia social, aunque lo fuera para valorar su trascendencia en los momentos iniciales de los acontecimientos revolucionarios ocurridos en los dos primeros años de la Revolución francesa. 
 
    
 
   Al tratar delmodo en que las formas de la realidad dependen unas de otras, E. Bréhier sostuvo en 1922 (La filosofía de Plotino) que “los hombres del final de la antigüedad y de la edad media piensan las cosas bajo la categoría de procesión, como los de los siglos XIX y XX las piensan bajo la categoría de evolución (proceso)”. La diferencia no es mera cuestión de procedimiento. Marca el abismo que separa el modo de pensar antiguo del moderno, caracterizado éste por el recurso a la asistencia de un principio de mediación en todo tipo de cambios naturales o sociales. La terceridad mediadora se hace presente como necesidad lógica y ontológica. Si el principio intermediario no está institucionalizado, la clandestinidad de la corrupción lo suple. Desde que la Revolución francesa suprimió los cuerpos intermedios entre individuo y Estado, la necesidad de formalizar la mediación fue ignorada por la filosofía política En 1797, Benjamín Constant hizo esta advertencia capital: “Si introducimos bruscamente en la sociedad un principio separado de todo principio intermediario, que lo aproxime a nosotros y lo adecue a nuestra situación, se produce un gran desorden. Pero la culpa no es del primer principio, sino de nuestra ignorancia de los principios intermediarios. Un principio parece inaplicable porque no conocemos el principio intermediario que contiene el medio de aplicación” (Des Réactions politiques, ParísAño V). 
 
   La ignorancia del universal principio de mediación proviene de los primeros intérpretes de la Revolución de 1789. Por ejemplo, Hegel creyó ver en ella que el desarrollo del Espíritu del Mundo superaba la separación de lo universal y lo particular, haciendo de la sociedad civil concreta el predicado del Estado abstracto, o sea, una mediación desde arriba del mismo tenor que la mediación de la Providencia. Y Marx le replicó que era la sociedad civil la que había creado el Estado y lo mantenía, no a la inversa. Ambas tesis, aparentemente irreconciliables, daban por supuesto el mismo hecho histórico de que la Revolución había separado lo que desde la Edad Media estaba unido: la condición social y política de los individuos, es decir, el status civil y el político, la condición personal y la ciudadana. 
 
    
 
   Este error histórico les hizo caer en la ensoñación romántica de volver a unirlos, sin necesidad de intermediación, resolviendo la alienación personal que tal separación producía, mediante la dialéctica del desenvolvimiento del espíritu de la historia, hasta la reconciliación final consigo mismo en el Estado, o mediante la lucha de contrarios en la dialéctica de la materia social, hasta la supresión del Estado, cuando la administración de las cosas pudiera sustituir al gobierno de las personas. 
 
    
 
   La conciencia de siervo, como la del dolor físico, se hace menos soportable cuando comienza a sentirse la posibilidad de liberarse. La perspectiva de libertad política acentúa o despierta el sufrimiento por su carencia en pueblos tan serviles que ni siquiera saben lo que eso significa o implica. No es natural que, sin base en la antropología, las ideologías de salvación, para huir de todo principio de mediación redentora como la de Cristo, mistifiquen la alienación política, extendiendo a la sociología del poder lo que sólo era propio de la psicología o mentalidad de masas creyentes. Terreno propicio a la sustitución de la verdad por la fe en el dogma y el criterio por el temor ancestral. Lo mostró Georges Lefebvre en la causa de la renuncia de la nobleza a los privilegios de la intermediación feudal. 
 
    
 
   La ausencia de principio de mediación en las teorías anarquista y socialista explica que, pese al humanismo de las intenciones, su práctica pidiera la violencia de las imposiciones, con la simple brutalidad de resolver el conflicto eliminando a uno de los dos polos del antagonismo. El mito de la unidad de la sociedad civil y la política lo aseguraría el ideal anarquista suprimiendo el Estado. El ideal marxista, estatalizando la sociedad. Ambas ideologías eran irrealizables, carecían de principio de mediación. Sin él, la reflexión política no podía traspasar los umbrales que la retienen presa en las ideologías de la relación de poder, ni legitimarse como ciencia plausible de la relación de libertad. El anarquismo atrae conciencias satisfechas de personalismo no necesitadas de mediación política.
 
    
 
   La trascendencia del principio de mediación se percibe en la lógica de las relaciones. Especialmente en la de lo continuo (sinecología), que trata de la unión en la separación y la separación en la unión. Disciplina derivada del principio de continuidad de Leibniz, que fundamenta los modos de existencia (habitual, legal y azarosa) acudiendo a la terceridad mediadora que relaciona algo primero con algo segundo (Peirce). Esta terceridad –que no es la de la tercera vía política para gobiernos centristas- no sería posible en el mundo de las relaciones de poder, si entre lo primero (Sociedad) y lo segundo (Estado) no existiera la continuidad de una tradición abierta a cambios estructurales. Pero las revoluciones políticas de la libertad sienten la necesidad de alguna forma de mediación institucional, tan pronto como afectan a las estructuras sociales del poder político. Su ausencia en la Revolución francesa causó la necesidad del Terror, y de la deslealtad que enlazó la concordia termidoriana con la corruptora mediación del positivismo lucrativo, convertidoen factor de gobierno por el Directorio.
 
    
 
   Si no hay principio de mediación, la pureza de la moral autoritaria tiende al terror, y la impureza de la economía particular, a la corrupción general. Sin principio de mediación, la conquista del poder se convierte en objeto único de la política, impidiendo que ésta sea camino de liberación social y de libertad colectiva. La necesidad de mediación es tan inexorable que cuando no se institucionaliza se suple con ficciones. La historia de los historiadores no percibe que la adoración jacobina al Ser Supremo era la mediación religiosa; que la ausencia de cuerpos intermediarios la supliera el Directorio con la corrupción; que el imperio napoleónico creara la nueva aristocracia mediadora en la Restauración; que en la Monarquía orleanista el capital irrumpiera como mediador político. La gran novela descubrió el principio de mediación que los historiadores ignoraban. Cuando todos creían que la Revolución había dejado al individuo sin cuerpos intermedios, El Rojo y el Negro desvela que las aristocracias de la sotana y la toga seguían realizando la función mediadora de la antigua nobleza. 
 
    
 
   En la RC la intermediación entre la oposición ontológica y lógica de Estado y Sociedad sólo puede realizarla una institución que participe de la naturaleza de ambas entidades. La necesidad de una terceridad diferenciada que realice esa mediación ha sido ignorada en la filosofía a causa de la confusión hegeliana y marxista que identificó al Estado con la Sociedad Política, siendo así que aquél nunca ha sido sociedad voluntaria, sino una organización histórica que nos viene dada, y que por su propia índole jerárquica y coactiva no puede constituirse en sociedad política, ni garantizar el carácter societario que todo tipo de sociedad requiere. La Sociedad política no puede emerger de una materia civil sin autonomía, que esté formada, conformada, informada y reformada por el Estado.
 
    
 
   El concepto de sociedad política, entidad diferenciada del Estado y de la sociedad civil, estuvo a punto de ser descubierto por Gramsci, cuando se percató de que las ideologías y las hegemonías se producían en la sociedad civil, y no en el terreno autoritario del Estado. Su marxismo hegeliano no le permitió deducir el obligado corolario de su descubrimiento: la necesidad histórica de una sociedad política, emergente de la civil, como puente de intermediación con el Estado. Además, sus intereses como dirigente de un Partido comunista tendente a la ocupación del Estado se lo impidieron. La sociedad política sería abstracción inoperante para la mediación si fuera la integrada por los factores profesionales de la política, como partidos, sindicatos, medios comunicativos, empresas encuestadoras, cátedras y fundaciones. En la RC, la sociedad política emerge a caballo del Estado y la Sociedad, de lo público y lo privado, de la autoridad y la libertad, en un proceso de decantación de las representaciones ciudadanas, que la concreta en una institución mediadora de naturaleza mixta, representativa y ejecutiva, para transformar la vis directiva de los criterios mayoritarios de los legisladores en vis coactiva de las leyes, sin intervención del Estado. 
 
    
 
   La razón de Estado y el orden público, enemigos históricos de la verdad y la libertad, son hijos gemelos del principio de Autoridad. Noción consagrada en tiempos teológicos para fundar el dogma de la autoridad como principio o razón autoritaria que exige obediencia sin necesidad de argumento. El origen religioso de este principio, piedra angular de los regímenes autoritarios, explica su fácil aceptación por los súbditos europeos de Estados de Partidos. Se entiende que la fe de los creyentes conceda autoridad moral al Papa. Se entiende también que soldados y oficiales pongan sus vidas bajo el principio de autoridad de generalísimos invencibles, aunque sean derrotados. Lo que no se puede entender, como le sucedió a La Boethie, es que toda la filosofía política, incluso la de Spinoza, con su matizado asentir sin fe, acepte el principio de autoridad, sin estar sostenido por la autoridad del principio de razón suficiente o por el principio de legalidad legítima. Sin principio de intermediación toda autoridad, fundada en su intrínseca razón de autoridad, es dictadura. 
 
    
 
   La autoridad es atributo del autor de algo que sin él no existiría. Augere, crecer, crear. En el Estado, por ser supremo poder anónimo, no puede haber verdaderas autoridades. Solo potestades. De ahí la neta distinción romana entre auctoritas de personas admirables, dignas de ser escuchadas o seguidas, y potestas de mandos legales, con capacidad de exigir obediencia. La autoridad moral puede tener potestad material. De Gaulle adquirió autoridad personal como salvador de la dignidad de Francia. La perdió con el empeñado ejercicio de la potestad de Jefe de Estado, desobedecida y desacreditada por la rebelión juvenil de mayo del 68. 
 
    
 
   En la RC, donde hasta la soberanía popular se disuelve en la división de poderes equilibrados sin que ninguno sea soberano, no habrá más autoridades formales que las del Jefe de Estado y de Gobierno, potestad de la República; la del Presidente del Consejo Legislativo, potestad de las Leyes; la del Presidente del Consejo Judicial, potestad de la Jurisdicción. Sería un contrasentido considerar autoridades a los que sólo tienen el poder de hacer cumplir las leyes. Ningún funcionario puede escudarse en el escalafón administrativo, por alto que sea su rango, para recibir obediencia del inferior sin razonar los motivos de su orden.
 
    
 
   Si los jueces están obligados a motivar sus resoluciones, si la policía debe hacer disparos de advertencia al delincuente que huye, ¿cómo va a ser permisible, en el orden civil o administrativo de la República, que la superioridad no tenga que razonar sus órdenes? El principio de autoridad desprecia la inteligencia del funcionario y quebranta la confianza en el recíproco principio de lealtad, fundamento de todas las relaciones en el orden jerárquico republicano. La desigualdad en el trato social y la falta de civismo en la población son directamente proporcionales a la fortaleza del principio de autoridad. La autoridad moral o intelectual no produce relaciones. Tan solo admiraciones o respetos. Si se convierte en relación sólo la reconocen los que la padecen. En el fondo, no hay más autoridad que la de ser creído. Convertida en principio de acción pública o política, la Autoridad reproduce la violencia que pretende suprimir. La violencia institucional brota del principio de autoridad. Cuyo ideal de orden es cementerio de ideas y mausoleo de almas. El mayor daño que el principio de autoridad causa a los pueblos no se produce en el espacio exterior del orden público, sino en el ámbito interior del pensamiento y la creación intelectual. Toda la llamada filosofía negativa, crítica de la realidad, deviene ilícita con la autoridad del consenso. Una limitación más profunda y extensa de la libertad de pensar, que la causada con la censura de la libertad de expresión en las dictaduras. 
 
    
 
   En las partidocracias el temor a la inteligencia y a la alta cultura, hecho derivado del espíritu de cuerpo, fomenta el nepotismo prebendarlo y acaba con el prestigio de las profesiones que antaño eran selectas. La lealtad republicana apartaría de los puestos de mando en la universidad y centros de investigación a la envidia de la mediocridad, patente en la ideología socialdemócrata, que se manifiesta con impertinentes demagogias de pluralismo y democracias fuera de lugar, para eludir la jerarquía y la autoridad del saber. En la misma medida en que se acentúa el poder docente del profesorado de partido, aumenta el escepticismo en todas las manifestaciones culturales de centros de enseñanza, prensa, televisión y productos artísticos, cuyos artífices sólo crean artefactos para el mercado. 
 
    
 
   Donde reina la forma monárquica de la autoridad, no puede haber libertad de pensamiento ni de creación cultural. La verdad normativa de conductas éticas, y creadora de manifestaciones estéticas, no depende sólo de la libertad de pensamiento y de acción. Necesita libertad de vocaciones con igualdad de oportunidades. Sin moralidad en los ideales y en las ideaciones no es posible el desarrollo de la inteligencia crítica en las acciones. El utilitarismo inglés de Stuart Mill y el pragmatismo americano de John Dewey fundamentan la moralidad social en principios formales más realistas que los del ejemplarizante y elitista imperativo categórico de Kant. 
 
    
 
   El oportunismo de la formalista política de realismo (Realpolitik) funda la moral pública en el cinismo de las acciones y en la pereza del pensamiento. Sacrifica el porvenir de las generaciones. Renuncia a toda posibilidad de que la visión crítica de la realidad convoque a la intuición creadora y a la imaginación de lo real que intenta realizarse. Desprecia el sentido común. Anestesiados los demás sentidos con el pálpito de la gloria mundana, sólo queda el del olfato político de los apetitos para el gran banquete del poder. No hay oportunismo político que pueda escapar del hundimiento moral e intelectual de la sociedad, sin una conciencia más extensa y profunda de lo real, que el ocasionalismo y el situacionismo desprecian. 
 
    
 
   El nuevo oportunismo triunfa con el fracaso del oportunismo anterior. La Realpolítica no es, como se cree vulgarmente, el gobierno de lo real con desprecio de lo ideal, sino el desgobierno de lo gubernamentable, por ignorancia del modo de hacerlo sin comprometer sus intereses inmediatos. Las grandes crisis siempre han sido ocasionadas por los olfateadores de oportunidades de negocio especulativo en el realismo gobernante. No perciben que cavan la tumba donde la gran crisis de la realidad los entierre. Si la inteligencia es prevenir, nada iguala en torpeza a la realpolítica de los gobernantes, que ahora pueden ver, con los anteojos de la gran crisis actual, lo que significa globalización del mundo. Fracasados sus gobiernos, piden eufémicas gobernanzas y refundación del capitalismo. Todo antes que admitir la imprevisión congénita y funcional de la Realpolitik. 
 
    
 
   El orden público transformó en monárquica la forma republicana del orden común y civil. La forma de un vaso no inhiere la sustancia líquida que contiene. Pero la forma de Estado altera su contenido. Con ella juzgamos la calidad de la materia social que la vivifica, la soporta o la degenera. Sin libertad política colectiva, las formas monárquicas o republicanas no responden a opuestas concepciones del poder. No se traducen en la organización y funciones del Estado, ni determinan en las sociedades gobernadas los distintos, opuestos o contradictorios modos de ser y de estar en la vida pública, con diferentes motivos de conflicto. 
 
    
 
   La tesis religiosa de la accidentalidad de la forma estatal no contempla diferencias entre el modo de ser y de estar, porque acepta el supuesto marxista de que la administración del Estado la detenta la clase dominante. Si ésta es invariante en la Monarquía y la República, parece lógico deducir la accidentalidad de la forma de Gobierno y de Estado. La Teoria Pura de la República define el modo de ser republicano, afrontando la dificultad de no contar con antecedentes en la filosofía política. Hasta ahora, los no accidentalistas se declaran monárquicos o republicanos, sin que esa identificación se manifieste con modos sociales diferentes de estar en la Monarquía o en la República. La Teoría Pura de la República resuelve la contradicción entre el ser republicano y el estar monárquico, y la discordancia entre el modo de ser y el modo de estar la persona y la sociedad en un Régimen partidocrático o en una democracia formal. Discordancias causantes de las contradicciones vitales que aniquilan la unidad de las conciencias nacionales en guerras civiles, secesiones o identificaciones de la sociedad política con el Estado. . 
 
    
 
   Las relaciones de poder son modos de ser y de estar los entes políticos. El modo sentimental de ser republicano es tan real como el modo de ser monárquico. Ninguno de ellos es conceptual o idealista, aunque representen ideales de vida social en el Estado. El modelo de la Monarquía resuelve el problema de la duración de los reyes haciendo prevalecer en el Estado la estabilidad del estar sobre el dinamismo del ser. Ese mismo afán de permanencia hace que los partidos republicanos, sacrificando su ser, estén en el Estado como órganos del mismo. El partidismo cree que incluso está mejor en una Monarquía, porque su provecho no depende del albur de una elección popular del Jefe del Estado. Pero en las Repúblicas de Partido no hay tal riesgo. Sus Presidentes pertenecen a la partitocracia que los elige. 
 
    
 
   Sólo alcanzan autenticidad las vidas personales y colectivas cuyo modo de ser determina su modo de estar. El ideal estoico y el epicúreo, modos de ser sin estar, renuncian a una vida plena, apartándose de la política para vivir en torres de marfil o cultivar sus jardines privados. Pero sin vivir la plenitud de todas las dimensiones de la vida colectiva, ese ideal no logra dar autenticidad a las vidas personales. La indiferencia a la libertad política, miopía del egotismo cultural, renuncia a los placeres provenientes de la libertad ajena. El estar para ser, vanagloria de la hipocresía de la gente de poder social, define la arrogancia del ignorante del ser del mundo. La libertad, como el poder, es una relación social. En soledad no hay libertad ni poder. La dignidad pública de la RC haría innecesario refugiarse en la dignidad estoica de la existencia personal, como en las dictaduras y partitocracias. Sin valor para superar la indignidad personal, con libertad de ser y de estar en sociedad, no puede haber ética republicana.
 
    
 
   El posibilismo de la adaptación a la circunstancia política ha sido el modo histórico de estar sin ser. Justificación intelectual del oportunismo de la inmediatez, o confesión vergonzosa de que no se tienen ideales superiores a los medios inmorales que se aplican para conseguirlos. Es más, el oportunismo político no permite la distinción entre medios y fines. En el fondo, es una apología de los medios en tanto que fines de sí mismos. Al menos Maquiavelo los exaltaba si, y sólo si, conducían al éxito. Lo que implicaba que, sin triunfo de su finalidad, los consideraba inmorales.La célebre fórmula orteguiana,“yo soy yo y mi circunstancia”, literalmente copiada de Max Stirner, el filosofo del egotismo metafísico del Yo Único, retrocede, en la concepción de la vida colectiva,a los tiempos míticos o legendarios donde el individuo no podía modificar su circunstancia tribal.
 
    
 
   Tampoco hay cohonestación de los modos de ser y de estar en la política en la visión de Oakeshott de la Respublica, no como República cívica, sino como empresa voluntaria. Su consideración de los modos de ser y de estar en el mundo, como simples puntos de vista, le condujo a una separación entre el modo práctico, el histórico, el científico y el poético. Una separación que la Teoría Pura de la República no puede aceptar porque ella misma se define desde una perspectiva vital y cultural que integra la acción republicana de la libertad política en la historia, la ciencia y la poesía. A diferencia de la vacía retórica republicana de las partidocracias, bajo cualquier forma de Estado, el espíritu republicano es incompatible con cualquier modo de estar en la vida pública que no provenga de un momento fundador de la legitimidad del poder constituido. Lo cual exige la apertura de un período de libertad constituyente, mediante la acción cultural y política más adecuada, para que el futuro modo de estar en la República venga determinado por el modo de ser del espíritu republicano. Modo de ser dinámico porque la República, a diferencia de la Monarquía, no solo es lo estabilizado y actualizado en la forma de Estado, sino un proceso abierto a la virtualidad de la innovación política en las instituciones de gobierno, de representación y de equilibrio entre ellas. 
 
    
 
   La distinción pascaliana entre espíritu de geometría y espíritu de finura permite comprender la tendencia a las formas geométricas en el Estado Totalitario, o aritméticas en el cuantitativo Estado de Partidos, contra las formas espirituales que requiere la fundación del poder estatal sobre el humanismo de la materia y de la forma, de lo político y la política. La forma de la República no es republicana si no permite estabilizar y dar contenido global, en el Estado, al desarrollo de la materia social común, mediante la práctica de una adecuada filosofía de la acción política. De otro modo, no comunica a la estructura de poder estatal y de gobierno la constante firmeza del fundamento republicano en la libertad colectiva. 
 
    
 
   Aparte del caso singular de la Monarquía tampón belga, España es el único país católico de Europa que tiene Rey. Esto se olvida cuando se resalta la coincidencia de que sean Monarquías las naciones más ricas y civilizadas de Europa. Aparte de que la excelencia en todos los aspectos corresponde a la República Helvética, no han sido las monarquías, sino la libertad de conciencia y el espíritu laborioso de los pueblos protestantes (Max Weber), lo que los elevó, en economía, cultura y civilización, por encima de los católicos. Todos los países mediterráneos, salvo la española Monarquía de los Partidos, son Repúblicas de Partidos. Lo cual no quiere decir que en todos ellos exista un mismo tipo de espíritu republicano, ni un modo similar de padecer el sentimiento republicano. No es posible definir el espíritu republicano con el hecho de ser partidario de la República. 
 
    
 
   El vocabulario político no expresa con precisión las ideas o conceptos a que se refiere. Sucede con frecuencia que un mismo vocablo se usa para designar cosas muy diferentes. La política no será ciencia si el lenguaje que la expresa carece de voces unívocas. Las costumbres lingüísticas están marcadas por un mismo acento demagógico o igualitario en las palabras referentes a las relaciones sociales. No existen palabras diferentes para designar a los partidarios activos o pasivos de la forma republicana del Estado, a los que no tienen conciencia de estar comprometidos con ella, o a los que se sienten partícipes de la idea republicana con la que se identifican en su modo de ser y de estar en sociedad. Estas distintas actitudes dependen del tipo de República. Pero son contradictorias o falsas en las Monarquías de espíritu republicano, que no sólo están sostenidas por partidos estatales que se llaman y consideran a sí mismos republicanos, sino que niegan la libertad de pensamiento y la igualdad de oportunidades para expresar las divergentes concepciones formales de la República, 
 
    
 
   Para poder ser partidario de algo hace falta que haya opciones reales de tomar partido sobre ese algo, sea para hacerlo nacer o para evitar que perezca. En la República francesa, por ejemplo, no tendría sentido declararse partidario de la República, del mismo modo que no lo tiene que los jueces se declaren partidarios de la justicia legal. Hablando con propiedad sólo tiene sentido decir que los franceses son partícipes de la República, como el juez de la justicia o el médico de la medicina. Lo cual no significa que lo sean en el mismo grado de intensidad o dedicación. La cuestión republicana adquiere una dimensión ontológica en las Monarquías de Partido como la española. Pues, por definición, sólo cabe ser partidario de alguno de los partidos estatales, y ninguno de ellos puede ser, aunque lo crea, republicano. Éste no es asunto que sólo afecte a la sinceridad o coherencia de los que se declaran republicanos. En una Monarquía, nada que sea de naturaleza pública puede ser sincero ni republicano.
 
    
 
   Tampoco se puede ser partidario de algo accidentalmente republicano. La accidentalidad del modo existencial de estar en la República, niega la sustancialidad de estar auténticamente en el mundo. Sin plenitud de existencia de la libertad política en la República, los partidos republicanos arrastran cadenas de servidumbre monárquica, como fantasmas de palacio arruinado que deambulan en pesadillas de gobierno. Si se creen republicanos porque sus abuelos lo fueron, la ontología republicana sólo reconoce a los que, de modo pacífico pero decidido, hacen todo lo necesario para que sus hijos vivan con la libertad y la democracia de la República Constitucional. Si quieren ser padres de republicanos han de adquirir los conocimientos, el civismo, las cualidades humanas, la decisión y la determinación para la acción colectiva de los verdaderos repúblicos. 
 
    
 
   El idioma español tiene un sustantivo formosus (hermoso) que designa la personalidad capaz de percibir y de oficiar la forma de lo público. La voz repúblico define la condición de estadistas de las personas vocacionadas a instaurar la democracia política con la libertad constituyente de la forma republicana. Sustantivos repúblicos, no adjetivos republicanos. Estos no dejan de ser platónicos. Identifican la forma de la República con la idea abstracta de República. Así pueden participar en Monarquías o Repúblicas de Partidos donde la forma republicana ha sido sacrificada a la idea de Régimen de poder. No se distinguen de los partidos únicos de las Dictaduras. Los republicanos nostálgicos sueñan con la república parlamentaria para que la RC no sea potencia susceptible de ser actualizada, contra la forma anti-republicana del Estado de Partidos. Su hostilidad o ignorancia hacia los movimientos repúblicos lo demuestra. 
 
    
 
   Los repúblicos saben que la materia social republicana, la determinada por el principio de individuación, es el elemento primordial con el que se construye la República. La forma republicana determina ese elemento material como causa eficiente y final de la potencia republicana contenida en la igualdad de la materia social. Dicho de otro modo, es imposible ser republicano sin estar en una República actual. Se puede ser repúblico en el Estado de Partidos anti-republicano, estando en el movimiento de la potencia republicana al acto republicano. Es decir, en la oposición irreconciliable a la actualidad monárquica o partidocrática del Estado. Lo que subyuga a todo repúblico no es cualquier forma republicana, sino únicamente la que determina la materia social cualificada para devenir, con la libertad política, República Constitucional. Forma natural, sustancial y ejemplar de lo público. Si la materia republicana es pasiva, se torna activa (viviente, diría el aquinense) tan pronto como reconoce la forma originaria y constitucional predispuesta a determinarla, sin confundirla con ninguna otra forma categorial republicana. 
 
    
 
   El segundo motivo de la falta de aprecio de los republicanos nostálgicos a la República Constitucional proviene de su vulgar confusión entre forma y sentimiento. Lo expresó bien Susane L. K. Langer (Feeling and Form: A Theory of Art, 1953, pág. 17): “la polaridad de sentimiento y forma es un problema. La relación entre los dos polos no es polar, una relación entre positivo y negativo, ya que sentimiento y forma no son complementos lógicos”. La falsa polaridad nace, como en la confusión de la verdad con la primera noticia, cuando el sentimiento republicano está vinculado a la forma parlamentaria que lo despertó. Tiene entonces la consistencia de los apegos de la vejez a sus primeros sentimientos juveniles de la República. 
 
    
 
   La mente común arrastra la creencia de que una cosa es la teoría de una idealidad política, como la República Constitucional, y otra que su formalización mantenga la integridad de la doctrina. Lo que se admite en las ciencias aplicadas, en las empresas tecnológicas, en los juegos constitutivos de sus propias reglas y en las obras geniales de arte, se rechaza en la política. Donde se piensa que lo bien concebido en teoría se realiza mal en la práctica, por las exigencias de su traducción y adaptación a la realidad de la condición humana. Este reproche no cabe en las teorías realistas de la República que no pretenden cambiar la naturaleza humana, ni desconocen la tendencia natural del poder al abuso y la corrupción, si otro poder de semejante potencia no lo frena en virtud de instituciones inteligentes. Lo que la teoría de la República Constitucional propone a los pueblos europeos es la posibilidad teórica y práctica de salir de la servidumbre voluntaria, mediante la acción de la libertad constituyente. Es decir, que realicen lo que hicieron los pueblos de EEUU y Suiza, en circunstancias y tiempos más difíciles que los actuales de Europa. 
 
    
 
   A partir de la determinación de la materia por la forma constitucional de la República, el espíritu republicano comienza a concretarse. Si su naturaleza es energética, indica las ideas etimológicas de soplo o aliento, espíritu de finesse de Pascal, para encontrar el camino que lo defina, sin confundirlo con el principio de libertad que realiza la mediación entre la individuación y la individualización. El espíritu republicano sopla al de libertad para que la igualdad ciudadana pueda realizar, sin necesidad de igualdad económica, la libertad republicana. Sin espíritu público republicano, toda la fenomenología republicana ha sido una azarosa circunstancia histórica del espiritu de época, tal como lo definió Goethe en las palabras del criado Wagner: “Lo que llamas espíritu de los tiempos es, en el fondo, el propio espíritu de los señores en quienes los tiempos se reflejan”. A lo que Fausto apostilló: “Con frecuencia no es más que una miseria”. La forma republicana es a la materia social lo que el espiritu de verdad a la energía humana que lo infunde con la voluntad de libertad colectiva. 
 
    
 
   Espíritu Republicano
 
   Todas las cuestiones espirituales que no están directamente referidas a la religión carecen de criterio para concretarse en realidades morales o culturales, y definirse en términos inteligibles, aunque no lleguen a ser claros y distintos, como exigía el método cartesiano para salir de la oscuridad y la confusión. Salvo en el arte, incluso es más fácil identificar la naturaleza espiritual de algo si se ha esfumado la materia-forma que lo manifestaba. Se comprende mejor la antiquísima creencia en espíritus de los muertos que la de atribuir espíritu a las personas aún animadas. El deseo de inmortalidad del alma explica aquella creencia. De modo parecido se sabe, bien o mal, el significado de productos espirituales muertos o lejanos, como espíritu griego, romano, medieval o renacentista, pero se ignora lo que tienen de común los fenómenos encuadrados en el espíritu moderno o actual de los pueblos, a no ser que éste se confunda con las costumbres. Lo mismo sucede en el terreno político con la expresión espíritu republicano. Si se refiere a algo inmaterial que caracteriza a todas las Repúblicas vigentes, nadie ha sido capaz hasta ahora de definirlo. No ser Monarquía no traduce un espíritu común. Pero si se dice de una monarquía que tiene espíritu republicano, aunque parezca una contradicción lógica, todo el mundo cree saber de lo que se está hablando. 
 
   La incapacidad de percibir espíritu en lo que está vivo y presente arranca de la etimología de la voz espíritu, más adecuada para evocar fantasmas que para describir realidades. Dificultad agravada si se califica con el adjetivo republicano, cuyo sustantivo jamás ha sido definido por lo que es, y sólo se ha distinguido por lo que no es. Incluso Kant tiene que acudir a la paradoja para distinguir entre Estado Republicano y Gobierno de espíritu republicano, en tanto que opuesto éste a gobierno despótico, en el que incluye a la democracia que no separa el poder ejecutivo y el legislativo. La III Republica francesa se fundó con el espíritu muerto de la primera. 
 
    
 
   La raíz latina spirare (soplar, respirar), de la que derivó espiritu (soplo, aliento), engendró verbos -aspirar, inspirar, suspirar, conspirar- que podrían haber dado a la voz espíritu un sentido preciso en el idioma moderno. Echar el aliento hacia algo, dentro de algo, hacia lo hondo o junto con otros alientos, ofrecía la posibilidad de distinguir varias clases de espíritu en las acciones de alentar o dar ánimo, infundir o difundir creencias, suspirar o desear ideales, y conspirar o soplar en la misma dirección. Esta última acepción podría haber designado al espíritu revolucionario o republicano, si Cicerón no hubiera identificado el nous (principio pensante) con el pneuma (principio vivificante), y spírïtus con anima, es decir, con todo lo que, siendo sutil, pertenece a la inteligencia, la imaginación o la moral. 
 
    
 
   Un siglo antes de que Montesquieu percibiera espíritu en leyes condicionadas por la materia geográfica y climática, es decir, que lo justo o lo injusto lo decidiera el hecho de vivir a uno u otro lado de los Pirineos, Pascal distinguió tipos diferentes de espíritu según la extensión y la intensidad de penetración del mismo. El espíritu de geometría, alejado del uso común, ve las cosas con claridad y distinción. El espíritu de finura (finesse), presente en todo el mundo, ha de tener buena vista para ver la ligación que abarca un conjunto de fenómenos (principios), sin olvidar ninguno para no razonar falsamente y caer en el error. Los espíritus finos no alcanzan a comprender los principios de la geometría. Los espíritus geométricos se pierden cuando entran en materias sutiles que parecen más susceptibles de ser sentidas que pensadas. Aunque sea raro, no es imposible que una misma persona tenga estos dos tipos de espíritu recto, que no deben confundirse con el espíritu de lo matemático, propio de la ciencia de números o cantidades, ni con el espíritu de lo concreto, incapaz de deducir abstracciones o derivar consecuencias de un conjunto o una multiplicidad de fenómenos. “La multitud que no se reduce a unidad es confusión, la unidad que no depende de la multitud es tiranía” (Pascal). 
 
    
 
   La oscuridad de este original y prometedor pensamiento, impuso a Pascal la necesidad de matizarlo en el fragmento siguiente (Les Pensées, fragmentos 21 y 22, ed. J Chevalier). “Hay, pues, dos clases de espíritus: uno, que penetra viva y profundamente en las consecuencias de los principios, y eso es el espíritu de justesse; otro, que comprende gran números de principios sin confundirlos, y ese es el espíritu de geometría”. El espíritu de finura o de justeza se distingue por la fuerza de su penetración y de conjunción; el de geometría, por la de su amplitud y comprehensión. Como el “espíritu cree naturalmente y la voluntad anima naturalmente”, si no encuentran verdaderos objetos, se ligan a los falsos. 
 
    
 
   El espíritu de justeza –que es energía en objeto verdadero- sirve de punto de arranque para saber lo que es espíritu republicano, en tanto que noción distinta del principio espiritual de mediación entre materia y forma republicanas, que no es otro que el principio de libertad política. Antes de entrar en el proceso histórico que explicitó el espíritu republicano, se debe completar la idea pascaliana con la interpretación que hizo de ella Pierre Duhem en La Théorie physique (I, cap. IV), para fundar los modos de hacer ciencia, y hasta tipos de ciencia nacional, en las nociones de espíritu amplio, como el de los científicos ingleses, y de espíritu profundo, como el de los científicos franceses. Los espíritus amplios están bien dotados para “ver claramente gran número de nociones concretas y comprender a la vez el conjunto y los detalles”. Son espíritus de finura y justeza. Los espíritus profundos hacen teorías físicas con abstractos modelos matemáticos.
 
    
 
   La Revolución acudió a un criterio de evocación espiritualista, no espiritual, para definir la República a través de un proceso que pasó desde las opiniones públicas, mencionadas por Rousseau, al espíritu público y al espíritu republicano. Interesa ver el paso del espíritu público, en un inexistente orden republicano, al orden público impuesto en los espacios públicos, primero por la gobernación revolucionaria y, definitivamente, por Napoleón. Un tipo de orden republicano que no llegaron a tener ni a concebir las Monarquías absolutas. Un orden inherente a la dictadura administrativa que continúa vigente en la teoría y en la práctica de los actuales Estados. La tradición inglesa del commonlaw salvó al Reino Unido de la barbarie jurídica que implica el orden público, como criterio ordenador de la sociedad civil, la familia, el proceso judicial, el sistema financiero y las libertades de expresión, asociación, manifestación, reunión y huelga. El orden común es diferente del orden público, como el espíritu público no es equivalente a espíritu republicano ni sentido común. Voltaire habló del espíritu de los pueblos, antes que los románticos alemanes. El giro “espíritu republicano” lo hizo el periodismo culto de la Revolución. 
 
    
 
   La opinión pública fue creada por los grandes escritores de prensa (Mirabeau, Brissot, Mallet du Pan), antes de la Revolución. Expresión expandida luego por el periodismo popular, como el demagógico Amigo del pueblo o el reaccionario Amigo del Rey, que incitaba a la emigración. Pronto se creyó que el tribunal de la opinión pública podía definir los delitos espirituales. Hasta que Thouret, bajo la máxima de que es culpable quien teme la publicidad, y extendiendo a los funcionarios públicos el derecho a defenderse de la calumnia, logró meter en la Constitución del 91 las restricciones a la libertad de expresión en aras del espiritu público. 
 
    
 
   Tan interiorizada está hoy la noción de orden público en la opinión general y en los medios de comunicación, que nadie imagina siquiera que ese tipo de orden pueda ser denunciado, como atentado al espiritu público y a la libertad de pensar o creer que el orden común es lo natural a la sociedad civil. Los periodistas, con más oficio y menos dotes de observación que los buenos novelistas, no caen en la cuenta de que en la noción de orden público está, en último término, el fundamento de la censura y de la falta de respeto judicial al secreto de las fuentes de información. Las ficciones de la gran novela son más realistas y veraces que los relatos fenoménicos de la prensa. Las mentiras periódicas iluminan por contraste la verdad revelada en la gran literatura. La que descubría, a principios del XIX (Goethe, Stendhal), el tránsito del espíritu público de la Revolución al orden público napoleónico, que traspasó a la Restauración, a la Monarquía burguesa, a las repúblicas y monarquías parlamentarias europeas y a los actuales Estados de Partidos, donde ya no existe asomo de espíritu público alguno. 
 
    
 
   El 10 de agosto de 1792 trajo consigo la censura y la supresión de las publicaciones monárquicas. Un periodista fue asesinado esa misma noche. Otro, condenado y ejecutado por su llamamiento a la guerra civil. La Comuna de París editaba y distribuía su prensa. El espíritu revolucionario se identificó con la mentalidad revolucionaria, y la opinión pública con la de la facción dominante. La Gironda creó una Oficina del Espíritu Público, para subvencionar la prensa revolucionaria adicta (Patriota francés, el Sentinela). Oficina que se disolvió el mismo día de la ejecución del Rey. La terrorífica Ley de sospechosos alimentó la guillotina con las cabezas de los periodistas menos demagógicos. El hermano de Robespierre pidió a los buenos ciudadanos de las secciones que dirigieran ellos la opinión pública. Termidor restauró la libertad de prensa con dos argumentos. El legislador debe esperar la opinión y no precederla; el adjetivo público, siendo coercitivo, no es compatible con la libertad de opinión. La reacción monárquica, con su aristocracia periodística, hizo resucitar en el Directorio la Oficina del Espíritu Público, entendido ya como vigorización de las instituciones gubernamentales, o sea, como orden público republicano. 
 
    
 
   La opinión pública fue atrio del espíritu público y antesala del orden público, que terminó instalándose en el salón del Estado como institución napoleónica. La conversión del espíritu público en orden público corrió paralela a la de patriotismo de la “patria en peligro”, preámbulo del patriotismo de conquista y botín. Espíritu público en los discursos, orden público en el espacio nacional, orden francés en el exterior. Cara trifásica de Júpiter Napoleón en la moneda imperial. El orden público se instaló como encarnación del espíritu público en la génesis de la Nación Imperial. Perduró como manifestación de la Autoridad en todo el territorio nacional. Se institucionalizó como aparato represivo del Estado, en tanto que signo externo de soberanía en el monopolio legal de la violencia institucional. 
 
    
 
   Lo público no era lo contrario a lo privado, sino a lo particular. En su origen, la opinión pública no se imponía como cascada caída desde la Autoridad sobre la sociedad, sino como manantiales brotando de todas partes que formaban la corriente de opinión principal. No por confluencia o afluencia de opiniones particulares en la mayoritaria, sino por abstracción de la opinión racional, según la reflexión de Condorcet. Es decir, aplicando a las opiniones públicas la doctrina de la voluntad general de Rousseau. De este modo, la opinión pública tenía el vigor de una ley desprovista de sanción y de coerción legal. El orden público daría al espiritu público la fuerza coactiva exterior. Ese orden se simplificó luego, sin la racionalidad que lo fundaba en la opinión del espíritu público. “La revolución francesa puede ser leída como la victoria que obtiene la idea de espíritu público sobre la idea de opinión pública” (Mona Ozouf, Dictionnaire, p. 714). 
 
    
 
   El espíritu público de la Revolución se permutó por el orden público de Napoleón. Basta leer los informes de la policía al ministro del interior del Directorio, y los de esa misma policía al Consulado de Bonaparte. El comisario del Sena dice al primero que si espíritu público quiere decir obediencia a las leyes, en su departamento hay espíritu público, pero si significa impulso generoso o amor por la patria, nada de eso ha observado. Los prefectos napoleónicos se preocupaban de saber si los viajantes eran asaltados, si las carreteras estaban infectadas de bandidos, si las comunicaciones eran seguras, si había tranquilidad en las calles. Bonaparte despreciaba el espíritu público, en el que sólo veía espíritu de facción. “La obsesión por el orden público firmó la sentencia de muerte del espíritu público” (Mona Ozouf), y todavía hoy le impide renacer de sus cenizas. 
 
    
 
   Contrario a la esencia del orden común republicano o del orden cívico, el orden público puede ser necesidad momentánea del orden político, pero nunca una abstracción justificativa del ordenamiento y mando autoritario del Gobierno sobre la sociedad. El recurso sistemático al orden público, como solución del conflicto social o del problema político, se explica por la inexistencia de instituciones inteligentes que desarrollen el principio de intermediación -una de las categorías universales de Leibniz-, equilibrador de la continuidad de lo permanente en los impulsos de cambio político. 
 
    
 
   Después de las revoluciones de la libertad y de la igualdad, salvo parcialmente en Gran Bretaña, no existe una sola institución política que pueda ser mediadora entre Estado y Sociedad, Gobierno y Representación, justicia legal y justicia social, tradición y revolución, legalidad y legitimidad, ley y derecho, guerra y paz, conservación y progreso. La materialización del espíritu colectivo en tareas de orden público estatal, y de obligado suplemento de un orden civil o común incapaz de constituirse por sí mismo, ha impedido que pueda instituirse todo tipo de mediación espiritual entre poderes materiales. Orden público y espíritu republicano son antagónicos. Se comprende que los conflictos sociales, en lugar de solucionarse institucionalmente, se prolonguen con pactos sobre sus manifestaciones perentorias, generalmente accidentales, para repetirse al fin y al cabo con otros protagonistas y en otros escenarios sociales. Ofuscadas y distraídas las energías espirituales de la persona con estos conflictos interminablemente reproducidos, el problema del espíritu republicano, animador de la libertad colectiva, continúa sin resolverse, ni plantearse como cuestión dependiente de la mentalidad colectiva. Este defecto capital de la Revolución francesa, como el pecado original de la humanidad, ha sido trasmitido a todas las formas de Estado y de Gobierno. Éstas lo heredaron como paisaje de la naturaleza y defecto genético de la condición europea, que al parecer no padecen estadounidenses y suizos. 
 
    
 
   A causa de su abstracción, el espíritu público fue concretado en orden público de todo Régimen de poder. Cuestión aparecida con la desaparición del espíritu tradicional del Antiguo Régimen. Se comprende que el primer filósofo que concibió la historia como desarrollo dialéctico del espíritu en sí (subjetivo), hacia el espíritu para sí (objetivo), la terminara con el espíritu en sí y para sí (absoluto), que se concretó en la Monarquía Constitucional, es decir, cuando la libertad del espíritu subjetivo se superó con el Derecho del espíritu objetivo, hasta ser integrado en el espíritu absoluto del Estado ético. Hegel incorporó la libertad revolucionaria, con representación política de la sociedad civil, al orden tradicional en el gobierno del Estado, mediante la síntesis espiritual de Revolución y Tradición en la Monarquía Constitucional. No tuvo en cuenta el fracaso de los intentos de Mirabeau y del partido monarquista, en el inicio reformista de la Revolución francesa, que pretendieron hacer relativa la Monarquía absoluta absorbiendo la Revolución. De hecho, el espíritu absoluto se manifestó como orden público napoleónico en la Restauración, bajo el principio hegeliano de que todo lo real es racional. Principio matizado por Nicolai Hartmann: “lo que es realmente efectivo es también realmente necesario”, como si todo lo existente tuviera razón inapelable de existir. 
 
    
 
   El orden público absoluto enterró la posibilidad de manifestación de algún espíritu público republicano que no fuera simple emanación de la Autoridad estatal, donde la opinión dominante se manifiesta con espíritu de poder. Que esto suceda en el mundo de las relaciones de fuerza explica, pero no legitima ni justifica, que también se reprodujera en la filosofía de los problemas y, sobre todo, en las teorías del espíritu colectivo determinadas por el historicismo del romántico espíritu del pueblo (Volkgeist) o del tiempo (Zeitgeist). 
 
    
 
   Max Scheler, estudioso conocedor de los Pensamientos de Pascal sobre el espíritu geométrico de las ciencias naturales y el espíritu de finura o justeza de las llamadas por Dilthey ciencias del espíritu, desconoció al espíritu público como valor sustantivo. Aceptó el dualismo cartesiano, desvinculó de lo orgánico al espíritu y limitó el formalismus espiritual a la persona, en tanto que unidad superior a las determinaciones psico-físicas. El espíritu público no entraba en su escala de valores. Las elucubraciones sobre espíritu público se esfumaron con la Guerra idiota. El dadaísmo, protesta de los artistas contra la idiotez del mundo que la trajo, acentuó la degeneración del espiritu idiomático en los locos años 20, a la vez que el desorden social convocaba al orden público, como ideal político de la Sociedad. Fascismo, Comunismo y Nazismo, devinieron exigencias de orden público o social. ¡Desordenado por quienes lo invocaban! El espíritu colectivo se redescubrió en la historia de las mentalidades. 
 
    
 
   La guerra fría generalizó usos idiomáticos maniqueos que impusieron un espíritu totalitario para contener la expansión del comunismo. La alta cultura devino sospechosa de subversión del espiritu occidental. La economía presidió los funerales del espiritu republicano. Las palabras de orden se hicieron locas de sentido. El orden público aniquilaba algaradas y todo germen espiritual de cambio político. El idiotismo del lenguaje retiró del espiritu político la sensatez intermedia entre el espiritu de frivolidad y el de pesadez. El espíritu público era manía de orden callejero y de platitud moral. El espíritu de seriedad enterró la ironía y la burla pascaliana de la pesada filosofía estatal. Se enajenó llamando democracia a la partidocracia y libertad de pensamiento al consenso. La locura del espíritu público funda el orden con “demasiadas pesadas palabras ajenas y demasiados pesados valores ajenos”, como predijo Zaratrusta. La guerra fría compensó la alienación mental con la liviandad del espiritu lúdico en todas las esferas del ser. Lo espiritual agoniza incluso en las profesiones que lo practican. 
 
    
 
   El acto de escribir es simultáneo al de pensar. Si la escritura se adelanta al pensamiento, se precipita en la vacuidad del espíritu de divertimiento. Si el pensamiento va delante, cae en la pesadez académica del espíritu de oscuridad, o en la ligereza del espíritu de frivolidad. La gran literatura no es técnica gramatical, ni oficio profesional, sino visión penetrante del estado del espíritu público en trance de cambio en momentos de transiciones del espíritu de poder. Los lectores aman a los periodistas vacuos porque no les incitan a pensar de modo inhabitual en el espíritu de los acontecimientos; y a los más confusos, porque les gusta adivinar el espíritu secreto que les atribuyen. Ningún filósofo, ningún historiador han igualado a los genios literarios en la descripción del tránsito del espíritu público, revolucionario o creador de instituciones, al orden público en la sociedad civil de la burguesía, que reemplazaba en el prestigio social a la aristocracia. El orden público, agujero negro de la materia-forma humana, no deja escapar partícula alguna de luz espiritual o de irradiación energética de la sociedad. 
 
    
 
   Sin espíritu que la anime, la realidad es tierra ignota. La palabra sin espíritu genuino suplanta la voz de la cordura. La inercia política se toma por experiencia. Las pasiones serviles anulan las intuiciones espirituales. La fantasía sustituye la imaginación. Dando a conocer el sentido de la eufemia espiritista, la rebeldía del espíritu republicano no se contagia del idiotista idioma estatal. Un manantial de palabras inanimadas sale de la boca del Estado sin pasar por el cerebro, para impedir que de la conversación pública surja espíritu sano o inteligente. El periodismo usa un diccionario que traduce en términos decentes los vicios del régimen que defiende y los de su propio oficio. La pasión de corromper el idioma, para degenerar el espíritu de las ideas, no crece en los arrabales, sino en los palacios.
 
    
 
   El malestar de la cultura lo padecen más quienes menos se resignan a vivir sin espíritu de un sentido común que emane de la libertad política colectiva. Sin este maestro insobornable, se da crédito a lo absurdo y no vale lo sensato; se admira lo despreciable y se vilipendia lo admirable; se hacen movimientos histéricos con los dedos a la altura de las orejas para que las palabras sin espíritu genuino, se entiendan entre comillas. Sin espíritu emergente de la libertad común, el lenguaje no comunica razones ni sentimientos. Tan solo ruidos rutinarios de propaganda o de negocio. Los escritores no leen y los lectores escriben. La vulgaridad anega el panorama cultural que nos legó el maniqueísmo de guerra fría. Desde la inmoralidad de las costumbres al cinismo de las acciones, desde el ámbito familiar al del Estado, desde las manifestaciones del arte de artefactos a los planes de de docencia, desde el campo de la producción-consumo al del deporte, todo parece organizado para excluir de la vida social la función del sentido común, que es espiritu práctico, anulando toda posibilidad de que emerja un espíritu razonable que se objetive en instituciones políticas y culturales. 
 
    
 
   A diferencia del espíritu republicano, el sentido común no es suficiente si no lo acompaña algún principio racional o ético. Cada individuo puede reclamar su derecho a la exclusiva. Pero con algún soplo espiritual de orden civil que lo anime, el sentido común cumple una función imprescindible. Función conservadora en la filosofía popular de Federico II; ilustrada en la filosofía escocesa del XVIII; revolucionaria en la filosofía independentista de colonias inglesas (Paine, Gandhi); esclarecedora en las grandes crisis causadas por la colusión de las finanzas y el poder político. Entre la jerga de economistas y políticos, la sensatez popular percibe que la crisis del XXI no fue producida por factores cíclicos incontrolables. Comprendió enseguida que era creada por la falta de control político del natural afán de lucro en directores de las finanzas, con la complicidad de incompetentes gobiernos partidistas, obligados a otorgar privilegios a la oligarquía financiera que los sostiene. El espíritu objetivo del sentido común tuvo que ser asesinado para dar vida sin sentido humano al Estado de Partidos. 
 
    
 
   La fidelidad a la monarquía es permanente amor sin correspondencia. Se puede ser monárquico aunque los reyes no lo sean. Por ejemplo, el Rey de España, si lo hubiera sido, no habría aceptado ser nombrado por un dictador, ni traicionado a su padre. Las monarquías rompieron el feudo medieval, que ligaba recíprocamente a señor y vasallo con un pacto de protección y sumisión, disolviendo el sentimiento de patriotismo feudal. La patria pasó a ser el territorio marcado por los límites del patrimonio de las Casas Reales. Hasta que las revoluciones, de aquel y de este lado del atlántico, despertaron el patriotismo nacional con sus respectivos espíritus republicanos de Nación, sin serlo en Europa, salvo Francia, de educación. 
 
    
 
   A ninguna de las actuales repúblicas europeas las creó ni las animó un espíritu republicano de lealtad a lo público y lo político. El espíritu republicano aparece como fenómeno a posteriori del hecho republicano. El ánimo republicano no lo produce. En el mejor de los casos lo acompaña una vez producido, si las instituciones republicanas son representativas. Las guerras civiles aniquilan el sentimiento natural de la patria. Las dictaduras crean patrias nacionalistas para los vencedores. La conciencia nacional, la libertad política, la decencia pública, el espíritu público no encuentran sitio para patriarse en los Estados de Partidos. Que no se espere de las monarquías transaccionales que sean patrióticas; de ningún nacionalismo, que sea liberal o democrático; y de ninguna República de Partidos, que esté animada de espíritu republicano. Con el paso del tiempo, las situaciones políticas cambian, como las personas, exagerando sus inclinaciones. Las Repúblicas de Partidos ni siquiera imaginan que puedan subsistir restos del espíritu republicano que ardió en sus primeras proclamaciones. 
 
    
 
   En la ficción del como si, la sociedad partidista del como es no puede frenar la tendencia desintegradora de la conciencia colectiva, ni el desprecio a la verdad en la opinión pública. Lo espiritual se reencuentra con lo verdadero en el destierro. Paul Valery se extrañaba que la palabra espíritu huyera del vocabulario. En el ostracismo, el espíritu descubre originalidades que no percibe la gente patriada. “A medida que se tiene más espíritu se encuentran más hombres originales. Las gentes del común no encuentran diferencias entre los hombres” (Pascal, I, 7) La República abanderada de lealtad alimenta el espíritu de modernidad respublicana. En busca de ese espíritu, la idealidad republicana tropieza con el materialismo transaccional de monarquías y repúblicas de partidos. Sin principios éticos, el consenso de poder político, finanzas y medios de comunicación, con autonomías faraónicas y municipios inmobiliarios, ha creado una cultura material que incluso hace sospechosa de falsedad la palabra espíritu. 
 
    
 
   El espiritu republicano no emerge de un mundo materializado, sostenido por ánimo de negocio o fama. El espíritu de partido ha sustituido al espíritu de cuerpo. Obligada a rastrear las huellas del espíritu republicano, la investigación descubre que éste aparece, dando esperanza a la República en sus momentos fundadores, y se desvanece, como espectro atormentado, tan pronto como se reafirma, para ahuyentarlo, la macabra institución del orden público. Este tipo de orden estatal no existía en las Monarquías de los tres órdenes, ni en la Salud Pública jacobina. Nació en las encuestas de la policía durante el Directorio, y Napoleón lo tomó por fundamento de la tranquilidad burguesa y como principio ordenador del Derecho Público y Privado. La familia y la propiedad se codificaron como cuestiones de orden público, tal como hoy se hace con el aborto y el matrimonio homosexual.
 
    
 
   En Hermes Trismegisto y Pascal encontramos la idea de que el espiritu difundido en lo público es una esfera, cuyo centro está en todas partes y la circunferencia en ninguna. El consenso creó la opinión de que el espiritu republicano, ordenación de los asuntos comunes, está en el orden estatal. La mágica idea de que la razón de Estado no puede ser percibida más que por el espíritu estatal del partido gobernante, ha impuesto definitivamente la identificación antirrepublicana de orden público y orden estatal. 
 
    
 
   El espíritu republicano es antitético del que alienta el orden público. No por los desórdenes que imaginariamente se le endosan para asustar a la ignorancia. El espíritu de la República, nacido del principio universal de lealtad, se hace pensamiento de la acción fundadora de un orden civil en la Sociedad, que hace adjetiva y no sustantiva la necesidad de reprimir sus alteraciones con medidas de orden público. Un orden de violencia que sólo debería estar reservado a la parcela patológica dejada a la prevención y cuidado de la terapia estatal. Ninguna acción concerniente a la sociedad política, a las libertades públicas o a las instituciones civiles, debe caer en las materias de orden público. El espíritu común de la ciudadanía se basta, como espíritu republicano, para discernir lo que es acción de libertad política y lo que es brutalidad, vandalismo y crimen. 
 
    
 
   Si las formas políticas las decidiera la razón, no existirían Monarquías. Incluso los monárquicos admiten que la fórmula republicana es más racional. Pero defienden la necesidad de Reyes sea porque encarnan el orden divino que los hace incluso patriarcas de la Iglesia como en el Reino Unido, o un patriotismo familiar, supuestamente capaz de garantizar la unidad territorial y la concordia entre clases sociales adversas, aunque los hechos demuestren lo contrario. La fe monárquica responde al principio de razón suficiente, como si no fuera primario el de razón necesaria. La fe instala la fuerza de lo adjetivo porque no puede razonar lo substantivo. 
 
    
 
   En cuanto al elemento volitivo –aquella energía del objeto verdadero en el espíritu de finura de Pascal-, el espíritu de partido lo ha despreciado o desconocido. Por eso se concretó en la moral de la virtud cívica, sin integrar en ella la voluntad de verdad y la de permanecer en lo verídico, sin animarla con espíritu respublicano, subordinado a la voluntad de poder de las partidistas ambiciones republicanas. La ausencia de voluntarismo en la creación, difusión y expansión del espíritu público republicano se debe a la intemperie social que produce la confianza en la ilusa razón de cada facción estatal. Lo característico del viejo discurso republicano, heredado de los ilustrados que quisieron reformar la Monarquía absoluta, fue su no voluntad de creer en la necesidad de un espíritu republicano que filtrara y limara las aristas del geométrico y severo espíritu de la razón racional. 
 
    
 
   Partiendo del pensamiento de Pascal sobre “la opción o apuesta de ganar la verdad“, el psicólogo William James sostuvo que la naturaleza pasional del deseo de evitar el engaño y de obtener la verdad, determina que la razón sea insuficiente. Si suspendemos el juicio por temor a equivocarnos, estamos obligados a optar por una creencia en sentimientos vitales, como la religión y la política. Unamuno adoptó este pragmatismo de la voluntad de creer en el sentimiento trágico de la vida, ligándola a la voluntad de vivir. Y nada es hoy más vital para los europeos que optar entre un puro régimen de poder, con el Estado de Partidos, o un sistema político de espíritu republicano derivado de la igualdad ciudadana en una democracia formal. 
 
    
 
   El espíritu republicano tiene voluntad de creer en la forma republicana, en tanto que modo de vida social más probable de verdad que el modo monárquico, expansivo del engaño originado por la fe en una familia mítica. Además, nuevos métodos de análisis del discurso público dan fundamento a la verdad, más allá del pragmatismo, al excluir lo inadmisible por su falsedad, e incluir lo verdadero omitido en la historia escrita en filigrana, con más espacios vacíos que los ocupados por la trama. Mucho más fácil que revelar la verdad sobre los manicomios, resulta descubrir la locura normal, de la que hablaba Santayana en el discurso de Autologos, donde lo inadmisible y lo omitido constituyen la esencia de su argumento y de su sintaxis paralógica. La voluntad de creer en el discurso del espíritu republicano no se afirma en el pragmatismo utilitario. Necesita el concurso de la voluntad de verdad en la acción de los repúblicos hacia la libertad política que se objetive en la República Constitucional. Frente a ese espíritu de verdad, se levanta la voluntad de resistencia de los Estados de Partidos. Auténtica noluntad de libertad con la que se protegen mediante el sistema proporcional, contra los riesgos de la representación responsable y la libertad constituyente. La nolición de poder constituyente de la libertad dio existencia al Estado de Partidos, a cambio de sacrificar la presencia en los gobiernos de todo espíritu societario. Una torpe aberración anti-natura que produce en los gobernantes partidocráticos la úlcera noli me tangere. 
 
    
 
   La originalidad de instaurar desde arriba Monarquías sin monárquicos y Repúblicas sin republicanos, definió la legalidad del poder político postbélico, y la enajenación de la opinión pública en el voluntarioso consenso del como si. Y ese como si fueran reyes y ciudadanos en una sociedad plural, configuró la sinrazón y el sinvalor de la partidocracia. Régimen medularmente negativo, cuya duración se debe a su imperiosa demagogia en todas sus expresiones mediáticas, y a la sistemática corrupción de todas las instituciones. La ficción ha suplantado a la mismísima realidad, hasta el punto de llegar a configurarla a imagen y semejanza de los partidos, para dominarla sin necesidad de gobernarla. 
 
    
 
   La voluntad general de aparentar ser lo que no se es, crea y sostiene la noluntad de partido de tener espíritu público, o de revestirse de algún decoro en las actuaciones institucionales. La partidocracia tiene noluntad de verdad, de justicia, de libertad, de belleza y de honradez, en tanto que servicial de la voluntad objetiva de engaño, ficción, injusticia, fealdad y corrupción. La originaria noluntad de libertad constituyente de los Estados de Partidos, que de hecho son de los Partidos, ha engendrado una caudalosa afluencia de noluntarios a las instituciones y de noluntarismo a toda acción animada de espíritu saludable o de sentido común. La mercadería política y la mercancía cultural son frutos de la decidida voluntad de no querer libertad de elegir, de pensar, de crear ni de investigar, sino tan sólo la de refrendar sin optar, consensuar sin diferenciar y diplomarse sin saber. 
 
    
 
   Se necesitaría una enciclopedia para enumerar y definir los actos noluntarios que a diario se propagan en el espacio público, con el atosigamiento ambiental causado por televisiones, radios, periódicos, libros de ensayo y ficción, auditorios, cátedras y encuestas sociales. El noluntarismo partidista de verdad y moralidad impone en las costumbres un coherente régimen de disvalores, orientado por el variante sino de los oportunismos. Ante tamaña degeneración de la cultura política europea, los proyectos de reforma de la partidocracia, tan ilusorios como ridículos, se nutren del noluntarismo provocado por el temor a la libertad, amor a los privilegios y apego a las famas que otorgan las retribuciones al demérito. 
 
    
 
   Toda persona que sienta amor a la libertad y a la cultura de la verdad, sabe o intuye que sólo una auténtica revolución cultural podría superar el noluntarismo de todo espíritu republicano, que aniquila el reino de las conciencias en la misma medida en que asegura el de los partidos estatales. Pero esas personas también saben que una empresa de tal envergadura no puede ser acometida sin el impulso masivo del deseo de vivir la verdad con la libertad colectiva. La catarsis que la belleza moral produce en el modo repentino y auténtico de ver la realidad, sólo la puede crear el cambio pacífico del Régimen partitocrático por un sistema político garantista de la libertad colectiva y las libertades personales, con la democracia política. 
 
    
 
   La idea divina de los reyes se esfumó en la noche de los tiempos, y las monarquías perdieron su potencia. Algunos pueblos con preponderancia religiosa protestante conservan el poder residual de aquellas funciones que antaño justificaron la Monarquía: representación simbólica de la unidad nacional y ocupación permanente de la jefatura del Estado, para evitar que se la disputen los partidos de las oligarquías económicas y pueda romperse el equilibrio siempre precario e inestable de la partidocracia. Esas monarquías nórdicas también carecen de espiritu público laico.
 
    
 
   Espíritu laico no quiere decir antirreligioso. Sólamente público, en lo que tiene de común el género humano como existencia social. El espiritu religioso discrimina entre creyentes y ateos con el aristocrático elitismo de todo espiritu de cuerpo. Éste se manifiesta con la misma intensidad en colegios de investigadores de la materia física, de funcionarios de la materia social, de partidos políticos estatales o sindicatos subvencionados. Como ya observó Aristóteles, cada cual pone su espíritu en lo que ama, a lo que dedica su vida, o sea, a lo que conoce o cree conocer. Confundido con el alma, el espíritu se acota en los límites de una fe compartida, en la fidelidad a una creencia y a las personas que la representan. Y aquí aparece el drama de la res-publica, del espíritu republicano y de la República. No porque la fidelidad a las creencias y a las personas afines sea condenable, pero sí porque en ella no está el fundamento ni el sostén de lo común a la naturaleza humana, es decir, la igualdad individuante que es la causa original y final de la República. Su espíritu público de lealtad. 
 
    
 
   Creer en la existencia de alma colectiva es mitología primitiva. No creer en la virtualidad operativa de un espíritu común en todos los pueblos, derivado de su común naturaleza cultural, sería ignorancia antropológica. La Revolución francesa creyó encontrar espiritu colectivo en el sentimiento de la fraternidad. Su error se patentizó enseguida en luchas fratricidas de facciones. Como lazo de sangre la fraternidad es instinto vital del estrecho círculo familiar. Como hermandad espiritual no podía traspasar las fronteras materiales y las ambiciones sociales de las cofradías. La República no es una asociación de cofrades, ni el espíritu republicano un producto de la fidelidad a una creencia de la fe en la humanidad. El siglo XX destruyó para siempre ese tipo de creencias románticas. La República no necesita amores de la fe. Pero sin espiritu de lealtad a la materia-forma, no se emprendería acción alguna de mejora de la sociedad. 
 
    
 
   El mejor conocimiento de las ciencias naturales ha permitido encontrar en la Naturaleza un principio universal que supera en extensión y eficacia a todas las virtudes morales. Lo que se creía que sólo era un principio de lealtad de la especie a la especie, sin trascender a los individuos, ha resultado ser una ley general de lealtad de cada rincón de la naturaleza a la Naturaleza, como lo cantó Emerson. La República no requiere ser asistida por ciudadanos virtuosos, como pensaba Montesquieu. El espíritu republicano encuentra su fundamento natural en la lealtad a las dos causas objetivas que lo crean: la identidad de la materia humana en los individuos y la libertad colectiva de todos ellos para asegurar que sea políticamente tratada con igualdad de derechos y oportunidades. La libertad colectiva requiere y produce espiritu republicano. Y éste se nutre de todo lo humano que sea leal a la Naturaleza y a la identidad de la verdad con la libertad. 
 
    
 
   Libertad Republicana
 
    
 
   Antes de que los movimientos liberales fracasaran en sus empeños por lograr los objetivos de las revoluciones de la libertad, no se pensaba que existían diferencias de naturaleza entre la libertad política, en singular, y las libertades públicas que podían precederla, acompañarla o seguirla. Aunque no fuera la misma libertad la que aspiraba a crear un gobierno nacional o un club de opinión, sin embargo, ambas estaban animadas por un mismo espíritu liberal, y manifestaban la voluntad de sustituir la forma autoritaria del pensamiento y de la acción pública, por una nueva forma de pensar y de vivir la vida colectiva, más acorde con las pasiones de progreso despertadas con el industrialismo y la ilustración. Esta manera ingenua de concebir la libertad política fue aniquilada por ese mecanismo de psicología social, fundamento de la demagogia, que disimula los fracasos reales de la sociedad con escalas de valores de autoestima nacional. Usos lingüísticos crean ilusiones de triunfo que ocultan o alivian el dolor por el aborto de los ideales en la vida social. La presunción de sí mismo, vicio en las personas, es virtud en las naciones. Algún día la ciencia explicará la necesidad vital de demagogia en las sociedades frustradas, del mismo modo que lo hacen los sueños agradables en personas insatisfechas de sus vidas. 
 
    
 
   Hoy se revaloriza como nunca lo privado, y no precisamente porque se hayan fortalecido las virtudes personales en la sociedad doméstica o civil. La degeneración de lo público, bajo el prosaico y corrompido Régimen de Partidos, causa juicios erráticos en los gobiernos y opiniones arbitrarias en los gobernados, contra las exigencias del sentido común y la moralidad de las conciencias. En un mundo público desorbitado de sentido es natural que todos deseen vivir en la condición más particular, personal y privada posible. El desinterés por la política proviene de la percepción social de que lo decisivo para el bienestar individual no es la libertad política en la designación y destitución de los gobiernos, sino las libertades privadas, los derechos civiles y, dentro de las libertades públicas, aquellas que pueden ser ejercidas de modo aislado o atomizado. La libertad política, la colectiva, ha desaparecido hasta de los textos constitucionales.
 
    
 
   La inexistencia de libertad política ha causado la visión de lo público como fragmentaciones de lo social. No puede haber libertad política en un mundo que desconoce lo político, sustituido por un consenso sobre lo económico y lo social que sólo puede idear políticas sectoriales. La política, que ya no parece lo relativo al poder, se confunde con la administración pública de sectores seleccionados por interés de grupo o demagogia. La libertad política se ahogó con libertades públicas y pluralidad de políticas en un mismo equipo de gobierno, capaz de tener múltiples políticas simultáneas. 
 
    
 
   Entre las libertades políticas individuales, se debe distinguir las que son de ejercicio público simultáneo y masivo, como las de manifestación y huelga; las de ejercicio simultáneo pero atomizado, como la de votar; y las de ejercicio procesal, como las reclamaciones colectivas y las peticiones individuales. Toda libertad de ejercicio atomizado, como la de votar por separado y en secreto, no puede constituir la libertad política colectiva. Sin libertades personales, la libertad política sería la del Estado. Con libertades individuales, la de los Partidos estatales. Con libertad colectiva, la de la democracia formal. La libertad política controla al poder político mediante la representación de la sociedad civil, y no por los derechos personales. 
 
    
 
   La filosofía soñó que la libertad era hacer lo que se puede o elegir lo que se prefiere. La concepción de la libertad como poder, o sea, como liberación de obstáculos a la acción del deseo, excluye la posibilidad de libertad política colectiva. La libertad como relación de poder implica un fuerte dividendo de lo que quiero y un débil divisor de lo que puedo. La sociedad hedonista aumenta las satisfacciones de individuos promotores de su insatisfacción vital. Su querer se desarrolla más deprisa que su poder. 
 
    
 
   La teoría de la libertad como elección personal no puede rebasar el angosto margen de lo que los otros permiten elegir, sea el destino de la propia vida o el campo de las preferencias culturales, políticas o estéticas. El acto de elegir, el medieval libre albedrío, tiene un estrecho margen de acción para la libertad de escoger o de rechazar, y no es un acto libre de autonomía moral o política. Se elige o se rechaza entre lo que hay, no entre lo que podría haber. No se es libre de elegir la verdad ni de rehusar el crimen. Y sería determinista la libertad que consistiera en acordarse con la Naturaleza, como en la Ética de Spinoza. Para que exista libertad de elección tiene que haber posibilidad efectiva de elegir entre opciones diferentes y, sobre todo, la de no elegirlas. No se es políticamente libre sin libertad de los demás. 
 
    
 
   En el Estado de Partidos, como en el asno de Buridan, no hay posibilidad de elegir entre montones de avena iguales. Las urnas de listas son pesebres para acémilas. Habría elección si los ciudadanos pudieran escoger entre representantes leales y opciones diferentes. Pero aún así, esa libertad de elegir no tendría carácter fundador ni signo alguno de progreso electivo, a no ser que los electores hayan creado sus propias opciones. Si la libertad no es creadora, sucumbe en la inercia de la rutina inanimada. Los domicilios tienen puertas. Si no bastan para impedir la entrada de extraños indeseables, la policía restablece la situación perturbada. No por razones de orden público o estatal, que en modo alguno ha sido alterado, sino porque la ley garantiza la propiedad privada y la inviolabilidad de domicilio. De las urnas de partidos salen coceadores de puertas privadas. 
 
    
 
   La residencia de la libertad, como la del aire, no tiene puertas ni llaves. Cualquier persona con más poder físico que otra puede quitarle su libertad. Ese instante de esclavitud se hace servidumbre voluntaria si alguien tiene el monopolio legal de las llaves y puertas de la violencia, es decir, de la soberanía. Ninguna institución puede controlar, por definición, al poder soberano. Es él quien controla a las institucionespara desinstitucionarlas. 
 
    
 
   Los esclavos eran conscientes de su esclavitud. Tenían libertad de pensar sin la de obrar. Los modernos siervos voluntarios tienen la de obrar sin la de pensar. Se creen libres porque tienen capacidad de obrar, opinar y votar, sin saber que obran, opinan y votan según un modo de vivir lo político que perpetúa el señorío de los nuevos amos de la libertad, los partidos estatales. Señorío que entierra, con libertades exteriores de obrar sin actuar, la libertad interior de pensar. El pensamiento es menos libre que la acción. Y la libertad de expresión, una fantasía ilusa si no hay libertad de pensamiento. Una quimera para obreros de la libertad en tajos definidos por capataces del pensamiento y de los sentimientos, con patrones ideológicos de directores inmorales de la conciencia colectiva. 
 
    
 
   La política hace hazañosa la libertad de pensar. Los siervos voluntarios se creen libres porque pueden elegir entre dos o tres partidos, y escoger entre varios medios de información. No perciben que todos defienden, con palabras eufémicas de antiguas ideologías, la misma idea autoritaria del poder sin control. Las Dictaduras no estaban menos controladas que los Estados de Partidos. La uniformidad del pensamiento totalitario sigue uniformando el de los siervos domesticados por el Régimen de Partidos. Si, al decir de Humbolt, la mente sólo se abre desde dentro, la libertad de pensar no entrará en la mentalidad de masas si no la empuja algún acontecimiento catártico que abra, a la libertad de pensamiento, las compuertas que la retienen presa en las inercias de la falta de confianza en sí mismo, y en las rutinas de respeto al pensamiento oficial de la Autoridad instituida. Dos peanas de los ídolos de la superstición y de la reverencia que mantienen virgen la libertad de pensar, para que la mente pueda ser impunemente violada por el emasculante pensamiento únicoautoritario.
 
    
 
   La libertad de pensar no es privilegio de las intuiciones o imaginaciones anticipadas a la experiencia. Basta la inteligencia crítica para que toda persona pueda pensar sobre los asuntos que le afectan. El sentido común no es un sentido si no capta lo estatal como reparto de poder entre patronos de la opinión política. Y no es común, si no distingue en lo público lo aparente de lo real, si no se extraña de que las apariencias se amparen en lo que no las puede encubrir, sea la lógica de la experiencia inmediata, la del interés económico, la de los sentimientos morales o la de las sensaciones estéticas. Lo excelente huye de lo aparente para no caer en la vulgaridad facticia. 
 
    
 
   Por sí sola, la inteligencia crítica no es capaz de idear algo nuevo de interés para la humanidad, ni de alcanzar sabiduría moral, científica, artística o técnica. Pero puede dotar de potencia a la libertad de los que alcanzan el saber a qué atenerse en el mundo de la dominación partidocrática y mediática. Este tipo de saber útil mantiene la coherencia entre el modo de ser y de estar en la vida. Los estoicos y los anarquistas creían tener esa coherencia aristocrática de un no saber social que los apartaba de la política y los condenaba a la inacción pública. La recuperación del saber a qué atenerse, mediante la promoción social de la inteligencia crítica, es previa a toda llamada a la acción para la conquista de la libertad política. Ese tipo de inteligencia práctica descubre el único saber a qué atenerse en el ilegítimo y antidemocrático Régimen de Partidos: la abstención electoral. Tal sabiduría práctica, sin implicar renuncia a ideología o creencia alguna, camina hacia la verdad, en tanto que contraria a la mentira, porque es la más ecónoma de energías para inclinar las conductas hacia la veracidad, la dignidad personal, la decencia pública. Sin riesgo alguno, esa sabiduría de andar por casa común, está al alcance de la sola voluntad de obtenerla 
 
    
 
   Los dueños de la libertad de los demás son los nuevos partidos estatales. El señorío de los partidos del Estado sobre los gobernados disimula la falta de libertad interior de pensar, con libertades exteriores de obrar sin actuar. La distinción entre el obrar y el actuar tiene una importancia capital y decisiva, pues es antinatural el privilegio de que la actuación política esté reservada en exclusiva a los partidos estatales. La capacidad de obrar, rasgo distintivo de la sociedad civil, realiza los procesos de transformación de la materia, mediante operaciones de sustanciación de objetos con valor añadido. La disputa por el reparto de ese valor entre los dueños de los medios y los operarios de la transformación, originó el conflicto social y las nuevas funciones asistenciales del Estado. La incapacidad de actuar en lo público es también el rasgo definitorio de la sociedad civil en el Estado de Partidos. 
 
    
 
   La sociedad civil tiene en lo esencial libertad de obrar desde que se liberó, con la Revolución Francesa, de la estructura corporativa y estamental que la unía al Estado absoluto, pero no totalitario. La moderna economía de producción para consumo de masas sin refinamiento cultural, se basa en la potencia que la tecnología ha dado a la libertad de obrar y de asimilar. En cambio, la libertad de actuar ha ido progresivamente disminuyendo en la misma medida en que iba creciendo la importancia de la economía de consumo y de la asistencia social del Estado. Con el consenso, los partidos estatales no sólo actúan. También ejecutan. Importa conocer las causas de la anulación en la sociedad de su capacidad para actuar en política, y de que esa actividad haya pasado a ser competencia y facultad exclusiva de los partidos estatales, integrados en una cínica e inculta oligocracia. 
 
    
 
   Este fenómeno tuvo lugar cuando menor era la probabilidad de que la libertad de acción política entrañara riesgos de fascismo o comunismo. Pretexto fundador de los Estados de Partidos. Llama la atención que el miedo de los partidos a la libertad política colectiva surgiera cuando era la Sociedad, no el Estado, la que los había legitimado, sacándolos de la clandestinidad, sin culparlos de su fracaso parlamentario, cuando la brutal extravagancia fascista los expulsó a la vida clandestina en las dictaduras. 
 
    
 
   La aberrante ocurrencia de suprimir la posibilidad de que la sociedad tuviera representación política propia se fraguó con un cálculo de seguridad en las ambiciones de partido, y con total inconsciencia de los fundamentos reales del modelo de Estado europeo para la guerra fría. A la sinarquía de ambiciones e ignorancias, fundadora del Estado de Partidos, cada parte de la innoble transacción aportó lo que tenía en común. La condición de perdedores impotentes ante la ascensión brutal del fascismo y del nazismo. 
 
    
 
   Aportaron la sumisión incondicional a la “actualidad actualista y actualizante” de la victoria militar de EEUU. Era para ellos lo único real. Lo aprendieron en el actualismo de la filosofía hegeliana de Gentile, ministro de Mussolini. La libertad política carecía de realidad y de virtualidad para hacerse real. La realidad no era lo fáctico. La creaba la voluntad de hacerla actual, sin posibilidad de otras actualizaciones ni otras actuaciones. Los Adenauer o De Gasperi aportaron el fraternal abrazo de los derrotados, como pedían cerebros trasnochados en los Reencuentros de Ginebra (1947), organizados por la Unesco. Retornar al parlamentarismo vencido, pero transformando a los partidos, con el sistema proporcional, en órganos del Estado, financiados por los contribuyentes. ¿Qué aportaron los partidos clandestinos al festín del actualismo, que no sólo los legalizaba sino que los incorporaba al Estado? ¿Unas Repúblicas de Partidos sin espíritu republicano? ¿Monarquías impuestas por los dictadores, que los reyes aceptaban incluso contra el orden de su propia dinastía? Triunfadores apoteósicos de la negación de sí mismos, los partidos pasaron en un día desde la clandestinidad al Estado. Al ágape de su realización estatal aportaron la conciencia de su inutilidad para la República; la sabiduría de su inactualidad para la Sociedad; y la adecuación de su actualismo para una sinarquía de Partidos Estatales para la guerra fría.
 
    
 
   ¿Cómo traducir en actos irrevocables la renegación de sí mismo? Muy sencillo. Marcel Proust lo escribió. No sentir pena de renegar del propio pasado. La traición a sí mismo es mérito promocional si la traición es general. El vencedor americano ofreció el camino de la renegación que todas las ambiciones europeas recorrieron. El actualismo exigía la renuncia al pasado inmediato, la disolución de los hábitos de procurar la libertad durante las dictaduras, la fulminante liquidación del activismo de partido. 
 
    
 
   Más que en el Parlamento para debatir leyes, las diputaciones de la traición entraban en la vida asociativa del olvido del pasado, para confraternizar con los anteriores enemigos de la libertad. Pacto de silencio del pasado. Anti-memoria histórica. Reconciliación. Representación proporcional para perpetuar la nueva clase política. La historia se repetía como bufonada. Reproducía lo que sucedió tras la muerte de Robespierre. Máxima libertad de obrar para capitales especulativos, con mínima libertad de actuar políticamente en la sociedad. Resultado: sociedad civil sin conciencia de sí misma, disolución de la confianza en la política y aceptación de la continuidad del orden público y social creado por dictaduras asistenciales. El mensaje de los primeros gobiernos del Estado de Partidos repetía el de Thiers a los franceses de la monarquía orleanista. ¡Enriqueceos! 
 
    
 
   La ignorancia de lo que es libertad política se enseña en los medios de comunicación y la cátedra. Nadie sabe distinguir entre libertad de acción política y acción de libertad pública. En las partidocracias existen libertades públicas, junto a la de expresión sin libertad de pensamiento, pero no hay libertad de acción política. La falta de libertad se refiere a los gobernados. El partido estatal no la sufre. Tiene la fijada por la potencia de su poder. 
 
    
 
   Antes del fascismo los gobernados no tenían libertad de elegir y deponer a los gobernantes, ni existía separación de poderes. Finalizada la guerra mundial, el miedo a un retorno de las ideologías totalitarias motivó el blindaje del Estado con normas constitucionales que, suprimiendo la representación política mediante el sistema de elección proporcional, convirtieron a los partidos políticos en órganos estatales y en titulares exclusivos del poder constituyente (soberanía). El TC de Bonn defendió la supresión de la representación política, en favor de la hipotética democracia directa que suponía la integración de las masas en el Estado. Sucedió lo que era de esperar en la naturaleza de todo tipo de poder incontrolado. 
 
    
 
   Dictaduras sucesivas por turno de partidos estatales. La integración de los partidos de masas en el Estado no ha causado la de las masas, ya seducidas por el Estado asistencial de las dictaduras. Los partidos no conforman la voluntad general, sino la voluntad de poder de una clase política estatal. Su transformación en órganos estatales los hace enemigos de la libertad y amigos del orden público. La falta de representación de la sociedad separa el país oficial del país real. Un mismo afán estatal une a los partidos en el consenso negador de la política y de la posibilidad de control de su poder. La justicia sobre lo político se imparte en función de las cuotas judiciales de partido. La corrupción no la causa la débil moralidad de los gobernantes, sino la impunidad de sus crímenes. La conciencia nacional se disuelve en convenios de reparto de poder territorial entre ambiciones nacionalistas. 
 
    
 
   La verdad carece de espacio en unos medios de comunicación que viven de los favores de los partidos. Se cree que hay libertad política porque los gobernados tienen derecho a votar al partido de su preferencia, de cuya votación emana el poder legislativo y el ejecutivo, aunque en realidad saben que es a éste a quien votan. Ese solo hecho prueba la inseparación de poderes, la imposibilidad legal de que haya control institucional del poder. El censo electoral de elegibles, verdadera censura de candidatos en el sistema de listas, supone una votación tan administrativa como la de los vecinos al empadronarse. Respuesta a una encuesta vinculante sobre la cuota que debe tener cada partido en la administración del Estado.
 
    
 
   Aunque los verbos obrar, actuar, accionar y activar deriven de operare y agere, y designen la acción de hacer algo, tienen distinto significado según lo que el sujeto haga y el modo de hacerlo. Se obra sobre la materia, se actúa en las relaciones sociales, se acciona un mecanismo y se activa un proceso. Esas diligencias de la voluntad de hacer son de naturaleza distinta a la de la libertad política. Si la acción de obrar recae en materias externas al operario, la de actuar presupone una escena, una función y una actuación predeterminada al actor. Si el acto de accionar requiere un dispositivo mecánico o normativo que ponga en marcha el movimiento, el acto de activar incide sobre organismos biológicos o sociales necesitados de impulso vital. El elan de Bergson no es fruto de la libertad. Sólo intuición vital proclive a la potencia animal sin control. Al fascismo. 
 
    
 
   La acción colectiva de la libertad tanto implica identidad entre agentes y pacientes de la misma, como la ausencia de determinaciones en los actos de elegir, decidir o crear. Elegir entre opciones iguales no es acto de libertad. Tampoco lo es el simulacro de elegir representantes, cuando se ratifican listas de mandatarios de partido designados por sus jefes políticos. En las partidocracias hay actuaciones públicas, pero no acciones de la libertad política, salvo las inconstitucionales de los partidos nacionalistas. La idea abstracta de libertad republicana carece de contenido, y la libertad monárquica, de sentido alguno. La idea de libertad colectiva en las Monarquías es un anacoluto político. La Realeza está excluida del voto. 
 
    
 
   La acción política colectiva expresa su auténtica naturaleza en los momentos constituyentes de la forma de Estado y de Gobierno. Y donde conserva su potencia es en el derecho de los gobernados a deponer a gobernantes despóticos, corruptos o desleales. No puede haber libertad política en un Régimen que no fue constituido por la libertad de los gobernados, y que niega la posibilidad misma de política, con el consenso ente partidos de gobierno. Situada en las antípodas del Estado de Partidos, la República Constitucional será alfa y omega de la libertad colectiva. 
 
    
 
   Libertades de acción y acción de libertad son cosas tan diferentes, como las facultades potestativas del derecho civil o político que las define y limita, respecto de la libertad creadora de derechos y potestades. Aquéllas son facultades regladas y constituidas, ésta es una potencia discrecional y constituyente. Aquéllas son libertades civiles, ésta es la libertad política. La libertad que acaba donde empieza la de otro no es libertad política colectiva. Aquéllas han sido objeto de incesantes reflexiones, ésta apenas ha aflorado en la filosofía. La distinción entre la libertad de acción y la acción colectiva de libertad, que es la única que puede ser llamada libertad política, es asunto complejo que Condorcet insinuó en la Constitución girondina de 1793. Lo cual provocó la burla de Robespierre, acusándolo de querer institucionalizar la Revolución. La idea de Revolución permanente no sale del terreno de la voluntad de revolucionar la materia social, y no la forma política, por ser ésta incompatible con la libertad permanente.
 
    
 
   Si prescindimos de sus envolturas ideológicas, si nos atenemos al sentido etimológico de la palabra libertad, comprobamos que, junto a los nuevos sentidos que le agregaron los acontecimientos, aún conserva el aura divina del dios Liber (Baccus), que hacía crecer la vid, regaba de vino al hombre disponible para reproducirse (liber) y procuraba el crecimiento de los niños (liberi). Palabras latinas que, como la griega eleutheros, fueron aplicadas a pueblos con autonomía para desarrollarse, sin dependencia de otras naciones -libertad política en Montaigne-, o con juventud para liberarse de tiranos, sin la servidumbre voluntaria a que se sometieron los liberados de la esclavitud (liberti), como siervos feudales. ¡Libertos! Condición de quienes, liberados de la dictadura, sostienen el Estado de Partidos. No hay libertad política en los europeos liberados por EEUU del totalitarismo nacionalista. Sin libertad política, permanecen sujetos en servidumbre voluntaria a partidos estatales. Señorío que reproduce formas de dominación medieval, con patriotismo feudal y vasallaje al partido protector del pacto de fidelidad al feudo. Europa no tendrá independencia ni autonomía mientras dure la cultura satisfecha y optimista del liberto que, como el carnero liberado del lobo, en la fábula de Santayana, está feliz porque el nuevo depredador político le acaricia a veces el lomo. 
 
    
 
   Ciertos agentes sociales salen de la condición de libertos, y se hacen autónomos en el desempeño de sus profesiones. Balbucean voces políticas. Liberados en la sociedad civil y siervos en la política. “El ciudadano típico, tan pronto como se mezcla en la política, regresa a un nivel inferior de rendimiento mental. Discute y analiza los hechos con una ingenuidad que calificaría de pueril si tal dialéctica le fuera opuesta en la esfera de sus intereses reales. Deviene un primitivo” (J. Schumpeter, Capitalisme, socialisme et démocratie, P.B. Payot, p. 357, 1965). 
 
    
 
   Los modernos libertos, satisfechos de gozar de las libertades civiles de los hombres libres, no echan de menos la libertad política, que creen tener cuando pueden hacer, con sus votos a listas censadas, que un partido ladronzuelo gobierne en lugar de otro de su misma calaña. Con libertad de elección entre partidos iguales, los libertos ni siquiera alcanzan el libre albedrío medieval, pues no quieren los efectos posibles de lo que eligen (Dun Escoto), sabiendo de antemano el efecto corruptor de su elección de listas de candidatos impuestos. El pecado no está en elegir la mala, sino en votar a cualquiera de ellas. La libertad de elección en las abadías para designar abades, no era libertad democrática. Ésta requiere que se pueda elegir entre distintas opciones de gobierno, distinta política gubernamental, distinta abadía. Los jefes de partido, como los abades, solo se diferencian por su talante y su cháchara. Y elegir entre talantes y chácharas es la típica libertad de los que cambian de canales en la telebasura. Una facultad tan servil, en provecho de los licenciosos emisores, como la de votar sin el poder de exigir responsabilidad a los partidos estatales votados, posesores y dueños de su corrupto e incontrolable Estado de Partidos.
 
    
 
   Los libertos de los Estados regentados por partidos de aparato sólo aprecian la libertad negativa. La que se define por la ausencia de obstáculos al propio deseo, sea por la modestia de éste o por la indiferente apatía a propósitos más elevados. Esa libertad negativa caracteriza más al pensamiento conservador que al sentimiento reaccionario, y no se aleja sustancialmente de la libertad existencial anidada en el inconsciente de la acracia política y del nihilismo moral. La libertad de los liberales, llamada positiva por Isaac Berlin (Dos conceptos de la Libertad, 1959), puede ser civil pero no libre, pues debe ser legalizada o autorizada por un derecho. No es libertad conquistada, sino otorgada. El grado de la libertad depende del nivel de ambición cultural y de confianza en la libertad política. La libertad de los Constant, Mill, Von Mises o Hayek, liberación de obstáculos, seguía siendo negativa. Aunque sea imposible ser demócrata sin ser liberal, hasta ahora el liberalismo europeo, a diferencia del estadounidense, no ha sido democrático, al no haber separado los poderes del Estado, ni exigido responsabilidades reales a los malos gobernantes. 
 
    
 
   Los anglosajones llaman civiles a los derechos que Europa considera políticos. Ante el vacío conceptual de la libertad política, Sartre creyó que la filosofía sustituiría al marxismo cuando existiera libertad real para todos, aunque “no poseemos ningún medio, ningún instrumento intelectual, ninguna experiencia concreta que nos permita concebir esta libertad o esta filosofía” (Crítica de la Razón Dialéctica, 1960). La RC ha concebido esa libertad y esa filosofía, actualizando los tres humanismos republicanos que vivificaron la Constitución de EEUU: el florentino, el holandés y el inglés.
 
    
 
   Como todas las personas están igualmente contentas de su inteligencia (Descartes y Hobbes lo dijeron respecto del sentido común), no ha sido difícil organizar, para la competición política, una para-olimpiada de discapaces, con absoluta igualdad mental, donde los disminuidos votantes de listas creen que eligen algo distinto del disminuido jefe de partido que las hace. Los para-ciudadanos se creen representados, con más adecuación de lo que ellos mismos suponen, por la dislexia cultural de los narcisistas regentes del Estado de Partidos. Dotados, sin duda, de gran pericia para explotar el negocio de la política. La sociedad civil se contenta con vivir ilusiones de progreso, recibiendo las migajas que se desprenden del banquete de Epulón en los Estados y Autonomías de la bancarrota. La utopía del auto-gobierno se alcanza cuando la debilidad intelectual se gobierna a sí misma. Democracia directa de la incapacidad mental y moral. 
 
    
 
   Pese a su fracaso, la Revolución rompió la concepción divina de la historia universal y la mentalidad política del mundo europeo. Por el solo hecho de haber ocurrido, por la trascendencia exterior de lo que sucedió en Francia, los pueblos europeos aprendieron de repente que su condición de súbditos de la Realeza no era una imposición de Dios ni de la historia; y que la libertad de los pueblos no sólo era deseable sino posible. Abismados ante la maravillosa e inquietante perspectiva de poder contemplarse como agentes de su propia historia, inauguraron el drama de la moderna libertad política, el de la servidumbre voluntaria: seguir siendo súbditos de un Estado, monárquico o republicano, pudiendo ser conciudadanos libres. Lo que en tiempos de la Boethie era sensibilidad prematura del pensamiento libre, ha madurado en insensibilidad moral colectiva. La tragedia de la esclavitud comenzó cuando terminó la creencia de que la condición servil era un estado natural de los pueblos bárbaros cautivados por los civilizados. El drama de la libertad termina, y la comedia empieza, cuando los súbditos se creen actores políticos libres, en una ciudad que sólo les permite elegir cada cuatro años las listas que le imponen sus oligarcas, y pagar como contribuyentes incluso a los partidos que rechazan en las urnas. 
 
    
 
   Lo paradójico de la libertad política consiste en que sólo cobra vida en el sentimiento íntimo de los pueblos, cuando el factor que la reprime es extranjero. Si la represión se lleva a cabo de modo sistemático por una minoría organizada en torno a un dictador nacional, o por un concierto de oligarcas estatales, la inmensa mayoría de la población no sólo deja de apreciar la libertad, sino que la confunde con la liberación de obstáculos a las ambiciones nacionalistas o personales. La pregunta de Lenin, “libertad, ¿para qué?“, presupone una idea instrumental de la libertad política, una noción vulgar de la misma, en tanto que idea utilitaria al servicio de fines sectoriales o de clase, tan discriminatorios como los personales. 
 
    
 
   Apartada de su valor ontológico, identificada con el poder de los gobiernos sobre el oportunismo de masas seguidoras de cualquier tipo de poder, la libertad política quedó excluida del patrimonio cultural de los Estados de Partidos. Aceptaron sin beneficio de inventario la herencia de la libertad instrumentalizada por las dictaduras. La libertad instrumental permite sofocar querellas de reparto en su origen pactista, exacerbadas en épocas de mejorestar económico. Las corrupciones compensan las injusticias de los iniciales repartos leoninos del botín estatal. Los gobiernos de mayorías populares, elevados por votantes menos favorecidos o más desgraciados, enriquecen a las minorías empresariales y mediáticas. Esto prueba que los conflictos sociales no son el problema político que resuelve la libertad, y que la idea común de libertad política es medio de enriquecimiento y de prestigio. El mercado del libro y los medios de comunicación valorizan la libertad de expresión como negocio cultural, porque han permitido el acceso de millones de personas al conocimiento de lo que antes era coto de pequeñas minorías intelectuales. Pero eso es falso. Si hoy irrumpiera por primera vez en el mercado L’Esprit des Lois, sería milagroso que alcanzara la venta de los 30 mil ejemplares que obtuvo cuando apareció en el XVIII. Salvo en materias científicas, la libertad instrumental de expresión hace retroceder el gusto por las obras de alta cultura. 
 
    
 
   La confusión de la libertad con el poder ha causado los horrores del mundo contemporáneo. Antes de que la voluntad de poder creara los Estados Totalitarios, incluso en las Monarquías Absolutas, la libertad del Soberano era menor que su poder. La libertad soberana no hacía todo lo que podía. El respeto a las antiguas leyes del reino, a los estamentos sociales y a los espejos de Principes limitaban, tanto o más que la religión, el abuso del poder estatal y su aplicación a los ámbitos sociales de lo no político. 
 
   
  
 

 
 
   Frente a la antigua soberanía de los monarcas y de los parlamentos liberales, el Estado de Partidos ha rematado el proceso de identificación de las situaciones de poder con la libertad. Olvidando que aquellas se definen por la posición de mando y ésta por la de libre obediencia, los herederos del nacionalismo total han sustituido la noción de poder soberano por la de libertad consensuada, para simular un fundamento democrático a la oligarquía de partidos estatales que gobiernan con apolíticos consensos. Lo que importa no es describir la aberración sentimental que implica la confusión de la libertad con el poder o la autosatisfacción, sino explicar cómo ha sido posible recorrer este perverso camino, desde la ingenua concepción de los ilustrados, hasta el absurdo de creer que la soberanía nacional puede decidir que la nación deje de existir. Todo hombre que vea poder en la relación externa de libertad no es un hombre libre. Toda región que busque libertad en la relación interna de poder no es nación.
 
    
 
   La defensa de la patria de enemigos exteriores o interiores no exige el sacrificio de la libertad. Pero el poeta del sufrimiento de la patria canta justamente lo contrario: “quien sigue la libertad, deja su patria y expone su vida; quien queda en su patria y aguanta la servidumbre para conservar la vida, pierde la patria y la vida; pero quien abandona su patria para defender la Libertad con peligro de su vida, salvará su patria y vivirá eternamente“(Adam Mickievicz, El libro de los peregrinos poloneses, VII). 
 
    
 
   La soberanía se hizo relativa desde que la libertad y la democracia exigieron, como condición de existencia, la división de los poderes estatales. En la corrupción sistemática de las partidocracias, la soberanía popular es ficción infamante para los gobernados. En EEUU no se conoce la noción de soberanía popular. En Europa se usó como propaganda demagógica, cuando decayeron las ideas de soberanía nacional (Francia) y soberanía parlamentaria (Reino Unido). La utilidad de abandonar este falso concepto es evidente. Sólo un auténtico demócrata se atreve a proclamar la evidencia de que nunca ha existido, ni podrá existir, soberanía del pueblo.
 
    
 
   Pensándolo bien, ser libre quiere decir estar disponible para algo o para alguien, estar libre de ocupación, de tiempo, de compromiso, de prejuicios. Está libre quien no está impedido, obstaculizado o interferido para realizar algo noble que puede y desea hacer como persona. En este sentido, están libres el parado, el joven capaz de procrear (significado etimológico de liber), el jubilado en plena madurez, el diplomado sin clientela. No están libres los seres adultos irreversiblemente comprometidos con su egotismo profesional, con un afán de lucro compulsivo o con la no libertad política de los demás. Son libres los disponibles para la libertad de los demás. Los liberados de sí mismos para hacerse procuradores de la libertad colectiva. 
 
    
 
   El problema de la libertad negativa, única concebible en el neoliberalismo económico, consiste en que las liberaciones colectivas de obstáculos externos o de interferencias ajenas, ponen libres no sólo a los capaces de hacer lo que sólo el obstáculo legal o la interferencia social impedían, sino a los incapaces de realizar las potencias liberadas, sea por ignorancia de las contradicciones personales o sociales implicadas en sus preferencias, o por el primitivo resentimiento de sus pasiones sociales. Las liberaciones que traen consigo los finales de las dictaduras no resuelven el problema de la libertad colectiva, porque no fundan un sistema político para la libertad. Sus acciones liberadoras no alcanzan la dimensión política de la libertad colectiva. Se limitan a liberar las pasiones sociales antes reprimidas, mediante reformas liberales del Régimen anterior, que sólo liberan apetitos. Son expedientes oportunistas para liberar masas ignorantes, antes de que sean educadas con la experiencia de la libertad positiva. La colectiva. 
 
    
 
   La crisis que hoy sorprende a todo el mundo era predecible desde que la libertad constituyente fue usurpada por poderes constituidos, y sustituida por un consenso de permanente actualismo transaccional. Ahora se rompe el consenso por la Gran Crisis, o sea, por la misma ambición del pacto de las finanzas con el poder político que lo engendró. Se quiere borrar el pasado derrochador de recursos financieros diciendo, sin cara de traidor a sí mismo, que se debe mirar al futuro para poder premiar a los causantes del descalabro financiero de los Estados. La reforma financiera de Obama pretende acabar en EEUU con la colusión del poder con las finanzas. 
 
    
 
   La liberación parece reservada a los pueblos colonizados por una potencia extranjera. No se aplica al desahucio de los políticos que sirven a un Régimen de colonización interior, que agota la capacidad fiscal y de endeudamiento público, para salvar de la quiebra a los más ricos y remeter en la miseria a los que apenas han salido de ella. La palabra liberación no evoca la de libertad política. Los prisioneros liberados de su cautiverio no gozan, por ese mero cambio, de libertad política. Lo mismo sucede con las ciudades liberadas de su ocupación por ejércitos extranjeros. La descolonización mostró cómo los pueblos liberados de la metrópoli vieron disminuidas sus libertades, en la misma medida en que aumentaba su capacidad de independencia formal exterior. El significado espiritual de la palabra se preñó de romanticismo en las guerras de liberación, y de equidad en los movimientos de liberación de la mujer. Pero el dominio sobre otro no sólo disminuía la capacidad del grupo dominado, sino también la del dominante. La emancipación de las colonias aumentó la potencia de las naciones colonizadoras. La emancipación de la mujer hace más libre al hombre. La del obrero convierte en héroe al empresario autónomo. 
 
    
 
   Los fenómenos de liberación interna pretenden resolver problemas de igualdad nacional y no de libertad política. Salvo en algunos pasajes de Hegel, referentes a la dialéctica amo-esclavo, y en la Escuela de Frankfurt, la filosofía de la libertad se identificó con la de liberación. No tuvieron éxito los intentos teóricos de integrar, dentro de un solo concepto de liberación nacional, la eliminación de obstáculos legales a la libertad de comercio o de mercado. Si el libre comercio ha sido factor de civilización, no se puede ignorar lo que eso significaba en un mercado con precios intervenidos, aduanas, dumping, salarios bajos para exportación de manufacturas, cárteles, holdings y oligopolios transnacionales. Sólo fueron factores de civilización, especialmente la libertad de los mares, para la expansión del imperio británico. Factores que caracterizaron la libertad liberal para desarrollar tanto el espiritu moderno de comercio como el antiguo de conquista, contra la tesis de Constant. Resulta llamativo que la teología de liberación haya sido la última expresión de la teología negativa.
 
   A diferencia de la libertad política, que ha de afectar por igual a todos los sectores de la sociedad, la liberación es relativa a clases o categorías sociales determinadas. Por eso, su tratamiento tiene que ser parcelario o ideológico. Incluso las doctrinas de liberación por la ciencia, el saber o la información no son más que ideologías utópicas y sectoriales. No podemos olvidar el error de la Ilustración al confundir conocimiento y progreso, ni la ideología de Habermas -interés emancipador del conocimiento-, que no pone en primer lugar el conocimiento de la realidad política, frente a la mentira de las instituciones y los medios. Sin este conocimiento preliminar, el conocimiento del interés no libera más que a los interesados. Para los demás tiene el perfume de flores artificiales en ojales ajenos. 
 
    
 
   La acción liberadora de servidumbres morales, plenamente legítima en una democracia representativa, no debería entrar en el temario de la Teoría Pura de la RC, que se llama pura porque no concibe que la libertad pueda ser instrumental, respecto de cualquier propósito liberador, ni siquiera del propósito democrático que le es inherente. La libertad es medio y fin de sí misma. Sólamente puede ser pura, es decir, no contaminada de ideología alguna, la acción y la teoría de la libertad política constituyente. 
 
    
 
   Como afirmó Bertrand de Jouvenel, “existe política pura si la acción está exenta de todo lo que no sea formación del edificio político“. Esa es la pureza de toda teoría de la libertad constituyente. Teniendo en cuenta lo sucedido en Europa durante la dominación de las masas fascistas, y la lamentable experiencia del Estado de Partidos, resulta dramático tener que seguir sosteniendo, como Epicteto respecto del esclavo y contra la filosofía analítica respecto de la liberación, que la libertad consiste en elegir las consecuencias y los efectos de la elección, aunque sean inadecuados o no previstos, como la concibió el medieval Dun Escoto. No es libre el elector irresponsable de su voto que no asume las consecuencias de su acto. 
 
    
 
   En las jornadas violentas de la Revolución francesa, las masas urbanas actuaron como cuerpo único de multitud de individuos que no buscaban la liberación del espiritu público, ni la conquista del poder político o económico, pero sí el remedio inmediato a su hambre, su higiene, su frío y su obscuridad. Pan, jabón, harina, azúcar, ron, velas, leña. Esos elementales objetivos materiales eran revolucionaros porque quebrantaban los principios de autoridad y legitimidad de los gobiernos, y no porque llevaran en sus entrañas un afán de liberación. Incluso cuando las masas parisinas imponen la dictadura de la Comuna de París, por las razones que abolieron la Monarquía, esa dictadura de masas no era en absoluto liberación de las masas o libertad del pueblo, ni expresaba la necesidad de un nuevo tipo de libertad colectiva. Eran actos ciegos de potencia no actualizada en poder. 
 
    
 
   En El espíritu europeo y el mundo de las máquinas: las masas (Reencuentros de Ginebra, 1948), Georges Bernanos sostuvo que “las masas no son formadas por hombres unidos por la conciencia de sus derechos y la voluntad de defenderlos, sino por hombres de masa hechos para subsistir en masa en una civilización de masas, donde el más pequeño grupo disidente de hombres libres será considerado como grave ruptura de equilibrio, amenaza de catástrofe, especie de grieta, de fisura, capaz de ocasionar bruscamente la caída de todo el edificio”. Ningún filósofo reconoce que no hay libertad de elegir si sólo los héroes, los conocedores y los ignorantes pueden permitirse el lujo de no elegir a ningún partido estatal. La persistencia de la servidumbre voluntaria europea prueba, con la fuerza de las evidencias, que el libre albedrío en asuntos públicos consiste en elegir entre dos o tres amos partidistas, igualados en ambición de poder, incompetencia política, pobreza cultural y corrupción moral, contra los que no se puede estar existencialmente sin socavar la sustentación y seguridad de las propias existencias personales. Nadie puede ser obligado a ser héroe. 
 
    
 
   La libertad política de elegir no está en la posibilidad de equivocarse, que en los anteriores sistemas representativos podía corregirse no votando al diputado infiel en la elección siguiente, por reacción anticipada a nuevos engaños. El drama de la elección está hoy en que se elija lo que se elija, se habrá elegido delegar en personas desconocidas, sometidas a disciplina de partido, la decisión sobre todas las dimensiones de la existencia personal o social, sin tener oportunidad de rectificar en la elección siguiente. Cada partido tiene un número casi fijo de partidarios que los votan hagan lo que hagan cuando están en el Gobierno. Si el elector no puede reaccionar ante el engaño y la corrupción de partido, la teoría de la elección es falsa. 
 
    
 
   Cuando la personalidad no se realiza con vocación profesional, la vida personal, sin prestigio doméstico, se suplanta con mecanismos de identificación ilusa y de autosatisfacción, mediante la adopción vital de ídolos de la tribu. Individuales o colectivos. Los militantes ponen en sus partidos la fuerza y seguridad que no tienen en sus profesiones. Se identifican ilusamente con siglas y famas sin causa. La falta de libertad de elección se manifiesta sobre todo en los momentos primerizos de adhesión sentimental, sin retorno, a los partidos de masas integrados en el Estado, y llamados modernos porque no surgen de una asociación para desarrollar un programa de gobierno, como sucedía en la época parlamentaria, sino de una ilegítima apropiación de símbolos nacionalistas o de clase. Es ilegitimo que un partido se apodere de los símbolos de un todo social para ganar adhesiones masivas sentimentales. En la RC sería ilícito, por ejemplo, que un partido se llamara republicano, español, italiano o griego. Sería discriminatorio y vejatorio para los demás partidos. 
 
    
 
   Cuanto menor sea la posibilidad de elegir libremente en las urnas, mayor será la confluencia a ese mágico cofre ranurado que hace de los siervos voluntarios reyes por un día, y de las inconsciencias individuales un colectivo maduro. Dime el voto que metes en las urnas y te diré la clase política que sale de ellas. Dime el partido estatal que votas y te diré la distinta razón de tu servilismo. Dime la sigla que escoges y de adelantaré tus sentimientos sin argumentos. La paradoja electoral, manifestada ya en las urnas de la Revolución francesa, consiste en que la participación aumenta en el mismo grado en que disminuye la trascendencia de lo votado. Cuando sólo votaban los ciudadanos activos, se votó masivamente. Con el sufragio universal, sólo el 16 %. La historia del sufragio demuestra que la intensidad del conflicto social no se traduce en mayores cotas de participación electoral. Las urnas actuales deciden algo insustancial para los votantes, a quienes les encanta el sistema de listas porque no les pide pensar y elegir, sino preferir sentimentalmente y votar. Una anécdota. 
 
    
 
   Raptados por la libertad de elegir, los instintos de placer y de aprender encuentran amores y vocaciones. Quien prefiere no ama lo que quiere. Quien opta, no desea hallar lo que busca. Quién vota, sin dar respuesta en su interior a los acontecimientos externos, no es libre. Sólo elige quien obedece a un impulso interno y continuo de libertad y de verdad, aunque sea la del sentimiento autónomo de la libertad. En la historia de las ideas, pocos pensadores se dieron cuenta de que las libertades fundamentales de la persona no son acciones libres de una voluntad no reglada por la ley, ni actos realizados por un sujeto sin derecho a ejecutarlos. Toda acción conforme a derecho, al suponer la previa existencia de un orden jurídico que la autoriza, no puede ser calificada de libre, a no ser que el concepto de libertad se confunda, bárbaramente, con el de voluntariedad. Voluntario y libre expresan cosas distintas. Con la idea tópica de libertad legal no hay otro derecho que el de hacer su deber, y no podrían existir más actos libres que los criminales y los abusivos de derechos ajenos. 
 
    
 
   Esta aporía de la libertad (distinta de la resuelta en la tercera antinomia kantiana, la contradicción entre determinismo natural y libertad moral) no sólo afecta a las libertades legales, que son meras facultades otorgadas por el ordenamiento jurídico a los titulares de derechos subjetivos. También afecta a la libertad de elección, pues quien elige entre opciones preexistentes se atiene a lo establecido. No crea. Escoge una preferencia, pero no realiza un acto libre. No añade elemento positivo alguno a la elección y no identifica su libertad con la adhesión a la opción elegida. Si la libertad se redujera a la doctrina de la elección pública, toda su dimensión política se concretaría en la cómoda libertad servil de poder elegir gobernantes entre lo único elegible, entre dos o tres amos estatales.
 
    
 
   La democracia no tenía que resolver esta aporía, porque su objetivo no es la representación política, ideada por la teoría liberal, sino la garantía institucional de la libertad política. La democracia no inventa las libertades civiles ni la libertad política. Son ellas las que, estando unidas en el mundo antiguo y separadas en el moderno, culminan su desarrollo creando, con la democracia política, la garantía institucional de su duración, mediante la separación y vigilancia recíproca de los poderes estatales. La Teoría Pura de la RC resuelve la aporía de la libertad legal porque, a diferencia de la democracia, hija de la libertad, la República es su comadrona. Alumbradora de una libertad enclaustrada en las matrices populares, y abortada casi siempre por falta de pericia paridora en dirigentes incapaces de resolver el problema de que la libertad no es la de elegir, sino la de crear posibilidades políticas y culturales de elección. El filósofo de los problemas, Nicolai Hartmann (1882-1950), llamó aporética a la parte de su filosofía dedicada a resolver las aporías surgidas de la fenomenología del conocimiento, entre ellas la de la libertad. El enfoque metafísico de su análisis, aunque no buscaba soluciones eclécticas, no permite que sus conclusiones sean aplicables a la libertad política, cuya dimensión vital mete en su aporía la necesidad de una acción colectiva del tercio laocrático de la sociedad, que conquiste la libertad fundante de todas las libertades fundamentales.
 
    
 
   Ante el hecho histórico de la necesidad de conquistar colectivamente la libertad política, se configura como payasada la hipocresía que pareció grandiosa dicha por Voltaire: “No creo en lo que usted dice, pero daría mi vida para que pudiera decirlo libremente”. A lo que añadió: “creo en la libertad de pensamiento, pero muera quien no piense como yo”. Tópico que hoy se complementa con el dogma liberal que confunde los derechos privados con la libertad. “Mi libertad acaba donde empieza la de los demás”. Es justamente lo contrario: “sólo se puede ser libre con la libertad de los demás”. Por eso la libertad política es colectiva. Quien no sienta en su corazón esta evidencia nunca sabrá lo que es y no es libertad política.
 
    
 
   Cuando no implican verdaderas contradicciones lógicas, las aporías suelen ser simples paradojas gramaticales, que la semántica y la etimología se bastan para resolver. Para saber si la expresión libertad legal es una contradicción aporética o una paradoja semántica, hay que atenerse a las etimologías de libertad y derecho (ley) en las lenguas indoeuropeas, a fin de averiguar si tienen significados equivalentes o compatibles, en cuyo caso no hay aporía o paradoja alguna en concebir la libertad como derecho, o, si se excluyen entre sí, dando lugar, con su incorrecta sinonimia, a la paradoja que llama libertad al contenido facultativo de los derechos subjetivos, para que sus titulares se crean libres, sin serlo. Todo derecho viene de una libertad suprimida al convertirse en facultad legal. 
 
    
 
   Frente a la claridad etimológica de la voz libertad (liber), que significa disponibilidad para procrear o crear, el sentido original de la palabra derecho es muy oscuro. El termino latino ius en ningún momento significó derecho o libertad. Enlazado con el verbo dico (ius-dicere), significaba “fórmula de conformidad“. Decir la pericia, decir la medicina. De la voz iura, que designaba la colección de fórmulas del ius (Doce Tablas), derivó el verbo iurare, con el significado de prestar juramento con “fórmulas a formular“, decir con solemnidad. La repetición literal del juramento era esencial, pues el ius iurare consistía en pronunciar la fórmula sagrada, la que comprometía al que la pronunciaba. En latín no es posible establecer una correlación de sentido etimológico entre derecho y libertad. 
 
    
 
   La misma conclusión se desprende de los términos griegos thémis y dikë. Su oposición aclara la imposibilidad de relacionar la libertad con el derecho divino que ordenaba la vida interna de la familia (thémis), ni con el derecho público que regía las relaciones entre las familias y la tribu (dikë). El término indo-iraní dhäman significa ley, y designa precisamente el orden prescrito por Mitra y Varuna para la casa y la familia. En plural, thémistes indica el código moral inspirado por los dioses, las leyes no escritas recogidas en dichos inmemoriales, adivinaciones de los oráculos, que inculcaban en el jefe de familia la conciencia de su autoridad absoluta para ordenar todos los asuntos interfamiliares. En el país de los Cíclopes no hay thémistes. Cada uno, dice Homero, dicta su ley a las mujeres y los niños.
 
    
 
   La libertad legal no es aporía, sino paradoja semántica que identifica los derechos individuales privados con las libertades públicas. La aporía aparece en la libertad colectiva que se ejerce de modo divisible a través de derechos políticos personales, o se integra en una acción colectiva simultánea. Se sabe lo que es derecho de voto, de información, de expresión, de asociación, de reunión o de petición. Se ignora que esos derechos facultativos no son actos de libertad política, ni creadores de libertad. Son actos sujetos a las limitaciones de los derechos políticos. El punto de no retorno, en la investigación de lo que es libertad política, se alcanzó cuando la filosofía liberal planteó la aporía de la libertad política, y redujo a paradojas semánticas las pretensiones del lenguaje mediático que llama libertades civiles a las meras facultades del derecho privado. Eliminada del ámbito civil, la aporía de la libertad en el sector público no descubre dónde está y en qué consiste la libertad republicana. La historia de la libertad no permite creer que los derechos subjetivos sean para la civilización actual lo que para la antigua fue la libertad política. Sólo si se resuelve la aporía de la libertad política, se podrá saber por qué las libertades personales se llaman derechos civiles en EEUU, y por qué fue tan distinta, allí y aquí, la recepción de los derechos naturales. 
 
    
 
   ¿Cuál es la novedad del pensamiento moderno sobre la libertad? La libertad política, la colectiva, comenzó a pensar sobre sí misma con la acción revolucionaria francesa. Pero el pensamiento positivo y negativo de la libertad no siguió a la acción colectiva. Para detenerla concibió las libertades personales, privadas y públicas, como continua eliminación de obstáculos exteriores al modo de estar las naciones y las personas en el mundo político. Una liberación de impedimentos externos a los deseos individuales. Una liberación que pone fuera de las conciencias el fundamento de la libertad. Una liberación que da nacimiento a la libertad de y a la libertad para. Una liberación que aumenta las opciones materiales del libre albedrío con la elección pública de mercaderías políticas. En definitiva, una liberación del consumo, incluso del producto político. . 
 
    
 
   Si la teoría liberal fuera consecuente reconocería estos postulados: 1. La ciencia y la tecnología son las únicas potencias liberadoras de la libertad de y para algo. 2. El fundamento de la libertad política no está en la moralidad (error de los antiguos), sino en la mentalidad cultural que libera a los gobernados de servidumbres voluntarias a los gobernantes. 3. Los gobernados están más capacitados que los gobernantes para ver la realidad. 4. Las catástrofes naturales de la libertad de y para, aumentan en la medida en que las poblaciones se desarrollan con desprecio de la Naturaleza.
 
    
 
   La reflexión sobre la libertad política ha percibido, en todos los intentos de realizarse, que el obstáculo no es exterior ni opuesto por naturaleza a la de la materia gobernada. Colocada ante la hipocresía o el cinismo de la cultura postmoderna, la libertad política proclama que ella no es una libertad de algo ni para algo. Es libertad de todos para nadie en particular. Es libertad colectiva para sí misma y por sí misma. La demagogia simula libertades con el ardid de liberaciones de obstáculos externos. La libertad política tiene en sí misma la potencia de liberación de toda clase de servidumbres voluntarias, en tanto que, por su naturaleza auto-liberadora, es el único modo civilizado de trascenderlas. Libertad republicana es libertad de ciudadanos iguales. Imposible de tener con la libertad socialdemócrata de mejorar las existencias, sin igualarlas en libertad de acción política. 
 
    
 
   Ni el liberalismo ni el socialismo comprendieron que la libertad política, en tanto que libertad colectiva y simultánea, no es una libertad más entre las personales (votar) o de clase (huelga), sino la libertad de constituir el poder político con ella. Un tipo de libertad fundadora, fundante y fundamental que no es libertad de o para, sino libertad creadora y mantenedora de un sistema de libertad política. Su carencia ha causado el abismo europeo entre Estado y Sociedad, rellenado con riqueza bruta eventual y pobreza política permanente, con civilización técnica y cultura amoral. 
 
    
 
   El análisis de la aporía de la libertad legal, la sima abierta entre esos dos términos, permite comprender la vacía retórica de la propaganda liberal en el hecho de que con la libertad legal falta todo punto de apoyo en algún tipo de voluntad moral y de ética colectiva. No hay libertades ni derechos fundamentales si no hay una libertad política colectiva que sea sostenedora de todas las libertades personales, y con prioridad a todas ellas, de la libertad de pensar, que el consenso aborta en su germen antes de nacer. 
 
    
 
   El poder militar estadounidense improvisó poderes estatales para acordar la reconstrucción europea, al mismo tiempo que el poder cultural (Unesco) organizó encuentros internacionales (Ginebra 1947) entre los intelectuales para definir el porvenir de Europa. Como las ideas no producen ideas, aquellos famosos filósofos no tenían nada que proponer, salvo un retorno al mundo de entreguerras que había sucumbido a la barbarie totalitaria. El vencedor les dio seguridad, en lugar de libertad, con un Estado de Partidos, en sustitución del parlamentarismo, que eliminaba las incertidumbres de la libertad política y daba consistencia a un nuevo frente de guerra fría. Grandes especuladores de la mente elaboraron ideas metafísicas sobre la libertad que implicaba la imposibilidad metafísica de libertad política. La más famosa de esas elucubraciones se llamó libertad existencial. Versión de la estoica autenticidad personal interna sin libertad externa colectiva.
 
    
 
   Si en alguna parte de la humanidad existe libertad no será desde luego porque se haya originado en el deseo de que exista, ni porque sea cada yo quien la haya elegido. Este absurdo constituye la tesis de K. Jaspers sobre la diferencia entre la libertad existencial y las demás formas de libertad. Pensó que la libertad era saber útil más libre albedrío. Pero no hay libre elección si el saber no ha participado en la creación de lo elegible. Se imaginó que la libertad trascendental era la autocertidumbre en la obediencia a las leyes del imperativo categórico. Pero las leyes civiles resuelven o crean conflictos de intereses ajenos a la moralidad personal. Creyó que la libertad existencial era la autocertidumbre en el origen histórico de la decisión, como si el yo fuera el sujeto de la historia. Por eso Jaspers concluye con este anacoluto: “Sólo en la libertad existencial, que es sencillamente inaprensible, es decir, para la cual no existe ningún concepto, se realiza la conciencia de la libertad“. La libertad ¡cuestión de conciencia! 
 
    
 
   Menos mal que Paul Sartre salvó el honor de la libertad existencialista. “La libertad precede a la esencia del hombre y la hace posible”. La libertad humana está ya, potencialmente, en la especie. Lo que llamamos libertad no puede distinguirse de ser realidad o potencialidad humana. Sin libertad no hay realidad de hombre. La etología de los mamíferos superiores disminuye hasta lo imperceptible las fronteras de la conciencia. 
 
    
 
    ¿Acaso el aprendizaje no se basa en el instinto? Un elefante, como un nacionalista, puede reconocer su identidad en un espejo. En esencia y existencia, no hay más posibilidad de libertad que en la integridad del ser humano. La libertad requiere conocimiento de sí mismo y conciencia de la realidad social. Exige voluntad y disponibilidad. Los sujetos de la partidocracia son criaturas incompletas. Lo genuino en la filosofía de la libertad de Sartre es la creencia de que la realidad humana oculta a sí misma su propia libertad, y por tanto su responsabilidad. La fuente de la angustia mana fe, no libertad. Si “el hombre está condenado a ser libre” (Ortega), está por ver el héroe que, sin libertad colectiva, asuma las consecuencias de su condena. La obligación de ser libre no es personal. Atañe a la propia realidad humana. Sin libertad deja de ser y de hacerse a sí misma. Para elegir ser libre no hay razones personales, ni motivaciones inconscientes. Si el factor pasional de la libertad no estuviera en la capa consciente o semiconsciente, sino refugiado o reprimido en el inconsciente del sujeto, no sería libertad moral. La pasión de libertad no está ni más allá ni más acá de la conciencia de su inexistencia en la actualidad, de la conciencia de su necesidad en un presente sin libertad política colectiva. 
 
    
 
   Si Jaspers se preguntaba por la autocertidumbre del origen histórico de la decisión de ser libre, en lugar de haber buceado en la psicología individual, debería haberla buscado en las razones de Hobbes para situarla en un Soberano y en el fracaso de la Revolución Francesa. El filósofo del temor se preguntó qué forma de Estado preservaba mejor las libertades, y respondió que en la de sumisión absoluta a un soberano absoluto, pues la libertad sólo puede conservarse con el sacrificio de las libertades. El psiquiatra existencialista pudo conocer la motivación subjetiva de la contradicción hobbesiana si hubiera sabido que el pánico de su madre a la Armada Invencible lo trajo al mundo prematuramente. La libertad que exigía el sacrificio de las libertades era la unión de todos contra la invasión de la Isla. Y en el Terror revolucionario habría encontrado cuando las libertades se sacrificaron a un soberano popular que las inmolaba a la facción jacobina, del mismo modo que el temor termidoriano a un retorno del jacobinismo las mantuvo secuestradas en diputación permanente, hasta que Bonaparte usurpó la soberanía para convertirse en Napoleón. 
 
    
 
   Como sucede en el conocimiento de la extrema pobreza, que la nueva riqueza olvida, los verdaderos expertos en libertad política son los que, padeciendo su ausencia, lucharon para conquistarla y fracasaron. Ellos saben mejor que los filósofos lo que es libertad política y libertades personales y, mucho mejor que los gobernantes cual es la clase política que se opone a tenerlas en Europa. A esos luchadores no los confunden las veladuras de los derechos sociales ni las urnas partidocráticas. 
 
    
 
   Sólo hay una clase de libertad política. La colectiva. La constituyente del sistema político. La que retiene el poder de reformarlo. Todas las libertades personales civiles o públicas, son constituidas. Sea por tradición, en tanto que derechos subjetivos, sea por Constitución, en tanto que derechos políticos y sociales. La libertad constituyente de la forma de Estado y de Gobierno es la matriz guardadora de las demás libertades. En la dimensión constituyente de la libertad, en el cómo se erige en Sistema político, contra todo Régimen de poder, es donde la forma de la materia social perfila, con libertad, el contorno republicano. La Monarquía no tiene esa potencia. Si en el desarrollo de la materia social prevale la tendencia hacia la individuación de su naturaleza compositiva, la igualdad formal de sus miembros ha de ser forzosamente republicana. La forma de la República es el Estado constitucionalmente republicano. La Monarquía no está en la accidentalidad de la Jefatura del Estado, sino en la sustancialidad de la tendencia individualizante de la materia social, que crea el predominio de la diferencia, lo arbitrario y lo privilegiado en todo poder oligárquico. El poder de la distinción social. Por esta razón material, la Monarquía no ha sido, no es y no puede ser, causa, objeto ni finalidad de la libertad constituyente. Los Reyes no son elegidos ni elegibles por los pueblos. 
 
    
 
   El pensamiento adocenado se resiste a creer que sea posible identificar la verdad política con la libertad colectiva. La equiparación de estos dos valores, con diferentes campos de aplicación, no pretende ser un universal, pues en la materia física reina la necesidad y en la materia social, el conflicto. La identidad de verdad y libertad se contrae a la esfera de lo político. Aquí se produce el descubrimiento de que la verdad, en la relación de poder entre gobernantes y gobernados, entre Estado y Sociedad, está y sólo puede estar en la libertad colectiva que la funda. Lo cual no quiere decir que esa verdad=libertad haya creado las relaciones de poder ni los Estados, pero sí que es el único fundamento legítimo de la estabilidad del binomio Sociedad-Estado. El problema político nace de todo tipo de poder que no emane de la libertad colectiva constituyente. 
 
    
 
   Verdad política y libertad colectiva son la misma cosa. Esta idea es más revolucionaria que cualquier ideología de la voluntad de poder. La dificultad está en cómo hacer para que la sociedad acceda al conocimiento de la verdad política del mismo modo que llega a las verdades científicas. La epistemología de lo político y la política es el único camino donde se encuentra la ecuación de identidad verdad=libertad. Ecuación despejada en el momento crucial de la libertad constituyente. La oposición a este conocimiento de la realidad de la materia política ha sido función histórica de las mentalidades de dominación y de las ideologías de salvación, incluida la religión, matriz de todas las ideas de servidumbre. 
 
    
 
   El idealismo griego identificó verdad, belleza, bondad y libertad en el orden del universo y en la esencia de lo humano. Pero la separación entre naturaleza y moralidad, el dualismo cartesiano, dejaron la libertad colectiva, salvo en la ética de Spinoza, sin fundamentos en la naturalidad. La inteligencia cognoscitiva de la materia era espejo de la Naturaleza. La libertad de la voluntad electiva del espíritu era fuente de la Moralidad. El materialismo no podía unir la libertad política a la verdad social. Si ésta se determinaba por las relaciones de producción, aquélla sólo podía ser ilusión. La filosofía buscaba la virtud que realizara la identificación de verdad y libertad. Platón y Aristóteles la encontraron en la nobleza del hombre sabio, justo y honrado, en la síntesis ética-estética que realiza la unión de lo bello y lo bueno (kalokagathía), donde el poder se legitima por su función educativa en la verdad. En esa unión encontraron los griegos “el principio supremo de toda voluntad y de toda conducta humanas, el último motivo que actúa movido por una necesidad interior y que es al mismo tiempo el móvil de cuanto sucede en la Naturaleza, pues entre el cosmos moral y el cosmos físico existe una armonía absoluta” (Jaeger, Paideia, Los ideales de la cultura griega. Fondo de cultura económica, Madrid, 1990).
 
    
 
   El hiperhombre de Luciano y el superhombre de Zaratrusta, siendo tipos derivados de la kalokagathía, no sobrepasan la dimensión personal de la virtud griega, como tampoco la supera el ideal de vida auténtica en la filosofía existencial, salvo en la noción de libertad del último Heidegger, que la fundamentó en la verdad (De la esencia de la verdad, 1943), cuando dejó de obsesionarse con el Dasein existenciario. 
 
    
 
   Más que correspondencia entre mente y cosa, la verdad consiste en un descubrimiento. En la cosa social existe verdad y falsedad. Ésta encubre la degeneración en el ser social. Aquélla la descubre. Lo descubierto permite que se descubra porque la cosa social está abierta al conocimiento de la verdad, a causa de su homogeneidad con la libertad del espíritu que la busca y encuentra. La libertad que descubre la verdad la convierte en verdadera, al modo como la verdad científica se hace verdadera en la ciencia aplicada. La verdad se hace verdadera en seres no degenerados por pasiones de dominación o esclavitud. Heidegger pensó que la verdad es la libertad porque veía, en la apertura de la cosa a su conocimiento, una cierta liberación, una entrega previa de la materia social a la esencia de la verdad. Lo cual implicaría la existencia de un tipo de libertad que no expresaría decisiones de la voluntad. Una libertad que no posee el hombre, sino que lo posee. Pero Heidegger no podía identificar verdad y libertad política, pues la idea de liberación, apertura del ser social al conocimiento de la verdad, presupone una acción voluntaria de la libertad colectiva que, por la lógica del consecuente, es posterior al conocimiento de la verdad. 
 
    
 
   La aporía de Heidegger la resuelve la pasión de libertad colectiva que conmociona la acción liberadora. La pasión común supera la ilusión de fundarla en alguna virtud trascendental, como los griegos, o en el círculo vicioso de una ontológica libertad objetiva del ser social. El fundamento de la libertad-verdad está en un principio universal, que no es el de la utilidad a la especie humana, como creyó Nietzsche, sino el de la lealtad de la Naturaleza a lo natural. La homogeneidad de la forma republicana con la materia social permite que la libertad constituyente realice la adhesión de lo común a la Sociedad y al Estado. La verificación de este fundamento de la verdad política en la libertad constituyente, la consideración de la libertad colectiva como lo único que es verdadero en la relación de poder, está en la experiencia viva de la libertad (EEUU, Suiza), y en su fracaso europeo. 
 
    
 
   Europa sentó las Monarquías en tronos religiosos con sentimientos de fidelidad. El regnum, rama activa de la sociedad cristiana, se legitimaba como hecho natural sancionado por Dios. Pero el Papado no podía renunciar a la plena potestas en cuestiones temporales. Bonifacio VIII (1302) estableció la hierocrática teoría del gobierno papal. Juan de París la rebatió con el hecho de que la propiedad era anterior a los gobiernos y a la Iglesia. Una idea que, con Marsilio de Padua, fundamentó la separación del orden político del religioso, como Locke haría después, frente a la idea patriarcal del poder, dando importancia decisiva a la anterioridad del derecho de propiedad, del que nace el derecho a la libertad. Argumento repetido por Robert Nozick (Utopia, Estado, Anarquismo, 1974) con aires de modernidad, cambiando la terminología política por la juridica de “pertenencias y prescripción”. Error sustancial: la libertad colectiva, garantía de las libertades personales, no es derecho ni facultad personal. 
 
    
 
   Antes de que Lutero titulara uno de sus panfletos con la expresión “libertad cristiana” (1520), liberación de todo deber imposible salvo de la Palabra de Dios, y de que Melanchthon hablara de “república cristiana”, la expresión sociedad republicana se utilizó para designar la forma estable de la sociedad. Los glosadores Bartolo y Baldo, encontraron el fundamento de la libertad republicana en el principio de la igualdad de derechos, derivado de la jurisprudencia romana (quod tangit omnes). Lo que a todos afecta, a todos corresponde decidir. Nada hay más común que la res-publica. Si a todos afecta por igual, a todos corresponde por igual el derecho, y a veces la obligación, de constituirla y gobernarla. A diferencia de las libertades derivadas del ejercicio de derechos privados, la libertad republicana es, por petición de principio, la libertad colectiva derivada de la res-publica. En aquella sabia sentencia latina germinó la idea de libertad republicana. Cuyo fundamento no está en la virtud, sino en la lealtad del derecho de todos a participar libremente en la cosa pública de todos, en la República. 
 
    
 
    
 
   El problema político de la libertad 
 
    
 
   Antes que político, el hombre era un animal social. Durante millones de años, el homo sapiens-sapiens padeció oscuras angustias de grupo y claros problemas de supervivencia. Aquellas las calmaba con sentimientos de sumisa adoración a fuerzas naturales que no comprendía. Y enfrentaba las necesidades vitales con invención de utensilios y armas que aumentaban su eficacia cazadora y guerrera. Pero no tuvo problema político. El grupo era a la vez poder y sumisión. El problema político se planteó hace diez mil años, cuando nuestros antepasados se establecieron en asentamientos fértiles y hospitalarios, que le permitieron producir más alimentos de los que consumían. La justicia distributiva creó la necesidad de la política. La distribución de agua de regadío, la organización del culto público con sabiduría de oráculos y el almacenamiento de granos en los espacios sagrados, motivaron la creación de un poder central administrativo, inicialmente sacerdotal, y la especialización tripartita de las funciones sociales que caracterizó a los pueblos indoeuropeos. La socialización de la tribu en clanes gentilicios se anticipó a la individualización. Se crearon jerarquías con la apropiación de los excedentes alimenticios. La monarquía, el poder de uno sobre todos, era más estable que la competencia por el mando entre tiranos. Con la discordancia apareció el genuino problema político: la lucha por el poder central sin libertad política colectiva. 
 
    
 
   El pueblo ateniense venció a la gobernación de tiranos oligarcas hace 2.500 años, y resolvió el problema político identificando la libertad colectiva con la democracia asamblearia. Tras doscientos años estelares, un dilatado periodo en Roma y asomos de vida independiente en ciudades medievales del norte de Italia, la disolución de la síntesis republicana se consolidó, tras el combate por la supremacía entre Imperio y Papado, con la emergencia de la razón de Estado, la colonización de continentes por pueblos europeos, las guerras de religión, el dominio de los mares y del comercio por las potencias colonizadoras y el derecho divino de los Reyes absolutos. 
 
    
 
   Los conflictos sociales causados por la explotación de la miseria fueron el problema político de Europa. En EEUU, sin tradición feudal y sin conflicto social en un inmenso país habitado por menos de 7 millones de personas, el problema político, al plantearse con su Independencia la constitución del poder político en el Estado, se resolvió con la libertad republicana en una democracia representativa, que sólo dejó de resolver el conflicto social de la segregación racial. Cuando este conflicto se convirtió en problema político, tuvo que resolverlo en la guerra civil de Secesión, con el triunfo del Norte yanqui sobre el Sur esclavista. Y la negritud recobró la categoría de conflicto social, a costa de su problema ontológico aun no resuelto. 
 
    
 
   Antes de la Revolución los pueblos europeos tenían un problema político que resolver: la servidumbre voluntaria. Encontrar una causa nacional, moral y racional en la que fundar la relación política. A diferencia de la rebelión norteamericana, la Revolución no planteó el problema político en sus propios términos. Las facciones revolucionarias lo dramatizaron en el conflicto de la razón con las jerarquías aristocráticas y la doctrina de la religión católica. Al principio y al final creyeron resolverlo, como todos los conflictos entre élites, mediante un arreglo concordial de reparto del poder político. El ansia de estabilidad gubernamental sustituyó la dictadura jacobina por la sinecura del Directorio, como tránsito a la consulatura bonapartista. Ese bastardo arreglo condicionó la política europea durante 212 años de irresponsabilidad gobernante. La confusión entre problema político y conflicto social embrolló la solución del primero. Desde entonces no se ha planteado en la práctica de la acción, ni resuelto en la teoría. 
 
    
 
   Al separar Estado y Sociedad, la Revolución Francesa dejó al individuo sin cuerpos intermedios que realizaran la mediación en la discontinuidad de dos ámbitos de vivencia separada. El desdoblamiento de la moral en dos lealtades producía una conciencia escindida. De un lado, una conciencia de lo social, apasionada por la original igualdad del principio de dividuación de la especie. De otro lado, una conciencia de lo político, exaltada por las diferencias creadas por el principio de individualización en la comunidad nacional. Cada una comportaba distinta valoración de la justicia distributiva y de las libertades políticas individuales o de clase social. 
 
    
 
   La consecuencia de esta escisión entre el modo de ser individuo social y el modo de estar ciudadano político, entre la manera de realizarse la persona en la Sociedad y en el Estado, escindió también la visión y el pensamiento sobre la realidad de la posición del hombre en su nación y en el mundo. Las ideas políticas, que siempre habían sido producidas en el contraste de los hechos de poder y la conciencia social de lo real, fueron sustituidas por ideologías que anteponían la conciencia de una parte de la sociedad a la realidad de la experiencia social, velada por ideas parciales propagadas como totales. Las ideologías desplazaron a las ideas para que éstas no fueran descriptivas de la realidad, sino de sus apariencias dinámicas. El pensar se sustituyó por el creer, las ideas por creencias y los criterios por opiniones. Los ismos sacralizaron el pensamiento político. Liberalismo, anarquismo, socialismo, comunismo, nacionalismo. No eran pensamientos sobre la totalidad de lo real, sino religiones comulgantes con una parcialidad ideal. Las ideologías de clase, monoteístas y excluyentes, imposibilitaron la síntesis de los elementos sociales amalgamados, tras la descomposición revolucionaria, en el cínico Estado liberal y con la brutalidad criminal de los Estados socialistas y nacionalistas. 
 
    
 
   La síntesis hegeliana superaba la antítesis de los contrarios, sin salir del terreno abstracto de la mera lógica, integrándolos en una tesis superadora de la contrariedad formal. Las hipótesis ideológicas excluían la posibilidad de síntesis reales. La historia europea se resignaba ante la oposición violenta de los contrarios, como en la ideología liberal, o aceptaba que uno de ellos eliminara al otro, como en la ideología socialista y nacionalista. Las modernas marcas publicitarias de la mercadería política, neoliberal o socialdemócrata, no realizan síntesis alguna. Designan a partidos estatales financiados por los contribuyentes. Grupos de poder que no creen en nada superior que transcienda al reparto entre ellos de las funciones del Estado. 
 
    
 
   Los partidos estatales no tienen otra finalidad que la de gobernar por turnos, enriqueciendo prebendariamente a sus amigos o deudos. Esta innoble función la legitiman con la idea-acción residual (Pareto) de que, en su origen, los partidos societarios estaban amparados por la libertad de asociación con programas de acción política, entre los que los gobernados podían elegir. Esa legitimación de origen y ejercicio, propia del mundo liberal post-revolucionario, desapareció por completo en los actuales Estados de Partidos. El ocaso de las ideologías no llevó aparejado, por razones de guerra fría, el de los partidos que las reproducían en el lenguaje, pero no en las acciones. Incorporados al Estado, continuaron la rutina, devenida farsa, de justificar su existencia por la necesidad de competir para la conquista del poder gubernamental por uno de ellos. No se percataron de que ese objetivo perdió su legitimidad cuando todos se hicieron estatales. La competición no desapareció, pero cambio de naturaleza política y de escenario. No era lo mismo competir para conquistar el poder político desde la sociedad, que hacerlo desde el Estado, en tanto que órganos del mismo. Repartirse el poder no es conquistarlo, sino heredarlo sin conquista. 
 
    
 
   La legitimación de los antiguos partidos societarios no puede ser la misma que la de los partidos estatales. Nadie lucha por conquistar lo que ya tiene. El escenario de la competición electoral cambió cuando las elecciones asumieron la función de fijar la cuota de poder estatal de cada partido. No sólo de los que tienen posibilidad electoral de ser gobernantes, sino incluso de los testimoniales de algún pequeño sector social, con tal de que logren al menos un diputado. La sociedad gobernada no legitima hoy la ocupación del Gobierno por el partido ganador de elecciones legislativas. Lo que legitima es un reparto de cuotas de poder estatal entre partidos estatales. El anterior Estado-organización ha devenido por fin Estado-sociedad política, como en la concepción hegeliana y marxista. El partido que gobierna lo hace en nombre de la masa partidaria que lo vota y de la pequeña minoría de la planicie, sin partido, que desea cambiar el gobierno por el escándalo de corrupción gubernamental más cercano a las nuevas elecciones.
 
    
 
   El partido ganador, con el 40 % de los votos emitidos y menos del 30% del censo, gobierna a toda la nación sin instituciones que lo controle, pues en todas ellas tiene la cuota mayoritaria. La sociedad se cree representada por el partido ganador y la minoría asociada. Esa es la servidumbre empeñada en creer que sus amos políticos no actúan por interés personal, sino por el de la comunidad nacional que dicen representar. Nada importa que los diputados no representen a nadie, salvo a sus jefes de partido, ni que actúen siempre bajo su mandato imperativo. Lo que importa es que el reparto del poder político, entre partidos estatales, pueda considerarse forma normal de vivir, sin libertad política, la vida colectiva, y que a ese gatuperio se le llame democracia en la forma de gobierno. En este nuevo Régimen de poder estatal, el problema político sólo puede manifestarse de modo indirecto a través del continuo crecimiento del gasto público y del paro, con abstención electoral, disolución del lazo nacional, corrupción de partidos, pirronismo moral y desprestigio de la clase política, que ocupa el último lugar en las encuestas sobre escalas de valoraciones sociales. 
 
    
 
   El problema político del parlamentarismo, la representación del interés nacional por un mero diputado local y la inseparación del poder legislativo respecto del ejecutivo, quedó eliminado con la fraudulenta idea de que la incorporación de los partidos al Estado sustituía la antigua representación de la Sociedad por la nueva integración de las masas en el Estado. Las Constituciones llamaron separación de poderes a la separación de funciones del poder salido de las urnas de partidos. Ese fue el argumento de la jurisprudencia de Bonn en favor de la partidocracia, a la que consideró moderna superación de la democracia directa de Rousseau, en palabras literales del Presidente del TC de Bonn, Gerhard Leibholz. 
 
    
 
   Las diferencias entre los ideomas neoliberal y socialdemócrata, turnantes y tunantes en el gobierno de partidos, son tan insignificantes que, sin aflorar en las acciones de gobierno, tipifican con antiguallas demagógicas su particular idiotismo. Sustituyen las ideas con frases entrecortadas que sirvan de titulares de prensa. Esas frases hechas, esos insignificantes y vacíos tópicos domésticos, sin ser integrados en un contexto temporal, espacial, circunstancial o argumental, constituyen la cultura política enseñada en las Universidades. Completada con la propagada en medios de comunicación serviciales a cada partido estatal de gobierno o de espera de gobierno. Las siglas publicitarias neoliberales y socialdemócratas, como todo el mundo mediático, niegan la existencia de problema político genuino. Atribuyen los conflictos sociales y las discrepancias políticas a ignorancia de las masas en cuestiones de Estado y de Mercado. Bismarck instituyó la confusión del problema político con el conflicto social. Y mereció por ello la alta consideración de primer estadista europeo. 
 
    
 
   El genuino problema político ha sido ajeno a las ciencias sociales. Para ellas consiste en la visión del objetivo último de la política en la competencia entre partidos estatales para mantener o aumentar sus cuotas de poder en el Estado. Definición verdadera para los partidos ubicados en él, pero enteramente falsa para el otro polo de la relación de poder, la Sociedad gobernada. El problema político está precisamente en el polo suprimido, en los gobernados que sufren la acción de gobierno, sin haber sido protagonistas en la forma de constituirlo y sin poder para controlarlo. 
 
    
 
   Un intelectual francés de prestigio, con experiencia en asuntos de Estado, Bertrand de Jouvenel, publicó The Pure Theory of Politics (Cambridge University Press-Yale University Press), traducida al francés (Calmann-Lévy 1963), bajo el título De la Politique Pure, con un addendum sobre El mito de la solución, referente al problema político. Y llegó a la conclusión de que este problema es insoluble, después de haberlo definido como “esperanza de encontrar en común un algoritmo que proporcione una cierta respuesta a la cuestión que preocupa a espíritus diferentes”. 
 
    
 
   Jouvenel comienza poniendo de relieve el contraste psicológico entre el placer de comprender la solución a un problema matemático y la insatisfacción causada por las distintas respuestas a un mismo problema político. Para que este contraste fuera didáctico, tendría que haber señalado la distinta percepción que todo escolar tiene de la diferencia entre problema y conflicto. En el colegio, los niños saben enseguida que no es lo mismo resolver una ecuación que hacer las paces entre pandillas rivales; que una cosa es la satisfacción total procurada con la solución racional de un problema matemático, y otra de muy distinto género la inseguridad que sienten ante todo arreglo voluntarioso de un conflicto. Saben que la buena razón, suya o del maestro, encuentra soluciones definitivas a los problemas de la ciencia planteados con los datos adecuados, mientras que la buena voluntad no basta para conciliar de modo duradero a dos bandos enfrentados por causas sentimentales o por intereses materiales. 
 
    
 
   En las Transiciones de un Régimen de poder a otro, la concordia entre mandamases se transforma en reconciliación nacional, como si el problema no fuera político sino religioso. El Estado de partido único se sustituyó por el de varios, como si la obediencia se legitimara por turnar el mismo tipo de mando. El malestar cultural europeo, y el peorestar mediterráneo, derivan de que nadie comprende que el problema del mando-obediencia no haya sido correctamente planteado, ni lógicamente resuelto, en dos siglos de confrontaciones sangrientas, causadas por la aplicación a la política de los métodos de enfrentamiento o componenda en los conflictos sociales, que era el obscuro horizonte de las ideologías de clase o nacionalistas.
 
    
 
   Si definimos bien el problema político, que siempre ha sido y seguirá siendo el de la libertad política colectiva, la solución se desprende, como en la ciencia, de la realidad de los datos que entran en la ecuación y de su correcto planteamiento. Se equivoca Bertrand de Jouvenel al creer que el problema político no tiene solución. Lo insoluble son los problemas creados por las ideologías, veladuras de la realidad, cuyas soluciones imaginarias y simplificadoras fracasaron con gran estropicio en Europa. 
 
    
 
   Terminada la Revolución, la inercia reaccionaria creyó que el problema político que la provocó se resolvería con una vuelta a la situación anterior (Restauración). El anhelo de unidad en las facciones, tomando los efectos por la causa, creyó que el problema político lo resolvería un Estado Total que suprimiera las diferencias políticas, bien sea eliminando la política en el seno de la Sociedad, con un Estado ocupado por la reacción social (fascio-nazismo), o bien con una sociedad enteramente absorbida por el Estado totalitario surgido de una revolución de la igualdad (sovietismo-socialismo). La ideología liberal nunca concedió trascendencia a la escisión de la conciencia individual en societaria y estatal. Confió en que la libertad de mercado las uniría con el aburguesamiento de la clase obrera. 
 
    
 
   El final de la guerra fría puso al descubierto no solo la falsedad de todas las ideologías, sino que el problema político no lo causaba la natural separación de lo público y lo privado, sino la ausencia de control efectivo del Estado por la Sociedad, lo cual volvía a reproducir el viejo problema de la servidumbre voluntaria en la nueva relación de mando-obediencia, impuesta por el Régimen partidocrático, sin libertad política constituyente. 
 
    
 
   Pero el problema político, si está planteado en sus propios términos, tiene una solución tan plausible como en los problemas científicos. Pues lo que reproduce ahora el viejo problema es precisamente la no separación de los poderes estatales y la no representación de la sociedad civil en el Estado de Partidos. La solución no ideológica del problema político está en la sencilla y elegante ecuación de identidad verdad=libertad, que la democracia representativa realiza, como lo hizo en su tiempo la directa. Sin necesidad de que la experiencia colectiva lo confirme, la solución de un problema produce efectos comprometedores en la mente y conducta de quienes la descubren. El conocimiento de la verdad política se aferra a sus vidas personales con la lógica implacable de los conocimientos científicos. Viven pendientes del menor fallo en las experiencias inmediatas o en comprobaciones históricas, hasta que la corroboración definitiva de la hipótesis incorpora el descubrimiento a la vivencia común. Y queden, al fin, liberados de su avasallador compromiso personal, mediante la confortable instalación en la verdad política como libertad colectiva.
 
    
 
   La primera condición para resolver el problema político, el de la libertad colectiva, es la necesidad metódica de evitar su confusión con el conflicto social, que no tiene relación ni nace de libertad política. Esta condición no la cumplió Jouvenel. Todos los ejemplos históricos que cita, en apoyo de su tesis negativa, no eran problemas políticos, sino conflictos internacionales o sociales. Como él mismo reconoce “en lo concerniente a los problemas políticos que acabamos de citar, los datos del problema son contradictorios”. ¿Por qué los cita entonces para seguir afirmando que el problema político es insoluble? ¿Por qué niega la posibilidad de solución de un problema en una materia cuya identidad no ha definido previamente? Esto dice Jouvenel: “Para todo problema político, la contradicción en los datos prohíbe una solución en el sentido propio del término. De otro modo sería problema pero no un problema político”. En primer lugar, la contradicción en los datos no permite resolver problema alguno, sea político o científico. En segundo lugar, con datos contradictorios el problema político no es “otro” problema, sino el mismo problema, pero carente de solución teórica y práctica por estar mal planteado. Y en tercer lugar, no es posible saber si los datos son contradictorios sin haber definido antes la diferencia sustancial entre problema político y conflicto social, entre libertad colectiva y justicia social distributiva, entre poder y facultad. 
 
    
 
   Hay problema político en todo conflicto causado por la falta de libertad política. La huelga denota un conflicto laboral en un conjunto de empresas o en un sector económico. La huelga puede crear un problema político, pero ella no es problema político, sino conflicto social. Si una huelga general política triunfa y no produce en el acto la apertura de un periodo de libertad constituyente, el Régimen que la padece confiesa su incapacidad para resolver el problema de la libertad colectiva. Esto no significa que las huelgas y las crisis de gobierno no tengan lugar en las democracias. Sucede en ellas que el problema político se plantea a la vez que la solución institucional, como en los casos de impeachment. Sin libertad colectiva, todo conflicto social importante es problema político. Y sin justicia distributiva, el problema político se enmascara como conflicto social. 
 
    
 
   La naturaleza del problema político, la claridad de los términos que lo definen, no permite que en él entren hechos contradictorios, o de distinta naturaleza, ni que pueda confundirse, por la evidencia de sus síntomas, con conflictos de otro origen social, aunque puedan afectar a la credibilidad, consistencia o plausibilidad de alguna de las instituciones estatales. Sólamente un conflicto social o ciudadano que afecte gravemente a todas las instituciones, puede convertirse en problema político, sin solución prevista en las Constituciones, salvo por el cauce de la libertad constituyente que en Europa no es la de imposible reforma constitucional. 
 
   El descubrimiento de que el problema político lo resuelve con sencillez la ecuación verdad=libertad, constitutiva de la democracia, produce efectos inmediatos en las personas que, ante el desvelamiento del enigma de la libertad política, se sienten empujadas a procurarla para poder ser libres con la libertad de los demás. Sin este lazo epistemológico con la libertad, los compromisos ideológicos operan como ilusiones de las oligarquías, donde el cuerpo de intereses materiales, con la luz de la verdad a sus espaldas, sólo puede perseguir las opacas sombras alargadas del ocaso. 
 
    
 
   La sustitución de la razón por la fe separó a las ideologías del camino de la ciencia. Nacieron en el fragor del conflicto social para comunicar a cada parte la fe en el triunfo final de su causa. Desgarradas por la historia, las ideologías aún ondean sus jirones descoloridos como banderas de partidos estatales sin causa civil. De ser concebidos como medios de liberación, los partidos han pasado a ser fines de sí mismos e instrumentos de dominación. Permanecen en el Estado con ignorancia de lo que mantiene vivas las esperanzas de la sociedad. No pueden resolver el problema de la falta de libertad política, porque ellos son hoy la causa que la alimenta y reproduce. 
 
    
 
   Descubierta la naturaleza del problema y el modo de resolverlo con la democracia, la libertad política se encuentra en el estadio preliminar de la acción colectiva que ha de conquistarla. En el terreno político no hay solución sin acción. Es más, tratándose del problema político, la acción ha de estar presente en la teoría que lo resuelve. Los factores personales que se comprometen en ella ya no son sólo subjetivos, pues conocen mucho más de lo que sienten o padecen. Saben que en la acción colectiva está la práctica de la teoría y la teoría de la práctica política. El problema se hace operativo cuando su resolución deviene causa y fin de la acción. La verdad pensada sólo puede ser descubierta creyendo en la acción que la realiza.
 
    
 
   La acción colectiva que impulsará, desarrollará y dirigirá la solución del problema político, viene dictada por la especificidad de sus fines y de sus medios. La conquista de la libertad colectiva no puede imitar las acciones de los partidos o de los sindicatos. No es en un sólo momento, ni en toda la sociedad, donde ha de operar públicamente la acción liberadora de la servidumbre voluntaria, sino en los puntos neurálgicos y momentos cruciales donde ésta se renueva, o sea, elecciones, docencia, empresas encuestadoras, medios de comunicación, conflictos sociales y crisis económicas insolubles sin democracia política. Se trata de una acción múltiple y constante para despertar las conciencias personales e integrarlas en la parte laocrática de la sociedad civil, es decir, en la más dinámica, abierta, digna y valiente, capaz de secundar la inteligencia objetiva de la acción, en lugar de a un líder o un jefe de partido estatal. 
 
    
 
   Las modalidades de la acción no sólo han de ser pacíficas y cívicas, sino coherentes con el fin político perseguido, y adecuadas a la disolución de la naturaleza servil de las instituciones combatidas. Lo cual obliga a dotarlas de un tipo original de organización flexible, basado en la confianza mutua y general que inspira el hecho de saberse agrupados los actores, no por razones ideológicas, ni de medro personal o de ira social, sino para hacer activa la solución del problema político, mediante la implantación de la democracia formal en las mentes y los corazones, antes de llevarla con alegría y seguridad al cuerpo de las Instituciones.
 
    
 
   La forma de Estado no se define por sus funciones sociales, pues éstas pueden variar, como lo argumentó Max Weber, sin que por ello se altere su forma. Siendo sociales todos los Estados de cualquier época, la expresión Estado social es un pleonasmo, eufémico y demagógico, para poner mayor énfasis en lo social que en lo político, lo cual más que arbitrario es sectorial y sectario. Tampoco el derecho es criterio distintivo de las formas de Estado, pues ninguna de ellas puede ser estable si no está regulada con algún tipo de ordenamiento jurídico. Los antiguos Estados absolutos y los modernos Estados totalitarios eran tan Estados sociales de derecho como los actuales Estados. La expresión Estado de derecho, otro pleonasmo implantado en las Constituciones por razones demagógicas, tendría sentido si se entendiera como respeto a las leyes, que ningún Estado cumple, o como vigencia de un abstracto derecho natural sin jurisdicción. Estado social y de derecho no añade nada a lo expresado con la voz Estado. 
 
    
 
   La función represiva del Estado, la que captan los gobernados como potestad visible de las autoridades estatales, no es definitoria de las formas de Estado, ni de distintas concepciones del orden público. La policía actúa exactamente igual ante las manifestaciones colectivas contra cualquier tipo de orden estatal. Sería distinto si la Constitución definiera un orden civil o común en el que el derecho de manifestación pública no estuviera sujeto a previa licencia administrativa, y la represión se limitara a los actos individuales o colectivos de violencia contra las personas o las cosas. La función administrativa tampoco diferencia las formas de Estado. Todas ellas monopolizan la identificación del estado civil de personas y cosas en Registros Civiles y Públicos de propiedades inmuebles o industriales, concesiones de establecimientos y licencias de explotación de servicios, junto a la exclusiva de la fuerza ejecutiva de las decisiones administrativas, aunque sean ilegales y revocables por los tribunales de justicia contencioso-administrativa. Sólamente en materia fiscal existe una divergencia entre los Estados anglosajones, sujetos al principio de que no hay impuestos sin consentimiento, y los del continente europeo que heredaron el principio recaudatorio del Estado autoritario.
 
    
 
   Es fácil distinguir las Monarquías de las Repúblicas por la persona que ocupa la Jefatura del Estado, pero sólo la mente analítica puede descubrir las diferencias de estructura y de función pública que separan y distancian a unas Repúblicas de otras. Para llegar a ver esa diferencia específica no debemos fijar nuestra atención en la parte variante de la estructura estatal, llamada elemento político. Pues esa parte es la que se define con la forma de gobierno, y lo que aquí interesa saber es la idea pura de la República. La RC se distingue claramente de los demás tipos de Repúblicas (liberal, popular, oligárquica, dictatorial, de partidos), en el ordenamiento y la función de los elementos invariantes del Estado -burocracia administrativa y represiva-, y en la constitución democrática de la variable política. 
 
    
 
   La organización sistémica de los elementos permanentes del Estado no es suficiente para humanizar el elemento burocrático de la Administración Pública, si no está inspirada por un principio de orden ético comunitario, la lealtad, que oriente el estilo de sus estructuras y la dinámica de sus funciones. La lealtad impide que medios institucionales de servicio a ciudadanos y ciudades se conviertan en fines de sí mismos. La solución del problema político con la ecuación verdad=libertad, no se contrae a la forma de Gobierno, sino que se extiende a la estructura burocrática del Estado y a la noción misma de orden público, intrínsecamente dictatorial, a fin de transformarla en el civilizado concepto de orden civil, común o cívico. 
 
    
 
   La pretensión de formular una teoría pura de la República está justificada también por su esbozo de solución al problema burocrático, con el hilo conductor que la naturaleza civil de la res-publica ofrece a la humanización del aparato estatal burocrático. Si se llegara a lograr quedaría resuelto el problema ocasionado con la separación entre Sociedad y Estado. Este problema no queda totalmente superado con la ecuación verdad=libertad, ni con la creación de la sociedad política intermedia entre la civil y la estatal. Se necesita además que la inteligencia sensible de lo humano rija las relaciones burocráticas. Las soluciones totalitarias aniquilaron la sociedad civil a la vez que lo humano. En el Estado de Partidos, la sociedad civil no tiene más posibilidad de unión con la estatal que la del puente clandestino de la corrupción sistemática. La solución del problema político, encontrada con la Teoría Pura de la Democracia en la forma de Gobierno, quedaría entonces cohonestada y unida a la solución del problema burocrático en la estructura del Estado, con una teoría de la República que trascienda la mecánica de la burocracia estatal, mediante concepciones vivificadoras de la función funcionaria. La reflexión política podría desprenderse así de sus ataduras tradicionales para concebir un orden cívico que, con instituciones inteligentes, sólo tuviera necesidad de reprimir los delitos comunes y los de prevaricación administrativa. 
 
    
 
   La noción de instituciones inteligentes no está incorporada a la teoría política, pese a la amplia difusión del concepto hegeliano de astucia de la razón. En ella podría basarse la introducción de la inteligencia objetiva en la ideación y funcionamiento de las instituciones políticas y burocráticas. Este no es lugar para repetir reflexiones hechas en artículos y otras publicaciones sobre las instituciones inteligentes de la democracia, y las funciones inconscientes que le incorpora la astucia de la razón, para que el egoísmo de las ambiciones, o las rutinas autoritarias de la burocracia, realicen inconscientemente la finalidad objetiva de las instituciones. Bastará recordar, como ejemplo histórico, la eficiencia de la astucia de la razón en la Constitución de los EEUU para crear la institución que dio lugar al nacimiento del patriotismo. ¨Este no causó el sistema presidencial. Fue efecto directo de la astucia de la razón en él contenida. 
 
    
 
   La astucia de la razón no es de índole individual. Ningún legislador la tiene despejada en su cabeza. Está dentro de alguna idea-fuerza que la asimiló por la potencia que no tiene la idea-reflejo. . La idea-fuerza divulgada en la literatura periodística no tiene rango filosófico. Pues no se trata de un atributo de las ideas importantes o centrales en el discurso que las expone o en las acciones que las suponen. El sentido de idea-fuerza no equivale al que pueden tener las ideas con fuerza, dentro de cualquier proposición teórica. La noción de idea-fuerza es una novedad del pensamiento, creada a fines del XIX por A. J. E. Fouillée (L’evolutionnisme des ideées forces, 1890). Esto no quiere decir que antes de haberse concretado y definido, la síntesis idea-fuerza, su noción no hubiera constituido el núcleo mental de concepciones del mundo tan sistemáticas como las de Platón, Descartes, Kant, Adam Smith, Hegel y Marx, o de teorías de la acción humana tan metódicas como la praxiología de Von Mises. Eran ideas-fuerza las que animaron las acciones revolucionarias con potentes motores de energía humana, en la revolución protestante inglesa, en el desarrollo contradictorio de la Revolución francesa o en la igualitaria y socializante revolución rusa. 
 
    
 
   Las ideas-fuerza son formas mentales o de conciencia que no sólo tienen fuerza externa incorporada, sino que ellas mismas constituyen una fuerza de comunicabilidad social, en virtud de su intensidad y de la unión de la razonabilidad con la energía de la moralidad. “La revelación interior de una energía y de su punto de aplicación, de una potencia y de una resistencia” (Fouillée). Una ética y una acción donde la idea-fuerza, vinculada al primado de la conciencia de sí, es capaz de crear y jerarquizar valores objetivos. Las ideas-fuerza dejaron de interesar cuando, amputadas las de libertad o igualdad, los partidos estatales ahogaron la idea-fuerza de la democracia representativa. No es fortuito que, sin muro de Berlín, se difunda la noción de pensamiento débil. Lo contrario a una idea-fuerza. 
 
    
 
   Tampoco es un azar que, ante el hundimiento de las partidocracias en la corrupción y la incompetencia, aparezca como nueva idea-fuerza la de República Constitucional, en tanto que modo institucionalizado de devolver a la sociedad civil la conciencia de sí misma y de su potencia para controlar el Estado, a través de la sociedad política que emane de ella, y a ella represente en las instituciones estatales. La teoría pura de la República ha sido elaborada con la síntesis integradora de las dos ideas-fuerza de la Democracia (sistema electoral representativo de los electores y separación en origen de los poderes del Estado) y las dos ideas-fuerza de la República Constitucional (lealtad materia- forma, y algoritmo verdad=libertad). Son cuatro potentes ideas-fuerza que no pueden ser rechazadas sin mala fe mental o corrupción moral, una vez que se manifiesta viva la energía que comporta su mero conocimiento, es decir, su potente visciencia. 
 
    
 
   A diferencia de las antiguas ideas-fuerza, las impulsoras de la República Constitucional no son ideologías. El principio verdad=libertad las excluye. En toda ideología hay una falsedad descriptiva de la realidad social y una utópica concepción prescriptiva del mundo. Lo que a principios del XIX comenzó siendo, con los ideólogos franceses, un mero estudio de la formación psico-fisiológica de las ideas, lo convirtió acertadamente Marx en la veladura o enmascaramiento de la realidad, mediante ideas y creencias que ocultaban la dominación burguesa de toda la sociedad. No sólo a la clase obrera, sino a sí misma. Las dos primeras ideologías, el socialismo utópico y el anarquismo, pretendieron salir del desdoblamiento de la conciencia, mediante el retorno a una comunidad elemental o a la sociedad de artesanos. Los economistas del mercado, abandonando la preocupación sociológica de los ideólogos, vincularon la conciencia individual a la visión del mundo desde la óptica de la riqueza de las naciones, producida por la libertad de comercio. El liberalismo era la nueva ideología que ocultaba la dictadura de monopolios y oligopolios en el mercado, creando buena conciencia en la clase dominante, y desgarro de la conciencia desdichada en las dominadas. 
 
    
 
   El problema del marxismo, el fracaso de la emancipación de la conciencia de clase, se debió a que enmascaraba la realidad con la identificación del interés de la totalidad social con el de una de sus partes. La izquierda filosófica hizo la crítica de las ideologías. La derecha pregonó su ocaso. Crítica y pregón inoperantes, pues donde hay oposición de intereses vitales habrá ideologías que velen o enmascaren la realidad. No puede haber una derecha ni una izquierda conscientes de sí mismas. Ese cinismo requiere una inteligencia autocrítica que no pueden tener los partidos. Ideologías de consenso o de conflicto esconden su esencial parcialidad. La justicia mínima de Rawls no deja de ser una quimera de inmemoriados.
 
    
 
   El relativo bienestar social, el absoluto malestar político, el progreso tecnológico, la sociedad espectacular, el terrorismo, la crisis económica y el débil pensamiento único, han sustituido las ideologías de partidos por la sistemática demagogia de lenguaje y de gobierno, para cautivar a votantes serviles que se perpetúen en la servidumbre voluntaria. La demagogia se basa en los sentimientos de indignación o de exaltación que provoca una gran ficción generalizadora de lo particular o parcial. Bien sea con la exageración de lo que falta en la realidad social, o bien con la presunción de que ésta tiene lo que precisamente le falta. El primer tipo fundamenta la demagogia izquierdista. El segundo, que fue modélico en la propaganda fascista, es típico de la derecha. La única vieja ideología que renace de sus cenizas fascistas es la del nacionalismo regional.
 
    
 
   Ante la actual situación europea de desesperanza económica y política, se presentan como idealidades realizables, no enmascarables con ideologías de clase o nacionalistas, los siguientes principios de acción. 
 
    
 
   1. Valoración de la ecología y el medio ambiente como ciencia de la preservación de los recursos humanos y naturales, en tanto que son componentes básicos de la riqueza de naciones y sociedades. 
 
    
 
   2. Liberación de la servidumbre voluntaria, con la conquista pacífica de la libertad política que instaure la democracia política con la República Constitucional. 
 
    
 
   3. Superación del escepticismo cultural, mediante la revaloración de inteligencias, méritos profesionales, investigadores científicos, creadores de empresas basadas en el valor añadido, periodistas y docentes de la verdad, pulcritudes idiomáticas en la comunicación y recuperación de la estética de la belleza en los espacios públicos, con sustitución sistemática de la tolerancia por el respeto. 
 
    
 
   4. Confianza en la sociedad civil y desconfianza en los poderes del Estado, con lealtad a las causas dignas, fidelidad a las personas que las sirven y ostracismo social de oportunistas y especuladores. 
 
    
 
   La realización de estas idealidades, al afectar por igual a todas las clases sociales, está excluida del ámbito de acción y pensamiento de los partidos. De ahí la necesidad actual de que un amplísimo movimiento de ciudadanos conscientes, renunciando a convertirse en partido político, aglutine a todas las actitudes personales contrarias a la partidocracia, para marchar en un grupo histórico constituyente, hacia la libertad política colectiva, es decir, hacia la democracia política en una República Constitucional. 
 
    
 
   Entendida como contraria a la mentira, la verdad está proscrita por el poder estatal. En virtud del principio universal del mínimo esfuerzo, la falacia política anida en el reino de la sociedad gobernada. Y en virtud de otro principio universal, el de la adaptación al medio, las conciencias deciden vivir enajenadas, como si la mentira fuera la verdad, hasta que el hábito suprime el como si y lo sustituye por el así sea hebraico. El desmesurado afán de tranquilidad hace de la mentira verdad, y funda el imperio de la falsedad. La servidumbre involuntaria a la dictadura se sustituye con servidumbre voluntaria a un consenso de dominación oligárquica de partidos estatales, sin control de su poder. La liberación de las conciencias acomodadas al medio político no puede venir del interior de ellas mismas. Necesitan que otras conciencias, liberadas de la servidumbre por su propia entereza, las liberen. Pero liberar a espíritus dóciles a la obediencia encuentra obstáculos formidables. El deseo de querer estar en la verdad cede el paso a la querencia social de permanecer en el engaño. Esta muralla interna se opone al asalto de la libertad externa. Para el propósito liberador no basta descubrir la igualdad verdad-libertad. 
 
    
 
   El problema político consiste en que su solución, aunque se acepte plenamente en las conciencias individuales, es rechazada por la conciencia social conformista, que prefiere considerarla increible, o irrealizable, antes que verse impulsada a emprender la acción que la realice. Una inmensa mayoría de gobernados no cree, o finge no creer, en la posibilidad de sustituir la partidocracia por la democracia. Aunque estén desengañados, aún no están desesperados. Sólo se desespera quien espera. Es costoso, pero no imposible, desvanecer los espectros que se agitan para salvaguardar el corrupto y falso Régimen partidocrático. Falso, porque lo único real en él es la mentira o la ficción. La mayoría gobernada tampoco cree, después de tantas desilusiones, en la sinceridad de cualquier movimiento que se proponga conquistar la libertad y la democracia. Tal escepticismo de sí mismo recuerda el chiste judío que comentó Bertrand Russell. Dos polacos amigos se encuentran en una estación de ferrocarril. ¿Dónde vas? A Cracovia. Eso dices para que yo crea que vas a Varsovia. Pero no me engañas. Tú vas a Cracovia. ¿Por qué no has dicho la verdad diciéndome que ibas a Varsovia? Yo no hubiera dudado entonces de que ibas Cracovia. 
 
    
 
   En el reino de la falsedad el maquiavelismo consiste en decir públicamente la verdad. Del mismo modo que en lógica se conoce la paradoja del mentiroso (Epiménides es cretense y afirma que todos los cretenses mienten), llamada paradoja metalógica por estar basada en el uso de metalenguajes, la negación de la posibilidad de verdad produce la paradoja metamoral de aniquilar la conciencia negativa del incrédulo de sí mismo. No puede creer en la verdad quien se la niega a sí mismo en su conducta. 
 
    
 
   Si se proclama que la decencia, la inteligencia, la valentía y la lealtad no pueden concertarse para imponer la verdad en la vida pública, y puesto que tal proeza nunca se ha intentado, se confiesa el deseo conformista de vivir con indecencia, ignorancia, cobardía y deslealtad. Sólo el que está bajo esos vicios puede considerar imposible la organización de las virtudes contrarias. Aclarará que no lo dice por él, sino porque la humanidad es así. En tal caso, entrará en la paradoja de negar a la comunidad social, lo que concede a la científica, tecnológica y artística. Sólo queda enseñar al incrédulo oportunista el billete a Cracovia y el tren en marcha. 
 
    
 
   En la evolución de las especies el oportunismo desempeña una función capital. Las más dotadas para vivir exclusivamente de la oportunidad, como esas plantas carnívoras que sólo tienen que cerrarse para engullir la energía de su presa, son las menos aptas para modificar su circunstancia vital. Es oportunismo vegetal. Invertebrados inferiores tienen que mudar de camisa para crecer. Es oportunismo reptil. Especies superiores, como el castor, no esperan su oportunidad, se la procuran modificando el medio natural mediante la creación de habitáculos artificiales. Es el reino de la inteligencia instintiva. El oportunismo pasivo es condición del parasitismo. En la humanidad, los pueblos más dependientes y respetuosos de su entorno vital siguieron al pie de la letra la enseñanza de que el individuo no era más que su circunstancia tribal, y quedaron marginados de la historia. 
 
    
 
   Los cambios repentinos en el Régimen de poder, al modificar la circunstancia social de gobernantes y gobernados, ocasionan olas de oportunismo de todo tipo. Cambios reptiles de chaqueta, bocas apostadas para engullir la presa, descubrimientos repentinos de ocasiones favorables al enriquecimiento, olvido inmediato de la vida pasada, cambios rápidos de costumbres, imprevisión de lo por venir, apología del presente. 
 
    
 
   Los ejemplos históricos más ilustrativos se producen cuando, sin intervención de la sociedad gobernada, el asesinato, la muerte natural de un dictador o la destrucción de la tiranía por un ejército extranjero, liberan de repente las ambiciones soterradas en la oportunista cobardía anterior. No deja de llamar la atención que el oportunismo de las desnudas ambiciones sea precedido y seguido por el de ideas revestidas o travestidas, y por las teorías inmorales de la irracionalidad, que acomodan la ética a cada caso particular (jesuitismo o casuismo), a la circunstancia más inmediata, consustancial al yo (circunstancialismo), a la situación en el mundo (situacionismo existencialista), a la ocasión mediante o mediadora (ocasionalismo contra el libre albedrío), o a la coyuntura histórica de cada generación cultural (coyunturalismo moral). “Yo soy yo y mi circunstancia” si renuncio a transformarla. El castor es mejor filósofo. 
 
    
 
   En la derecha, el oportunismo se manifiesta con la doctrina de la accidentalidad de las formas de gobierno, de origen religioso, y con la ideología nacionalista, de tendencia totalitaria. La izquierda ha desarrollado, para sobrevivir sin mala conciencia, todos los tipos de oportunismo personal, bajo el pretexto de que sólo se tiene posibilidad de hacer bien al pueblo desde el Estado (millerandismo socialista) y de que sólo la izquierda tiene la generosidad de realizar la reconciliación nacional, también de origen religioso (comunismo de partido estatal). 
 
    
 
   En la evolución de la Naturaleza, la función no crea el órgano. Surgido por azar, si éste se adapta a una función que mejora la especie, se convierte en organismo necesario. En la evolución de la Cultura, la acción humana crea símbolos comunes para mantener unidos a grupos sociales. Si son idóneos, prosperan transformándose en organizaciones. A diferencia de los organismos, éstas subordinan poco a poco la finalidad de su función social en fines de sí mismas (heterogonía). Es la historia de los partidos. Después de los partidos de representación surgieron los partidos de integración. Los primeros se dotaban de una organización limitada a la coordinación de comités locales, en consonancia con el sistema electoral por mayoría de distrito. Los segundos se dotaron de burocracias jerarquizadas y obedientes a las consignas dictadas por líderes carismáticos, para la conquista permanente del Estado. Los partidos de integración de masas respondieron a la ideología comunista y socialista de la clase obrera, o a la ideología nacionalista contra el peligro de la categoría social que destruía la unidad de la conciencia nacional con la nueva conciencia proletaria. Tanto la revolución obrera como la reacción nacionalista fundaron Estados totalitarios de partido único. El fascionazismo fue aniquilado con una guerra mundial. El comunismo estatal, con una larga guerra fría. El modelo de partidos de integración de masas, sustituyendo al de representación, se incorporó a la estructura de los Estados europeos de la postguerra, salvo en el Reino Unido y Francia, dando lugar a la degeneración de lo público y a la absoluta falta de representación de la sociedad en el Estado de Partidos. 
 
    
 
   El expediente de poder que se inventó para la guerra fría, además de negar la posibilidad de libertad política en la sociedad, única fuente de legitimación de los partidos, humilla la capacidad de las distintas fuerzas sociales para desarrollarse sin la corrompida y costosa tutela del Estado. Carecen de legitimidad democrática tanto los poderes estatales no separados, como los partidos que se los reparten por cuotas, mediante el sistema de elección proporcional. Mientras que los partidos no salgan del Estado y entren en la sociedad civil, de donde nunca debieron salir, no estarán civilizados, pero sí embrutecidos como autoridades estatales con funciones de policías del pensamiento. Esa es la función del consenso. 
 
    
 
   Organizar la decencia en la vida pública parece un despropósito. Pero su aspecto quimérico se desvanece cuando se piensa que decencia no quiere decir honradez, sino decoro o compostura, civilización en sentido kantiano. La vida pública ya no está sólamente en quienes se dedican a las causas o cosas públicas (políticos, artistas de espectáculo, deportistas, periodistas, famosos y rameras), sino también en la sociedad familiar o privada que goza o padece las acciones públicas indecorosas que la invaden. Es legítimo que la sociedad se defienda contra las agresiones a la dignidad cometidas por la descarada grosería de la vida pública partidocrática. Organizar la decencia privada para adecentar con ella la vida pública, no siendo idea descabellada, parece irrealizable por el simple hecho de que nunca se ha intentado. Esta objeción tendría fundamento si la organización del decoro político se hubiera intentado alguna vez y hubiese fracasado. 
 
    
 
   El prejuicio de que dada la condición humana semejante empeño sería una utopía, debe ceder el paso al juicio de su viabilidad, ponderando los medios de que dispone la decencia privada para imponer el decoro en la vida pública. No para cambiar la naturaleza humana. Individualista y sociable. Egoísta en lo económico y altruista en lo espiritual. Rutinaria en costumbres sociales y asimiladora de novedades tecnológicas. Despectiva de lo ajeno y entusiasta de lo propio. Conformista ante el poder arbitrario y protestante de las pequeñas injusticias vecinales. Dócil ante el mando y cruel en la imposición de obediencia. Belicista por egotismo y pacifista a distancia del conflicto. Vulgar en masa y refinada en intimidades. La humanidad deseosa de libertades viviría mejor si supiera cómo salir, sin necesidad de heroísmo ni de sacrificios patrimoniales, de sus servidumbres forzosas o voluntarias al Poder de la inmoralidad en el Estado de Partidos. 
 
    
 
   La dificultad para organizar la civilidad no está pues en la naturaleza humana, ni en su falta de antecedentes históricos, sino en que su adversario, con dos siglos de experiencia en el uso y abuso del poder estatal, ha llegado a dar perfección institucional a la idea de impotencia de los gobernados. Con una cultura política secular basada en el miedo a las masas y a la libertad, se usan vocabularios de símbolos de símbolos de libertad que anestesian la conciencia de la realidad oligárquica, y renuevan la tradición de obediencia a los poderes estatales por rutinas de servidumbre voluntaria. Frente a la organización institucional de la indecencia política, han fracasado las personas honestas, pero ilusas, que se incorporan a los partidos estatales creyendo que pueden mejorar el Régimen. Y fracasaría la organización de la decencia civil, si prometiera adecentar la vida pública participando en la contienda electoral partidocrática, para instaurar la democracia desde el interior del Estado de Partidos. Eso sería pura utopía de la pura idiotez y otra ilusión reformista para el engaño de sí mismo. 
 
    
 
   La novedad de una organización política de la decencia está en que no organizaría las ambiciones, sino las conciencias; no las ideologías, sino las ideas; no los intereses de clase, sino los de socialidad y lealtad en todas las clases sociales; no los narcisismos regionales, sino el sentimiento histórico de la patria común; no tanto las libertades personales aseguradas como la ignota libertad política colectiva. La esperanza de que la organización de la decencia venza a la de la indecorosa partidocrática, estriba en que, si el número decide la fuerza, por cada sujeto sin escrúpulos morales hay al menos veinte personas sin ambición de mandar o engañar a las demás. 
 
    
 
   La organización de la decencia requiere permanente buena fe en sus promotores. Pero la buena fe moral no es operante por sí misma en este menester. Necesita el concurso de una buena fe mental que establezca la comunicabilidad con mentalidades cerradas a toda idea o propósito que choquen con lo visto, oído y leído en los medios de comunicación. Además de la probidad como código de conducta, el decoro necesita para organizarse el uso meridiano del idioma, a fin de que éste elimine, con la precisión de sus expresiones, los recelos imaginarios de los egoísmos de corto alcance y las sospechas que levanta el enrevesado lenguaje del poder. Si lo primero que el poder fraudulento necesita corromper, para encubrir su engaño, es el valor genuino de la palabra, la lealtad al idioma debe usarse con propiedad, desterrando eufemismos, frases hechas, giros esotéricos y símbolos de símbolos, que sólo son comprensibles en liturgia, arte simbólico y poesía conceptual. La inteligencia práctica del sentido común y la corrección idiomática se pondrán en marcha si no se habla con la falsedad y vulgaridad de los discursos del poder y la fama.
 
    
 
   El sentido común no necesita organizarse para ser operativo. Pero él solo tampoco puede ordenar las situaciones complejas, según el orden de jerarquía de los valores y elementos sociales en conflicto. Lo pudo hacer en las sociedades agrícolas, acompasando criterios de trabajo y ocio a los ritmos de la naturaleza y a la sabiduría de los ancianos. En las sociedades tecnológicas, la juventud de la inteligencia sustituye la madurez de la experiencia. El conocimiento especializado reniega de la sabiduría. Hoy falta adecuación de los conocimientos extensos a la necesidad de síntesis intensas que sean útiles al progreso moral de la especie. La especialización multiplica el número de eruditos y disminuye el de sabios. Las relaciones humanas no pueden ser regladas con inteligencia artificial. El sueño tecnocrático no podrá realizarse. Las pasiones no progresan desde lo primitivo a lo civilizado, sino a la inversa. Somos seres sujetos a la ley del más fuerte, sentados ante el ordenador de comunicación instantánea. Pero sin apetito de poder, el sentido común puede impulsar una revolución cultural, con la impronta humanista del poder de la sociedad en el Estado.
 
    
 
   La inteligencia política, al tener que proyectar para el futuro nuevas combinaciones de elementos del pasado, pide el concurso de la inteligencia científica, la inteligencia de la historia y la inteligencia social. Y por tener que prevenir consecuencias y acontecimientos nuevos, fuera de inciertas prospectivas o cálculos de probabilidades, ha de estar acompañada de la inteligencia intuitiva. El trabajo en equipo de tipos tan distintos de lucidez analítica o sintética, excita e interactiva la potencia creadora de la inteligencia política. Un recurso del que jamás podrán disponer los partidos estatales, cuyos jefes son cooptados por su habilidad en ocultar, con la mediocridad y modestia que parecen manejables a sus colegas, la colosal dimensión de sus íntimas ambiciones, alimentadas de sueños fantasiosos. 
 
    
 
   El miedo es un sentimiento natural que no rebaja la condición humana. Lo inhumano es que el miedo institucionalice la forma de Gobierno. Los pueblos viejos de tradición autoritaria son, por naturaleza adquirida, miedosos e ignorantes. La primera gran teoría política, la de Hobbes, está sentada sobre el miedo. Por miedo, se prefiere lo malo experimentado a lo nuevo experimentable. Sin miedo, la ignorancia se suple en todos los campos del saber con la sabiduría intuitiva de la lealtad a lo natural. 
 
    
 
   Bajo las dictaduras, los pueblos fueron inculcados de recelo social y respeto a las autoridades, de retraimiento en las expresiones y servilismo en las acciones. La miseria se aliviaba con la emigración. La conciencia política se domaba con el bromuro de lo antiguo, lo exótico o lo abstracto. La juventud se concentraba en su preparación profesional. La muerte de los dictadores y el mejorestar económico dieron oportunidad a la libertad política. Pero la fórmula de vencedores foráneos y oligarcas propios la frustró en el Estado de Partidos, con traiciones de altos vuelos y deslealtades a ras de tierra. La libertad sin ira, asueto de mansos en el festival del consenso, mudó el retraimiento del miedo en exhibicionismo de cháchara y vulgaridad; el pudor ermitaño en desnudez de cuerpos y vaciamientos de almas; el acatamiento servil en servidumbre voluntaria; la cobardía civil en corrupción; la elevación profesional en analfabetismo político; la ilusa visciencia del falso conocimiento en degeneración partidista de la cultura y en planificación formativa del mal gusto y la ignorancia. Los resultados no se hicieron esperar. Fratrías nacionalistas en lugar de patria nacional. Licencias personales en lugar de libertad colectiva. Consumo de mercancías culturales en lugar de investigación científica, creación artística y pensamiento social. Los temores y miedos de antaño fundaron la indiferencia de hogaño. En el quicio de la vida, donde giran las virtudes cardinales, faltó sitio para el desarrollo independiente de la fortaleza. En la educación planificada, el lugar de esa virtud lo ocupó el temple de la rudeza fascista y el talante socialista de la impávida estulticia. 
 
    
 
   La épica literaria y los historiadores románticos nos contaron las historias ejemplares de los héroes. Pero ninguna reflexión intelectual, salvo la militar, se ocupó de educar la juventud en la valentía civil, ni en el modo de mantenerla en la cortesía social. Ahora lo cortés y el interés aquietan lo valiente. Los intelectuales ejemplifican la cobardía en sus conductas personales y en sus producciones ideológicas. Importa saber que los cimientos de la valentía social están en la seguridad de la infancia, sobre la que se construye el noble edificio del valor ciudadano. Un tipo de valentía cercana a ese valor cívico que, de modo discontinuo, se manifiesta para aliviar el dolor humano y los daños materiales en situaciones catastróficas. 
 
    
 
   A diferencia de la temeridad, la valentía surge del conocimiento de la naturaleza imaginaria de casi todas las causas de miedo. Se es valiente ante la opinión ajena, no ante la propia. Pues no hay coraje, sino serenidad, en quien actúa a tenor de la situación, sabiendo que ningún riesgo serio asume con la acción generosa. La falta de valentía para diferir de la opinión común pertenece a los hábitos residuales de las dictaduras y autoritarismos domésticos. Sin peligro real, el deber moral se constituye en motor de la valentía, cuyo grado se acompasa con la estimación que se tenga de lo valeroso para convertirlo en valioso. Si nada es más valioso que la verdad y la libertad, nada será más valeroso que las acciones para conquistarlas. Y siendo el valor tan contagioso como el miedo, a la organización de éste por el Estado, la sociedad civil debe responder con la organización de la valentía, difundiendo la valiosa idea de que en la República Constitucional la libertad colectiva no requiere más que el cumplimiento del deber cívico, aconsejado por el sentido común y por la simplicidad de una vida decorosa. 
 
    
 
   La valentía individual no es condición del valor cívico colectivo. La falta de coraje disimula la falta de seguridad en sí mismo y la carencia de criterio en asuntos de moralidad social. La duda paraliza el cerebro para la acción inmediata, ante la posibilidad de elección de opciones igualmente indeseables, pero no al intelecto activo ni a la sensibilidad de los instintos básicos. Un mismo tipo de sensibilidad ante el placer y el dolor, sentidos en compañía, une a más gente que un interés común indefinido o lejano. La probidad personal y la inteligencia social, concurriendo en almas sensibles ante la injusticia, la mentira y al abuso de poder, son para el valor ciudadano lo que el viento para el fuego. En sociedades civilizadas, la unión de lo decoroso a lo inteligente, de lo verdadero a lo grato, de lo justo a lo útil, se hace condición social de la valentía consciente de la situación donde actúa, en contraste con la prepotencia injustificada del nacer, del parecer, del poder y del saber especializado. La cobardía suele crear más riesgos que la valentía. La prudencia, siempre mendiga de fortaleza y audacia, sólamente excluye la temeridad y la prepotencia. 
 
    
 
   Los pueblos se creen lo que les diga la propaganda del Estado. Ayer, que vivían la democracia orgánica de las dictaduras totalitarias sostenidas por un torpe sentimiento nacionalista. Hoy, que tienen la democracia social de las partidocracias, no representativas de los electores, ni de la sociedad civil, sino exclusivamente de los propios partidos estatales. Nadie desea lo que cree tener o desconoce. Sólo grandes acontecimientos pueden sacar a los pueblos de sus grandes errores. El obstáculo no está en la generalidad del error, sino en su causa pasional. Los pueblos creen lo que satisface sus pasiones de tranquilidad de avestruz. Minorías ansiosas de verdad y de coherencia abren sus oídos a palabras reveladoras de las causas del malestar político. Los votantes no ven alternativa al degenerado régimen de partidos estatales. Prefieren mantenerlo y no aventurarse en la experiencia de la democracia política, que creen tener, como sucedía con la democracia orgánica de las dictaduras, de la que no querían salir por miedo a la libertad. 
 
    
 
   La muerte de los dictadores no libera de miedo a los pueblos sojuzgados, ni a la mentalidad colectiva, pero sí a las oligarquías que, unidas y sin riesgo, ocupan el Estado en permanente transición a sí mismo. Las oposiciones alas dictaduras fracasaronpor no venir de la consciencia de la sociedad; por la división de las ambiciones de poder inmediato; por el muro de silencio que las aislabade la sociedad.La carencia de alternativa de poder hizo fracasar la rebelión juvenil de mayo del 68. La Teoría Pura de la RC, en tanto que teoría del poder y filosofía de la acción colectiva, es consciente de ser la única alternativa de la libertad política al Estado de Partidos. 
 
    
 
   El problema que debe resolver la libertad política en su fase constituyente no es de carácter ideológico. Salvo los partidarios del Estado de Partidos, los nacionalistas y los dogmáticos del escepticismo, ninguna persona preocupada por el bienestar de la sociedad donde vive puede oponerse a la República Constitucional. Única forma de Estado que realizó la democracia formal en EEUU, y que la garantiza con instituciones adecuadas. Se puede estar o no de acuerdo con los medios para su realización. Eso depende del grado de conocimiento de la realidad política y de la idoneidad de las acciones colectivas que se propongan para transformarla de modo pacífico. 
 
    
 
   El liberalismo es una ideología. La libertad política colectiva, no. Aquél presupone que la libertad de acción de un poderoso es equivalente a la de un pordiosero (Taine). En eso reside su fe ideológica en el mercado económico y en la igualdad de derechos y oportunidades. Pero el siglo XX ha probado que ninguno de los ideales de justicia o de igualdad social puede ser afrontado sin libertad colectiva. La forma de Estado fundada en ella no entra en la órbita de la cuestión social, ni en los asuntos de la democracia material, que sólo incumben a los Gobiernos de la democracia formal. 
 
    
 
   La división derecha-izquierda no entra en juego cuando se trata de conquistar la libertad política para todas las ideologías. Preguntarse por el sentido conservador o progresista de la República Constitucional, cuando no existe libertad política ni democracia formal, sólo demostraría el vigor de la ignorancia y del prejuicio que aún retienen a millones de personas en la dicotomía derecha-izquierda, a pesar de que esta tradicional división ideológica perdió su sentido cuando los partidos se hicieron estatales. Todos los partidos actuales, más que de derechas, son ultra-conservadores. Conservadores de la propiedad privada, a la que ninguna izquierda osaría atacar sin riesgo de perder su militancia. Conservadores del tipo oligárquico de poder estatal donde están colocados. Esto no significa que hayan dejado de existir una derecha tradicional y una izquierda social en la sociedad gobernada. La liquidación de esa vieja etiqueta ideológica sólo se produce en la sociedad gobernante, en la sociedad política generada y degenerada en los actuales Estados de Partidos. Pero permanece en la sociedad gobernada. 
 
    
 
   Antes de que la Asamblea francesa se reuniera en sala horizontal, ocasionando la separación espacial entre derecha e izquierda según su asiento a los lados de la mesa, en el anterior hemiciclo se llamaron montañeses, valleses y planicios o empantanados - montaigne, vallé, plaine, marais- a los que, por afinidad en el grado de intensidad del sentimiento revolucionario, se sentaban arriba, abajo o en medio de las gradas. El bolchevismo y la marcha sobre Roma decantaron la derecha hacia el fascismo y la izquierda hacia Moscú. Maurice Thorez denunció a De Gaulle como agente del imperialismo británico, y ayudó a la represión nazi de la resistencia francesa, hasta que recibió la orden contraria de Stalin, roto su pacto con Hitler. Sólo entonces los comunistas entraron en la resistencia francesa y yugoslava. Los principales agentes del orden estatal contra el movimiento estudiantil del mayo francés del 68 fueron el partido y el sindicato comunistas. Los partidos socialistas, llamados liquidadores por Lenin, reprimieron la izquierda comunista y anarquista en la guerra fría. 
 
    
 
   La Teoría Pura de la República no puede ser de derechas ni de izquierdas, porque es revolucionaria en la legitimación del poder político, en el fundamento de la Revolución en la Libertad Política. El filosofo Alain, en los años treinta, salió al paso de la creencia fascista que consideraba obsoleta la oposición derecha-izquierda. Quien tuviera esta idea, dijo el filósofo del radicalismo, confesaba que era de derechas. La creación del Estado de Partidos, en los pueblos vencidos por el ejército de EEUU, fue obra política de la derecha residual que sobrevivió al totalitarismo. La democristiana y la socialdemócrata. La misma que creó las instituciones que ascendieron a Hitler, y se integró, salvo conocidas excepciones, en el Estado Total de Mussolini y en el tercer Reich. 
 
    
 
   Prohibidos los partidos comunista y fascista (Alemania), y en ascensión el eurocomunismo (Italia), se expandió la ideología del fin de las ideologías, basada en el hecho de que la política estaba dirigida, a uno y otro lado del telón de acero, por unos mismos criterios neutros de carácter técnico y burocrático, para un desarrollo económico permanente de la producción. Uno de los más lúcidos intelectuales de EEUU, Galbraith, con quien tuve la suerte de mantener en Madrid un interesante diálogo sobre el tema, acuñó el término tecnoburocracia. 
 
    
 
   Las rebeliones juveniles del 68, cuando ya era patente que en toda Europa no había un solo partido parlamentario de izquierdas, pusieron al descubierto que la clase política era de la misma condición en la derecha y la izquierda. Más solidaria entre sí, que los partidos de izquierdas con las clases deprimidas que decían representar. Diez años después, la Transición española del 78 reveló lo mismo que el mayo francés del 68. Éste se desintegró en las urnas, dando la mayoría a la derecha más conservadora. Aquella engañó a los españoles, asustándolos con peligros imaginarios de guerra civil, para que la clandestinidad pudiera pactar impunemente con los hombres de la dictadura, la continuación de éstos en el Gobierno, sin revisión del pasado, a cambio de hacer estatales, con cuotas de reparto de poder y subvenciones de fábula, a los partidos socialista y comunista. 
 
    
 
   Sin libertad política la distinción derecha-izquierda carece de color. Todos los partidos estatales son pardos. El que maúlla demagogias de progreso marca las fronteras con la derecha nacional. En el Estado de Partidos, los gobernados no eligen ni deponen gobiernos. Los padrinos de la patria no articularon Constituciones para fundar sistemas políticos derivados de la libertad política, sino para establecer Regímenes de poder de la clase política, contra el miedo imaginario a las reacciones de las masas liberadas de las dictaduras. Ignoraban el fenómeno social conocido desde la antigüedad griega. Los pueblos salen de la tiranía, si no la derriban ellos, para ofrecerse a poderes oligárquicos. En Europa occidental, al de ex-jefes políticos que, humeantes los campos de batalla, visitaban el cuartel de Eisenhower en París, para devenir sin más jefes de Estados o de Gobierno, en oligarquías de partidos o partidocracias. No necesitaban el concurso de la verdad ni el de la libertad, que sus pueblos no habían conquistado, para trepar al Estado por la escala de la potencia vencedora. Esos políticos estaban tan seguros de monopolizar los nuevos puestos de mando que, sin necesidad de legitimación interior, obtuvieron con el sistema proporcional la equiparación con el sistema democrático de los vencedores, a quienes les bastaba que esa fórmula europea les sirviera de expediente improvisador de interlocutores para los planes de reconstrucción de Europa y de guerra fría. Es un hecho irrebatible que los europeos no conquistaron su libertad. 
 
    
 
    
 
   Unidad, Consenso, Pluralidad 
 
    
 
   Los distintos tipos de pasiones colectivas que causan angustia social producen tendencias a diferentes clases de agrupamiento. El miedo se une bajo las dictaduras de partido. El pavor reina en la soberanía de uno. El temor, en la de varios. Al pánico generalizado en la sociedad lo sofoca la tiranía. El recelo mutuo asocia las oligarquías en el consenso. Las guerras necesitan generalísimos. La paz subsiguiente, generales. Los partidos estatales son el generalato que la victoria de EEEU creó, en Europa, para los partidos derrotados por el nacionalismo. Donde hay mando de generales civiles, la pluralidad social no se traduce en pluralidad política. Sin disolución del miedo a la libertad, el sosiego se procura con uniformes de siglas militantes. El drama de la Libertad ha tenido sus cantores fúnebres. Pero más fundamento histórico que la queja postrera de Madame Rolland tendría el quejido de la ambición de unidad. ¡Unidad, unidad, cuantos crímenes se han cometido en tu nombre contra las facciones! ¡Consenso, consenso, cuantos crímenes contra la disidencia necesitas ocultar! 
 
    
 
   La filosofía no se ha ocupado de analizar la preocupación de unidad organizativa en las aspiraciones al poder de los movimientos políticos. Ha creído que ese tipo de unidad no es susceptible de ser teorizado o ideado, por depender de las circunstancias concretas que dictan, en cada caso, las estrategias unitarias. La reflexión política, limitada a distinguir entre unidad de organización y unidad de acción entre distintas organizaciones, ni siquiera ha vislumbrado que lo cuestionable no es el modo de conseguir la unidad, sino la unidad misma en tanto que bien político deseable. 
 
    
 
   Salvo en el conocimiento de la realidad (unidad epistemológica), en las movilizaciones bélicas (unidad ontológica) y en la coordinación de los elementos de la acción unitaria emprendida (unidad estratégica), ninguna experiencia ha demostrado que la unidad de organización haya sido condición necesaria para lograr el propósito colectivo perseguido con ella. Lo que enseña la historia, el horror a la unidad totalitaria y el fracaso de la unidad consensuada, es que ambos tipos de unidad exigen el sacrifico de la libertad política. Salvo la inconsciente unidad nacional, la unidad política es en sí misma un crimen ideológico. El pluralismo no puede ser suprimido con la unicidad de los actores, ni siquiera en la fase constituyente de la libertad política. La Constitución del consenso predetermina la no libertad de lo constituido con lo consensuado. Un prejuicio vulgar, como el de los mitos fundadores, considera que la unidad constituyente, la que debe fijar las reglas del juego, al dar existencia libre al cuerpo político, alcanza la categoría de unidad ontológica, como en la unidad nacional determinada por la historia. Pero esta idea y esta comparación son incongruentes.
 
    
 
   La unidad nacional en el sentimiento de la patria proviene de la vivencia en común de la historia de cada pueblo. No está ligada a voluntad alguna de hacer la nación, como pretenden los nacionarismos, sino a la inteligencia de entenderla y aceptarla como algo dado por una historia singular distinta a la de otros pueblos. Si la unidad nacional se organiza como sentimiento hay fascismo. La unidad de organización no es fruto de la inteligencia de un universal concreto, sino de la voluntad de eliminar las diferencias ideológicas, por miedo a la libertad política, mediante la equiparación del Uno al Todo, con violencia institucional o con el fraude del consenso. 
 
    
 
   El origen del mito de la unidad está en el inmovilismo y la permanencia del ser en la metafísica de Parménides, que opuso la verdad y certeza de lo Uno a la ilusión de lo Múltiple, que es el reino de lo opinable. Este mito conservador se repite en el idealismo platónico, donde se halla la reflexión que permite comprender el totalitarismo de la unidad: la idea realiza la unidad de lo múltiple, pues recoge y concentra la multiplicidad. Pero la dialéctica de la unidad en materia política no ha podido salir de ese círculo viciado, sin prescindir de la libertad. Por eso, aunque la idea de unidad política proceda de la experiencia, la historia del Terror revolucionario y la catástrofe nacionalista del siglo XX la condenan.
 
    
 
   La fuerza psicológica del mito de la unidad es tan grande, tan extendida la creencia de que la unión hace la fuerza, que incluso llega a ser dogmática en los movimientos de liberación nacional. Lo que pueda parecer obvio no lo es. Pues sería antinatural que para llegar a esa unión, se tuviera que transigir sobre los principios y valores de la fórmula constitucional garantista del pluralismo político. La unidad constituyente causa unidad en lo constituido. Salvo en la guerra contra un enemigo exterior, ningún movimiento de liberación ha traído consigo la unidad política interior. 
 
    
 
   ¿Cómo esperar que formaciones con ideas contrarias renuncien a las diferencias que dan carácter a sus existencias? ¿Cómo pedirles que dejen de ser lo que son? En el concepto de unidad política hay que distinguir entre la unidad de los gobernados, en su dimensión nacional, la unidad de los gobernantes, constitutiva de la clase política, y la unidad de los aspirantes a gobernar, siempre divididos en ideologías de poder. La primera exige la máxima aceptación por la sociedad de la forma de Estado y de Gobierno. La segunda separa a la clase gobernante de la gobernada. Y la tercera es una contradicción lógica y política. La vocación de gobernar no sólo excluye otras ambiciones de poder, sino que divide la unidad social en partidarios. La propia esencia de partido político presupone la pluralidad. La unidad política, sin enemigo exterior, es un mito tan irrealizable como no deseable, por ser negador o contradictorio de la libertad y la verdad.
 
    
 
   Las tácticas de unión ciudadana, en tanto que inspiradas en la libertad política, sólo son concebibles en momentos de liberación global si, y sólo sí, los impulsores y promotores del movimiento unitario carecen de ambiciones de poder y son creídos por ser veraces. Fenómeno hasta ahora inédito. Pero incluso en ese caso, la necesidad de saber que tipo de forma de Estado y de Gobierno sustituirá al que provoca la sublevación, hace imposible la unidad de la oposición. Esta carencia de programa mínimo único la sufrieron en sus carnes los dirigentes de la resistencia clandestina al fascismo y, en su alma, los opositores democráticos que permanecieron leales a la causa pacífica de la ruptura democrática, contra el traidor y costoso oportunismo de la reforma pactada en nombre de una falsa unidad. 
 
    
 
   Dado el carácter congénito de la diferencia de intereses que entretejen la trama y urdimbre de la sociedad civil, no hay punto de coincidencia duradera que permita traducir en unidad política la divergencia social. Sólamente en casos de peligro común (guerra exterior o secesión interior), y mientras el riesgo dure, la unidad nacional de la sociedad deja de operar inconscientemente como categoría histórica, transformándose en valor político consciente de su existencia. Fuera de esos contextos, la unidad nacional no puede ser lícitamente invocada como principio fundador de acciones políticas unitarias, como hacen las agrupaciones nacionalistas, puesto que tal unidad no es resultado de una supuesta voluntad de acción colectiva, ni de un quehacer común, sino presupuesto histórico de la existencia social. Y un presupuesto no se transforma, sin coacción moral o engaño, en finalidad. Ese es el fraude político de todo nacionalismo. 
 
    
 
   Se podría pensar que la libertad y la igualdad, al ser valores espirituales que trascienden la parcialidad egoísta de los intereses materiales, podrían fundar tipos de unidad política que gozaran de aquiescencia general. Pero sucede que la política, en tanto que relación de poder encuadrada en escenarios conflictivos, necesita utilizar los valores morales como instrumentos de dominación del todo social por una de sus partes. Y para ese fin han de convertirlos en ideologías. En consecuencia, hay tantas concepciones de unidad política como ideologías egotistas. Y éstas, creyéndose y haciendo creer que son portadoras de verdades universales, tienden a tipos de unidad totalitaria. En este aspecto no habría diferencias esenciales entre las distintas ideologías. Las tendencias uniformadoras del nacionalismo y del comunismo se hicieron patentes en sus acciones de conquista del Estado, para transformarlo en totalitario. Pero esa tendencia también existía, aunque disimulada, en las ideologías liberales y socialdemócratas que confiaron la unidad política a la acción unitaria de la invisible y sabia longa manu del mercado, o a la coactiva intervención del poder central para estatalizar la representación de la sociedad civil. 
 
    
 
   La nueva idea de unidad política, el consenso, creóilusión de libertad sustituyendo el partido único por la estatalización de todos los partidos. La ficción de pluralismo político se traducía así en relativismo cultural y escepticismo moral. Y la guerra fría consolidó el artificio.El pueblo es una abstracción a la que recurre el discurso político para hacerlo sujeto imaginario de la acción, si una parte pequeña del mismo puede imponer su voluntad al resto, como si fuera la voluntad de todos o de la mayoría absoluta, prescindiendo de la pasividad que suele superar el número de gobernados activos o participantes en el régimen político. No existe peor definición de la democracia, ni mejor expresión demagógica de la misma, que la de Lincoln (“gobierno del, por y para el pueblo”). Todo gobierno, hasta el más tiránico, siempre es gobierno del pueblo, como materia gobernada, y gobierno para el pueblo, como único destinatario de la acción gobernante. La falsedad demagógica está en el por. Lo demás sobra, por obvio. Las frases circulares convencen más a las masas que las verdaderas. 
 
    
 
   Un pueblo numeroso no puede gobernarse a sí mismo. El autogobierno es una utopía. La democracia directa es de realización imposible en las Repúblicas de comunidades extensas. Sólo puede existir democracia representativa, bajo forma republicana, si los gobernantes son elegidos directamente por el cuerpo electoral de los gobernados, y los representantes de ese electorado, reunidos en asamblea legislativa, no intervienen para nada en la elección del gobierno. Si al gobierno, o a su jefe, lo elige la asamblea legislativa, sucede lo que previó la maravillosa ciencia política de Montesquieu: “si el poder ejecutivo fuera confiado a cierto número de personas sacadas del cuerpo legislativo, no habría ya libertad, porque los dos poderes estarían unidos”, y “cuando el poder legislativo y el poder ejecutivo están reunidos no hay libertad, porque se puede temer que… hagan leyes tiránicas para ejecutarlas tiránicamente” (El Espíritu de las Leyes, Libro XI, 1748). En Europa no hay, pues, democracia política. Incluso en Francia, el Presidente del Poder ejecutivo, elegido en sufragio directo, ha de someter a la Asamblea legislativa la aprobación de su programa y equipo de Gobierno. 
 
    
 
   Desde el Directorio, que dio marcha atrás a la Revolución francesa, la clase política integrada en el poder legislativo ha temido no ser ella la que haga y deshaga los gobiernos. El miedo de la burguesía semi-ilustrada a que el populacho participe en la elección de la máxima Magistratura, ha sido factor de los regímenes parlamentarios. El marxismo lo asumió como legado acrítico de la Revolución. El Estado de Partidos lo liquidó, pero dejó intacto el poder del miedo a la libertad en los dirigentes de partido, para que esos vicios de la inseguridad personal impidieran la fortaleza de un poder independiente en la Jefatura del Estado republicano. 
 
   Desde que se puso en circulación la fantasía constitucional de hacer soberano al pueblo, los mayores crímenes de la humanidad se cometen en su nombre. Cuando la soberanía popular aun no había sido puesta en las Constituciones se pudo pensar, con Madame Rolland, que la excusa del crimen político era la libertad. Pero durante siglo y medio de soberanía parlamentaria no asomó el peligro de que en nombre del pueblo se legitimaran los crímenes de los gobiernos. Esto sucedió cuando la guerra mundial dejó al parlamentarismo en el arcén de la historia. El Estado de Partidos se apoderó del mito de la soberanía popular, para simular que él la encarna en la República. “Así como en la democracia plebiscitaria la voluntad de la mayoría de ciudadanos activos se identifica con la voluntad general del pueblo, en la democracia de partidos la voluntad de la mayoría de ellos se identifica con la voluntad general, que sólo nace en virtud del principio de identidad (partido y pueblo), sin mezcla de elementos estructurales de representación” (Leibholz, Presidente del TC de Bonn). 
 
    
 
   La voluntad de la mayoría de partidos se identifica con la voluntad general del pueblo, sin mezcla de elementos de representación. Ésta es la doctrina oficial constitucionaria de la integración del pueblo en las Repúblicas europeas. Todos los crímenes y corrupciones de los partidos estatales son, pues, crímenes y corrupciones del pueblo que los vota, no porque éste se considere representado por ellos, sino porque tiene el sentimiento identitario de identificarse con ellos. Esa es la grotesca infamia que recae sobre los gobernados en cada acto criminal del consenso gobernante. Donde hay conflicto social no puede haber consenso. Una sociedad sin conflicto solo es imaginable en la utopía. Ni la sociedad burguesa de Hegel puso fin a la historia, ni la disolución del comunismo de Estado, tampoco. Sin conflicto de clases o de categorías sociales se acabaría el principal motor del progreso y el aliciente de la libertad (Maquiavelo, Franklin). El consenso, concepto medieval y religioso, resucitó el 9 de Termidor como antídoto del miedo al Terror, para repartir el poder de gobernar entre una nueva clase política, llamada enseguida de los perpetuos por la masa popular disidente.
 
    
 
   Tras la muerte de los dictadores, como sucedió con la de Robespierre, Hitler, Mussolini y Franco, el miedo a la libertad aglutinó las ambiciones de seguridad en represores y reprimidos, mediante consensos de reparto de poder. De ese reparto nacieron la ley electoral por el sistema proporcional y las Constituciones de las oligarquías de partidos sindicados en el Estado. Si se aplica a la política la teoría de los juegos, lo que ganaron todos los partidos estatales lo perdió en libertad el pueblo. En la transacción sobre principios innegociables, cada partido renuncia a su razón de ser partido con la conciencia de ser estatal. La turpitud del consenso derogala ley de mayorías y minorías. Incluso la necesidad de democracia y de política. 
 
    
 
   Se ha querido justificar el consenso político, desconocido en el mundo anglosajón, con una razón teórica. El consenso sería el moderno hallazgo del bien común, de la voluntad general, de la razón ilustrada o del interés objetivo que, sin embargo, ni un solo pensador en la historia de las ideas ha sido capaz de concretar. Esos conceptos metafísicos sólo se hacen inteligibles cuando coinciden con el interés, el credo o la razón de la mayoría (utilitarismo). No puede haber consenso en la democracia política. Derrotados en la teoría, los consensualistas se aferran a una razón práctica. 
 
   
  
 

 
 
   Se dice, como si tuviera valor de evidencia, que en los asuntos de Estado los partidos no deben ser partidistas. Pero todos los asuntos de Gobierno son asuntos de Estado, y no hay partido que, sin destruirse, deje de ser partidista. Se pone de ejemplo la política internacional y el terrorismo. Por ser la visión del partido gobernante en EEUU, ¿todos los partidos estatales europeos debían apoyar el pacto bélico de las Azores? Por ser la visión del partido en el Gobierno, ¿no debe existir otra estrategia, otra táctica contra el terrorismo diferente de la suya? El consenso no es más que una ideología conservadora, favorable a los gobiernos en plaza, para que ni siquiera haya simulacro de oposición parlamentaria. El consenso, silbido colectivo que ahuyenta peligros imaginarios en el pluralismo, une la cobardía a la falta de inteligencia de la realidad. La incompetencia pide ser consensuada para diluir en lo colectivo todo asomo de principio de responsabilidad política. 
 
    
 
   Pero el consenso no se basta a sí mismo para crear la ilusión de los gobernantes autistas. Se comprobó primero con la invasión militar de Irak y luego con la estupidez y cobardía de los gobiernos para negar la evidencia de la crisis económica, hasta terminar, aplastados por ella, endeudando a los Estados hasta límites que pagarán las generaciones futuras. El déspota iraquí no disponía de armas de destrucción masiva, ni tenía relación con el terrorismo islamista. La guerra internacional contra el terror interno de una dictadura laica sólo podía engendrar terrorismo religioso contra los Estados que la promovieron. Negar las verdades de hechos evidentes, sustituirlas por fantasmagorías, típica ilusión de autologos, conduce a la ignorancia de la realidad y a la improvisación como modo permanente de desgobierno. 
 
    
 
   Jorge Santayana (Diálogos en el limbo, ed. Tecnos, 1996) describió esa locura del poder incontrolado, que levanta su templo entre nosotros y se dedica a dictarnos oráculos. Nadie puede presagiar los delirios ni las letanías de dioses enloquecidos, que ni siquiera llegan a la multitud de sus votantes. Los sacerdotes mediáticos ensalzan y consagran la bienaventuranza de ese perfecto y formidable Autologos que es el autoengaño colectivo. El de la ilusión. El que convierte a cada gobierno en patrón de cada error, y a sus adoradores en devotos fieles del engaño o en necios partidarios de una misma ficción ilusa. 
 
    
 
   Los votantes a Autologos dan la bienvenida a la ilusión o temen perder la parte ilusa para la que están preparados. Lo demás, lo ignoran o desprecian. Si vislumbran la realidad fuera del templo de Autologos, la tachan de monstruosa, utópica o envidiosa. Los dementes no se mezclan ni confunden con los iluminados votantes por devoción. Si la locura de adoración al poder hubiera crecido en climas de libertad, lejos de impertinentes censores, “creería poseer una cuota civil de ingenio y virtud” que la sanaría. Pero la servidumbre política tiene naturaleza doméstica, crece como niño anidado en la burbuja del partido estatal que lo adopta, y come en el patio trasero del Estado. “El demagogo que toma las riendas de esa ignorancia y codicia, imagina que está gobernando libremente el mundo, olvidando la codicia e ignorancia de su propia alma... ¡Miserables muñecos!... Basta con que el viento cambie para que todas las flotas del pensamiento olviden sus rutas y zarpen para otro puerto” (Santayana, op. cit. p. 63). En la crisis financiera y económica del final de esta primera década del siglo XXI, el Autologos capitalista habla de refundar el capitalismo y de una gobernanza de las instituciones financieras internacionales, tanto para crear otro engaño de la ilusión, como para ahuyentar el miedo a las consecuencias de su irresponsabilidad en la causa original de la crisis de las finanzas. 
 
    
 
   No siempre el despertar de una ilusión colectiva conduce a la desilusión. Sin la mediación de una acción liberadora de la libertad colectiva, la anterior ilusión desilusionada se sustituye con otro sueño iluso de la ficción. El Estado de Partidos vive de ilusas pretensiones democráticas y se alimenta con los productos fraudulentos de su propia ilusión de progreso material ¡en un estercolero moral! La crisis económica no se aliviará, en los hogares y mesas de la cotidianidad, con las letanías edulcoradoras de la realidad que articulan los sermones políticos de Autologos. 
 
    
 
   Sordomudos invidentes ante la palabra y la luz de las verdades fácticas, ciegos morales ante los males que causan sus fantásticas ambiciones, enanos y gigantes de la farsa política, los partidos estatales se desprecian unos a otros, cuando no ocupan el máximo poder estatal, sin saber que todos son hijos irrisorios de un mismo poder sin control. La dictadura de la impotencia vive de la potencia de la irresponsabilidad. El consenso no se basta a sí mismo. Necesita el concurso transitorio y epidérmico del disenso electoral. Más aparente que real, este controlado disenso insustancial se contrae a lo personal y a lo adjetivo. Nada hay que se parezca más a una campaña electoral que la anterior y la siguiente. Lo nuevo, la sinceridad en las instituciones, rompería el consenso. Lo imaginable, la libertad política en una República inteligente y sincera, sacaría a los partidos del seno estatal para civilizarlos en el de la sociedad civil, hoy confundida con la económica o la comunidad nacional. 
 
    
 
   Cuando se esfumó el consenso religioso sobre la unidad césaro-papista de la Iglesia constantiniana o bizantina, surgió el consenso político sobre las formas imperiales o nacionales de las Monarquías Absolutas. La Revolución francesa destruyó todo consenso de poder. Y desaparecido el Terror, apareció la realidad del pluralismo social. Un pluralismo sofocado desde entonces por la concepción unitaria del orden público, que no había impedido la manifestación de pluralismo político en la democracia de EEUU, ni en determinados momentos de la historia europea. La cuestión del pluralismo político ha sido abandonada por la alta filosofía y la ciencia política. A diferencia de la noción filosófica de pluralismo -referente al número de realidades, frente a las pretensiones del monismo y del dualismo-, que ha dado lugar a diferentes teorías atomistas y monádicas, el pluralismo político ha padecido una constante confusión que lo identifica con el consenso o con lo que no puede ser constitutivo de pluralidad. 
 
    
 
   Se ha sostenido el pluralismo como atributo de la ética de las sociedades liberales o de las democracias capitalistas; como diversidad cultural sin relativismo político; como participación activa en varias asociaciones parciales; como fomento de la estabilidad social sin coerción estatal. Pero en ese bosque de hojarascas sin tronco, ninguna idea ha merecido ser considerada como definición en sí del pluralismo. La de mayor auge, la del pluralismo cultural, ha inspirado las actuales doctrinas socialdemócratas sobre el Estado plural, sin ser Estado Federal. “El consenso que un Estado pluralista necesita para prosperar se ha desgastado y ha dado lugar a la formación de circunscripciones independientes, que en conjunto hacen ingobernable el orden a través de los tradicionales canales pluralistas” (Enciclopedia del pensamiento político, página 513, Alianza Editorial, Madrid, 1989). ¿Qué quiere decir esa oscura frase, que parece extraída de la idea de crisis en Augusto Comte? Habla de consenso en un Estado pluralista. Noción que no puede existir siquiera en un Estado Federal. 
 
    
 
   El consenso es fruto del miedo a la libertad de pensamiento. “Los hombres temen al pensamiento como no temen ninguna otra cosa sobre la Tierra: más que a la ruina, más aún que a la muerte. El pensamiento es subversivo y revolucionario, destructivo y terrible; el pensamiento es despiadado para el privilegio, las instituciones establecidas y los hábitos confortables; el pensamiento es anárquico y sin ley, indiferente a la autoridad, y le trae sin cuidado la decantada sabiduría de las edades. El pensamiento contempla el pozo del infierno y no tiene miedo. Ve al hombre, una débil mota, rodeado de insondables abismos de silencio: se mantiene soberbiamente, tan impasible como si fuera el señor del Universo. El pensamiento es grande, rápido y libre; la luz del mundo y la gloria principal del hombre. (Bertrand Russell, Principios de reconstrucción social, Cap. V). 
 
    
 
   Todas las vaguedades pluralistas traducen, sin tener en cuenta sus motivaciones últimas, el estado de indefensión en que se encuentra la sociedad civil en el Estado de Partidos, para alcanzar objetivos societarios, como libertad política, costumbres decorosas, recreaciones estéticas, educación permanente, investigación científica, regeneración del medio ambiente, universalización de la cultura, erradicación de la propaganda política en los medios informativos, civilización de la mentalidad colectiva, y tantos otros que afectan de modo directo al bienestar social o incluso a la felicidad personal de los ilusos gobernados. La teoría del pluralismo político, por formar parte de la filosofía de la acción, debería ser una reflexión sobre la necesidad de pluralidad en los tipos de organización adecuados a la naturaleza de las acciones. Si hay pluralismo en la sociedad, ¿por qué no hay pluralismo político? El impedimento estatal a cualquier asomo de pluralismo político es demasiado simple, si no está acompañado de alguna justificación plausible sobre la servidumbre voluntaria. Para buscar el fundamento del pluralismo hay que bucear en las teorías monadológicas, sobre todo en la que alcanzó trascendencia política con el nombre de personalismo a principios del siglo XX. 
 
    
 
   La reacción contra el individualismo liberal y el colectivismo socialista produjo en Francia, a fines del XIX, un brote de ideología pluralista que trató de superar la división entre dualistas y monistas, centrando el problema no tanto en el número de realidades existentes, como en los tipos de realidad. El filósofo del republicanismo anticlerical, Charles Renouvier (famoso por su Ucronía de un mundo sin cristianismo), creó el término personalismo (1901), para designar las doctrinas que ponían a la persona en el centro del universo, sobre individuos, grupos sociales y Naturaleza. Ante el impersonalismo de la materia y de las ideas abstractas, su personalismo relacionista se hizo absoluto en el personalismo trascendente de Jacques Maritain y el personalismo existencial de Emmanuel Mounier. 
 
    
 
   La diferencia entre individuo y persona, concebida como la existente entre un ente natural determinado en su ser y un ente moral que se determina a sí mismo, puede comprenderse en el campo de la religión o la metafísica, pero carece de justificación en la perspectiva política. En primer lugar, el código genético no distingue entre individuo y persona. En segundo lugar, individuos y personas son gobernados de la misma manera. En tercer lugar, las personas se someten igual que los individuos a la servidumbre voluntaria. En cuarto lugar, la libertad personal, de orden individual y civil, no es la libertad constituyente del orden colectivo y político. Y en quinto lugar, la tensión entre individuo y persona está producida por los procesos de individuación igualitaria y los de individualización diferenciadora que actúan de modo natural en la especie humana. 
 
    
 
   El pluralismo político del personalismo carecía de base científica o filosófica. Distinguir entre individuo y persona era por ello una arbitrariedad política. Ni la República Constitucional ni la democracia representativa pueden admitir esta discriminación elitista, presente en la conciencia religiosa y en la filosofía existencial. Pero resulta esperanzadora la idea de Renouvier de que la personalidad puede alcanzar la moralidad política en tanto que “libertad a través de la historia”, es decir, a través de minorías conscientes que la buscan y procuran en sucesivas generaciones. 
 
    
 
   Ningún esfuerzo por la libertad está perdido, aunque las penalidades del camino no lo dejen llegar a ver el esplendor de una libertad coronada de laureles. Pero la importancia de Renouvier, para la teoría pura de la República, no está en el personalismo liberal, sino en su explicación de la posibilidad de un pluralismo de fuerzas, como en la Naturaleza, mediante una monadología de la actividad, la finitud y la concreción que elimine tanto la incomunicación entre individuos, como la infinitud y la abstracción metafísica de las mónadas leibnizianas. Esa pluralidad de fuerzas produce pluralidad de mónadas sociales en la comunidad nacional, y pluralidad de mónadas irreductibles en la sociedad política. La importancia trascendental de la reflexión de Renouvier explica y justifica que la idea de mónada representativa, como unidad última de lo político y de la política, sea una de las creaciones básicas de la Teoría Pura de la República. Como se verá en el libro tercero, la mónada representativa, por ser respublicana, no puede ser, por su propia substancia natural y social, más que republicana. 
 
    
 
   Los conceptos de unidad y pluralidad fueron acuñados en el terreno político durante los tiempos de reflexión sobre los fundamentos de la soberanía, y de las ideologías expandidas en los dos últimos siglos. La noción de soberanía, incompatible con el pluralismo político, gozó de aceptación universal por su justificación en un pacto ficticio de sujeción a un soberano que impidiera al hombre ser lobo para el hombre; o en un contrato social para pasar del estado de naturaleza al de civilización, haciendo soberano al pueblo. El fracaso de la Revolución francesa abrió el camino a la pluralidad de las ideologías con la confianza puesta en el mercado, donde los vicios privados producen beneficios públicos (Mandeville); con un retorno al sistema de producción artesanal (anarquismo); con un comunismo de la igualdad primigenia, mediante la supresión de la propiedad privada de los medios de producción (Marx) ; con un tratado de paz que trasformó, mediante el lenguaje, las metáforas intuitivas del mundo en palabras designativas de las cosas en sí y en conceptos tautológicos voluntariosos de ilusión (Nietzsche); o con una ficción universal que considera el conocimiento pragmático y aparente de la realidad del mundo social y político como si fuera la verdad (Vaihinger).
 
    
 
   Salvo la ficción del como si, la filosofía se derrumbó con la onda expansiva de Hirosima y los holocaustos. Del mismo modo que la población alemana acarreaba materiales del derribo bélico para la reconstrucción de sus ciudades, el pragmatismo americano reconstruyó la vida política europea con materiales ideológicos y humanos procedentes del desecho del Estado totalitario. Ante la crisis del Estado de Partidos, se abre la conciencia de la necesidad de un nuevo concepto de unidad que no tienda a lo total ni al consenso. Esto será posible si esa unidad de lo plural se concibe como modo de lograr la identidad real entre verdad y libertad. El hallazgo del modo de llegar a la unidad monádica, orientada al logro de esa identidad trascendental, no está al alcance de las voluntades de poder expresadas en ideologías de partido. La dificultad que presenta la organización de un tipo de unidad desvinculada de la idea de fuerza, no forzada ni egotista, está en que carece de precedentes intelectuales y de antecedentes experimentados. La unidad epistemológica de la identidad verdad=libertad, no puede acudir al criterio de las entidades cuantitativas de la unión=fuerza. Quien busca la fuerza, como los partidos y sindicatos, podrá dotarse de medios de fuerza, pero no de lo cualitativo, lo valioso y lo potente de una idea-fuerza. 
 
    
 
    La dificultad se supera si la unidad sin totalidad se induce por sí misma de la finalidad constituyente de la libertad política, y si la inteligencia social no proviene de una adhesión de individuos a una voluntad ajena, ni de un compromiso personal voluntario, sino de un vínculo sustancial de la personalidad con la lealtad natural a la verdad y a la libertad colectiva. Tanto el método retrodictivo, como el vínculo sustancial con la lealtad, vienen impuestos por la modalidad del referéndum constituyente basado en la libertad política. Que para no ser plebiscito totalitario ha de consistir en la elección libre por los gobernados entre las tres opciones constitucionales definitorias de la forma de Estado y de Gobierno, que se formulen y propongan desde la sociedad. La unidad epistemológica puede organizar, con la espontaneidad que brota del conocimiento de la verdad, la unidad del conjunto humano que quiera y pueda comunicar, a todos los sectores sociales, el descubrimiento histórico de que la única verdad política está en la libertad colectiva. Esto obliga a revalorizar el papel de lo espontáneo. 
 
    
 
   Partiendo de la necesidad de dirección consciente de las masas por el partido comunista, Gramsci consideró a la espontaneidad como una ideología reaccionaria del sentido común en las clases subalternas. Pese a este error sobre la función social del sentido común, su análisis supuso una novedad en la filosofía política. Que siempre había ignorado o despreciado el valor excepcional de la espontaneidad epistemológica, en tanto que dinamismo mental de formación de unidades activas, que operan cambios en los valores sociales con cambios en el conocimiento espontáneo. 
 
    
 
   No es de extrañar que no fuera la ciencia política, sino un economista interdisciplinar, Albert O. Hirschman, quien llamara la atención sobre el valor de la lealtad para consolidar o recuperar la unidad en las organizaciones económicas, políticas o culturales que, al desviarse de sus fines fundadores, plantean el doloroso dilema de salirse de ellas, si el apego no es muy grande, o elevar la voz contra corriente, dentro de ellas, para protestar contra su desviación decadente, a fin de regenerarlas.
 
    
 
   Aparte de confundir lealtad y fidelidad, Hirschman no descubre nada original cuando añade, a la motivación económica causante de la unidad funcional en el mercado, o a la motivación política exigente de la unidad estructural en los partidos, el vínculo del apego a la organización para evitar la decadencia o diezmación de la unidad. Pues esas unidades son dependientes de la voluntad de creer, y no uniones epistemológicas que generen, por espontaneidad del vínculo sustancial a la verdad, que es energía unitaria de la propia empresa asociativa. 
 
    
 
   Marx valoró la unidad del conocimiento espontáneo de la explotación del trabajo por el capital, cuando basó en la conciencia de clase la liberación socialista de la humanidad. Su error no era de análisis de la realidad, sino de presupuesto político. La liberación de la enajenación económica, de orden parcial sin que la espontaneidad unitaria del conocimiento la uniera a la enajenación política, de orden total, identificaba la verdad del poder estatal socialista con la libertad de esclavitud en lo totalitario. La sociología marxista se funda en la economía y no en la política. Lo espontáneo en el mundo político ha de entenderse de manera análoga o paralela al modo de unir lo lógico a lo óntico en la metafísica de Leibniz, donde la espontaneidad interna de la mónada es su propia libertad. Podemos aplicar, así, a la monadología fenoménica de la República Constitucional, la idea leibniziana de espontaneidad como “pasión originada por una fuerza interna, aunque con motivo de algo externo”. 
 
    
 
   No nacen vocaciones internas sin provocaciones externas. La espontaneidad puede actuar en la vida política, aunque hasta ahora haya sido reprimida o despreciada, como provocación de la libertad externa, o sea, la de los demás, sobre la vocación interna de verdad en cada mónada de conciencia personal. El conocimiento de la verdad=libertad produciría una armonía unitaria en la sociedad política, emergente de la comunidad nacional, compatible con los conflictos de interés o de poder en el interior de la mónada electoral o nacional. Los nacionalismos, el liberalismo y el socialismo sacrifican la espontaneidad unitaria derivada del conocimiento de la verdad-libertad, en el altar de las voluntades de poder que escinden la sociedad con partidismos ignorantes de su propia parcialidad totalizadora. 
 
    
 
   En la identificación de lo que parece diferente hay posibilidad de error y de afirmación de las contrariedades ideológicas que niegan tal identidad. Esto afecta a las verdades de hecho percibidas por los sentidos y a las verdades de razón establecidas por el pensamiento. El error de percepción de la naturaleza oligárquica del Estado de Partidos queda eliminado con la verificación objetiva de que, sin representar a la sociedad, sino a la clase política y mediática, no puede ser verdadero; y de que, sin separar sus poderes para que se controlen mutuamente, evitando la corrupción sistémica como factor de gobierno, no puede ser honesto ni libre. 
 
    
 
   La trascendencia de la relación de igualdad entre verdad política y libertad colectiva, queda demostrada en el pensamiento como verdad de razón, y corroborada en la experiencia europea de libertades públicas sin libertad política colectiva. En los individuos de espíritu libre, sin pretensiones de poder político, no tiene cabida esa hipocresía que tapa con velos de nobleza la vileza de las voluntades de poder partidista, ni el cinismo de la eficacia de la fuerza, que justifican el Régimen de Partidos por el hecho de que, siendo la realidad establecida, alguna racionalidad o alguna ética han de fundarlo. Lo mimo se decía de las dictaduras duraderas. Sin peligros de luchas personales por el poder, la organización de un movimiento ciudadano para conquistar la libertad constituyente, no necesita dotarse de estructuras de organización vertical. Pues no existen riesgos de salidas, que anularían la autenticidad de la vida personal, ni necesidad de elevaciones de la voz. Sus ecos se extenderían sin limitación, como ondas concéntricas en agua estanca inherida por la gravedad del continuo goteo individual del mensaje liberador de servidumbres voluntarias: ¡Verdad=Libertad!
 
    
 
   Los riesgos de salida del movimiento o de elevación de la voz de protesta interna, carecen de sentido en una agrupación espontánea de conciencias maduradas por el conocimiento de la verdad que la fundamenta. La espontaneidad unitaria de los sujetos cognoscentes de un mismo tipo de conocimiento, engendra una energía social equiparable a la del ímpetu de los instintos vitales. La fuerza política de los deseos de liberación colectiva que parten de espíritus vivientes en la verdad=libertad, estará comprimida por los partidos estatales, hasta que un movimiento ciudadano ponga a la parte activa de la sociedad civil, con una acción crucial, ante la evidencia de que la única verdad política es la libertad de los demás. Se suelen llamar cruciales a esos momentos decisivos o situaciones decisorias donde, por la índole dramática de los efectos intensivos y extensivos que producen en las personas o en los pueblos, cambian el sino o el sentido de las vidas personales o sociales. La noción de lo crucial, sinónima de crisis determinante, indica la circunstancia decisiva que ocasiona cambios repentinos en la personalidad de los individuos y en los valores sociales. Sin embargo, ése no es el significado etimológico ni auténtico de lo crucial. Un vocablo que se creó para designar las experiencias científicas que corroboran la verdad de una teoría en el cruce de hipótesis contrapuestas. Francis Bacon llamo instantia crucis a los experimentos cruciales. Pues en ellos se cruzan dos caminos de orientación opuesta o divergente. Lo estudiado en la filosofía de la ciencia (método crucial) y en la psicología analítica (experiencias místicas o traumáticas), no ha merecido la atención de la teoría de la acción política, centrada en análisis del momento y de la situación. La coyuntura confunde la crucialidad de las acciones con la circunstancialidad que las propicia. 
 
    
 
   La confusión proviene del oportunismo derivado de las concepciones situacionistas de la vida, como la del “yo soy yo y mis circunstancias”, donde la crucialidad vital no está en la acción que corrobora en la realidad la verdad de un ideal realizable, sino en la ocasión que no impide, con previsiones institucionales, la cínica expansión de las empresas políticas irresponsables. Si hemos podido recuperar para la ciencia política el concepto leibniziano de espontaneidad, como pasión interna de verdad provocada por la necesidad de libertad externa, también debemos devolver su sentido genuino a lo crucial, en tanto que acción social experimentadora de la validez universal de la relación de igualdad entre verdad política y libertad colectiva. Sin cruce de caminos, o sea, sin posibilidad de elegir entre orientaciones políticas opuestas o divergentes, no hay acción humana que pueda realizar una experiencia crucial de orden colectivo y liberador.
 
    
 
   Las Transiciones de las dictaduras a los Estados de Partidos no fueron experiencias cruciales. Aunque en sus comienzos existían dos caminos cruzados, el Estado decretó, desde arriba, marchar en la dirección del que él trazaba. Si el resultado ha sido vital para la clase gobernante, y la vida buena de algunos sectores gobernados, eso no significa que la reforma liberal de la Dictadura fuese un acontecimiento crucial para la comunidad nacional. Que continúa, como antes, sin libertad política. Se puede dibujar en un gráfico el resultado del cruce de dos líneas curvadas que simbolizan el ritmo y la intensidad de dos movimientos divergentes. La curva de la línea R representa la inclinación descendente de la decadencia del poder estatal del Régimen dictatorial. La línea D dibuja la curva ascendente de la potencia del movimiento de la oposición democrática. El tiempo curva la línea R hacia la caída libre vertical. El ritmo acelerado de la curva D proyecta la ascensión en dirección cada vez más vertical. Las líneas se hacen paralelas. El doble poder aparece. El nuevo poder ascendente sustituiría en el Estado al viejo descendente. Pero en la realidad, las dos líneas se cruzarán en el punto de coincidencia del mínimo poder de lo descendente con la máxima potencia ascendente. Libertad constituyente. 
 
    
 
   Dibujemos en otro plano la estrategia de la Reforma Política de una Dictadura. La línea R, antes de curvarse hacia la caída libre, busca el encuentro con la línea D, en un punto donde el debilitado poder descendente, sin llegar a cruzarse con la potencia ascendente de D, la incline por atracción magnética hacia la línea sinuosa del poder estatal. La figura resultante sería la de un tronco estatal que ahora atrae y se nutre de las nuevas savias ascendentes desde la sociedad. En lugar de cruce rupturista, pacto de consenso. Con esta estrategia, el poder descendente del Estado de Partido único disuelve la potencia ascendente de la sociedad política emergente, y se rejuvenece con nueva sangre. La reforma de la dictadura no podía ir a la libertad política. Sería suicidio de sus valedores. 
 
    
 
   La falta de control del poder era carácter constitutivo de la dictadura. Ese mismo carácter tiene el Estado de Partidos. ¿Por qué cambiar hacia lo igual o parecido, si no es por las prisas de subir y el hastío de no estar donde se creía con derecho a estar? ¿Cuál fue la razón europea de que se mezclaran en los nuevos gobiernos antiguos fascistas y dirigentes de partidos ilegales que lucharon, hasta heroicamente, por las libertades de la democracia? ¿Cómo las masas de seguidores aceptaron con alegría la traición repentina de sus jefes de partido a los ideales que creían ellas perseguir? ¿Por qué dejó de ser crucial la acción unitaria de la estrategia de ruptura democrática que hasta entonces había fortalecido la causa de los partidos clandestinos?
 
    
 
   Las explicaciones psicológicas de la rendición colectiva a la bastardía de la oligocracia instalable en el Estado de Partidos, dejan de tener sentido cuando los finales de las dictaduras son festejadas como triunfo común de verdugos y víctimas. Sucedió de modo espectacular a la muerte de Robespierre y de Franco. La traición colectiva no es sentida como deslealtad, sino como inteligencia preventiva de una nueva actualidad que favorecería igualmente a los adversarios. El repentino desfallecimiento de ideales obedecía a causas más profundas, que manaban de una conciencia de naufragio en los ideales republicanos, y de una frustración prolongada de las vanidades de merecer reconocimiento social y poder político. 
 
    
 
   Los protagonistas de las Transiciones políticas son hijos del oportunismo y padres del escepticismo. Subproductos culturales de los Bergson, Pareto Gentile, Spengler, Ortega y Gasset. Generación del actualismo, de la circunstancia, de la circulación de famas en lugar de élites. Ningún filósofo aprendió nada de la guerra mundial todavía humeante cuando comenzó su perorata reaccionaria, ni de la Revolución francesa, a la que conocían de oídas al historiador de su patología, Hipólito Taine. Todos creían que la libertad política era la del parlamentarismo actualizado en la República de Weimar, es decir, las despejadas avenidas de llegada al nazismo. 
 
    
 
   Ninguna generación intelectual protagonizó un ridículo tan majestuoso como la que propuso en 1947, el retorno a la situación anterior a la guerra mundial, defendiendo incluso la legitimidad del nacionalismo alemán derrotado por sus “excesos contingentes”. Sólo Julien Benda y G. Lukacs salvaron el honor de la verdad y de la cultura política (Reencuentros de Ginebra, ed. Guadarrama 1957, Hombre y Cultura en el siglo XX). Filósofos mundanos de espiritu aristocrático, reducían la vida angustiosa de los pueblos a un actualismo de náufragos que agitan los brazos para mantenerse a flote. La cultura era un útil saber a qué atenerse, para evitar el desastre personal de tener que atenerse a la libertad y a la verdad. Cultura de resignación para mantener niños, libertos y ancianos en el miedo a las responsabilidades de la libertad política. 
 
    
 
   Desde la cuna a la tumba el ser humano está ligado a otros seres de la misma especie. Se dice sin fundamento que los lazos de carácter orgánico terminan donde comienzan los mecánicos. La vinculación individual a colectivos nacionales expresaba la impotencia de la persona para alcanzar, por si sola, la plenitud de la vida. Entre la unión orgánica y la agregación mecánica de elementos simples, existen numerosos tipos de vinculación. Pero solamente uno de ellos ha sido calificado de substancial en la reflexión filosófica. Entre las diversas formas de la relación social (convivencia, coexistencia, connivencia, cooperación, mutualidad, reciprocidad), sólo hay una donde las substancias simples (personas) se unen, para integrarse en un compuesto del que surge una sustancialidad colectiva, que no es la mera suma de las sustancialidades individuales. Leibniz llamó vínculo substancial a esta relación real más perfecta. Y Maurice Blondel la interpretó como una nueva concepción de realismo superior, que evita la caída en el idealismo gnoseológico y ontológico. 
 
    
 
   Además de la materia, la forma y el compuesto al que Aristóteles llamo ingredientes, existe la dimensión humana de la res-publica que, por su propia naturaleza, otorga al todo la unidad sustancial de la esencia y existencia republicana, presente ya en cada mónada particular. Lo cual no sucede en las uniones contingentes que fundamentan las Dictaduras, las Monarquías y las Repúblicas de Partidos estatales. Distintas versiones de un mismo extrañamiento forzoso de la libertad política colectiva. Pero el vínculo substancial de la parte al todo garantiza la integridad y continuidad existencial de la realidad republicana. La unión continuativa está inscrita en todo elemento repúblico, en cada mónada representativa, como potencia única e indivisible de la acción unitaria. El carácter intrínseco de la unión deriva de su génesis común en la unidad epistemológica derivada del conocimiento de la verdad política, o sea, en el descubrimiento de que la verdad política está en la libertad colectiva, o sea, en la de los demás. 
 
    
 
   Ese vínculo unitario, anterior a todas las posiciones ideológicas, legitima el pluralismo en las opciones de la libertad. El principio de individualización, sin violación de la igualdad individuante, permite considerar a las mónadas republicanas de cada circunscripción electoral, no como simples partes de un compuesto nacional, ni como ingredientes del conjunto, al modo de Aristóteles, sino como su requisito esencial, en el sentido que Leibniz le dio en su metafísica, o condición sine qua non, como se define mejor en esta Teoría Pura de la RC. Ese requisito del vínculo sustancial, aplicado a la fenomenología política, hace accidentales las nociones psicológicas y sociológicas de la fidelidad y apego a las sindicaciones de poder. 
 
    
 
   En tanto que ley de la Naturaleza, la lealtad es principio de todas las virtudes sociales. Es vínculo sustancial de la acción unitaria y aglutinante espontáneo, incluso inconsciente, de la fundación colectiva de la libertad constituyente de la RC. Una República que, a causa de su origen en la libertad colectiva, garantizaría sin necesidad de coacción la indivisibilidad territorial de la Nación. Todo movimiento separatista divide la libertad política en su propio territorio, y deja de ser nacional al pretender ser nacionalista o nacionarista, es decir, con distinta conciencia comunitaria que la de sus compatriotas regionales no nacionalizadores ni nacionarios. Sin tendencia totalitaria no existe posibilidad de conciencia nacionalista en una región. La aporía de los nacionalismos y nacionarismos regionales consiste en que, considerándose naciones sin Estado, buscan la totalidad que sólo alcanzan a tener las naciones estatales. Tal aporía sólo encuentra salida coherente en la guerra civil de secesión o en el terrorismo irredento. 
 
    
 
   Es difícil de saber cuando llega la oportunidad de la acción crucial, el momento donde sería imprudente dejar pasar la ocasión de actuar para ganar la iniciativa en la conquista pacífica de la libertad política. Ese momento viene determinado por la situación de la relación de fuerzas políticas estatales, la conciencia cívica y un nuevo elemento de libertad política emergente de la sociedad. Como el modo de llegar a ese instante no está determinado por la conjugación de factores actualmente conocidos, no se puede pronosticar con métodos de análisis predictivos. La intuición toma el mando de los acontecimientos no previstos, cuando son susceptibles de conducir a la apertura de un período de libertad constituyente. La predicción ha de ser sustituida por la prodicción. No hay modo de saber cuándo se debe iniciar la andadura por el camino público de la verdad=libertad. Demasiado pronto sería abortada. Demasiado tarde, ya no incitaría. El momento crucial lo determinan acontecimientos, azarosos o provocados, que no parecen tener en su génesis esa finalidad. Se produce el efecto contrario al de la heterogonía. El fin superior atrae a los medios. 
 
    
 
    
 
   Partidos estatales
 
    
 
   La cultura europea no ha separado con distinción los conceptos de democracia política y democracia social. El hecho de que la palabra democracia designe la forma de gobierno causada por la libertad política colectiva y el grado de igualdad real en los miembros de una misma comunidad, es fuente de continuos malentendidos. La igualdad de derechos y de oportunidades son consecuencias de la democracia política. Mientras que la igualación en salarios, jubilación, sanidad, educación, asistencia social y servicios públicos, lo que se llama Estado de bienestar, son exigencias de la democracia social. La libertad política no depende de los niveles de renta nacional, del producto nacional bruto ni del consumo por cabeza. La democracia formal puede caminar hacia la igualdad social. Pero las revoluciones de la igualdad, sin horizonte de libertad, requieren dictaduras que extiendan la falta de libertad más allá de la que denunciaban en la situación anterior de rebeldía. Hay menos libertades en el fruto de la Revolución que en sus simientes. Ni equiparación posible entre una regla formal para el juego político y un criterio de justicia para la distribución social de la riqueza. Lo decisivo de la libertad es que la regla constituye el juego antes de comenzar la competición, mientras que la idea de justicia material la impone la ideología del vencedor, sin reglas objetivas de juego. 
 
    
 
   Los presupuestos de la democracia política son: 1º Todos pueden participar en el juego en condiciones de igualdad. 2º El juego se desarrolla en el campo de la sociedad política. 3º Las decisiones se toman por votación de mayorías y minorías. Y sus requisitos sine qua non son: A. Representación directa de la Sociedad política. B. Separación de los poderes estatales. Las transiciones al Estado de partidos, por miedo a la libertad, limitan el juego a una competición entre partidos estatales, contra 1º; el juego se desarrolla en la sociedad estatal, contra 2º; las decisiones se toman por consenso, contra 3º. Por miedo a la libertad de elección, se cambia la representación de la sociedad por la de partidos estatales, contra A. Por miedo a la responsabilidad, no se separan los poderes del Estado, contra B. 
 
    
 
   Sin libertad política, sin sociedad política intermedia entre la Sociedad y el Estado, los partidos pasaron desde la clandestinidad al Estado, eludiendo la democracia formal, y llamando libertad política a las libertades públicas antes reprimidas. Como elementos estatales integrados en una sinarquía, a la vez constituida y constitucionaria, los partidos dejaron huérfana de representación a la Sociedad. Ante la crisis financiera del Estado, los gobernados no tienen a quien dirigirse para evitar la quiebra de las finanzas públicas, provocada por la irresponsable sinarquía estatal y por la dispersión del gasto público en Autonomías partidistas incontrolables. 
 
    
 
   El Estado de Partidos prohíbe el mandato imperativo de los electores, pero basa la representación proporcional en el mandato imperativo de los jefes de partido. Se dice que la soberanía reside en el pueblo, pero con la prohibición a este fantasmagórico soberano de dar instrucciones a sus mandatarios, ni siquiera haciendo vinculantes las promesas que le hicieron los partidos estatales para ser elegidos. Y se le prohíbe que revoque el poder dado a sus diputados. La culpa no fue de Rousseau, para quien el pueblo soberano no podía ser representado, sino del abate Sieyès, que anuló el mandato imperativo y la revocabilidad de la representación, para que la Asamblea pudiera proclamarse soberana. Obligado a legislar según la regla de mayoría, el colegio de mandatarios se apoderó de la voluntad general, que Rousseau había ideado para un pueblo sin representación. Con el monopolio de la representación, los partidos estatales asesinan al sentido común. El poder electoral no está en los votantes a listas predeterminadas, sino en la media docena de jefes de partido que hacen las listas. El consenso de sus voluntades particulares pretende ser la voluntad general. 
 
    
 
   La ruptura del mandato político tuvo en su origen sentido revolucionario, para superar la situación de impotencia de los representantes. Sieyès proclamó que el mandato imperativo se disolvía en la Asamblea Nacional porque la “Nación no recibe órdenes de nadie”. Además, el mandato de los cahiers de doléances no contemplaba la Declaración de Derechos ni la separación de poderes. El mandato representativo se transformó en la libre representación que Sièyes llamó “soberanía representativa”. 
 
    
 
   Las diferencias entre poblaciones rústicas, ciudades y París no permitían demarcar distritos con la misma proporción de categorías sociales diferentes. Era inevitable la lógica revolucionaria de la ley Le Chapelier, prohibiendo el asociacionismo para proteger la independencia del voto. La prohibición del mandato imperativo produjo sistemas parlamentarios de soberanía de la representación. Consecuencias: emergencia de una clase política separada de los representados y acción directa de éstos contra sus representantes, con marchas de violenta potencia extra-parlamentaria, revueltas sociales permanentes y guerras civiles. Ahora se difunde la cínica falsedad de que la prohibición del mandato protege la independencia de los legisladores, cuando jamás tuvo esa motivación. En su origen, fue una medida expeditiva para permitir la Declaración de derechos y la separación de poderes, no autorizadas en los mandatos de los cahiers. En el sistema proporcional, la prohibición pretende que el diputado no pueda alegar mandatos contrarios o distintos a los del partido. Y no se cumple para mantener la dependencia del poder legislativo respecto del partido gobernante. Lo que en su origen tuvo sentido revolucionario ahora lo tiene reaccionario, en tanto que factor constitutivo de la clase política. 
 
    
 
   El hallazgo de la mónada republicana que refleje a escala pequeña la pluralidad de fuerzas que interactúan en la sociedad, permite resolver el problema de la representación política sin necesidad de acudir a la barbarie de la prohibición del mandato, propia del anterior régimen parlamentario de soberanía representativa. Ante el estrepitoso fracaso de la sustitución de la representación por la integración de las masas en el Estado, sin sociedad política intermedia, hay que volver a los fundamentos naturales de la representación. Todo mandato civil es imperativo y revocable. Mandato imperativo es una expresión redundante. Mandato irrevocable, un contrasentido. Sólo el mandato representativo de una mónada electoral permite construir, junto con el de las demás, la sociedad política intermedia entre Sociedad y Estado. Con la mónada respublicana no sólo desaparece la deficiencia de representación del pluralismo social, sino la vieja añoranza marxista de unir, en un solo estado personal, la condición de productor y de ciudadano, o sea, salir de la alienación económica por medio de la alienación política. En la mónada republicana puede subsistir alienación económica, pero no enajenación política de lo representado. 
 
    
 
   El contraste entre el sistema proporcional combinado con la prohibición de mandato que no sea el del partido, y lo que sucede en Francia con el sistema de elección uninominal a doble vuelta en distritos pequeños, es aleccionador. En Francia no hay democracia porque no hay separación de poderes entre el ejecutivo y el legislativo. Aquél necesita la moción de confianza de éste. Pero al menos su sistema electoral es representativo de la sociedad, cosa que no ocurre en los demás países europeos, salvo en Gran Bretaña y Suiza. Además, las elecciones son democráticas, y no oligárquicas de partido, porque dan mayoría absoluta a la persona elegida como representante en cada distrito, sea en primera o en segunda vuelta. El sistema británico es menos representativo que el francés, y nada democrático, por admitir la validez de mayorías relativas y no permitir la segunda vuelta. La tradición electoral en el Reino Unido ha ignorado que la segunda vuelta escapa de la paradoja de Arrow. Como también la eluden las sociedades políticas que solo ponen en liza electoral a dos partidos.
 
    
 
   Kenneth Arrow, premio Nobel de Economía, actualizando un teorema de Condorcet, creyó haber demostrado que la democracia es imposible o, mejor dicho, que las decisiones por el sistema de mayoría, cuando hay más de dos opciones en el abanico de elecciones posibles, no pueden ser democráticas. Esta paradoja afecta al sistema proporcional de elecciones, y al mayoritario simple, como el de Inglaterra, pues en ellos los resultados de las urnas no hacen coincidir las preferencias personales de los votantes con la preferencia mayoritaria del cuerpo electoral o de la sociedad global, reflejada en todas las encuestas fidedignas. 
 
    
 
   Las instituciones de la RC eliminan la paradoja de Arrow. No por razones de técnica electoral, como en Francia, sino por la naturaleza indivisa de cada mónada representada, donde por petición de principio se hace indefectible que la voluntad colectiva de los electores coincida con la voluntad mayoritaria del distrito electoral. Son elecciones substancialmente democráticas, y no sólo formalmente. Como también lo es la elección por mayoría absoluta del Presidente de la República. Eliminada de la elección de decididores, la paradoja de Arrow quedaría circunscrita a la adopción de decisiones por mayoría de los diputados de la Asamblea legislativa, cuando fueran más de dos las opciones legislativas entre las que elegir. Paradoja que no atenaza a las decisiones del Gobierno. Éstas no obedecen a la regla de mayoría en un consejo de ministros, sino al método de decisión en un comité dirigido por un jefe, con responsabilidad solidaria de sus miembros. 
 
    
 
   La paradoja de Arrow, que sólo afecta a la elección entre más de dos opciones, tampoco entra en las decisiones de la Asamblea legislativa, respecto a dos distintas proposiciones de ley. La paradoja se plantearía en las votaciones a tres o más opciones de ley, en el caso de que rigiera, por ejemplo, la utópica regla de justicia mínima de Rawls. Pero en los parlamentos de más de dos partidos estatales, la paradoja de Arrow entra indefectiblemente por la puerta trasera, dado que las proposiciones de ley no son debatidas ni votadas como opciones entre las que pueden escoger libremente los diputados, sino como elección de preferencias de partido entre proposiciones preparadas fuera del parlamento, por los grupos empresariales patrocinadores del partido gobernante. Si la iniciativa legislativa no está de hecho en el Parlamento, y en él hay tres partidos que convierten dicha iniciativa en tres proposiciones de ley diferentes, al tener que elegir se produce la paradoja de Arrow, y la elección no será democrática. Esto no puede suceder en la RC. Las proposiciones de ley no partirían de los partidos, sino de un diputado y se votarían por separado cada una. Incluso artículo por artículo si fuese necesario. 
 
    
 
   Mucho más perniciosa que la eventual paradoja de Arrow es la doctrina legal según la cual el diputado de distrito elegido por mayoría absoluta o relativa, como los diputados de listas de partido elegidos por el sistema proporcional, en el mismo momento de recibir las credenciales y tomar posición del escaño parlamentario, dejan de ser representantes del distrito o de sus electores y, por un acto divino de transfiguración, se transforman instantáneamente en representantes individuales de la Nación. Este milagro de Pentecostés representativo, que no puede ser ónticamente explicado por la relación de representación, pese a las metafísicas razones alegadas por Burke y Sieyès, tiene desde luego una dimensión religiosa o espiritista. Es cuestión de fe y no de razón. Credo ut intelligam. 
 
    
 
   Desde que el Directorio remató la Revolución Francesa en 1795, la política se organizó religiosamente para creyentes en la diosa-nación, dotada de elementos sacros. La Iglesia y el Estado continúan viéndose como rivales porque lo anticlerical constituye la liturgia laica de la religiosidad nacionalista o progresista. Los jacobinos comulgaron en el altar del Ser Supremo y los hebertistas ante la diosa Razón en Notre Dame. Esos fieles se constituyeron (Directorio) en casta levítica a perpetuidad, en el templo de la soberanía nacional, para renovar el dogma de la infalibilidad parlamentaria con el milagro de Pentecostés que les permitía desvelar los misterios de la voluntad general. No identificada con la voluntad de la mayoría ni con la unanimidad, Rousseau dedujo la voluntad general de la idea teológica de Malebranch sobre la pasividad divina ante la maldad humana. Las ideas de Dios, como las de los partidos, son generales.
 
    
 
   Este milagro en la diputación sobrepasa los límites de esa ley social de las admiraciones repentinas, que transforma en inteligente y excelente a toda persona juzgada común o mediocre antes de subir al trono de la fortuna. El más ignorante paisano de los candidatos a un escaño parlamentario, tan pronto como las urnas lo consagran y santifican, aparece aureolado por la sabiduría del interés general, la adivinación de la voluntad general, la conciencia del bien público, la ciencia de la economía y la presciencia del conflicto. Dotado de esos dones preternaturales, el cateto-demiurgo decide con su voto lo divino y lo humano de su país y del mundo, pero al dictado de su jefe de partido. La metafísica religiosa de este milagro del espíritu partidista había sido evitada, antes de que la Revolución la deificara, por la fantasía aristocrática de Edmundo Burke, en su famoso Discurso a los electores de Bristol (1774). Gracias a su “virtual representation”, el Parlamento de las capas sociales superiores aseguraba la representación de todo el pueblo. Tal vez por eso, los votantes de Bristol no eligieron en la campaña siguiente al creador de tan sublime representación virtual, es decir, no actual, sino potencial de las mujeres y los no propietarios. 
 
    
 
   El abate de Frèjus (Sieyès) puso las lenguas de fuego espiritual que iluminarían las cabezas de los diputados locales: “El diputado de un bailliage (partido judicial) es inmediatamente elegido por su bailliage, pero mediatamente es elegido por la totalidad de los bailliages”. Mediante esta ficción de superioridad de la mediatez sobre la inmediatez, el diputado pueblerino se independiza de sus electores particulares y adquiere la conciencia de haber sido elegido por la Nación, a la que encarna como los reyes, para interpretar y representar sus altos designios, sin que sus mezquinos e ignorantes electores de distrito tengan derecho a exigirle rendición de cuentas de lo que no saben ni tampoco intuyen. La mediatez irrepresentativa se hizo sublime idiotez en la representaciónde partido. 
 
    
 
   Con la igualación social de las situaciones personales dejó de ser virtual la representación de los ciudadanos pasivos por los activos, la de los pobres por los ricos, la de las mujeres por sus padres o maridos, la de los criados por sus amos. Sin la mística aristocrática, el realismo revolucionario del sentido común puede retornar para poner fin a la comedia exigiendo el mandato representativo de los electores, con todas sus consecuencias de rendición de cuentas y revocabilidad. Ante el estruendoso fracaso de la ficticia representación parlamentaria de los Partidos estatales, mantenidos en el aire por la alfombra mágica de la representación proporcional, resuenan como nuevas las palabras del primer defensor de los partidos, el propio Edmundo Burke: “cuando los hombres malos se alían, el bien debe asociarse”. El creador de la representación virtual pedía la asociación contra las diputaciones perversas, que en el sistema de listas no permite distinguir al malo del tonto, ni al arrogante vanidoso del corrupto.
 
    
 
   Como si fuera verdad científica o evidencia incontestable, los medios de comunicación y los propios partidos difunden la opinión de que no hay necesidad de tomar precauciones institucionales contra la corrupción de gobiernos y parlamentos, puesto que los electores tienen la posibilidad de castigar ellos mismos la deslealtad de sus elegidos, no volviendo a votarlos en las siguientes elecciones. La cultura liberal llamó reacción anticipada a este mecanismo de autodefensa preventiva del votante.
 
    
 
   La soberanía del legislativo instala en el alma diputada el principio inderogable de la independencia del elegido respecto de sus electores. Eso no es separación ni abuso, sino usurpación de poderes. El poder electoral es quimérico. El diputado puede pavonearse de que no es mandatario ni delegado. No recibe instrucciones de sus votantes. Las promesas electorales no tienen validez. En cualquier manual de ciencia política liberal se puede leer que “la no re-elección es la sola sanción del desacuerdo que pueda existir entre el elegido y sus electores” (Les Régimes Parlementaires européens, Thémis, 1966, Presses Universitaires). ¿Acaso no es la mejor definición de la servidumbre impuesta al elector por el elegido? 
 
    
 
   La no re-elección, una reacción individual y personal, avala un sistema representativo que concede inmunidad a los elegidos, pero no garantiza a los electores defraudados, ni corrige los errores electivos. La realidad actual es aún más dura y cínica, mucho más desvergonzada que en la doctrina liberal. El mecanismo de la reacción anticipada, que ya era un inmoral y arriesgado consuelo retrasado en las elecciones de candidaturas unipersonales, propias de los regímenes parlamentarios, ha desaparecido por completo, incluso como coartada, en los sistemas de representación proporcional de partidos estatales mediante listas de candidatos. 
 
   Era desesperante que los electores tuvieran que esperar nuevas elecciones para apartar a los diputados corruptos o desleales. Pero existía la posibilidad de que los eliminaran en la siguiente campaña. Ahora, con la representación proporcional se incurre en cínica falsedad y suprema irresponsabilidad, cuando se afirma que la reacción anticipada tiene eficacia frente a los diputados de lista, es decir, frente al jefe del partido que las hizo, y que han decepcionado las esperanzas de sus electores. Esta falsedad ni siquiera tiene la disculpa de las mentiras piadosas. No se cambia de partido político como de personas. No se improvisa un nuevo partido entre elección y elección. En las actuales sociedades de espectáculo y de hinchadas, cada partido estatal tiene en su mochila una cuota fija de partidarios, que lo votarán haga lo que haga, sea el robo de las pensiones, la dádiva de fondos públicos a los banqueros en crisis o los goles con la mano de Dios a los partidos rivales. Los partidos estatales no pueden sufrir el castigo diferido de la reacción anticipada de los electores. 
 
    
 
   Los partidos estatales ya no son partidos de programa ideológico, de personalidades notables ni de diferente concepción de la economía. Todos defienden la propiedad privada y el mercado. Todos ponen el mismo celo en agradar con privilegios a las oligarquías financieras, económicas y mediáticas. No hay en este terreno distinción entre partidos de derecha o de izquierda. Y tampoco son partidos de integración social, como dicen las Constituciones. Al estar completamente separados de la sociedad civil, sólo pueden integrar en el Estado a las masas que se identifican con ellos por motivos familiares, religiosos, hábitos culturales o estilo de habla. 
 
    
 
   En los partidos estatales con programas generalistas iguales resulta inútil sustituir a un partido por otro en las preferencias del votante. En el caso de que el partido estatal gobernante pierda las elecciones por crímenes y corrupciones descubiertas, siempre conservará en reserva el enorme potencial de su hinchada que, al menor desgaste del nuevo partido gobernante, le dará la victoria en la siguiente jornada electoral. Las mochilas de los partidos estatales están repletas de partidarios inconmovibles, sea por tradición de fidelidad a unas siglas, sea por temor al triunfo de su enemigo estereotipado, o sea por agradecimiento a que su partido, por ser el de los pobres, mete la mano en bolsillos ajenos con más justificación y menos cinismo. “No temáis, mi lord, la potestad que os hizo rey tiene potestad para conservaros rey a despecho de todo” (Shakespeare, Ricardo II, ii, 27-28). Si se trata de elegir entre partidos estatales, y no entre personas singulares, el principio de la reacción anticipada del elector no existe. Según el soplo favorable de la más leve circunstancia adversa al partido gobernante, el elector dará nuevamente su voto al otro partido de la corrupción, del crimen, de la prevaricación o de la guerra 
 
   El problema de la libertad política ya no está planteado en el escenario histórico de la sociedad activa, donde lo colocó el acontecimiento revolucionario. En ese antiguo terreno apenas se distinguen los vestigios de una época, mitad romántica y mitad positiva, donde la relación de fuerzas entre los factores de producción, entre la clase burguesa y la clase obrera, determinaba no sólo la situación social y personal, sino la comprensión intelectual del fenómeno del poder estatal y de las diferentes estrategias para conquistarlo y conservarlo. En aquella perspectiva, la visión marxista del mundo no tuvo rival. La realidad confirmaba la teoría derivada de la izquierda hegeliana. Los partidos burgueses, situados a la defensiva, retrasaban la llegada del sufragio universal y del voto femenino, porque carecían de una tesis sobre la libertad política capaz de superar la antítesis de la dialéctica socialista. Y la visión izquierdista no comprendió que sin libertades formales no habría posibilidad de libertades reales.
 
    
 
   La distinción entre esas dos clases de libertad fue el golpe de gracia para la ideología liberal y el cornetín de enganche para los partidos obreros. Los radicales se asomaron al mundo de la igualdad social desde el balcón pequeño burgués. Allí perecieron de angostura y miedo. El partido radical interpretó en Francia el canto de cisne del liberalismo político. En Italia y Alemania, esa pequeña burguesía sublimó su impotencia recurriendo a la fuerza bruta y reaccionaria del fascismo y del nacional-socialismo.
 
    
 
   Lo que no consiguió un siglo de enfrentamientos, esto es, que la derecha y la izquierda se abrazaran en una sola ideología estatal, el vencedor estadounidense lo impuso como condición de diálogo con los vencidos partidos clandestinos. Y todos se hicieron estatales. La aniquilación de los Estados de Partido Único originó el vacío de poder que se rellenó con la repentina estatalización de los partidos residuales o diluidos en el fascismo y el nazismo. Los partidos liberales, socialistas y comunistas se hicieron estatales no por virtud de sus respectivas ideologías, sino para vivir como órganos del Estado, financiados por el fisco y con privilegios políticos que no tienen los particulares. El Estado de Partidos se construyó con los materiales de derribo de los Estados Totalitarios. La funesta y previsible consecuencia de aquella cínica improvisación, que trasladó el escenario de la competencia por el poder desde la sociedad civil al ámbito público del Estado, ha sido la sistemática corrupción de los partidos estatales, con aumento exponencial del gasto público y depredación de los recursos. Lo imperdonable ha sido que se escamoteara la libertad política con la eficacia del Estado, como en las Dictaduras y Estados absolutos, y con la complicidad de unos medios de comunicación predicadores de que la única libertad política posible es la de los únicos agentes o actores del poder, es decir, la libertad incontrolable de los partidos y sindicatos estatales. 
 
    
 
   Si la libertad no constituye el poder, sino éste a aquella, la sociedad se estabiliza en una oligarquía de partidos estatales. El cambio vertical de escenario, la instalación de los partidos en el Estado, cambió los factores que determinan las transformaciones sociales, así como los conceptos de estrategia y táctica en el combate por la libertad. El enemigo directo de la libertad política ya no es el gran capital. Los enemigos primordiales de la libertad son los partidos estatales y los medios de comunicación partidistas. Sin ellos aquél sería un gigantesco cuerpo económico sin brazos políticos. 
 
    
 
   Los antiguos partidos de la sociedad política fueron eliminados por el Partido único del Estado Total. Lo sucedido al final de la guerra mundial no fue una restauración de los antiguos partidos, sino una instauración directa en el Estado de las siglas partidistas que salían de la clandestinidad. Sin legitimarse en y ante la sociedad política, los viejos partidos se hicieron nuevos órganos del Estado, mudaron de naturaleza, perdieron sus características sociales, se repartieron los cargos estatales y ganaron los atributos de la función pública. Partidos de funcionarios del poder estatal. Los partidos actuales dejaron de ser instituciones políticas, para convertirse en instituciones de derecho público. Y al desempeñar las funciones del Estado de modo permanente y orientación parcial, los partidos renunciaron a su condición de partes de la Sociedad política y se hicieron facciones del único poder estatal. Los partidos órganos de lo estatal no pueden ser verdaderos partidos políticos porque ya no tienen naturaleza política.
 
    
 
   La aguda crisis actual del Estado de Partidos revela que los partidos no actúan como partes de un todo estatal de lo político. Subordinan la función indiscriminada del Estado al interés faccioso, fraccionario y discriminador de cada asociación estatal. Aunque sea difícil que una facción social alcance la categoría de partido, es fácil que un partido estatal degenere en facción y llegue a poner en peligro la unidad del Estado-Nación, a causa de sus ambiciones de lograr efímeras alianzas de gobierno con periféricos partidos nacionarios o nacionalistas, financiados por el Estado del que desean separarse. Son nacionarios los que quieren hacer Naciones. Son nacionalistas los que sacrifican verdad y libertad a la Nación. Hay facción estatal cuando priman los intereses de partido estatal sobre el interés público nacional. Hay facción nacional cuando el sentimiento natural de la patria histórica se pospone al patriotismo de partido nacionalista. Un fenómeno, denunciado por Gramsci, que sustituye la mente individual por la mentalidad partidista, con destrucción de la inteligencia del mundo político y prefiguración de la razón de Estado. La intrínseca aberración de la idea de partido estatal no pretende tener razón social o civil. Existe y se legitima por razón de Estado. Y hay, en fin, facción comunitaria tanto en el facticio patriotismo constitucional como en el separatista. 
 
    
 
   El autor de la tesis optimista de que el partido políticamente puro iría desplazando poco a poco al partido-facción, dijo: “Tan pronto como el egoísmo, incluso la terquedad, triunfa sobre el amor a la patria, y de manera consciente e intencionada no hace lo que conviene al Estado y a la Sociedad en general, sino lo que satisface sus afecciones, entonces marcha sobre el camino de la facción” (Johann Gaspar Bluntschli, Carácter y espíritu de los partidos políticos, Nördlingen 1869). Todo partido nacionalista es de naturaleza facciosa. La ausencia de vocación por la verdad ha consagrado la falsedad de llamar partidos a meras facciones voluntarias de poder integradas en el Estado, con Autoridad Pública en tanto que son órganos del mismo. Enseñada como verdad revelada, esta falsedad ontológica se ha establecido como norma del pensamiento, sin una sola contestación en los medios de comunicación ni en la docencia. Los intelectuales de partido estatal no distinguen entre sociedad civil, sociedad política y Estado. ¡Partidos únicamente legitimados por razón de Estado!
 
    
 
   Para comprender la brutalidad cultural que supone llamar partidos políticos a puras facciones del Estado basta recordar: a) que la pluralidad de partidos es consecuencia de la diversidad social que los legitima en una sociedad plural; b) que el Estado, en tanto que monopolio legal de la fuerza, no puede ser plural sino único; y c) que si la política es la conquista y conservación del poder estatal, para gobernar toda la sociedad por una parte de la misma, sería circulo vicioso que la política también fuera función de los órganos permanentes de la jerarquía del Estado. La meta no participa de la naturaleza del camino. Es fin y no medio. Lo político no es la política. 
 
    
 
   Todos saben que no es lo mismo estar que ser, estar en un lugar o ser de él, estar vivo o ser vivo. Pero deja de entenderse tan pronto como la ideología suplanta al sentido común en la cuestión del Estado y su relación con los Partidos. Antes del Estado de Partido Único, los partidos políticos eran de la Sociedad. Sólo estaban transitoriamente en el Estado si ganaban electoralmente la facultad de dirigirlo. El Partido gobernante pasaba desde la Sociedad a ocupar una posición de gobierno en el Estado, y a la Sociedad volvía tras gobernarlo durante su mandato. Pese a la mala prensa que siempre tiene lo vencido y humillado, el partido único no era una contradicción tan brutal como la de partido estatal sin Estado totalitario. Sin percibir que el Estado no puede ser plural, los partidos que sustituyeron al partido único cayeron en la contradicción de imitarlo, partiéndolo en varias fracciones para repartirse por cuotas el poder de la autoridad estatal, es decir, para continuar pretendiendo lo mismo que las dictaduras: la integración de las masas en el Estado, como dicen las actuales pseudo Constituciones. Sustituir la dictadura de la fuerza por la del consenso no altera la identidad de finalidades del partido único y los partidos estatales.
 
    
 
   La filosofía política alemana se enorgullece de haber superado la antigua idea de la representación con la moderna doctrina de la integración de las masas en el Estado. No estaría tan orgullosa si viera que el Estado de Partidos no ha integrado las masas en una Sociedad Política inexistencial, sino a los partidos en el Estado asistencial. Los partidos actuales no son ontológicamente diferentes del Partido único. Su novedad consiste en haberse transformado en facciones estatales para lograr obediencia a la Autoridad en el mercado de consumo de mercaderías políticas. Los rasgos más desagradables del fascio-nazismo, el racismo y la xenofobia, no se reproducen en el Estado de Partidos ni en los Partidos del Estado. En cambio, como observó Sigmund Neumann (Partidos políticos modernos, 1956), la connotación nacionalista aparece en los partidos-facciones tan pronto como necesitan aliarse con fuerzas centrífugas de grupos periféricos para gobernar sin mayoría propia. Las facciones partidistas integradas en el Estado, sin posibilidad de representar a la sociedad civil, tienen que extender la función prebendaria del consenso a los nacionarismos y nacionalismos desintegradores de la unidad nacional. Sin superar la causa nacionalista de donde proceden, la partidocracia postfascista financia los nacionalismos periféricos con déficit presupuestario y corrupción. 
 
    
 
   Inevitablemente, los partidos de Estado son facciones del Estado. La representación de la sociedad civil les parece una antigualla. En la República de Weimar, donde se fraguó la degeneración de los partidos en facciones estatales, el partido Democrático llegó incluso a llamarse Partido del Estado. Los partidos concurren a la formación y manifestación de la voluntad estatal. Son instrumentos del consenso apolítico de Estado. 
 
    
 
   Los partidos de integración son grupos o facciones de poder estatal donde caben todas las categorías de personas que carecen de ideología. Por su propia naturaleza, los partidos de todo el mundo (catch-all-party) sólo pueden constituir facciones estatales de poder burocrático o funcionarial. La única ley que puede deducirse de su desarrollo en el Estado es que son productores de afanes de poder, corrupción, ineficiencia administrativa, incultura política y empobrecimiento del ocio, pero imposibles intérpretes de las necesidades básicas de la sociedad civil. Desde el final de la guerra mundial, y en virtud de factores exógenos, los partidos políticos dejaron de ser lo que hasta entonces habían sido: elementos constituyentes de la sociedad política. Ésta era antes la entidad intermediaria entre la sociedad civil, a la que los partidos interpretaban simplificando aspiraciones colectivas de mejorestar, y el Estado, donde se incorporaban de modo transitorio a través de su participación periódica en gobiernos y parlamentos. Su estudio no era materia de la teoría del Estado, sino de la sociología política. Nada se oponía a que la Constitución los legitimara. 
 
    
 
   La naturaleza y función de los partidos ha cambiado por completo. Al incorporarse al Estado, los partidos concibieron el mundo desde la única perspectiva que les permite contemplar su nueva situación de poder. Transformando su naturaleza han devenido órganos funcionariales del Estado. No cumplen una función política, sino burocrática. La función política que antes desempeñaban, domesticar a las masas (tesis de Macpherson), la realizan hoy los medios de comunicación. Ubicados en el Estado, los partidos no necesitan domesticar a sus votantes. Disponen de ellos como siervos agradecidos o agraviados. La sociedad política, que no era el Estado, ha sido suplantada por una sociedad mediática, que interpreta y simplifica conveniencias sociales. Los medios de comunicación y las encuestas sociales son la única universidad de los partidos, la fuente de su cultura y de sus programas de actuación. Lo que no existe en la prensa o en la encuesta no existe en la realidad del partido estatal. No se trata de una relación de jerarquía, sino de una simbiosis del poder partidista con las fuentes económicas de la nueva riqueza. Los medios de comunicación se enriquecieron cuando los fines del Estado se hicieron fines partidistas. 
 
    
 
   En determinados propósitos de acción continuada, los medios se transforman en fines. Sin esta especie de ardid de la razón capitalista no se habría producido, por ejemplo, la acumulación de capital industrial por la que se dejó de concebir la empresa como medio de vida creadora, convirtiéndola en fin de sí misma. Pero lo que ha sucedido a los partidos estatales no es la conversión de partido-medio de la sociedad, en partido-fin de sí mismo. Enquistados en el Estado, los partidos no pueden perseguir fines que no sean los de su existencia instrumental en el orden estatal. 
 
    
 
   La ley de la heterogonía de los fines, descubierta por Wundt en el campo de la psicología, ha sido aplicada a la moral y a la historia, para explicar cómo surgen nuevos fines en el curso de la realización de propósitos o procesos que no los contemplaban. Esta ley justifica la divergencia entre los propósitos de los electores y los resultados que obtienen. Y nos hace comprender el extravagante fenómeno de que los partidos, al convertirse en estatales y vivir en el Estado, creyendo lograr así sus fines propios, han realizado la proeza ontológica de llegar a ser insustanciales (inesse). Contingencias de la sustancia estatal donde viven enquistados, ya no son inter-esantes. No están en sí ni para sí, sino en y para el Estado que les da su ser contingente y su sentido utilitario, como a la policía. Ignorantes de sí mismos, no perciben que además de ser in-existentes por contenido (Ockam), han llegado a serlo por in-existencia intencional (Brentano). Inconscientes de lo que son y representan, dejan de ser interesantes y, en tanto que instrumentos mecánicos del Estado-Organización, no pueden ser inter-estantes sin romper el consenso y el bloque constitucional. 
 
    
 
    
 
   Elecciones
 
    
 
   El problema político proviene de la falta de representación de la ciudadanía y de la inexistencia de una sociedad política intermedia entre la Comunidad nacional y el Estado. El modo de elegir pasa a ser criterio decisivo para saber si lo elegido cumple los requisitos de la representación voluntaria, a fin de constituir con ella una sociedad política que intermedie entre lo civil y lo estatal, asegurando la continuidad de la Sociedad en el Estado. No como objeto dominado, sino como sujeto constituyente del poder político. La finalidad última de las elecciones no es tanto su necesaria función de concretar las personas de gobierno y legislación, como la de definir la hegemonía política existente en la sociedad civil, a la que habrían de atenerse gobernantes y legisladores. Si la hegemonía electoral no traduce en las urnas la hegemonía política existente en las relaciones económicas, sociales y culturales de la Sociedad, será porque los electores no han tenido libertad de elegir a sus representantes políticos. Eso sucede con la elección proporcional, donde todos los candidatos son elegidos por media docena de dirigentes de partidos estatales. Sin libertad de elegir y con censura de candidatos, no se realiza la fórmula de Gramsci, “gobierno es hegemonía más dictadura”. Sin hegemonía civil sólo puede haber dictadura. 
 
    
 
   Pero si la hegemonía electoral traduce, aunque sea aproximadamente, la hegemonía cultural que mantiene el equilibrio entre las diversas fuerzas sociales que animan la sociedad civil, con libertad de pensamiento, de acción y de elección, entonces desaparece el factor dictatorial y surge la forma democrática de gobierno en un abierto Sistema Político. 
 
    
 
   Lo llamativo en el Régimen totalitario, lo inmediatamente visible era la dictadura personal o de partido único, y la represión de la disidencia por la fuerza bruta de la Autoridad estatal. El secreto de su duración y de su naturaleza íntima, lo que daba legalidad a su brutalidad, estaba en la imposición de hegemonías electorales desde el poder estatal. La sociedad civil carecía en absoluto de toda forma de autonomía electoral. Los votantes elegían lo que el partido único del Estado decidía. Ahora, lo llamativo en el Régimen partidocrático está en la posibilidad de elegir sin coacción, no a la representación política de la sociedad que ha sido suprimida, sino al partido estatal financiado por el erario público que, con preferencia a otros de su misma calaña, debe gobernar, legislar y dirigir a los jueces. No en virtud de un programa, que no tiene o es desconocido por los votantes, sino por ser la sigla que mejor simboliza, a juicio de los votantes de última hora, las ideas dominantes en los medios de comunicación partidista. El secreto de su duración está en la falta de control institucional del poder gubernamental y en la inexistencia de alternativa de gobierno en el período interelectoral.
 
    
 
   Esta observación, que puede hacer el más vulgar analista, evidencia que el eje de rotación gubernamental, el que mantiene el equilibrio interno de dictaduras y partidocracias, está en el sistema electoral de representación proporcional por listas de partido. Este sistema produce dos efectos indefectibles. Uno de ellos, que todo el mundo puede ver de modo inmediato, impide la representación política de los electores, en aras de la auto-representación de los partidos que hacen las listas de candidatos. Otro, más difícil de percibir a causa de la confusión marxista de considerar al Estado como si fuera la sociedad política, elimina la posibilidad de que ésta emerja de la sociedad civil, y pueda realizar la mediación entre el poder estatal y la comunidad nacional. Sin una sociedad política donde se forjen las hegemonías culturales de las ideas dominantes, sean o no las de la clase dominante, todo gobierno es dictadura permanente de un partido estatal, o dictaduras por turno de dos partidos estatales, solos o coaligados con pequeños partidos también estatales. Pues no hay mejor definición de la dictadura que la de poder estatal no controlado por la sociedad gobernada. 
 
    
 
   Los sistemas electorales no son materia exclusiva de una determinada forma de gobierno. Afectan al meollo mismo de toda forma constituyente de lo elegido. Si se desean obtener representaciones políticas es ineludible procurarlas en cada unidad representativa, es decir, en el pequeño distrito electoral que diputa un solo representante a la Asamblea Legislativa. Por esta razón constitutiva, la RC hace depender su vida política del sistema mayoritario de representación uninominal en cada mónada electoral. De cualquier otro modo, la res-publica dejaría de ser la materia política representada. La cuestión electoral en el Estado de Partidos no puede ser más deplorable. En cualquier campo del saber las nociones vulgares son sustituidas por conceptos claros y distintos, elaborados con reflexión y experimentación. En las partidocracias no hay la menor diferencia entre el saber docto y el saber ignorante, entre la sabiduría de cátedra y la confusión ignara del más analfabeto votante de listas de partidos. 
 
    
 
   El saber político se identifica con el vulgar, el gobernante piensa como el más inculto gobernado. Se cree que hay libertad porque el pueblo elige a sus gobernantes, entre listas de candidaturas forzosas ¡en elecciones legislativas!, y tiene libertad de expresión ¡sin libertad de pensamiento! Los hechos desmienten este doctrinarismo sin teoría. No importa. La razón de Autoridad hace verosímil la falsedad electoral. No elige quien no puede deponer al elegido. Es tan absurda la confusión de elección libre con elección predeterminada en listas de candidatos impuestos, tan enorme el disparate de identificar adhesiones y elecciones, que la elección partidocrática ha tenido que fundarse en la “fe de carbonero partidista”, derivada de la tradicional fórmula de la absurdidad. Credo quia absurdum.
 
    
 
   Ni el antirracional Tertuliano se atrevió a semejante jactancia de la locura de Autologos de partido estatal, cuando dijo que creía en la muerte del Hijo de Dios porque era inepto, y en la Resurrección porque era imposible. Las bases sentimentales de la creencia en la veracidad de la síntesis adefésica de votar sin elegir, provienen de la continuidad cultural que ha tenido en Europa la tradición agustiniana del credo ut intelligam. Es necesario creer para entender. Creyendo que el consenso de partidos estatales es la libertad política, se puede entender que se consideren libres unas elecciones donde no se puede votar más que a listas de partidos estatales, sin representar a los electores y sin opciones de gobierno claramente diferenciadas. 
 
    
 
   ¿Por qué se ha tomado al hecho electoral como prueba definitiva de la existencia de libertad política? ¿Acaso no había elecciones en las dictaduras nacionalistas y en los Estados totalitarios? Nadie puede decir ahora que aquellas elecciones no eran libres, pues su característica definitoria, el censo de candidatos o candidaturas impuestas, era la misma que la existente ahora en el Estado de Partidos. El motivo de que se otorgue esa supremacía al hecho electoral no es marcar diferencias con las dictaduras, sino afirmar la equivalencia de las elecciones de partido por el sistema proporcional, con las representaciones personales en el sistema mayoritario anglosajón, suizo y francés, presupuesto necesario de la democracia representativa. 
 
    
 
   Pese a su inanidad representativa, las elecciones de partidos siguen considerándose el hecho capital, el momento culminante, el día de fiesta legitimadora del Régimen partidocrático. De ahí, el empeño de la clase política, y la tendencia de los medios de comunicación, a despreciar la importancia deslegitimadora de la abstención, pero pidiendo un alto grado de participación. A juzgar por las costosas propagandas institucionales para que se vote, las partidocracias añoran que el voto sea obligatorio, como en Bélgica. Se dice que a mayor intensidad de la vida política mayor será la participación en las elecciones legislativas. Esta opinión es fruto de un error doctrinal y de un desconocimiento de la historia. El error de seguir aplicando a la partidocracia, donde rige el desequilibrio de poderes, la preponderancia del poder monárquico del ejecutivo, salido de urnas legislativas oligárquicas. El desconocimiento viene de la ignorancia sobre lo sucedido en la Revolución francesa con la participación electoral. El dramatismo de la vida política en 1793 llevó a las urnas al 10% del censo. La mayor participación se produjo en las primeras, las reformistas de 1789 -casi un 90%-, cuando el elector seguía creyendo erróneamente que su voto contenía un mandato imperativo. La participación bajó al 25 % en 1791. El Directorio obligó a reelegir dos tercios de los mismos diputados en los dos Consejos. Los ciudadanos hicieron grandes manifestaciones de protesta contra la que llamaron acertadamente “diputación perpetua”.
 
    
 
   La opinión dominante sobre la relación entre intensidad del momento político y extensidad de la participación electoral, responde a la creencia de que las elecciones legislativas son la fuente legitimadora del poder ejecutivo, y a la fantasía de que la participación electoral resuelve el problema político de la libertad. Los intelectuales suelen interpretar la realidad con lo aprendido en libros de otros intelectuales, en lugar de interpretar los libros con lo aprendido en experiencias de la realidad. No infieren las ideas de la observación de hechos, las deducen de otras ideas. Así se forman los dogmas electorales que, sin libertad política, atenazan a los electores con la servidumbre voluntaria a un poder sin control. 
 
    
 
   En la teoría parlamentaria, el pueblo elegía a sus diputados para la Asamblea y ésta elegía al Gobierno. No había separación de poderes, pero sí de funciones. El legislativo preponderante representaba a la Sociedad. El ejecutivo, designado por él, era representativo del Estado. En el Estado de Partidos, ya no hay poder legislativo per se, ni representación alguna de la Sociedad. El Estado, a través de sus órganos partidistas, la representa. No hay separación de poderes ni de funciones, sólo de funcionarios. El monopolio del poder transitorio de un Partido estatal ha sustituido la dictadura permanente del Partido único. El jefe del partido ganador en las elecciones legislativas dispone de los tres poderes del Estado. En la llamada democracia de partidos no hay poder legislativo ni judicial independientes de los criterios decisivos del partido gobernante. Son meras potestades subordinadas al poder ejecutivo. Este único poder no sólo retiene la iniciativa legislativa y el gobierno de los jueces, sino que mantiene el orden social transformando en leyes y sentencias, es decir, en mundo jurídico, el equilibrio oligárquico de los poderes económicos y sindicales en el mundo social, es decir, transformando lo político en política. 
 
    
 
   Como si se tratara de elecciones primarias, los votantes en la partidocracia no eligen diputados personales, sino listas de compromisarios o delegados de partidos estatales, confeccionadas por los aparatos dirigentes de cada uno y controlados por el jefe del aparato. Los compromisarios de la lista que resulte mayoritaria o la más votada, obedeciendo al compromiso adquirido y cumpliendo el trámite protocolario, designan Presidente del Gobierno al jefe del partido que los puso en la lista. La escena teatral finge que lo eligen en el momento de la investidura, cuando todo el mundo sabe que ha sido el propio jefe del partido ganador quien se propuso a sí mismo como Presidente del Gobierno, escogiendo a los diputados de su lista que luego fingirán investirlo en una ceremonia parlamentaria, para no coronarse a sí mismos como Napoleón. Estos cumplen su deber de obediencia, como si las legislativas fueran presidenciales, con la complicidad de los votantes en el fraude institucional de convertir las representaciones en ejecuciones. 
 
    
 
   Las elecciones legislativas no existen como tales. Ningún votante cree que está eligiendo a legisladores o a su representante político en el Parlamento. Todos los que intervienen en el proceso electoral -Partidos, medios de comunicación, agencias publicitarias, candidatos de lista, encuestas de opinión, sentido de las campañas y votantes- saben a la perfección que se está eligiendo al Presidente del Gobierno. Lo dramático no está en tan burda maniobra electoral, ni en que la mayor parte de los actores no sepa el rol cómico que desempeña, sino en que la corrupción moral e intelectual de toda la clase dirigente está inscrita con letras de bronce en el libreto de la farsa política representada en el escenario de la elección proporcional. Los intelectuales tienen tal admiración por los hombres de acción triunfante, que ni siquiera se detienen a pensar en la naturaleza de la circunstancia que los eleva. La tarea llevada a cabo por honestos historiadores para desmitificar los actos bélicos victoriosos, no hizo escuela en la ciencia política. Las votaciones en la partidocracia que, sin elegir personas fuera de la lista, entregan el poder ejecutivo al jefe del partido mayoritario, son mágicas. 
 
    
 
   Cuando los gobiernos eran representativos de la sociedad todo el mundo sabía cuál era la naturaleza del acto electoral. La representación política del diputado de distrito, aunque no se basara en mandato imperativo de los electores, seguía teniendo la claridad de los tipos voluntarios o legales de la representación jurídica. Pero este modo de pensar los actos políticos por su analogía con los jurídicos, se derrumbó después de la guerra mundial, cuando los pueblos perdedores adoptaron el sistema de listas de partido para votar, sin poder elegir separadamente a legisladores y gobernantes. Ya no era posible pensar en mandato representativo, pues había desaparecido todo vestigio de representación, ni en cuasicontrato de gestión de negocios ajenos sin mandato, pues la aprobación del resultado electoral equivale a ratificación. En concreto, ratificación electoral de diputados-cargos. 
 
    
 
   Para entender la cuestión electoral debemos partir de la imposibilidad de comprenderla con criterios formales, y de la necesidad de pensar ex novo la naturaleza del acto de votar una lista de desconocidos, sin elegir a persona no vinculada a la disciplina de partido. El choque contra el sentido común es tan brutal que nos sitúa ante algo distinto de la imaginación de lo real, ante una fantasía infantil, un juego entre discapaces ilusos. Fantasía, en griego aparición o acto de mostrarse, era en Platón la apariencia contrapuesta al conocimiento de lo real, la sombra de las cosas verdaderas. En los estoicos, la representación cataléptica. En San Agustín, una fuerza inferior del alma. En la escolástica, una facultad receptiva o creadora de fantasmas. En los modernos, una imaginación lúdica que juega libremente con las representaciones para producir figuraciones fantasmagóricas del como sí. No el de la filosofía ficcionalista, sino el de la comedia de enredo. 
 
    
 
   El sistema proporcional, sin posibilidad de ser representativo de la sociedad ni de los electores, tampoco puede representar a los partidos presentes en el Estado, en tanto que ya son órganos permanentes del mismo. Los partidos incorporados a la estructura del Estado realizan la proeza ubicua de estar en misa estatal y repicando a misas electorales, o sea, de estar doblemente presentes en el Estado, sin representar nada de la comunidad nacional, de la sociedad civil ni de los electores. Lo están como órganos permanentes en la estructura del Estado y como órganos transitorios de sus funciones según la cuota electoral obtenida. La sábana fantasmagórica de votantes de listas no oculta la realidad de la corrupción generada con el festín del reparto del Estado, en proporción a la cuota obtenida por cada partido estatal. 
 
    
 
   Para millones de votantes, las elecciones municipales, regionales y nacionales en el Estado de Partidos no son meros asuntos públicos de los que hayan de preocuparse cada cuatro años, sino el más importante asunto privado de sus vidas profesionales, del que han de ocuparse todos los días del año. Como los buscadores de oro, pocos son los que viven del filón encontrado, pero son legiones los que dedican sus vidas a buscarlo. Si las estadísticas publicaran la repercusión del factor electoral en la acumulación de capitales, calificación de terrenos, concesión de licencias y colocación de aspirantes a funcionarios, todas situarían el horizonte de los votantes y empresarios de la corrupción en el panorama electoral, en la coincidencia en las urnas de las ambiciones de dinero y poder, en el horizonte donde se junta el cielo de la política con la tierra de la especulación y la colocación. 
 
    
 
   Para estas personas, proponer la abstención general es sacrílego. Una acción tan perniciosa como la de retirar el oxígeno de la respiración asistida en la insuficiencia respiratoria. La idea de una abstención masiva produce, en el horizonte vital de los espíritus corrompidos en las urnas, una conmoción ambiental tan atosigante como la sufrida en Chernobil. 
 
    
 
   La degeneración de los pueblos es inevitable si el panorama electoral coincide con el horizonte vital de las ambiciones empresariales o personales. Para comprender el sentido profundo y general de esta funesta realidad en el sistema proporcional, basta saber que la noción de horizonte, de larga tradición en el pensamiento filosófico, llegó a ser constitutiva de la personalidad en las célebres fórmulas del “yo y mi circunstancia” (Max Stirner), “yo y mi mundo alrededor” (Husserl), “el tiempo como horizonte de cualquier comprensión del ser” (Heidegger), “vivimos y pensamos siempre dentro de un horizonte” (Jaspers). El horizonte vital en el Estado de Partidos se perfila con el arrebatacapas del horizonte electoral en la partidocracia proporcional. Las empresas planifican su oportunidad de corrupción, como las personas, en la vecindad del partido ganador. 
 
    
 
   La decadencia cultural está motivada, entre otras razones de orden educativo y de trastorno de valores, por la generalización del horizonte electoral, en tanto que definidor del horizonte personal. El horizonte histórico marca la línea de adecuación del estado del conocimiento social a las aptitudes de los gobiernos y aspiraciones de los pueblos. Dada la inadecuación entre la magnitud del conocimiento actual y la insignificancia cultural de la clase política, el horizonte histórico ya no lo perfila una línea horizontal. El paisaje lo dibuja una sinuosa cordillera de corrupción y de incompetencia. El horizonte político ha sido engullido en la sima de obscuridad donde se atropellan las fortunas nacidas en la proximidad del poder sin control, y en la corrupción generada por el sistema proporcional. No es necesario conocer los resultados cuando se conoce la naturaleza de las instituciones. Los que sólo se instruyen con ellos tienen a su disposición la estadística mundial de la corrupción ocasionada por el sistema proporcional. Lo dramático no es la corrupción de los partidos estatales, sino que el horizonte electoral se haya convertido en el horizonte vital que orienta las ambiciones económicas, profesionales y culturales del amplio entorno social de los partidos estatales. Toda la sociedad activa. 
 
    
 
   Entre los tres tipos de corrupción -la ocasional, la consecuencial y la constitutiva-, el Estado de Partidos se construyó con el diseño de la corrupción constitutiva. Que no aparece como fenómeno degenerativo de algo anterior, sino como virtud generativa de una nueva clase de degeneración política. Para comprenderlo basta compararla con los dos tipos de corrupción clásica. La ocasional, inevitable por su carácter individual y aislado, no entraña peligro serio para las sociedades. No hay ladrón sin ocasión. La consecuencial sólo pone en peligro la estructura de la institución de la que es consecuencia, y es evitable mediante reformas estatutarias. La actual crisis financiera descubrió que la corrupción de los ejecutivos de banca y entidades aseguradoras era mera consecuencia de la laxitud en las normas internas de control y en las externas de vigilancia. Por eso se piden a la vez urgentes reformas en la estructura dirigente de las entidades corrompidas y en su control por las autoridades financieras. 
 
    
 
   La corrupción constitutiva es de naturaleza tan distinta de las otras dos que apenas presenta similitudes con las del ladrón o del banquero. La única a la que se asemeja es a la de la mafia. No se acabará con ella sin saber la causa que la reproduce por sistema. La razón de que sea tan profunda en el Estado de Partidos es fácil de explicar, aunque para los partidos sea imposible de entender. La corrupción de partido es inevitable, no porque los electores sean indiferentes a ella, como parece, sino porque votando por deber cívico, y siendo corruptos todos los partidos, no pueden elegir al menos malo, sino al que consideran más afín a sus ambiciones materiales aunque sea el peor. 
 
    
 
   Lo que engendra y perpetúa la corrupción de partido y la degeneración política es el sistema proporcional de la irrrepresentación. La única forma inteligente y pacífica de romper la inercia de este perverso continuismo, abriendo horizontes sanos a la sociedad, sería una gran abstención que deslegitimara de golpe al sistema electoral de corrupción proporcional. 
 
    
 
   Susan Rose-Ackerman, una experta mundial en estadística comparada sobre la corrupción política, codirectora del Centro de Derecho, Economía y Políticas Públicas de la Universidad de Yale, y ex consultora del Banco Mundial, afirma de modo categórico que “la peor combinación, la que más alienta la corrupción, es la de un sistema político basado en un presidente con amplios poderes y legisladores elegidos por un sistema de representación proporcional”. Dos factores que se reducen a uno, pues los amplios poderes presidenciales son inherentes y consecuentes al sistema proporcional. Ningún parlamentario de la mayoría y ningún tribunal de justicia osará controlar al Presidente que los ha nombrado. 
 
    
 
   Pero, con ser tan grave, la relación causal entre sistema proporcional y corrupción no es la peor calamidad en los pueblos de etnias diferentes o con aspiraciones nacionalistas, desleales con la Nación donde se integraron durante siglos. En esos países, entre los que se cuentan importantes Estados de Europa Occidental, el sistema proporcional aumenta el poder numérico y la intensidad sentimental de los partidos nacionarios, disminuyendo el sentimiento de unidad política en la comunidad nacional. 
 
    
 
   John Basil Utley, senior fellow de Atlas Economic Research Foundation y editor de The Times of the America en Washington DC, especialista en la estadística mundial sobre el efecto perverso del sistema proporcional, en tanto que fomenta el espíritu disgregador de las naciones estatales, ha denunciado la política de EEUU en Irak, precisamente por la contradicción de elegir el sistema de representación proporcional, para conseguir la instauración de la democracia en una nación unida, cuando está ampliamente demostrado el fracaso del sistema proporcional como factor de unidad, o de integración nacional en todos los países, estén o no desarrollados. La preocupación de que los terroristas eviten que la gente vote en zonas sunitas se hubiese resuelto con distritos geográficos pequeños, delimitados de manera precisa, con derecho a contar cada uno con un representante en el Congreso, conforme al sistema mayoritario. En este caso una baja asistencia a votar no se hubiese convertido en un problema dramático. En el sistema proporcional, los candidatos elegidos en listas de partido representan a toda la nación o a regiones de gran tamaño, a todos y a nadie al mismo tiempo. Sólo pueden dar cuenta de cuestiones generales, pero raramente de temas y decisiones políticas locales. 
 
    
 
   En Israel, partidos con el 1,5 por ciento en toda la nación pueden decidir la formación del gobierno. Lo mismo ha sucedido en España con el crecimiento espectacular de los nacionarismos catalanes y vascos en pocos años, gracias al sistema proporcional. El 50% de la Duma rusa es elegido por ese sistema, como el 40% del Congreso en México. Chile es una de las pocas naciones latinoamericanas que no utiliza el proporcional. Ruth Richardson, ex ministra de finanzas de Nueva Zelanda, dio una conferencia en Moscú (2004), auspiciada por el Cato Institute, donde sostuvo que muchas naciones “afligidas por el sistema de representación proporcional” han adoptado políticas de baja calidad, encontrando dificultades casi insuperables para aprobar reformas de gran relevancia. Richardson puso como ejemplo la gran parte de Europa Occidental que, excepto Inglaterra, no ha podido reformar su legislación laboral, heredada de las dictaduras. El sistema de representación proporcional jamás puede unificar naciones o grupos sectoriales de la sociedad. Fomenta el partidismo y el nacionalismo independentista. La pretendida integración estatal desintegra la sociedad. 
 
    
 
   Se sabe lo que significa elegir entre opciones diferentes pero, salvo en Francia y Reino Unido, se olvida la diferencia cuando se trata de elecciones políticas. Basta que el poder estatal instale urnas por doquier, pidiendo a los ilusos gobernados que metan papeletas en ellas, para que todos convengan en que se han convocado elecciones libres. Siendo conscientes de la inmensidad de su ignorancia y no queriendo ser responsables de las consecuencias de su voto, los pueblos derrotados en la guerra mundial aceptaron la ocurrencia ajena, a la muerte de sus queridos y temidos dictadores, del original método electoral que les ofrecía el Imperio de los Partidos Unidos. Superando en realismo a la ficción del contrato social y, en eficacia, a la mismísima democracia directa de Rousseau, el método proporcional creó la irresponsabilidad de electores y gobiernos. 
 
    
 
   ¿Cómo asegurar que en nombre del pueblo se cometan actos fraudulentos o crímenes de Estado? Sencillo. Con sistemas electorales donde los electores no sean representados por los elegidos, y sólamente los partidos sean elegibles como representantes de sí mismos. Lo que éstos hagan después de votados, su mal gobierno, su mala legislación y su mala administración pública, no podrá ser imputado a los electores. Será responsabilidad exclusiva de los elegidos sin representación del elector. Ese es el profundo atractivo de las elecciones por el sistema proporcional de listas de partidos. Los más famosos juristas alemanes llegaron a sostener, en las décadas de los 50 y 60, en plena guerra fría, que el Estado de Partidos había sacrificado la antigua representación política de los sistemas liberales al sueño de Rousseau, mediante la moderna integración o participación de las masas en el Régimen de Partidos, sin partículas de representación. 
 
    
 
   Una de las mayores hipocresías del horizonte electoral es la jornada de reflexión. Los despachos de asuntos políticos en las residencias veraniegas de los Jefes de Estado se llamaron jornadas. No porque en ellas se trabajase de sol a sol –la palabra jornada procede de la lengua de Oc, donde “jorn” significaba diurno-, sino en recuerdo de las campañas militares que alejaban a los monarcas de sus cortes palaciegas. Nada real o simbólico justifica hoy que la ley obligue a guardar silencio sobre las elecciones, el asunto público por excelencia, las veinticuatro horas que preceden al día de la votación. Tal nadería ha sido pomposamente apodada jornada de reflexión. Nada halaga tanto a las masas serviles como el simulacro de que el poder estatal les permita sentirse inteligentes o capaces de pensar un día. La jornada de reflexión tiene, sin embargo, una evidente utilidad para la clase política. Además de creerse seleccionada por la madurez del pueblo (siempre lo dice tras cada elección), se inmuniza contra la acusación de aprovecharse de la ingenuidad de unos votantes que han gozado, al menos, de un día de reflexión cada cuatro años. Si han tenido la oportunidad de reflexionar durante unas horas, nadie podrá decir después que no sabían lo que votaban. 
 
    
 
   El Poder no es consciente de que conceder una jornada de reflexión supone confesar que los días de propaganda electoral intensiva, repletos de emisiones de imágenes retocadas, demagogias, insultos y promesas vanas, son muchos días de irreflexión que atosigan a los votantes, hasta el punto de alelarlos para llevarlos a las urnas sacándolos de la realidad. Y para volver a ella, los responsables de su enajenación política les obligan a guardar silencio durante unas horas de reflexión. No tanto para pensar ellos mismos, como para descansar del ruido que hacen los elegibles para fingir que piensan en lugar de los demás. El silencio de los partidos, objetivo de tan fantasmal jornada, alivia al electorado de tan anestesiante palabrería. 
 
    
 
   El silencio no es condición requerida necesariamente por la reflexión. Algunos de los más profundos pensadores de la humanidad, para no ser distraídos ni condicionados o paralizados por las circunstancias exteriores, se acostumbraron a reflexionar en los campanarios de las iglesias o en los cuarteles militares de entrenamiento a tambor. Repiques y tamboradas que los sacerdotes y capitanes de los partidos hacen hoy para llamamiento sonoro de fieles a las filas de las urnas de la irreflexión. El significado de la reflexión electoral es contrario a la idea de meditación. Entre todo el rico vocabulario referente a las acciones de pensamiento, la meditación es la única especie de concentración interior que requiere soledad y silencio. Por eso es apropiada a los actos de relación del hombre con Dios. Esa es la pretensión de los partidos-dioses-estatales. Convertir al electorado en silencioso devoto durante cuatro años, dador de votos un día y de exvotos de gracias corruptoras al partido ganador durante su periodo de gobierno. 
 
    
 
   La reflexión consiste en un cambio de dirección en el acto de pensar cualquier objeto. Acto mental abandona de momento todo juicio sobre el objeto percibido, para volverse hacia sí mismo y retornar luego al objeto pensado con una nueva conciencia de su realidad y de su valor. En la reflexión, la persona no sólo ve y oye lo que quieren sus sentidos que vea y oiga. Sabe además que ve y que oye. Y este saber reflejo le permite ver y oír la realidad, más acá y más allá de lo que permiten los sentidos corporales de las personas irreflexivas, como son los votantes de listas de partidos. La reflexión es la facultad mental o intelectual que permite a una persona individual aprobar, desaprobar, valorar o disvalorar algo externo o interno. Lo que lleva a confundirla con la conciencia o con una modificación de la conciencia (Husserl). Por eso no hay posibilidad de reflexión colectiva sin acontecimiento común y unívoco que la provoque. 
 
    
 
   El silencio de la jornada de reflexión no obliga más que a los partidos de listas elegibles. La modificación de la conciencia que produce la reflexión personal, ante la situación política creada por los partidos estatales, impone el deber moral de romper el silencio de la jornada de reflexión, haciendo el mayor ruido posible para que la buena gente se abstenga de votarlos, por no aprobar y disvalorar el modo absurdo de elegirlos. A diferencia de las acciones rutinarias de la vida profesional, donde los individuos actúan según modos heredados o aprendidos, la acción de votar está impulsada por sentimientos de-votos en personas de diferente talento mental y condición social. Diga lo que diga la propaganda mediática, las elecciones son totalitarias si de las urnas solo puede salir el partido, o la combinación de partidos estatales, que detente todos los poderes del Estado. Yerran quienes identifican lo totalitario con el totalitarismo, pues aquél es compatible con un régimen de libertades personales, a condición de que no exista libertad política colectiva. Esto ocurre cuando la política está reservada en exclusiva a un oligopolio de partidos estatales. Se explica así que lo totalitario se haya podido mantener, con tanta facilidad, en las urnas de los Estados de Partidos que sucedieron al Estado total o a las dictaduras de partido único. 
 
    
 
   Schumpeter creía que las personas inteligentes en sus profesiones se comportan como niños ante las urnas. Siendo gratis, no saben que en ellas comprometen sus intereses personales. En el acto de votar consumen el comprimido de la mercadería política producida durante cuatro años. No es explicación plausible. Los votantes saben que su vida estará favorecida o perjudicada por el partido gobernante. Lo que sucede es mucho más pernicioso. La pasión de votar viene de los apetitos, la de abstenerse, de la razón. Sólo los creadores, los autores de algo que antes de ellos no existía, es decir, artistas, científicos, filósofos, pensadores o inventores de artefactos útiles, piensan en el sentido de lo que están haciendo. 
 
    
 
   Los mejores profesionales practican una especialidad que ellos no han descubierto ni creado. No se preguntan por su sentido. Los votantes acuden a las urnas sin pensar en el significado de lo que hacen. Dan por supuesto que eso no es de su incumbencia. La acción de votar les viene impuesta por una ley que ellos no han creado ni estudiado. Votan para mantener la casta partidista de unos profesionales de la política, a los que no siendo iguales en poder quieren verlos como iguales en casa. No se preguntan por qué votan a listas de partido, sino por qué prefieren al jefe de partido que más les agrada o menos les disgusta. Ignoran que no votando hoy se acercan a la posibilidad de elegir mañana. No quieren saber que el sentido de su voto, reunir en el jefe de un partido todos los poderes del Estado, es preferir lo totalitario a lo libre. El secreto de la inteligencia profesional y del conocimiento especializado reside en esta paradoja: el hábito de pensar en lo que estamos haciendo exime de pensar en el sentido de lo que hacemos.
 
    
 
   Los instintos de placer y de aprender encuentran amores y vocaciones. Pero quien escoge, no ama lo que desea. Quien prefiere, no encuentra lo que busca. Sólo elige quien obedece a un impulso de libertad y verdad. El amor a la libertad y a la verdad impide que la buena fe pueda votar en las elecciones de partidos. En ellas no se elige la representación de los electores. Sólamente al partido que tenga todos los poderes del Estado. La buena fe humanista y la inteligencia de la libertad no votan lo que no aman. 
 
    
 
   En Roma, una familia aristocrática importó el humanismo griego, con escándalo de la cultura rural republicana. Lo más original del Renacimiento fue el humanismo de la herejía hermética del cristianismo, que a través del arte, penetró en el Vaticano. Pero el cristianismo no puede ser humanista sin contradecirse. La necesidad de redención es creencia tan atractivamente humanitaria como antihumanista, pues no confía en la salvación humana por su propio esfuerzo. El espíritu europeo, alimentado con el dualismo cartesiano, dejó cojos los andares humanos. La pierna derecha, con botas de siete leguas, avanza sobre las cosas extensas de la economía, la técnica y la naturaleza. La izquierda, de zocos en colodros, se arrastra cargada con las cosas intensas del espíritu, la dignidad y la religión. El humanismo nació en China como armonía del ritmo de la hora física con el ritmo de la hora moral. La diferencia del humanismo hindú con el chino consistía en que aquél era una religión y una moral sin historia, mientras que éste era una política, una historia y una ética. Gandhi introdujo la política y la historia con un ardid humanista. No el de la resistencia pasiva y boicot a las manufacturas inglesas, eso concernía a la acción práctica, sino el de una convicción acorde con la religiosidad india. Convenció a las masas de que la Independencia era dignidad y lealtad consigo mismo y de honorabilidad con los demás, antes que un asunto político o de logro material. 
 
    
 
   En esa época, dos últimos tercios de los años cuarenta, Europa experimentó lo peor de la humanidad, y la India, lo mejor del humanismo. De aquel antihumanismo totalitario, que aniquiló todo germen de espiritualidad europea, nació el Estado de Partidos. Con urnas abiertas y libertad de elección cerrada. La no violencia institucional pide la honorabilidad y el humanismo de la abstención electoral. El tema de la abstención no se reduce a la dimensión pública de la ética personal y de la racionalidad de las conductas sociales. Tiene consecuencias políticas que han de ser previstas y encauzadas con una estrategia inteligente de abstención activa. 
 
    
 
   Desde un punto de vista sociológico la abstención es un fenómeno complejo. Pertenece a ese tipo de conductas sociales que algunos economistas de gran influencia en Suramérica durante las décadas de los setenta y ochenta, como Albert O. Hirschman (Salidas, voz y lealtad), consideraron básicas en las estrategias del desarrollo económico. Con relación a todas las instituciones creadas para expresar demandas, aspiraciones, contestaciones y protestas (partidos, sindicatos, asociaciones, agrupaciones), los abstencionistas, a causa de su actuación individualista y motivada en razones diferentes, carecen de representación colectiva. Nadie puede hablar en nombre del inmenso grupo social en el que confluyen sin integrarse. El hecho de no tener portavoz no sólo les priva de eficacia para rentabilizar el resultado deslegitimador del Régimen político, sino del atractivo principal que agrandaría hasta cifras inimaginables el número de abstencionistas. Bajo el Estado de Partidos, el humanismo se cultiva por necesidad de legítima defensa en el acogedor jardín de la abstención. 
 
    
 
   Si pudiera existir un partido de la abstención, con un programa de acción para sustituir el Estado de Partidos por la República Constitucional, las urnas quedarían casi vacías, con los votos de los que viven exclusivamente de los partidos estatales. Las deserciones de millones de individuos aislados darían lugar, con un punto común de referencia, a una protesta unitaria de poder irresistible. Pero un partido de la abstención caería en la antinomia del vocero. La multiplicidad de voces abstencionistas llegaría a desposeer de su voz al partido abstencionario. Mientras que para el anarquismo la abstención electoral es una mera consecuencia de su ideología apolítica, para los repúblicos abstencionarios no puede ser más que una táctica transitoria de deslegitimación del sistema proporcional. Las campañas a favor de la abstención deben recordar siempre que no toman partido contra la necesidad de elecciones, sino contra un régimen donde el elector no elige a su candidato, ni el partido elegido representa a sus votantes. La dignidad de la abstención se funda en la repugnancia moral de participar en un timo o fraude electoral. Desde esta perspectiva, los abstencionarios no pueden caer en la antinomia del portavoz, vocero o delegado. 
 
    
 
   El vocabulario político es muy pobre. Carece de palabras precisas para designar los nuevos comportamientos del público y de los agentes públicos. Los idiomas europeos no estaban hechos para nombrar y clasificar la variedad de especies y actos sociales que surgieron de la revolución de la libertad. Las palabras antiguas se agrandaron de significado para nominar nuevas realidades realizadas o conatos de acción colectiva. Y de las viejas voces se derivaron otras que expresaban más de lo que decían. Era lo que el mundo moderno necesitaba. Ver sustituida, con palabras, la resignación por la esperanza; el estado social por el contrato; el hábito por la opinión; la idea social por la ideología, la respública por la resprivada. 
 
    
 
   Las opciones de la libertad de conciencia, desprovistas de exigencia de responsabilidad, abrieron cauces inauditos a las expresiones de lo político. Los sermones abandonaron los púlpitos y trasplantaron las incógnitas de las palabras del más allá a las expresiones políticas que totalizaban la visión del más acá. Liberalismo, igualitarismo, anarquismo, socialismo, comunismo, fascismo. La diversidad de temperamentos, y de proclividades a unos pocos tipos de talante social, crearon nuevas voces de simpatía o de antipatía políticas: conservador, progresista, reaccionario, derechas, izquierdas.
 
    
 
   La guerra mundial derrotó a una de las ideologías totalitarias. Pero la necesidad de la reconstrucción europea, junto a la guerra fría, no sólo prolongaron la vigencia de la otra, sino que sustituyeron en todo el mundo la verdad por la propaganda ideológica. Esta ficción duró veinte años. La rebelión juvenil del 68, primero, y la crisis del petróleo, después, la destruyeron. Y desde que se vislumbró el final de la guerra fría, el lenguaje político de los partidos estatales, de los medios de comunicación y de la cátedra universitaria sólo ha podido expresar, en Europa continental, puras mentiras, ideas falsas, tópicos sin espacio o grandes vaciedades retóricas. 
 
    
 
   Los tratados y comentarios políticos hablan hoy con particular idiotismo. La inteligencia o la veracidad de cualquier escritor se reconocen enseguida por su vocabulario. Quien es capaz de llamar democráticas a simples votaciones que también se realizan en cualquier régimen de poder, sea oligárquico o dictatorial, no sólo demuestra su culpable ignorancia de lo que designan las voces república, democracia y elecciones, sino sobre todo su falta de escrúpulo comunicativo y moral en el uso del idioma. Se debe recordar que las elecciones y el sufragio universal no fueron conquistas de la democracia, ni pueden ser por ello sus atributos definitorios. La democracia se llama representativa porque es heredera de la representación política inherente al sistema parlamentario. Las elecciones son la esencia del liberalismo, y para la democracia política un requisito sine qua non. Con separación de poderes, lo propiamente democrático es decidir por mayoría, sin consenso. 
 
   La voz abstención, privarse de hacer o tener, no pertenece en exclusiva al vocabulario político, al contrario de lo que le sucede a la palabra abstinencia, cuyo uso se restringe al terreno religioso o moral. Sin embargo, fue en su acepción moral donde la abstención cobró antaño dimensiones políticas con la ideología anarquista, y ahora muestra su inadecuación para designar la conducta de los que, sin asomo de acracia ni de apatía política, dejan de acudir a las urnas para no ser cómplices del fraude electoral. Dada la cantidad de personas que no votan en el sistema proporcional de listas de partido, se hace necesario distinguir, con una palabra nueva, la posición activa o la actitud positiva de quienes no sólo se abstienen de participar en el actual simulacro de votar sin elegir, sino que lo hacen de modo consciente, activo y público, para intentar que ninguna persona decorosa tome parte en la farsa, haciéndose partícipe de semejante superchería. Se abstienen para poner fin al engaño, deslegitimar al Régimen partidocrático y propiciar un movimiento ciudadano que promueva el restablecimiento de la manera tradicional de elegir un solo diputado por distrito pequeño o mónada social, mediante el sistema mayoritario de elección uninominal. 
 
    
 
   En el Estado de Partidos, la tradicional palabra abstención sigue siendo expresiva de las actitudes ácratas ante las invitaciones a entrar por las ranuras que la oligarquía gobernante abre a la candidez gobernada. También es vocablo adecuado a los estados psíquicos de indiferencia o de abulia que hacen imposible toda elección de preferencias, toda formación de voluntad individual o colectiva. Unos estados de indecisión que emergen de la absoluta indigencia cultural o de la profunda ignorancia de lo político. 
 
    
 
   Por los distintos motivos de la inacción, el término abstención ya no sirve para designar la voluntad de no votar; la voluntad de rehusar ligeras variantes abiertas de una misma falsedad. Hoy se refiere a la consciente decisión de aislar a la clase política del Estado de Partidos, dejándola que se cueza sola en su propia salsa votiva. Y pretende provocar la crisis de legitimación del sistema proporcional, a fin de sustituirlo por el único sistema que permite elegir en conciencia opciones realmente diferentes, y otorgar a los diputados carácter representativo de los electores. Elección de un diputado en cada mónada electoral por mayoría absoluta de los electores. 
 
    
 
   La nueva voz que designa con precisión a los partidarios de la abstención por razones de coherencia política es la palabra abstencionarios. Además de ser expresiva de una actitud consciente y responsable, tiende a desactivar a tanta gente decorosa que acude a las urnas sin conocer el fraude en el que participa, ni darle importancia a que no elige personas sino partidos. Abstención activa: acción de desactivar la voluntad de participar en la ratificación de la depravada clase política partidocrática. 
 
    
 
   El voto en blanco desprecia todas las candidaturas, pero aprecia el sistema electoral por listas de partido. La abstención, que no juzga la calidad de las personas candidatas, sino el modo autoritario y burlesco de meterlas en un parlamento tan ficticio como innecesario, atenta indirectamente contra la forma partidista del Estado, y directamente contra el sistema electoral. Dejar de votar no es privilegio moral de los republicanos, sino un derecho de las personas coherentes que no quieren votar sin elegir, ni ratificar partidos irresponsables, sino escoger representantes responsables. Personas que no pueden verse como menores en una representación legal, sino como mayores en una representación voluntaria. Que les repugna participar en una farsa electoral cuyos resultados jamás serán representativos de la sociedad civil. Que rehúsan ser cómplices de un fraude con apariencias de representación y que sólo es doble presentación de los partidos en el Estado. Que no quieren financiar con sus impuestos a los partidos adversarios de su ideología personal. Que desaprueban a los partidos estatales que se reparten el poder según las cuotas obtenidas en las urnas. 
 
    
 
   Cuando es consciente de su naturaleza activa y de la negatividad particular que expresa, la decisión de no acudir a las urnas constituye un acto colectivo de gran trascendencia política y de un gran valor cívico. Lo consciente tiene mayor calado intelectual y moral que lo simplemente voluntario. La negatividad crítica, si no es actitud permanente como en el anarquismo, constituye un requisito previo a la innovación política. La abstención es enemiga de los partidos de integración de las masas en el Estado, pero no de los partidos de representación, como en EEUU, Gran Bretaña, Francia y Suiza. Mientras que en estos países una pequeña participación electoral no quita a los partidos su carácter representativo, en los Estados de Partidos una participación inferior al 50 por ciento del censo electoral, los priva de su potencial integrador de las masas, en virtud del cual se justificó su conversión en órganos del Estado. Los partidos estatales que no superan en conjunto la mitad del censo, dejan de ser necesarios al Estado y devienen enemigos mortales de la Sociedad. No es que pierdan legitimidad, pues esa cualidad nunca la tuvieron, sino que dejan de ser eficaces. Lo peor que le puede suceder a una maquinaria estatal. 
 
    
 
   Dos aspectos de la abstención han sido desconocidos o maltratados. Uno, de carácter teórico, la capacidad creadora de la negatividad inherente a la abstención transitoria. Otro, de carácter práctico, la autocondena del Régimen que atribuye la abstención a factores extrapolíticos, como la circunstancia climática. El aspecto filosófico de la abstención no ha merecido la atención del pensamiento. Pero no es necesario leer a Hegel para saber que la negatividad es un elemento constitutivo de toda realidad. Abstenerse de votar es negar veracidad y representatividad al voto de listas. 
 
    
 
   Un pueblo asiático no podía salir de la tiranía porque en su idioma no existía la partícula No. La resistencia a renegar de realidades de poder sin libertad, hace que los dictadores mueran en la cama, y que sus herederos oligarcas gobiernen con servidumbre voluntaria. Sin el concurso de la negatividad nada estaría determinado. Omnis determinatio est negatio (Spinoza). La abstención es una de esas negatividades, como las de la ausencia o las preguntas sin respuesta, a las que Sartre no consideró “nadas”, sino partes integrantes de la realidad. Los partidos estatales reconocen que los electores prefieren cuatro horas de sol a participar en elecciones insignificantes. Es la parte integrante de la realidad que hace fracasar la integración de las masas en el Estado, como pregonan y pretenden las Constituciones. El significado político de tan falsa explicación está en que los gobernados hedonistas no se moverán para salvar a los partidos estatales en caso de una grave crisis de su Estado. 
 
    
 
   Se considera criminal la abstención de condenar el terrorismo. Una reprobación que la opinión pública no hace cuando se trata de crímenes comunes. Preferible al ruido de voces protocolarias donde no hay protocolo, el silencio es el único modo de expresar sentimientos íntimos, cuando la palabra sana es flatus voci ante la determinación terrorista. Millones de personas se dignifican con significativos silencios, en la inundación de voces irritadas por la impotencia de los gobiernos ante cada atentado. Voces que añaden, a su inutilidad, el eco buscado por el terrorismo. Finalidad de sus crímenes. La publicidad mediática cumple el propósito terrorista. El terror se propaga por quienes están en la creencia de que abstenerse de condenar a los criminales constituye un acto delictivo de omisión. 
 
    
 
   La ley de sospecha, vivero de la guillotina durante el Gran Terror, cimentó la dictadura con la materia social temerosa de las denuncias del vecino. La nobleza moral no tiene miedo a que su silencio sea tomado como aprobatorio del crimen. Las manifestaciones contra el terrorismo adquieren sentido en las regiones donde los terroristas tienen una base social de apoyo y refugio, o donde la política represiva del terror sea tan equivocada que las manifestaciones se dirijan contra la ineficacia o la brutalidad de los gobiernos. Más alarma social que el terror produce la condena del silencio, en virtud del falso adagio de que quien calla otorga. Bárbara mutilación del aforismo canónico medieval: “quien calla otorga si, y sólo si, podía y debía hablar”. Los códigos penales lo han incorporado en la definición del delito de omisión, exigiendo que el omitente infrinja un especial deber jurídico o una específica obligación legal de actuar. Si los jueces estiman digna de represión alguna omisión sin esos requisitos legales, están obligados a abstenerse de todo procedimiento contra ella. En España, una ley del Estado de Partidos prohíbe y castiga no condenar verbalmente al terrorismo.
 
    
 
   Como las grandes verdades sociales que no quieren ser escuchadas, los dolores morales que impulsan la compasión por las víctimas del terror, son pudorosamente mudos. Las sonoras palabras no acuden a la boca de sinceros pensamientos, ni a la expresión de profundos sentimientos. Y los silencios de las almas angustiadas con los dolores ajenos, como los propios agravados en la oscura noche de insomnio, anuncian la aurora de esas buenas acciones y sentimientos que dicen más hablando menos. 
 
    
 
   A primera vista, puede parecer que el tema electoral, propio de la democracia, no debe ser tratado en una Teoria Pura de la RC. Pero sucede que las elecciones constituyen la acción y el momento donde la materia de lo político, es decir, lo estatal y republicano, se contrae y concreta en materia de la política, es decir, en acción legislativa y de gobierno. Por eso decía Carl Schmitt, en la obra citada, que las elecciones muestran la esencia de lo político, yendo incluso más allá de las instituciones estatales, por su capacidad de lograr la identidad entre gobernantes y gobernados, y la representación de éstos por aquellos. Esta doctrina de Schmitt, tan poco refinada, le permitió sostener la peligrosa falsedad de que "bolchevismo y fascismo son antiliberales, pero no antidemocráticos”. Contradicción insuperable, pues además de confundir democracia formal y democracia material, no percibe que donde hay identidad, que es la forma sublimada de la presencia de un sujeto en otro, como en el sistema proporcional de identificación del votante con un partido, no puede haber representación alguna. Schmitt no comprendió lo que la jurisprudencia alemana consagró después como esencia del Estado de Partidos, o sea, la sustitución de la representación de algo por la integración identificadora de un todo. 
 
    
 
   En estos años de fracaso evidente de las pseudo-democracias de Partidos, tipificadas por la corrupción sistemática y la baja calidad o la ausencia de debates parlamentarios, algunos intelectuales socialdemócratas tratan de poner de moda una corriente de opinión, bajo el lema de Teoría de la República deliberativa, con la pretensión de sustituir, o mejor dicho, de ampliar y mejorar las bases sociales que intervienen en la elección de la representación política. Aun reconociendo la buena intención de los promotores de esta teoría, sus propuestas no tienen el realismo ni la coherencia de las clásicas interpretaciones de la democracia participativa, cuyo fracaso práctico ha sido patente. Por estar centrada dicha teoría en el problema de la representación política y en la baja calidad de los debates parlamentarios, se hace aquí una crítica somera, pero radical, de la República deliberativa, no porque esta idea sea doctrinalmente incoherente, como lo es, sino por la fama mundial de sus defensores. La acuñación de su nombre, intercambiable por el de Democracia deliberativa, delata ya su inconsistencia conceptual y su carácter ideológico socialdemócrata. 
 
    
 
   La llamada República deliberativa confunde una forma de Estado con la democracia, que es una forma de Gobierno. Propone una República deliberativa frente a lo que llama elitismo democrático, sin importarle que la esencia de la política esté en lo decisorio, al que la deliberación se dirige; que la República sea el modo de estar instalada la libertad política en el Estado y no en un proceso deliberativo; que el problema de la democracia no es que sea elitista, sino que no existe; y que la democracia representativa no tiene sustituto. Es torpe creer que la partidocracia puede convertirse en democracia, multiplicando el número de ciudadanos de élite que participen en pequeños ámbitos de deliberación extraparlamentaria, sin suprimir el fraude de la representación proporcional, como si los partidos estatales fueran hogares de acogida de sinceras ideas foráneas al Parlamento, a contrapelo de sus estrategias de conservación o conquista del gobierno. 
 
    
 
   La teoría deliberativa abusa del leguaje cuando afirma que es la versión republicana de la democracia y el complemento de la democracia representativa. De ser cierta esta finalidad, sólo sería útil para EEUU y Suiza, aunque se inspire en los foros de ciudadanos elegidos al azar para alcanzar acuerdos que se eleven a los parlamentos monárquicos de Escandinavia. Esa teoría no marca los linderos entre Democracia y República, ni entre la política y lo político. Quiere sustituir la teoría de la elección racional, procedente de la economía, por la deliberación pública de la ciudadanía. Para Habermas, este modelo extiende la acción comunicativa al plano de las instituciones representativas, bajo la hipótesis de que los liberales se satisfacen con la representación, pero aprecian más la deliberación, en tanto que cultivadora de virtudes cívicas y racionalizadoras de la soberanía parlamentaria. Lugar donde tendría lugar el libre proceso comunicativo para lograr acuerdos por mayoría no consensuada en la toma de decisiones colectivas. Buscábamos la identidad del hecho republicano en lo político, y al final del camino nos topamos con la nueva teoría socialdemócrata que lo identifica con lo deliberativo. 
 
    
 
   Las elecciones deben ser tratadas en la Teoría de la República y en la de la Democracia, aunque desde puntos de vista diferentes. A la primera corresponde lo referente a lo político y a la estructura del poder estatal. A la segunda, lo concerniente a la coyuntura, momento y situación de la política, concebida como aspiración a dirigir el ejercicio y el control de todo poder estatal. Son dos teorías complementarias. Por ser de carácter estructural, la Teoría de la RC, reino de lo político, aspira a tener rango científico. Por ser formal y regulativa de las funciones estatales, la Teoría de la Democracia, reino de la política, sólo puede ser científica si es consecuencia del mismo principio republicano que ha separado los poderes del Estado, para equilibrarlos y controlarlos por los gobernados.
 
    
 
   Este mismo principio funda ambas teorías, la republicana y la democrática, con el único método de distinción entre el campo de lo político, equivalente a lo público, y el de la política, situado en el ámbito del control del Estado por los ciudadanos. El motor que sincronice y conjugue la libertad y la igualdad, las acciones y las responsabilidades, en un conjunto social extenso, no puede ser otro que el de la Libertad política colectiva, fundadora de la RC y garantista de las instituciones de la Democracia Representativa. Los procesos electorales trascienden, así, a las teorías de la República y de la Democracia, en tanto que son manifestaciones de esa libertad colectiva básica que no es, ni puede ser, ideológica, porque no es una parcialidad social que se pueda presentar con visos de totalidad, sino un concepto universal y formal que no puede ser desmentido o contrariado, sin confesarse parcialitario o totalitario, o sea, discriminador entre lo libre. 
 
    
 
   La libertad fundadora de la política democrática determina la inestabilidad de lo político en la República Constitucional y la estabilidad de las instituciones en la Democracia formal. Parece una paradoja y no lo es. Identificado lo político con lo público estatal, no parece lógico calificarlo de inestable. Pero lo es, del mismo que lo son las materias sociales sometidas a la jurisdicción del Estado. Éstas aumentan o disminuyen en función de las necesidades de regulación estatal exigidas por el desarrollo material y cultural de las sociedades nacionales. Dictaduras, oligarquías y democracias no escapan de los constantes procesos de transformación de lo social o económico en estatal, como en sentido contrario los de privatización de lo público, ni tampoco de los continuos traspasos de lo político a la esfera de la política o viceversa. Sólo en este sentido lo político es inestable. En cambio, la Democracia estabiliza la política, no porque la materia gobernada sea siempre la misma o inmutable, sino porque está regulada por unas mismas reglas permanentes, constitutivas del juego político. 
 
    
 
   La libertad constituyente de la RC es la misma libertad colectiva que instituye la democracia formal. Las instituciones de la democracia garantizan la permanencia de las libertades formales constituidas, e incluso de la propia libertad política constituyente, cuando la evolución de lo político, no de la política, haga necesaria o conveniente la reforma de la Constitución. Pues la otra alternativa necesariamente violenta, los estados de excepción, es una patología en la democracia política. El poder constituyente no desaparece con la vigencia de la Constitución. Permanece vivo y en último término insurreccional, para afrontar el problema político de la libertad y los conflictos sociales de la igualdad, necesitados de la solución y los cauces institucionales definidos por la República Constitucional. Las elecciones fijan el momento-situación de la política. La República, el estado de lo político. La Democracia, el de la libertad. 
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